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Introducción, Pandemia, Catástrofes  y 
la MegaCrisis

Mario S. Schujman1

El monstruo que nos devora, que viola a la madre tierra, y 
que nos manipula, es el “socio-metabolismo (Metzaros: 2000) del 
capital global neoliberal”, que se está transformando nuevamente a 
sí mismo, nutriéndose con la peste, para sobrevivir y para poder se-
guir acumulando y concentrando riqueza y poder; y a su paso siem-
bra, desigualdad, exterminio, desempleo, precarización, pobreza y 
miseria. Esa es la madre de todas las pestes, de todas las pesadillas 
y de todos los miedos.

El actual recorte arbitrario de lo que nos explica la ciencia biológica, 
pretende que el enemigo sea el virus y, por ende, estaríamos en 
guerra contra el virus cuando, de existir alguna guerra, debería ser-
lo contra la fábrica de virus en serie, que es, justamente, el actual 
totalitarismo financiero depredador del medio ambiente, que ha 
producido la vaca loca, la gripe asiática, la de Hong Kong, el VIH, la 
gripe porcina, el SARS, el Ébola, el coronavirus modelo 2015 y ahora 
la nueva versión 19 (Zaffaroni, 2020).   

No podemos decir que esto nos haya cogido por sorpresa. 
Todo lo que nos está ocurriendo se deriva del cambio climático, del 
que han venido advirtiendo los investigadores y yo mismo desde 
hace tiempo. Hemos tenido otras pandemias en los últimos años y 
se han lanzado advertencias de que algo muy grave podía ocurrir.
La actividad humana ha generado estas pandemias porque hemos 
alterado el ciclo del agua y el ecosistema que mantiene el equilibro 
en el planeta. 

	 1. 	 Co Director de la Maestría en Entidades de la Economía Social. UNR-CEI. 
Presidente de la Asociación Iberoamericana de Derecho Cooperativa y de 
la Economía Social y Solidaria. Miembro del Consejo Consultivo del INAES. 
maestriaecosocial@gmail.com
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Los desastres naturales –pandemias, incendio, huracanes, inunda-
ciones– van a continuar porque la temperatura de la tierra sigue 
subiendo y porque hemos arruinado el suelo. 
Hay dos factores que no podemos dejar de considerar. El cambio 
climático provoca movimientos de población humana y de otras es-
pecies. El segundo es que la vida animal y la humana se acercan 
cada día más como consecuencia de la emergencia climática y por 
ello sus virus viajan juntos. Estamos ante la amenaza de una extin-
ción (Rifkin, 2020). 

 
Esta nueva pandemia, el “Covid-19,” es la tercera gran epi-

demia en una década, de la misma familia virósica, y no va a ser 
la última. Es evidente si comparamos el síndrome agudo y grave 
(SARS) emergido en 2002, el síndrome respiratorio de Oriente Me-
dio (MERS), surgido en 2012; y por último esta nueva enfermedad, 
la Covid 19, causada por el SARS-Co V-2 (Ramonet, 2020).

Ramonet comparte muchos de estos conceptos, en una publi-
cación de Le Monde Diplomatic, y desarrolla y afirma que se trata de 
“Un Hecho Social Total”.  Citando a especialistas en cambio climáti-
co que vienen sosteniendo que: “La destrucción humana de la bio-
diversidad, está creando las condiciones objetivas para que nuevos 
virus y nuevas enfermedades aparezcan: 

La deforestación, la apertura de nuevas carreteras, la minería 
y la caza son actividades implicadas en el desencadenamiento de 
diferentes epidemias” (Alex Richter-Boix, doctor en biología y espe-
cialista en cambio climático).

La desaparición de muchísimas especies, y el desequilibrio de la 
naturaleza desata nudos biológicos que presagian el apocalipsis.

Desde hace millones de años, los animales poseen en su organismo 
una gran diversidad de virus contra los cuales, durante esa larga 
convivencia, han sabido desarrollar inmunidad. 
Pero cuando se retira de su entorno natural a un animal, ese equili-
brio se rompe, y un virus puede entonces transmitirse a otra espe-
cie con la que el animal no convivió nunca (…) 
La destrucción de los hábitats de las especies salvajes y la invasión 
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de esos ecosistemas silvestres por proyectos urbanos crean situa-
ciones propias para la mutación acelerada de los virus… (Ramonet, 
2020).

La voracidad del capital en el siglo XXI invisibiliza los anuncios. 
Boaventura de Souza Santos (2020: 24/37/67) se pregunta: 

¿Acaso quiere decir que a comienzos del siglo XXI la única forma de 
evitar la inminente catástrofe ecológica es a través de la destruc-
ción masiva de la vida humana? 
El reino del el capitalismo, el colonialismo y el patriarcado tiene hoy 
dos paisajes principales donde lo siguiente es más visible y cruel: 
La concentración escandalosa de riqueza/desigualdad social extre-
ma y la destrucción de la vida en el planeta/la inminente catástrofe 
ecológica. 
Lo peor es que, si bien la crisis pandémica puede revertirse o con-
trolarse de alguna manera, la crisis ecológica ya es irreversible y 
ahora solo queda intentar mitigarla. 
Pero resulta aún más grave el hecho de que ambas crisis están vin-
culadas.
La pandemia de coronavirus es una manifestación entre muchas de 
este modelo de sociedad.

Existen pocas dudas de que hay una relación directa entre el 
cambio climático y la desfloración sistemática de la naturaleza para 
mercantilizarlas. 

ACNUR da cuenta suscintamente de aquellos hechos extraor-
dinarios que se produjeron en este siglo:

En el 2005, la hambruna de Darfur, el terremoto de Cachemi-
ra en la India, y ese fue el año en el que el huracán Katrina arrasó 
Nueva Orleans (EEUU). 

En el 2008, el ciclón Narguis en Birmania y el terremoto de 
Schuan en China.  

En el 2010, el terremoto que destrozó a Haití, en el Caribe. 
En el 2012, las inundaciones arrasaron Filipinas, y en ese mis-

mo país al año siguiente el tifón Haiyan. 
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En el 2015, el terremoto de Nepal, y en el 2016, el de Ecuador. 
En el 2017, Somalía sufre la peor sequía en 60 años, y en el 

2019, el ciclón Idai sacude Mozambique, Zimbabue y Malawi.
Millones y millones de personas perdieron la vida, sus hoga-

res sus trabajos (oit, 2020) sus familias y todas estas catástrofes 
fueron en regiones o países vulnerables.

La OIT elevó sus proyecciones de pérdida de puestos de tra-
bajo hasta el equivalente a 305 millones de empleos, sólo en el 
segundo trimestre de 2020. 

El informe del organismo anunció que unos 232 millones de 
empresas de comercio mayorista y minorista, 111 millones del sec-
tor turístico, 51 millones de la rama hotelera y 42 millones de otros 
sectores como el inmobiliario, están en serio peligro de cierre.

En el segundo trimestre el número de horas de trabajo en el 
mundo debería ser del 10,5% inferior al último trimestre anterior 
a la crisis.

Las epidemias y las catástrofes cumplen el papel que tenían 
las guerras en el siglo XII cuando la producción no podía alimentar 
a todos y otra Iglesia recurría a las Cruzadas como solución. 

El Presidente de los Argentinos visibiliza en el AMBA la ma-
sacre que está haciendo la pandemia, en los hacinados barrios hu-
mildes, y puntualiza que se multiplica la injusta situación social.

¿Cómo podemos ver semejante diferencias tan cercanas y no re-
accionar?
Cuando a mi me preguntan que dejó la pandemia, es la muestra 
de la desigualdad en la que vivimos. Aquí nadie puede hacerse el 
distraído, está a la vista de todos.
Vivimos en un país injusto y ahora nadie tiene excusa de decir, no 
me di cuenta, porque todos lo hemos visto (Fernández, 26/5/2020).

El “socio-metabolismo” del capital se desprende en su cami-
no de los sobrantes que ya no son necesarios, ni para el consumo, 
ni la producción. No le preocupan las epidemias y las pandemias, 
tampoco los grandes azotes con los que la naturaleza retribuye el 
cambio climático y la violación de la madre tierra. 
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Edgar Morin, citado por Chomsky, constata: “Al fin y al cabo el 
sacrificio de los mas frágiles, es funcional a una lógica de selección 
natural. Como ocurre en el mundo del mercado, el que no aguanta 
la competencia, es destinado a perecer.  

Crear una sociead auténticamente humana significa oponerse 
a toda costa a ese darwinismo social”.

Boaventura de Souza Santos (2020: 45/8/9) sostiene esta mi-
rada que no es conspirativa, sino objetiva. También en la lucha con-
tra la cuarentena se impone la desigualdad como principio esencial 
del accionar del monstruo neoliberal.

Si no transformamos a la sociedad privilegiando a la vida, de-
fendiendo a los sectores mas débiles de la sociedad y a la madre 
tierra –y luchamos contra una desigualdad creciente y expulsiva–, 
después de la epidemia, las causas que la generaron, reproducirán 
todas las crisis; sucederá como en la crisis financiera del 2008, y 
quienes la causaron serán sus beneficiarios y los estados estarán a 
su servicio porque el poder del monstruo globalizador se les impon-
drá nuevamente.

Si el Estado practica una imprescindible política redistributiva con 
criterio asistencial, pero no lo hace desde una mirada estratégica en la 
que se vislumbre una sociedad distinta, vamos a estar en problemas.

Si las comunidades, los movimientos sociales, los actores co-
operativos y de la economía social, solidaria y popular,  libran la ba-
talla dentro de cada estado para recuperar una parte de ese poder, 
transformándolo en contrahegemónico, la condición humana y la 
madre tierra pueden tener otro futuro.

Qué sucederá después de la pandemia

Muchas son las esperanzas que suscita el inimaginable grado 
de responsabilidad social que ha evidenciado la gente durante la 
pandemia, la solidaridad del personal sanitario y el agradecimiento 
de la población. 

La pandemia ha provocado un cimbronazo sobre la estructura del 
poder mundial, dejando entrever los mecanismos que la reproducen y 
su vinculación con los intereses de los mas poderosos.
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Desnuda además la irracionalidad de un sistema que reproduce el 
canibalismo social y crea las condiciones de su autodestrucción. Esta 
visibilidad de la esencia de la crisis, es lo que hace posible la irrupción 
de fenómenos nuevos. Al exponer su índole humana, la estructura de 
poder, pierde el carácter natural que la define como algo dado para 
siempre, e inmodificable.
En la otra mano  e inmersos en la mega crisis y la pandemia un nú-
mero muy reducido de milmillonarios desde mediados de marzo au-
mentaron su fortuna en 434.000 millones de dólares. 
En los primeros puestos se destacan los propietarios de las princi-
pales corporaciones tecnológicas (Peralta Ramos, 2020).

Esto evidencia el desguace del Estado que viene practicando 
el neoliberalismo ha provocado zozobras en muchos países y miedo 
colectivo. Sumado a la convicción de que la ayuda económica del 
Estado, asistencial y productiva, fue imprescindible para morigerar 
una catástrofe económica planetaria, y los medios hegemónicos tu-
vieron que admitirlo. 

En muchos estados europeos se plantea el fortalecimiento del 
Estado a partir de los necesarios apoyos económicos, asumiendo 
que la salida de la crisis del 2008 favoreció sustancialmente a quie-
nes lo habían provocado.

Es muy notorio e incontrastable que aquellos estados que 
no actuaron porque siguieron la lógica del capital y no de la vida, 
conforme a las reglas del mercado (EEUU, Brasil, Perú y Chile) son 
los que sufrieron y sufren aterradores niveles de contagio y de 
muertes. 

Queremos pensar que se desmorona la idea conservadora de 
que no hay alternativa a la forma de vida impuesta por “la mercan-
tilización del planeta y de la vida”.

Sin embargo, no se van a producir los cambios automática-
mente. El monstruo global se ha fortalecido concentrando aún mas 
poder y riqueza durante la madre de las crisis, y va a intentar seguir 
haciéndolo después. Va a presionar como nunca a los estados para 
que los subsidien y los apoyen extorsionando con una caída mayor 
de actividad y multimedios aún más desatados.
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Por ello, tenemos que ser muy concientes, de que la bús-
queda de una legislación para un mundo mejor va a ofrecer mu-
chísimas resistencias, y mucho mayores para que se instalen en la 
sociedad.

Se abre en la postcuarentena, dos posibilidades para los 
pueblos: 

Una que va a tratar de ser impuesta, explotando el miedo al 
cambio, y con el apoyo de todo el aparato que conformó nuestro 
sentido común y nuestra intimidad constitutiva, que asume que 
no es posible cambiar, que va a ser impuesta a sangre y fuego, por 
nuestro monstruoso socio-metabolismo, para seguir concentran-
do y acumulado poder y riqueza.

La acumulación está en la naturaleza del sistema mundo he-
gemónico. Solo puede existir multiplicándose. Al igual que la fábu-
la del escorpión que picó a la rana que lo cruzaba en el río, aun a 
costa de su propia muerte, porque respondía a su naturaleza. 

Este camino nos llevaría a sostener necesariamente a los “ji-
netes de la apocalipsis”, que generarán destrucción de la naturale-
za, que provoca nuevas pestes, crisis, catástrofes climáticas, des-
empleo, pobreza, miseria, hambre. Mayor desigualdad traducida 
además en falta de vivienda, agua, educación, energía, etc.

No somos ingenuos, sabemos que, en la post pandemia, espe-
cialmente frente a las clases medias que caerán en la pobreza, 
los virreyes y los otros agentes, pretenderán atribuir todos los 
males a los políticos que no respondan al partido mediático úni-
co, usarán sus campañas sucias, sus “fake news”, las dramatiza-
ciones de sus actores y actrices disfrazados de comunicadores y 
periodistas; no ahorrarán recurso alguno, recurrirán y pondrán 
en práctica sus impudicias “coprófilas” más abyectas e inhuma-
nas (Zafaroni, 2020).

Pero existe además otro camino que llevaría a hacer re-
troceder la degradación de la naturaleza, a combatir progresiva-
mente la desigualdad, combatir el hambre desde abajo y con las 
comunidades, construir un Estado con fortaleza para oponerse a 
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los monopolios y proponer finanzas para multiplicar la producción 
y el trabajo, políticas para reconstruir la vida social que sostenga la 
producción y el trabajo sostenible y orgánico, en el ámbito urbano 
y rural.
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	 2. 	 Ingeniero Metalúrgico. Magíster en Dirección de Empresas. Universidad 
Nacional de Santiago del Estero. Pendiente de Tesis.Docente de la Univer-
sidad Nacional de Jujuy. Intendente de Palpalá. 92-97. Vicegobernador de 
Jujuy 1999-2003. Diputado Nacional 2003-2007. Delegado de Jujuy de la 
Secretaria de Agricultura Familiar del gobierno nacional 2013/2014. Secre-
tario de Economía Popular. Gobierno de Jujuy, desde diciembre de 2015 
hasta la actualidad.

Tiempos de pandemia: una oportunidad para 
visiblizar los problemas y oportunidades de 

la Economía Social 

Ruben Daza2

Con la expansión del nuevo liberalismo económico desde la 
caída del muro de Berlín, la generación de trabajo no pudo aún ser 
resuelta de manera sustentable. 

El ciudadano, genuino representante de la clase trabajadora 
venida a menos, fue y es una de las víctimas del creciente aumento 
de la desigualdad. 

Hasta la década del 90, el modelo económico se sostenía en 
la demanda interna, donde el crecimiento del empleo y los salarios 
eran funcionales al mismo. El Estado nacional y las provincias eran 
las principales empleadoras, lo que llevó a un aumento del sector 
de la administración pública (que hoy tiene cerca de noventa mil 
empleados). 

Si bien se generaron algunas pymes, ante algunas oportuni-
dades que se presentaban, lejos estaban de suplir las perdidas. Con 
la crisis de ese esquema y su progresiva sustitución por un nuevo 
régimen de acumulación basado en la demanda externa, el valor 
del trabajo y el empleo de mano de obra se convirtieron en una 
traba a la competitividad de la economía, transformándose en un 
costo de producción que debía reducirse al mínimo de acuerdo a 
los parámetros e ideología de los grupos económicos hegemónicos.

A partir de la década del 90, la dinámica globalizadora fue más 
dominante e imparable que nunca. 
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Las economías de escala, las cadenas de valor internacional, 
los índices de competitividad, las deslocalizaciones industriales y las 
commodities, fueron de ahí en más, la moneda corriente. 

La implementación de políticas neoliberales, basadas en la re-
gulación del trabajo asalariado bajo estándares de flexibilización y 
precarización de los contratos laborales, afectaron las condiciones 
de vida de los ciudadanos. 

En Jujuy, la apertura económica significó la pérdida de 20.000 
puestos de trabajo. 

Las fábricas, los ingenios, Zapla, cementera, papelera, meta-
les no ferrosos y minería, abrazaron los parabienes globalizadores 
y se acomodaron a esta nueva situación a costa de la reducción del 
personal y de miles de puestos de trabajo. 

Las medidas adoptadas profundizaron aún más las desigual-
dades, la caída de la actividad económica y la destrucción del em-
pleo. En este escenario, la falta de recursos se manifestó en los su-
cesivos cambios de gobierno. 

El default del 2001 y la posterior devaluación genero tres si-
tuaciones convergentes: 

Un bajo gasto del Estado, 12% del PBI con superávit fiscal, un 
alto valor de los commodities y bajas importaciones generaban im-
portante superávit comercial, aumento de competitividad por un 
tipo de cambio alto. 

Esta ventaja se fue licuando en los siguientes años por el creci-
miento del gasto público, llegando a un 27% del PBI combinado con 
la baja del valor de los commodities. Nos lleva a un nuevo default. 

Tres lustros después sigue poniéndose en evidencia la inca-
pacidad de la economía argentina de generar puestos de trabajo 
estables, bien remunerados y en cantidad suficiente. 

Llegamos a estos tiempos de pandemia, de crisis económica 
mundial, con un sector privado tradicional que no ha logrado re-
solver los problemas de competitividad, sin capacidad de generar 
empleo y con un Estado saturado y deficitario. 

La cuestión del empleo y su contracara más cruel, el desem-
pleo, es una materia pendiente aún en nuestro país. 

Sin embargo, incluso en este contexto desfavorable, el tra-
bajo autogestionado fue creciendo y hoy nos encontramos con un 
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amplio sector resilente, no visibilizado todavía, pero que día a día va 
creciendo en número y en valor. 

Una economía solidaria que sostiene gran parte de las eco-
nomías locales. Que crece en los intersticios del capitalismo o en 
espacios informales, y que no obstante sigue siendo invisible para el 
Estado, salvo por algunos programas aislados destinados al sector, 
totalmente insuficientes debido a la magnitud de su alcance. 

No tiene estadísticas, carece de representación, se autofinan-
cia a través de diferentes modalidades a escala micro, en algunos 
casos con microcréditos, otras mediante circuitos informales como 
los pasamanos, y en muchos casos quedan librados, ante la necesi-
dad, a mecanismos extorsivos de prestamistas usureros. 

El Estado, al no reconocerlo, pretende formalizarlo o “blan-
quearlo” con las mismas reglas del sector privado tradicional. En 
los niveles locales, los municipios exigen habilitaciones y requisitos 
incumplibles que retroalimentan la informalidad, quitándole la ca-
pacidad para mejorar las actividades en calidad y cantidad.

La salida de la pandemia profundiza la situación existente. 
Continúa siendo un sector para el que no llega ayuda, lo que si ocu-
rre para otras esferas de la economía como el sector privado em-
presarial. 

En el mismo sentido, la apertura de las actividades implicará 
la práctica de medidas y protocolos generales, inaplicables para las 
particularidades y especificidades de una diversidad de emprendi-
mientos que se nuclean en este sector. 

Más allá de las previsiones adoptadas para la resolución de las 
deudas, la forma o como se consigan recursos extraordinarios im-
prescindibles para este momento bajo la forma de créditos, emisión 
monetaria o de deuda pública, impuesto a la riqueza, u otros, nues-
tra preocupación es, desde el Foro de la Economía Solidaria, como 
esas medidas van a resolver la urgente problemática del sector.

Reconocemos a la economía solidaria como el sector estra-
tégico a través del cual las personas se organizan en la producción 
y reproducción de los bienes materiales y servicios, mediante una 
serie de principios, valores, recursos, relaciones sociales que hacen 
posible la vida de los emprendedores y sus familias. 
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Prácticas económicas alternativas, donde el concepto de eco-
nomía se vincula de manera estrecha con la solidaridad para dar 
cuenta de numerosas experiencias alternativas a la economía hege-
mónica, tanto en el sector privado capitalista como estatal regula-
da. Una economía que tiene sustento vital en el territorio. Sustenta-
bilidad que se basa en la conjunción de tres variables:

Lograr un territorio sustentable, es decir gobernable, cohesi-
vo y productivo, en un contexto que es colaborativo y entramado 
pero también demandante e incierto, requiere de estrategias, es-
tructura y gestión.

• Estrategias que suponen en principio una formación inte-
gral, a contexto y por competencias, y que incluye los valores de 
convivencia y del saber ser.  Los criterios de los procesos formativos 
son una metodología comprobada para alcanzar estas metas. 

• Otra estrategia son las tramas socioproductivas que nos 
obligan a ser parte, como única manera de lograr el valor del traba-
jo suficiente para sostener y desarrollar nuestras familias. Estas tra-
mas deben contemplar los mercados solidarios, mercados privados 
o la combinación de ambos. 

• La organización del consumidor y el mercado de cercanía, 
conforman la estrategia de mercado. La producción agroecológica 
con experiencias y prácticas de acción que prioricen el cuidado del 
medio ambiente. 

• La microindustrialización será el eje estratégico para dar va-
lor a nuestra producción a escala local. La organización del sector, el 
eje estratégico que de sostenibilidad en una alianza con los gobier-
nos locales y la academia.

• También el diseño un nuevo sistema fiscal municipal y provin-
cial sobre la base del valor del trabajo, complementa las estrategias an-
teriores para el logro de la sustentabilidad del territorio.

Para llevar adelante estos ejes estratégicos, debemos dispo-
ner de una estructura y de recursos materiales y humanos. El co-
nocimiento y los resultados alcanzados a través de distintas expe-
riencias y el trabajo sostenido que venimos realizando, nos permite 
proponer acciones concretas como: 
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1. Realizar un programa multi e interinstitucional, donde 
cada uno de los organismos realiza, en el marco de sus competen-
cias, las actividades correspondientes a la estrategia, estructura y 
recursos previstas y otras exclusivas para la nueva economía extra 
planificación.

2. Convocar y formar gestores de desarrollo que tendrán como 
función intervenir en el territorio en los ámbitos productivos y edu-
cativos, a efectos de articular las diferentes instituciones y actores 
locales, así como promover los procesos formativos integrales.

3. Convocar y formar gestores barriales con el objetivo de dis-
poner de la información necesaria para actuar de manera focalizada 
y preventiva en los diferentes problemas socioeducativos que afec-
tan a las familias. 

4. Promover la atención primaria de la salud, fortaleciendo 
recursos humanos, financieros, infraestructura y equipamiento en 
las salas barriales.

Los entramados socioproductivos buscarán relacionar en 
forma cooperativa lo rural y lo urbano, la producción primaria y la 
transformación con valor agregado, la incorporación de los consu-
midores organizados, la comunicación, el comercio digital y los sis-
temas de certificación. 

Los entramados deben tener como meta que el valor del tra-
bajo supere el valor de las materias primas, insumos y demás costos 
fijos y variables de la etapa productiva o de toda la cadena. Es decir 
superar el 50 y 50 a favor del trabajo.

Temas como soberanía alimentaria y unidades productivas 
locales, vinculadas a través de una cadena de valor de productos y 
servicios, constituyen la base del turismo rural comunitario como 
mercado propicio para circuitos y destinos turísticos desarrollados 
a través de la gestión asociada de emprendedores de una diversi-
dad de sectores de la economía social.

Refacción de viviendas con sistema de fondos rotatorios con 
albañiles, cooperativas, productores de insumos de viviendas, ofi-
cios.  Mayor entramado implica mayor valor del trabajo, mayor pro-
ductividad y en consecuencia competitividad, porque hay menor 
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intermediación extractiva o parásita. Consecuentemente, mientras 
mayor sea el entramado, mayor deberán ser los recursos afectados.

Ampliar, potenciar y fortalecer los distintos mecanismos de 
Microfinanzas como bancos de microcréditos y otras formas de fi-
nanciamiento en los entramados o interentramados. 

Diseñar un sistema fiscal que parta de una inscripción única 
municipal y provincial por un plazo de dos años. Un pago que será 
progresivo en función del valor del trabajo en la actividad. Dicho 
fondo será redestinado al sector.

El sistema educativo formal deberá incorporar, desde los ni-
veles iniciales, la economía solidaria y ser parte de los entramados 
con centros vecinales, emprendedores, diseñadores industriales, 
etc. Se deberá integrar las instituciones al territorio al que perte-
nece, abrir la escuela para la participación permanente y salir al 
barrio a realizar actividades con temas de emprendedurismo, am-
bientales, sociales, culturales, deportivos que les permitan a do-
centes y alumnos una vivencia de la realidad con problematización 
de la aplicación de los conocimientos del aula que desarrollaran 
un espíritu crítico y una retroalimentación para la búsqueda de 
mayor profundidad conceptual.

Esto no puede quedar a la voluntad de los directivos, debe 
ser una obligación de generar las estructuras de vinculación con sus 
comunidades. 

Esto va a generar la necesidad de incorporar creatividad en las 
relaciones, porque no se va a poder atender las demandas de cono-
cimientos y experiencias con los manuales de todos los años, o en 
todo caso serán solo guías sometidos a permanente modificación.

A manera de un cierre parcial de este documento, y consi-
derando que es un simple borrador al que se puede profundizar 
conceptualmente u operativamente –se pueden ampliar temas y 
formas de abordar– podemos decir que en los próximos años van 
a convivir la economía de mercado tradicional, el Estado y una cre-
ciente economía solidaria. 

Será esta última la que impulsará cambios profundos en nues-
tras sociedades, nos obligará a responder desde el territorio, desde 
los problemas, no desde los relatos o desde el marketing, implicará 
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nuevas articulaciones, otras formas de gestionar el conocimiento, 
centrado en los valores y la productividad, en las tramas sociopro-
ductivas, obligando a todos a mejorar nuestro sistema de partici-
pación, esto nos conducirá a una mejor democracia, que nos dará 
igualdad de oportunidades y en consecuencia a una mejor y mayor 
justicia social.
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Las Cooperativas son la esperanza en un mundo 
en profunda crisis de humanidad

Mario S. Schujman
 

Hoy asistimos a catástrofes climáticas, sociales y sanitarias ini-
maginables. El planeta y la sociedad humana están en riesgo cierto 
de supervivencia. Podemos registrar avances en algunas de estas 
calamidades, pero si no resolvemos su causa (la acumulación capita-
lista financiarizada neoliberal) van a volver agravadas una y otra vez. 

Necesariamente, si queremos sobrevivir debemos ser  cons-
cientes de que la “mercantilización de la vida”, la búsqueda del ma-
yor beneficio sin restricciones éticas, el poder que todo destruye 
para acumular riqueza, es quien nos conduce al abismo.  

Si no recuperamos los comportamientos de “solidaridad”, “re-
ciprocidad”, “don”, “intercambio” y “redistribución” (Polanyi, 2011, 
recogidos por Calle, 2009: 24)3 y José Luis Coraggio 2009: 1374, los 
afectos y  el amor como motor de las conductas, que se hibridan 
y conviven hoy con la mezquindad y el egoísmo que nos ha intro-
ducido en nuestra intimidad constitutiva el poder corruptor, multi-
mediático, militar, y cultural,  que nos ha formateado en esa lógica 
que todos compartimos, y ha generado un sentido común (García 
Linera, 2016: 37)5, que impide la reproducción ampliada de la vida 
para que pensemos que el único comportamiento  racional es el 
individualismo egoísta y competitivo. 

	 3. 	 Polanyi, K. (2011). La gran Transformación. Los orígenes políticos y econó-
micos e nuestros tiempos. 2a Reimpresión. Ed. Fondo de cultura económi-
ca. Buenos Aires. Argentina.

	 4. 	 Calle, A. y Coraggio, J. L. (2009). Qué es lo económico. Organizado por José 
Luis Coraggio. Ed. Ciccus. CABA. Argentina.

	 5.	 “El sentido común no son más que los preceptos íntimos, morales y ló-
gicos con los que la gente organiza la vida, la manera en que se sume 
subjetivamente lo bueno y lo malo, lo deseable y lo indeseable, lo positivo 
y lo negativo de la vida y de las acciones humanas.

		  No se trata de un tema de discursos susceptibles de ser inculcados con 
grandes dosis de seminarios o lecturas. 
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Es necesario reconstruir aquello que el hombre social apren-
dió a través de su historia antropológica. Que sólo con el otro y no 
contra el otro, se construye una buena vida. 

Las cooperativas son en esta sociedad una maravillosa ano-
malía, que se debate entre su identidad, sus principios y los valores 
que la preservan, y las corrupciones que impone un mercado y una 
sociedad que caminan en sentido contrario.  

Se multiplica la vigencia que  tiene el documento de la dele-
gación Argentina  en la III Cumbre de Cooperativas de las Américas 
que se celebró en Cartagena de India.

Debemos concebir nuestra práctica cooperativa como aporte a una 
visión integral de la sociedad que necesita de la cooperación para 
superar la injusticia y la desigualdad social. “Sin solidaridad no hay 
futuro”.
Los cooperativistas y nuestras organizaciones somos parte impres-
cindible de esa construcción, en tanto nacimos como organizacio-
nes para resistir desde los territorios la voracidad del capital me-
diante la creación de alternativas económicas. 
El desafío ineluctable del ahora es convertirnos en constructores de 
una sociedad alternativa.
Frente a un modelo integrado por el 1% más rico de la población, 
cuya propuesta única es la economía neoliberal y que deja en la ex-
clusión y la miseria al otro 99%, al que debemos enfrentar con  otro 
modelo inclusivo, que denuncie las causas de la desigualdad y la ex-
clusión; que proponga profundizar la democracia, la participación 
colectiva; que apoye las políticas públicas que generan inversión 
en educación, salud; que eleve los salarios, distribuya los ingresos; 

		  Es un tema de orden simbólico de la individualidad, que resulta de una 
larga sedimentación de acciones y narrativas prácticas, que se inscriben 
en el cuerpo y la memoria profunda de las personas y que con el tiempo, 
se vuelven innatas, obvias, “naturales”.

		  Álvaro García Linera (2016). “Fin de ciclo progresista o proceso de oleadas 
revolucionarias”. En Emir Sader, Alvaro Garcia Linera y otros. “Las vías abiertas 
de América Latina”. Siete ensayos en busca de una respuesta ¿Fin de ciclo o 
repliegue temporal? Editorial Octubre. UMET. 2016. Buenos Aires. Argentina. 
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que apoye al sector de la economía solidaria para la inclusión; que 
trabaje por los derechos humanos y mejore la calidad de vida de las 
mayorías (Rev. Idelcoop. 2016:80)6.

El cooperativo es un movimiento socioeconómico, y un tipo 
jurídico, con un sentido que debe ser alternativo y transformador 
de cara al flautista de Hamelín, que conduce a la sociedad y al pla-
neta al abismo. 

Por supuesto que no puede ni debe, construirse como alter-
nativa solo. Debe incluirse en ese universo en permanente movi-
miento que es la Economía Social, Solidaria y Comunitaria, y debe 
hacerlo con urgencia, porque se están creando las condiciones para 
un amplio movimiento social y político que sostenga la resistencia y 
organice nuevas formas socioeconómicas que preserven al hombre, 
a la sociedad, y al planeta. Las cooperativas son la demostración en 
la praxis de que “otra economía” y “otra sociedad” son posibles.

El cooperativismo necesita para ello fortalecer su identidad, 
su integración, su sustentabilidad económica y social y establecer 
lazos con las organizaciones y los movimientos sociales que luchan 
por la “diversidad y contra el regresivo patriarcado”, por los que 
“defienden nuestra casa común”, con los “trabajadores”, con los 
campesinos, con los excluidos de esta sociedad, por el formidable 
“Movimiento de la Economía Social, Solidaria, Popular y Comunita-
ria”, y con todos los sectores que al igual que el cooperativo procu-
ran satisfacer las necesidades e intereses de sus integrantes y de la 
comunidad en el camino de reproducir la vida, promoviendo com-
portamientos, que independientemente de las intenciones de sus 
participantes, son contrahegemónicos.  

	 6.	 Documento de Argentina. III Cumbre de Cooperativa de las Américas. Car-
tagena de Indias. Revista Idelccop, Nº 215, marzo de 2015.
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	 7.	 Declaración sobre la identidad y los Principios Cooperativos”. ED. ICA.
	 8.	 Vuotto, M. (2014). Economía social. Precisiones conceptuales y algunas ex-

periencias históricas. Ed. UNGS. Los Polvorines. Argentina.

Las Cooperativas

Mario S. Schujman

La Alianza Cooperativa Internacional definió universalmente a 
las Cooperativas en Manchester en 19957 diciendo que: “Son una 
asociación autónoma de personas, que se han unido voluntaria-
mente, para hacer frente a sus necesidades y aspiraciones Econó-
micas. Sociales y Culturales comunes, por medio de una empre-
sa de propiedad conjunta, y democráticamente controlada”. En el 
mismo evento y no casualmente ACI agregó el compromiso con la 
comunidad, como uno de los principio rectores de las cooperativas.  

Este reconocimiento conceptual, deja claro que no se trata 
de una sociedad de capitales, sino de una “asociación autónoma 
de personas”, que no se reúnen para ganar dinero, sino para hacer 
frente a sus necesidades y aspiraciones económicas, sociales y cul-
turales comunes, y que el instrumento que utilizan para ello y para 
actuar en el mercado es “una empresa de propiedad conjunta, y 
democráticamente controlada”.

Esta definición de la Alianza encuentra correlato, en la mejor 
doctrina, que ayuda a entender la identidad estructural de las coo-
perativas. Las cuatro reglas básicas que reclamaba Claude Vienny, 
citado por Vuotto (2014: 163)8:

“a) Una regla relativa al agrupamiento de personas: La igual-
dad.
b) Otra relativa a las relaciones miembro-empresa (determi-
nante de la actividad de la empresa).
c) Una regla relativa a las relaciones empresa-miembro (dis-
tribución de los resultados).
d) Una regla relativa a la empresa-organización (duradera-
mente colectiva)”.
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Y en nuestro país la formidable obra de Alicia Kaplan de Drimer 
y Bernardo Drimer (1975: 26)9 sostiene esta busca identitaria cuando 
plantean que son rasgos esenciales de las cooperativas:

“a) Son entidades de personas (un asociado un voto, régimen 
para la distribución de excedentes.

b) Son  entidades de servicios.
c) Identificación de asociados y Usuarios en las cooperativas 

(principio de mutualidad prevaleciente).
d) Carácter no lucrativa (en su causa fin constitutiva). Son en-

tidades no lucrativas que proporcionan ventajas económicas a sus 
asociados”.

También nuestro querido maestro Alfredo Alberto Althaus 
(1992: 263/272)10 nos enseña, en su docto trabajo sobre el Acto 
Jurídico, que la Actividad Cooperativa en general “Involucra ciertos 
actos que encuadran en las categorías tradicionales del derecho, 
empero existen además otros actos y situaciones que son específi-
camente cooperativos”.

Como elementos esenciales diferenciadores frente a toda clase 
de otros actos jurídicos, porque de eso trata su identidad, y enuncia:

“a) Sujeto: El cooperador en su condición de tal, y la cooperativa 
en cuanto está constituida, y funciona de acuerdo a los principios 
cooperativos universalmente aceptados.
b) Objeto: De acuerdo a los fines de la Cooperativa.
Las primeras experiencias de este tipo fueron la Cooperativa de 
Crédito La Capilla (Ing. Sajaroff, Entre Ríos, 1913). 
Hasta 1940 estas Cajas de Crédito tienen un crecimiento vegetativo, 
destacándose por mezclar características cooperativas y mutuales. 
Funcionan con capital propio o formas inorgánicas de ahorro y cu-
bren las necesidades de la actividad artesanal y comercial.

	 9.	 Kaplan de Drimer, A. y Drimer, B. (1975). Las Cooperativas. Fundamento. 
Historia. Doctrina. 2a Edición. Editorial Intercoop. Buenos Aires. Argentina.

	 10.	 Althaus, A. A. (1992). El Acto cooperativo en el derecho argentino y compa-
rado. Ed. Fondo de Cultura Universitaria. Montevideo. Uruguay. 
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Entre 1958 y 1966, las Cajas de Crédito pasan de 197 (124 de las 
cuales estaban instaladas en Buenos Aires) a 974, distribuidas en 
300 localidades de 17 provincias. 
c) Servicios sin ánimo de lucro”.

Y nos explica que “la principal consecuencia que se deriva de 
la consagración legislativa del acto cooperativo es el reconocimien-
to de la esencial unidad: Asociado-Cooperativa”.

Sin embargo, en oportunidades algunos importantes doctri-
narios y actores cooperativos han sido arrastrados por las exigen-
cias que a las cooperativas pretende imponerles ese omnímodo 
mandamás que es el mercado; a poner el carro delante del caballo 
y establecer que primero es la empresa y luego si queda espacio la 
asociación autónoma de personas.

En el derecho, y fundamentalmente en el norte, esta tenden-
cia es muy importante, y suscita la angustiada reflexión de nuestro 
querido Henry Haagen (2012)11, que se pregunta 

¿y qué, si desaparecen las cooperativas como una forma legal de 
la empresa: De la distinción de los tipos de empresas a su isomor-
fización: 
La evolución de la legislación cooperativa puede ser dividida en dos 
partes, se superponen, las fases. Una de mediados del siglo 19 has-
ta nuestros días, y la otra a partir de la década de 1970. 
La primera está marcada por cooperativas distintas de las socieda-
des por acciones, la segunda mediante la aproximación a las socie-
dades por acciones.  

En esta segunda etapa, marcada por la búsqueda 

de mejorar la competitividad a través de la legislación cooperativa, 
se permite: Ilimitadas fusiones y adquisiciones, cambiar la estruc-
tura del capital, pluralizar los derechos al voto y otorgar poderes 

	 11.	 Hagen, H. (2012). Guías para la legislación cooperativa. 3a Edición Revisa-
da. Ed. ILO. Ginebra.
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más amplios de gestión a administradores profesionales que no son 
miembros. 
Esto hace que las principales características de las cooperativas ta-
les como ser democráticas, deberse a sus miembros y tener auto-
determinación se vean truncadas (Haagen, 2007: 8)12.

Todos vemos atenuadas, en América Latina, las manifestacio-
nes de estas tendencias.

Marco Bulgarelli y Mario Viviani (2006:16/41)13, rechazaban esta 
manera de resolver la contradicción entre la empresa y su inserción en 
el mercado y la razón de ser que le confiere identidad a la cooperativa:

Puesto que el proceso económico se realiza con el concurso del capi-
tal y del trabajo, no se ve porque, debe existir una presuntivamente 
normal prevalencia del primero sobre el segundo.

Esta contradicción entre la ideología cooperativa y el mercado 
no es de fácil solución. Marié Claire Maló14, señala que, “la identi-
dad del empresario cooperativo requiere adaptación al mercado y 
actuación como agente de transformación y formación de cuadros 
realizadores de utopías”. Pero obviamente cuando la gestión de la 
cooperativa sólo atiende a su sostenibilidad económica, abandona 
su razón de ser  y sus raíces, y muy poco le resta de su identidad.

Afortunadamente esta no es una tendencia unánime en la 
doctrina, el derecho y la praxis cooperativa en el Sur.

Las cooperativas son un tipo asociativo diferente y alternativo, 
por sus principios, por sus valores (Bastidas Delgado, 2016)15, por su 

	 12.	 Hagen, H. (2007). Retos y Oportunidades de la Globalizacion para las coopera-
tivas y el marco Legal de las Cooperativas. Revista del CIRIEC. España. Nº 18.

	 13.	 Bulgarelli, M. y Viviani, M. (2006). La promocione cooperativa. Coopfond 
tra mercato e solidarietá. Ed. il Mulino. Bologna. Italia.

	 14.	 Maló, M. C. (2014). La Cooperación y la Economía Social. En Vuoto, M. Eco-
nomía Social. (2014). Ed. Universidad General Sarmiento. Los Polvorines. 
Buenos Aires. Argentina.

	 15.	 Bastidas Delgado, O. (2016). La Identidad Cooperativa. Ed. Intercoop. Ar-
gentina. Pp. 112 y sgts.
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función social, por su enraizamiento en la comunidad. Y por ello la 
legislación cooperativa desarrolla un tipo jurídico que estructural-
mente las identifica y las diferencia. 

El siempre presente maestro colombiano, Carlos Uribe Gar-
zón, habla de los principios a los fines de conceptualizar su identi-
dad, pero simultáneamente utiliza el concepto “ʻdistintivo estructu-
ral de la cooperativaʼ referenciando el criterio de identidad con el 
ʻasociado usuarioʼ, que surge de las ideas básicas como el ʻesfuerzo 
propioʼ y la ʻayuda mutuaʼ”. 

Con Cita de Fauquet16 precisa que “por sus orígenes, los me-
dios y las clases en que han nacido y se han desenvuelto, las institu-
ciones cooperativas, se hallan emparentadas con todas las formas 
de asociación popular. 

En beneficio de éstas aunque valiéndose de métodos que le 
son peculiares representan el mismo esfuerzo de defensa, de relan-
zamiento y de emancipación”  (Uribe Garzón, 2002: 45/56)17.

Y define este concepto cuando cita el Informe Laidlow (1980: 
180/2/5)18, que sirvió de base de discusión en el XXVII Congreso de 
la Alianza Cooperativa Internacional  que se realizó en Moscú, en el 
que contundentemente afirma:

Si las cooperativas se limitan a ser tan eficientes, en sentido comer-
cial como otras empresas, ¿es esto suficiente?
Si usan los mismos métodos y técnicas que los demás negocios, ¿se 
puede pensar que ello justifique el apoyo y lealtad de sus socios?
¿Deberán las cooperativas cambiar al mismo ritmo en que está 
cambiando el mundo o tendrán que lanzarse en dirección diferente 
y tratar de crear otra clase de orden económico y social? 
Las cooperativas no se presentan y no pueden ser consideradas 

	 16.	 Fauquet, G. (1944). El Sector Cooperativo. Editorial Librería Voluntad. Bo-
gotá, pag. 28.

	 17.	 Uribe Garzón, C. (2002). Bases del Cooperativismo. 5a Ed. Fondo Nacional 
Universitario. Bogotá Colombia.

	 18.	 Laidlaw, A. (1980). Las cooperativas en el año 2000. Informe presentado  
en XXVII Congreso de la ACI de Moscú.
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como una modificación del capitalismo sino como un sistema con 
características propias para reemplazarlo.
Hoy día se encuentran sumergidas las cooperativas en una especie 
de ciénaga ideológica. 
¿Si las cooperativas llegan a ser simples empresas como las demás, 
para que conservarlas? 

En el ámbito del Derecho Cooperativo Latinoamericano19, este 
tipo jurídico es estructuralmente diferente, a partir de esa identidad 
específica, y se expresa entre otros rasgos fundantes en el “acto 
cooperativo”.

Legislación que ha sido cuidadosa en preservar los mecanis-
mos que sostienen la identidad de la cooperativa, y a ello no ha sido 
ajena la “Ley Marco de las Cooperativas”20, elaborado por la Alianza 
Cooperativa Internacional  de las Américas a través de una comisión 
presidida por el Dr. Dante Cracogna, la que fuera en su momento 
aprobada por el Organo legislativo de la UNASUR, el Parlatino.

Dante Cracogna (2006: 18/9/37/118)21, ratifica su vocación 
principista cuando señala en sus Comentarios a la ley Argentina que:

La ley de cooperativas no trata solamente de ciertos recaudos for-
males para la constitución de la entidad, ni de cómo se compone su 
capital o se designan sus órganos. Trata de eso y de mucho más: De 
cómo un movimiento que profesa principios singulares se manifies-
ta a través de organizaciones jurídica. La Ley de cooperativas está 
destinada a regir entidades de carácter eminentemente popular. 

Y ratifica su decisión de proteger su específica naturaleza 
cuando destaca que “el capital cumple un papel puramente instru-
mental y no se apodera del resultado de la gestión económica”, y 

	 19.	 Derecho Cooperativo Latinoamericano. (2018). Coordinado por Mario S. 
Schujman y Ronaldo Gaudio. Editorial Juruará. RÍo de Janeiro. Brasil.

	 20.	 Ley Marco de las Cooperativas de América Latina. (2009). 1a Ed. ACI Amé-
ricas. San José Costa Rica. 

	 21.	 Cracogna, D. (2006). Comentarios a la ley de cooperativas. 3a Ed. Interco-
op. Buenos Aires. Argentina. 
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cuando señala que “Las acciones que realiza la cooperativa susti-
tuyendo al intermediario, que lucra a expensas de los particulares, 
constituyen actos cooperativos”.

Y en referencia particularizada a la legislación nacional pun-
tualiza:

En el derecho argentino, la irrepartibilidad de las reservas y el desti-
no desinteresado del sobrante patrimonial constituyen rasgos tipi-
ficantes de la cooperativa. Constituye una propiedad social o espe-
cíficamente cooperativa. 

Son las cooperativas en su especificidad las que han suscitado 
pronunciamientos y normas del Derecho Público Internacional. 

Volvemos a Henry Haggen (2013: 53)22 que fundamenta con-
tundentemente que “la Recomendación núm. 193 de la OIT cons-
tituye Derecho Cooperativo Internacional Público vinculante, que 
integró las partes esenciales de la Declaración de la ACI: la defini-
ción en el párrafo 2; los valores cooperativos en el párrafo 3, y los 
principios cooperativos en el párrafo 3”. 

La identidad cooperativa establecida por la ACI adquirió así el 
valor de norma vinculante de derecho público internacional.

	 22.	 Haagen, H. (2013). Orientaciones para la legislación cooperativa. 2a Edi-
ción. Organización Internacional del Trabajo. Ginebra. 

		  https://www.ilo.org/wcmsp5/groups/public/---ed_emp/documents/ge-
nericdocument/wcms_235245.pdf
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Las Cooperativas en la Argentina. 
Buscando  relaciones entre políticas públicas y 

subtipos cooperativos en el tiempo

Mario S. Schujman

La búsqueda de delimitar etapas, y de vincularlas a políticas 
públicas y a subtipos cooperativos en el tiempo, está destinada al 
fracaso científico por su carácter contradictorio y complejidad,  pero 
es  útil para trazar una línea del tiempo. Puede resultarnos pedagó-
gicamente valioso para entender algunas contradicciones, pero no 
es siempre precisa, y mucho menos completa. 

Por ello vamos a referenciar el detalle que confeccionaron 
quienes se especializaron en la materia, a quienes vamos a citar 
como referencias bibliográficas con las que se puede ampliar lo 
consignado, y nos limitaremos a fijar lo que a nuestro juicio son las 
grandes etapas de la relación de las cooperativas con las políticas 
públicas, con algunos comentarios específicos sobre aquellos casos 
que fueron paradigmáticos a nuestro juicio.

El trabajo histórico más completo es el que el con la conduc-
ción de Daniel Plotinsky ha hecho el Centro Cultural de la Coopera-
ción23, y para profundizar más aún, en la Revista de Idelcoop24, que 
nació con la dirección de León Schujman en el año 1974, los núme-
ros digitalizados en ésta página, son pocos, pero haciendo búsque-
da específica, se pueden encontrar muchos artículos importantes 
publicados digitalmente en idelcoop org.

También en la Revista Acción, órgano del I.M.F.C, que también 
dirigió León Schujman, hay interesantes artículos sobre algunos 
momentos escogidos, a partir del año 201325. 

	 23.	 Centro Cultural de la Cooperación. https://www.centrocultural.coop/blogs/
cooperativismo/daniel-plotinsky

	 24.	 Revista de Idelcoop. https://www.idelcoop.org.ar/revista
	 25.	 Revista Acción. https://www.accion.coop/historia-del-cooperativismo
		  Plotinsky, D. (2019). El dinero argentino en manos argentinas”. 
		  https://www.idelcoop.org.ar/sites/www.idelcoop.org.ar/files/u21/eldine-

roarg_2019_2_digital.pdf
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El volumen y la importancia de los archivos y de los trabajos 
históricos del IMFC, Idelcoop y Acción, y la muy importante y ho-
nesta actividad de Daniel Plotinsky26, determinan que su influencia 
en la historiografía del movimiento cooperativo –poniendo de re-
lieve algunos hechos, y devaluando otros– sea determinante, como 
siempre es en la historia, porque la extraordinaria supervivencia del 
Banco Credicoop, habiendo sido liquidadas las restantes experien-
cias del cooperativismo de crédito, es un hecho extraordinario y va-
lioso que le confiere los derechos de vencedor histórico.

Un jalón en su tiempo fueron también los trabajos históricos 
que realizaron Verónica Montes y Alicia Ressel en el Instituto de Es-
tudios Cooperativos de la Universidad Nacional de la Plata. Funda-
mentalmente el estudio “Presencia del Cooperativismo en la Argen-
tina” en el año 200327. El equipo de IECOOP ha publicado además 
estudios específicos sobre el cooperativismo agrario, financiero, 
etc., que pueden ser consultados en esta página. 

Es interesante referenciar también otras miradas diferentes. 
La de Armando Moirano que data de 1986, que tiene una mirada 
con fuerte influencia de la incidencia del derecho cooperativo, y 
que señala que tendrá en cuenta sólo a las que fueron auténticas 
cooperativas, soslayando aquellas experiencias históricas que en los 
orígenes se constituyeron con otros tipos jurídicos, e incluso las que 
lo adoptaron pero no respondieron a su naturaleza28.

También se encuenta una Historia Cooperativa Argentina con 
fines educativos, en You Tube29. 

No obstante y maguer la coincidencia o no con la mirada ideoló-
gica que lo orienta, que todos tenemos y que nos marca coincidencias y 

	 26.	 https://scholar.google.com.ar/citations?user=iVT2vpMAAAAJ&hl=es
	 27.	 Montes, V. y Ressel, A. (2003). “Presencia del Cooperativismo en la Argen-

tina. Unircoop. Vol I. 
		  http://irecus.recherche.usherbrooke.ca/wp-content/uploads/2017/02/

Revue-uniRcoop-vol-1_no-2_2003.pdf. Visto el 21.3.20.
	 28.	 Moirano, A. (1986). Historia del Cooperativismo Argentino. 
		  https://www.idelcoop.org.ar/sites/www.idelcoop.org.ar/files/revista/ar-

ticulos/pdf/86020201.pdf
	 29.	 https://www.youtube.com/watch?v=J_H3AlyBMwU
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diferencias con estas y otras miradas históricas, en esta amplia ave-
nida del Movimiento Cooperativo, en el seno del más amplio aún 
de la Economía Social, Solidaria, Popular y Comunitaria, son muy 
valiosos e imprescinidibles trabajos sobre la historia del cooperati-
vismo argentino.

Por ello, y aunque muy incompleta este estado del arte, nos 
permitimos señalar algunos jalones, que profundizaremos en el 
análisis de la historia, el estado y la presencia del derecho coopera-
tivo, y de los distintos supbipos cooperativos.

Los inicios. Orígenes. La experiencia del Hogar Obrero, de la Aso-
ciación Argentina de Cooperativas y de las primeras Cooperativas 
Agropecuarias. Nace la Federación Agraria Argentina

Coincidimos con Daniel Plotinsky, en que una primera etapa, 
previa a la sanción de la primera Ley de Cooperativas en 1926, y a 
salvo las excepcionales experiencias del Hogar Obrero30, de la crea-
ción de la Asociación Argentina de Cooperativas y de las primeras 
Cooperativas Agropecuarias y Prestadoras de Servicios públicos y al-
gunos otros casos singulares, es acertada su contundente expresión 
cuando afirma que: “Las entidades que se fundaron en las últimas 
décadas del siglo XIX representaron en rigor experiencias de ̒ ensayoʼ 
en las que convivían la forma cooperativa con sociedades que cum-
plían parcialmente los principios rochdaleanos”.

La explicación nos la proporciona la circunstancia con funda-
mento reseñada por Armando Moirano: 

Una primera etapa desprovista completamente de toda legislación, 
estado que persistió hasta 1890. 
En efecto: Nada había sobre cooperativas en nuestro primer Código 
de Comercio, promulgado en 1859 para la Provincia de Buenos Ai-
res, y declarado Código nacional en 1862. 

	 30.	 Se crearon sucesivamente entidades como la “Sociedad Cooperativa de 
Producción y Consumo de Buenos Aires” (1875), la “Sociedad Cooperativa 
de Almacenes” (1884), y la “Cooperativa Obrera de Consumos” (1898), 
origen de “El Hogar Obrero” que se constituyó en 1905.
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La segunda etapa comienza en 1890, con la aplicación de las refor-
mas introducidas al Código mercantil, oportunidad en que aparecen 
en él los artículos 392, 393 y 394 relacionados con esta materia. 
El primero de ellos se limitaba a disponer que, para su constitución, 
las cooperativas tenían que adoptar alguna de las formas estableci-
das para las demás sociedades comerciales; colectivas, anónimas, 
en comandita o de capital e industria. 

Con esta salvedad es que hacemos la reserva de la fidelidad a 
la identidad en el período anterior a 1926 (Schujman, 2011: 11)31. 
Y la haremos a lo largo de la historia cooperativa que se debate en-
tre Cooperativas sustentadas desde su identidad y aquellas que han 
trasladado su fidelidad a la burocratización y el mercado.

	 31.	 Reproducción de una esquemática historización, tributaria del Trabajo de 
Verónica Montes y de Daniel Plotinsky ya referenciados (pags. 11/2/3). 
Mario S. Schujman “Las Coperativas en la Argentina”. (2011). Colección 
de publicaciones de la Maestria en Entidades de la Economía Social. UNR 
Editora. Rosario. Argentina.

		  1858- El periodista y escritor entrerriano Ricardo Cesar Bazan, con docu-
mentación y con cita del Dr. Cesar Blas Pérez Colman, da cuenta de un 
antecedente anterior aún: La “Asociación Panadería del Pueblo” que fun-
cionó en Paraná (Entre Ríos).

		  En el ámbito rural se formó, también en 1898, la “Sociedad Cooperativa de 
Seguros Agrícolas y Anexos Limitada de Pigüé”, provincia de Buenos Aires” 
(Plotinsky, 2017).

		  En 1900, un grupo de colonos israelitas radicados en la localidad de Basa-
vilbaso (provincia de Entre Ríos) fundó la Cooperativa “La Agrícola Israe-
lita”, que en 1907 adoptó la denominación de “Sociedad Agrícola Lucien-
ville Cooperativa Limitada”. A esta entidad le siguieron el Fondo Comunal 
de Villa Domínguez (1904); la Unión entre Agricultores, de Urdinarrain 
(1908); y Palmar Yatay, de Ubajay (1916), en la provincia de Entre Ríos; la 
Mutua Agrícola de Moisesville, Santa Fe (1908); Granjeros Unidos, de Rive-
ra, Buenos Aires (1924); y El Progreso, de Bernasconi, La Pampa. (Plotinsky 
2015).

		  1902- La “Cooperativa Cosmopolita de Consumo”, que luego tomó la de-
nominación “La Primera” Cooperativa de Consumo, Provisión de Electrici-
dad y Servicios Anexos Ltda. 

		  1904- Nacieron tres importantes cooperativas vinculadas con el agro. 
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A comienzos del siglo XX, el 30% de la población argentina 
había nacido en el extranjero, y fueron fundamentalmente es-
tos inmigrantes y los movimientos sociales que estos generaron 
(Gastón Gori, 2013: 64)32, que desarrollaron la práctica, los prin-
cipios, y las ideas de “cooperación” y de la “ayuda mutua”, y los 
que conformaron, para atender a sus propias necesidades, y las 

		  En Tres Arroyos, provincia de Buenos Aires, la sociedad “La Previsión, Coo-
perativa de Seguros Agrícolas, Colonización y Crédito Limitada”, especiali-
zada en seguro agrario. 

		  En Junín se fundó la “Liga Agrícola Ganadera”. 
		  Por último, en Colonia Clara, Entre Ríos, se organizó “Fondo Comunal”, en 

la que se destacaron las figuras de Miguel Sajaroff y de Isaac Kaplan. 
		  1905- En Margarita Belén, en la provincia del Chaco, la primera coopera-

tiva algodonera del país, cuya primitiva denominación fue “Cooperativa 
Agrícola Ganadera Limitada de Colonia Margarita Belén”.

		  También en 1905, el 30 de Julio, se creó “El Hogar Obrero”. Fundada por 
iniciativa del Dr. Juan B. Justo y con la valiosa colaboración del Dr. Nicolás 
Repetto que realizó una obra de extraordinarias proyecciones, no sólo por 
su desarrollo material sino por su aporte a la difusión de las prácticas coo-
perativas. 

		  1913- Surgió la primera cooperativa de segundo grado Se trata de la Con-
federación Entrerriana de Cooperativas (de la provincia de Entre Ríos), 
refundada en 1933 con el actual nombre de Federación Entrerriana de 
Cooperativas. 

		  1922- Se creó la “Asociación de Cooperativas Rurales Zona Central”, origen 
de la actual “Asociación de Cooperativas Argentinas, Cooperativa Ltda.” 
(ACA).

		  1917- A partir de la lucha del interior campesino, (el Grito de Alcorta), 
nace también la Federación Agraria, que prohijará una importante corrien-
te de Cooperativas Agrarias.

		  1918- Se constituye en Zavalla (Santa Fe) la primera cooperativa de tam-
beros, dedicada a la elaboración de quesos, cremas y leche pasteurizada, 
denominada “Sociedad Cooperativa de Lechería de Zavalla Ltda”. (Graciela 
Mateo 2002: 12) 

		  1920- 173 trabajadores ferroviarios de Bahía Blanca  crearon la enton-
ces llamada Sociedad Cooperativa Obrera Limitada Molinera, Panadera y 
Anexos. Origen de la Cooperativa Obrera. (Plotinsky, D. 2015).	

	 32.	 Afirma Gastón Gori, (citado por Dante Cracogna) que  «La inmigración 
alcanzaba cifras tan elevadas que revistió el carácter de aluvional(…) Las 
colonias agrícolas, la actividad ganadera y la industrial habían creado las 
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de sus comunidades, y para consolidar el capital social que les pro-
porcionaba el origen común, anticipándose a una legislación que 
iba a llegar más adelante.

Según las escasas fuentes estadísticas, hasta comienzos del 
siglo XX se habían desarrollado poco menos de 60 cooperativas, lle-
gando a ser 206 entidades con 118.945 asociados en 1924 (Plotin-
sky, 2009)33. 

Algunas de las entidades engendradas en esa época en el in-
terior del país, sostienen aún su labor económica y social, poniendo 
de relieve uno de los rasgos de este modelo asociativo: su profundo 
arraigo local y comunitario.

En 1926 se dicta una magnífica Ley 11.388 de Cooperativas, 
de avanzada principista en esos tiempos34.  

No obstante las contradicciones, prevalecieron y perduraron, 
pese a que aquellas cooperativas se estructuraban a partir de los 
conceptos y la praxis rochdaleana, y fueron importantísimos ante-
cedentes fundacionales del movimiento socioeconómico cooperati-
vo, porque fueron producto de necesidades de nuestro pueblo que 
perduraron y que sostuvieron a esas instituciones.

Alentadas por la ideología (socialista, y solidarista), y la expe-
riencia y necesidades que trajeron consigo las importantes corrien-
tes de inmigrantes (franceses, galeses, ingleses, judíos y alemanes) 
que arraigaron en nuestro suelo, al igual que en Europa, generaron 
un desarrollo cooperativo que coincidió en el tiempo con la crea-
ción de sindicatos y de  mutuales. 

Durante muchos años la práctica de la solidaridad y de la reci-
procidad asociada se desarrolla  en nuestro país haciéndose cargo, 
a través de cooperativas y asociaciones mutuales, de las necesida-
des que en las zonas marginales del mercado dejaba insatisfechas el 

condiciones para que la inmigración espontánea se dirigiera a nuestras 
playas. Desde 1870 hasta 1890, un millón y medio de personas entraron al 
país, en una corriente que no se interrumpiría hasta 1913, aumentando en 
forma progresiva para totalizar más de tres millones» (Cracogna 1964:98).

	 33.	 Plotinsky, D. Historia del Cooperativismo. http://www.centrocultural.coop
	 34.	 En 1926, la Cooperativa Eléctrica de Punta Alta comienza el largo e impor-

tante camino de las Cooperativas prestadoras de Servicios Públicos.
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sector lucrativo, y que ponían de relieve las impotencias del Estado 
para atenderlas eficientemente.

El cooperativismo agrario y el primer peronismo

Aun antes de esta etapa, la influencia de Perón en el GOU y 
por ende en los gobiernos militares –Ramirez y Farrell con quienes 
participo en el Golpe del 43, y ocupó la titularidad del Departamen-
to de Trabajo, la Secretaría de Trabajo y Previsión, el Ministerio de 
Guerra que lo preceden–, determinó una importante política para 
los trabajadores y campesinos agrarios. 

En 1942 (Ley Nº 12.771) la Suspensión de los Desalojos Rura-
les, y la sanción en noviembre de 1943 del Decreto-Ley Nº 14.001 
que concede una rebaja obligatoria del 20% en el precio vigente 
para los arriendos y ya durante el gobierno peronista se sanciona  
el Estatuto del Tambero-Mediero por Decreto-Ley Nº 3.750 del 
5/2/1946.

El cooperativismo agrario que se había expresado fuertemen-
te en la etapa fundacional, adquiere mayores dimensiones “duran-
te la gestión de Perón se forman 113 organizaciones cooperativas, 
constituyendo la época de mayor expansión numérica del coopera-
tivismo agrario argentino” (Mateo, 2002:7).

Mario Cesar Elgue (2009)35, reivindica y no sin razón, la in-
fluencia positiva de los primeros gobiernos peronistas en el coope-
rativismo agrario.

En 1946 se constituyó el IAPI, que asumió un importante rol 
en el comercio exterior y en la fijación de precios regulando las im-
portaciones y exportaciones agrícola-ganaderas, y restringiendo 
fuertemente la influencia de los monopolios acopiadores expor-
tadores agropecuarios, en beneficio de las cooperativas agrope-
cuarias. 

En 1946 se aglutinaron las cooperativas frutihortícolas en Río 
Negro y Neuquén. 

	 35.	 Elgue, M. (2009). “Populismo urbano anti campo”. Blog. Visto el 21.3.20. 
http://contexthistorizar.blogspot.com/2009/07/click-para-ampliar-mario-
elgue-es-el.html
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Julieta Bustelo (2017, 133, 37)36 da cuenta del desarrollo co-
operativo en Tucumán en este período, historiando cooperativas 
cañeras, vinculadas a la acción de Federación Agraria, y  con apoyos 
sindicales, tales como las Cooperativas de Marapa, Nuñorco, Simo-
ca, Santa Rosa, etc. 

En 1946 se realizó el V Congreso Agrario Cooperativista Argen-
tino en Buenos Aires, que reunió 360 cooperativas y 1.500 delega-
dos. También se formaron otras entidades cooperativas agrarias de 
segundo grado como la Unión de Cooperativas Ganaderas, la Unión 
de Cooperativas Vitivinícolas de Mendoza, el Instituto Productor de 
Semillas y Afines.

En 1947 se creó la Federación Argentina de Cooperativas Agra-
rias (FACA); en 1950, la Federación de Cooperativas Bonaerenses y 
un agrupamiento de cooperativas arroceras entrerrianas; más tarde 
nació ROSAFE (1954). En 1953 se conformó la Junta Promotora de 
CONINAGRO que se materializó formalmente en 1956. 

En este período, ACA y FACA incrementaron su participación 
como exportadores de granos; también alcanzaron mayores expor-
taciones AFA y SANCOR.

Coincide en el riguroso análisis Mario  Latuada (2006, p. 146)37, 
que afirma que “durante el período del gobierno peronista de 1943 
a 1955 se quintuplicó el número de cooperativas agropecuarias y 
de productores asociados, demostrando la clara interrelación entre 
Estado, política pública y consolidación cooperativa”. 

La explosión del Cooperativismo de crédito. Orígenes inmediatos 
de las Cajas de Crédito Cooperativas

En nuestro país, las cajas de crédito cooperativas nacen a principios 
del siglo XX en el seno de la colectividad judía. En las mismas se 

	 36.	 Bustelo, J. A. (2017). “Peronismo y cooperativismo agrario: El caso de 
los plantadores de caña de la agroindustria azucarera de Tucumán”. Re-
vista de Estudios Rurales. volumen 7, Nº 13, file:///C:/Users/Mario/
Downloads/11675-45454575758939-2-PB.pdf

	 37.	 Lattuada, M. (2006). Citado por Bustelo . Acción Colectiva y corporaciones 
agrarias en la Argentina. Bernal, Argentina: UNQ.
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nucleaban los inmigrantes de acuerdo a su actividad económica o 
su lugar de origen (Plotinsky, 2005)38. 

El cooperativismo de crédito argentino tuvo un importan-
te desarrollo a partir de la primera mitad del siglo XX y una etapa 
de afianzamiento en la década del 50, cuando se crearon primero 
la “Federación Argentina de Cooperativas de Créditos” (FACC, que 
se constituyó en el año 1950), y luego el Instituto Movilizador de 
Fondos Cooperativos (IMFC)39 constituido en la ciudad de Rosario 

	 38.	 Las primeras experiencias de este tipo fueron la Cooperativa de Crédito La 
Capilla (Ing. Sajaroff, Entre Ríos, 1913). 

		  Hasta 1940 estas Cajas de Crédito tienen un crecimiento vegetativo, des-
tacándose por mezclar características cooperativas y mutuales. Funcionan 
con capital propio o formas inorgánicas de ahorro y cubren las necesida-
des de la actividad artesanal y comercial.

		  Entre 1958 y 1966, las Cajas de Crédito pasan de 197 (124 de las cuales 
estaban instaladas en Buenos Aires) a 974, distribuidas en 300 localidades 
de 17 provincias. 

		  Estas cooperativas son, por lo tanto, organizaciones que nacen en forma de-
mocrática, eligen sus autoridades, su dirección.De esta forma comienzan a 
difundir la idea de la participación activa, de la conducción real en la gestión 
de la entidad social que ellos mismos están creando. Pero hay otro logro 
fundamental: En una franja tan sensible como es la banca, tan signada por 
el hecho de que debe ser conducida y dirigida por sectores de clase alta, por 
grupos oligárquicos, resulta ser que toda esta gente hija de la clase media, 
de la clase media baja, profesionales, hijos de inmigrantes, trabajadores, 
son capaces de generar entidades financieras y de administrar masas muy 
importantes de dinero (Plotinsky, 2005). 

		  https://www.centrocultural.coop/sites/www.centrocultural.coop/files/
blogs/cooperativismo/wp-content/uploads/2016/06/fue-martinez-de-
hoz-el-ministro-de-economia-de-ongania.pdf

	 39.	 Conducido por dirigentes que construyeron con discrepancias y puntos de vis-
ta diverso desde el IMFC el originario sistema cooperativo de créditos: Moises 
Scheinfeld, Jaime Kreimer, León Schujman, Amero Rusconi, Meyer Dubrovsky, 
Isaac Rubinzal, Edmundo Ascheri, Domingo Sabathe, Cacho Delorenzi, Alberto 
Rezzonico, Jacobo Laks, Segundo Camuratti,  Floreal Gorini, etc. Se trataba de 
un movimiento popular pluripolítico, en el que el Partido Comunista tenía un 
rol directivo fundado en la experiencia de los frentes populares, y en el que 
participan, demócratas, democristianos, socialistas y sin partido.
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en noviembre de 1958 en el Congreso Argentino de Cooperativas 
a instancias de la Caja de Créditos de  Rosario acompañada por las 
Cajas Populares de Córdoba y Santa Fe (Kreimer, 1983)40, 41 y con la 
participación de 58 entidades y el apoyo de la Federación Gremial 
del Comercio y de la Industria de esa ciudad. 

Las primeras ideas al respecto se barajaron en una reunión 
realizada en la entonces Caja de Créditos Rosario, a la que concu-
rrieron las Cajas Populares de Córdoba y Santa Fe, allá por los años 
1956 o 1957. Esta reunión se gestó aprovechando la presencia de 
delegados de estas dos cooperativas hermanas, en una fiesta orga-
nizada por la primera. Ya en aquel entonces, “la Caja de Créditos 
Rosario –que fue la primera en recibir depósitos a la vista– estaba 
intentando tomar un ritmo operativo bancario con la utilización de 
la orden de pago y la apertura de cuentas corrientes, tratando de 
prestar todos los servicios que efectuaba la banca (Gorini, 2003: 3, 
entrevistado por Daniel Plotinsky)42. 

Por ello, en las etapas previas, los dirigentes del Instituto, eran 
mayoritariamente provenientes de la Caja de Crédito Rosario, y una 

	 40.	 Kreimer, J. (1983). “Recuerdos de la vida del Instituto”. Revista de Idelcoop 
Vol 7. p. 370-3.e 

		  https://www.idelcoop.org.ar/sites/www.idelcoop.org.ar/files/revista/ar-
ticulos/pdf/83040202.pdf

	 41.	 Para apreciar la importancia que tenía el tema para el empresariado na-
cional y especialmente cooperativo, es importante poner de relieve que 
de las reuniones preparatorias participaron: La Conferencia Preparatoria 
se desarrolló los días 20 y 21 de junio de 1958 en la ciudad de Rosario. 20 
cooperativas de crédito, tres de otras ramas (Sancor Fábrica de Manteca, 
Sancor Seguros y Lefar Coop. Farmacéutica), la Federación Argentina de 
Cooperativas Agrarias (FACA), la Federación Argentina de Cooperativas de 
Crédito (FACC), la Comisión pro defensa del Cooperativismo de Rosario, el 
Banco Rural Argentino Coop. Ltdo. y la Federación Agraria Argentina. Ad-
hirieron a la Conferencia, sin estar presentes, siete cooperativas de crédito 
y dos entidades agropecuarias de segundo grado: la Asociación de Coope-
rativas Agropecuarias Rosafe y la Asociación de Cooperativas Argentinas 
(ACA).

	 42.	 Plotinsky, D. (2003). I.M.F.C. Archivo Histórico del Cooperativismo de Cré-
dito. Entrevista al Sr. Floreal Gorini.
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minoría de La Mutual de Santa Fe. A partir de su creación, el Insti-
tuto Movilizador puso en marcha una intensa labor promocional43.

Previo a esta etapa de gran expansión, sólo existían algo más 
de cien cooperativas de crédito en todo el país, generalmente pe-
queñas, vinculadas a diversas colectividades extranjeras y, casi 
simultáneamente, el IMFC dio comienzo a una actividad para es-
tablecer mecanismos compensadores para la circulación de las ór-
denes de pago y de apoyo y garantía recíproca entre las entidades 
asociadas. El industrialismo y el desarrollo de las capas medias de 
la sociedad vendrían a producir una transformación profunda en el 
movimiento cooperativo de crédito. 

	 43.	 Un ejemplo de la actividad realizada por los dirigentes y funcionarios del 
Instituto Movilizador se observa en la memoria y balance del 2do. ejerci-
cio, en la que se detalla la tarea desarrollada: Sólo en el mes de octubre de 
1960, la Comisión de Promoción con sede en Rosario participó en la realiza-
ción de 6 Asambleas Constitutivas en las localidades de Roldán (Santa Fe), 
Zapallar (Chaco) y los barrios Alberdi, Sáenz Peña y Arroyito de Rosario, la 
inauguración de  Cajas de Crédito en Las Toscas, Totoras, Cañada de Gómez, 
Correa, Venado Tuerto, San Martín de las Escobas, Maciel, Carlos Pellegrini 
y Mercado de Abasto de Rosario (Santa Fe), y 12 reuniones informativas con 
vecinos para asesorarlos sobre la posible creación de Cajas de Crédito en 
Elortondo, Villa Diego, Villa Gobernador Gálvez, Villa Guillermina, Villa Ana, 
Reconquista, Granadero Baigorria, Fighiera, Villa Ocampo y Barrio Echesortu 
de Rosario (Santa Fe), Goya (Corrientes) y Rojas (Buenos Aires). 

		  A lo largo de todo el ejercicio –febrero 1960 a enero 1961– participaron de 
17 inauguraciones, 24 asambleas constitutivas y 36 charlas informativas de 
las que surgieron en el curso del semestre posterior 29 nuevas entidades. 

		  Para la visión particularizada y ejemplificadora del proceso histórico de algu-
nas Cajas de Crédito ver:Jorge . De Biassi. “De como hace cuarenta años gente 
de Carcarañá creo su caja de créditos que hizo historia y todo lo que de ella 
devino”. http://www.caracara.com.ar/escritos/Caja_de_creditos1.htm 

		  Víctor L. Porta “Historia de la Cooperativa de Crédito y Ahorro de Laguna 
Paiva”. http://www.elsantafesino.com/economia/2003/01/20/583

		  Ricardo Bazán Caja Entrerriana de Créditos. 
		  http://portalcoop.com.ar/2007/caja-entrerriana-de-creditos.html
		  Daniel Elías Plotinsky. El papel de la Caja de Créditos San Genaro Coop. 

Ltda. en la transformación socio- económica regional. (Santa Fe, 1958), 
etc.
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El desarrollo de las cooperativas que por responder a necesidades 
reales fue adquiriendo contornos notables, determinó la necesidad 
de agilizar sus operaciones y así fueron acortándose los plazos de 
los depósitos y la clásica libreta de ahorros de hojas fijas fue reem-
plazada por la boleta de extracción de fondos, que con el tiempo 
habría de transformarse en instrumento de crédito endosable. 
Aparece por imperio de la necesidad y consagrada por el uso y la 
costumbre la distinción entre depósito a plazo fijo (fondo de asocia-
dos) y el depósito a la vista (cuenta personal) y la orden de pago coo-
perativa como título de crédito endosable (Schujman, 1979: 39)44.

Esta operatoria permitió multiplicar con “moneda bancaria”45 
los recursos locales de los pequeños y medianos empresarios en la 
ciudad y en el campo, y  ellos mismos los utilizaron en los lugares, y 
para los productores que los generaban, y correlativamente la posi-
bilidad de reducir la tasa de interés y multiplicar los préstamos para 
la producción y el consumo de sus asociados y de la comunidad que 
había engendrado la Caja.

En esta dinámica fue condicionante la amplia difusión de la or-
den de pago46, 47, que se convirtió en un instrumento de circulación 

	 44.	 Schujman, L. 1979. “El cooperativismo de crédito y su aporte al desarrollo. 
Revista de Idelcoop. Volumen 6. Nº 21. León Schujman, fue Secretario, y 
Presidente del IMFC, Director de Idelcoop y Editor de la Revista Acción. 

	 45.	 La moneda bancaria es el  dinero mantenido en depósitos a la vista que per-
mite a los bancos conceder préstamos utilizando los depósitos de sus clien-
tes, lo que hace aumentar la cantidad de dinero existente en la economía.

		  El dinero bancario permite a los bancos crear más dinero debido a que 
las personas que poseen cuentas corrientes no retiran sus depósitos si-
multáneamente y, a su vez, a los bancos se les obliga a mantener como 
coeficiente solo una fracción del total de los depósitos. 

		  Debido a que este comportamiento es el mismo en todos los clientes, los 
bancos pueden estimar cuánto es el capital mínimo con el que siempre 
pueden disponer y el resto lo reinviertan como si fuera moneda corriente. 
En condiciones normales, sin intromisión de la autoridad financiera, apli-
cando un encaje técnico de un 14%, el dinero en cuenta corriente multipli-
ca cada peso en una disponiblidad de aproximadamente dieciocho pesos. 

	 46.	 Nacieron las cuentas a la vista o personales contra las cuales se libraron 
las mencionadas ordenes de pago. La orden de pago sin responder a una 
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creciente al facilitar la canalización de recursos de pequeños y media-
nos empresarios hacia créditos accesibles para los mismos sectores.

Con eje en la región de Rosario y el centro del país, y con diri-
gentes nacidos y residentes no sólo en el ámbito urbano sino tam-
bién en las pequeñas y medianas localidades del interior del país48, 
fueron el núcleo fundacional que promovió y sostuvo inicialmente, 
lo que se transformaría en el desarrollo de un millar de Cajas de 
Crédito Cooperativas. 

La historia oficial ubica el epicentro fundacional en Rosario, 
pero a nuestro juicio traslada rápidamente el epicentro a la Capital 
Federal, núcleo del Banco Credicoop, y omite la existencia de quien 
fuera el Prosecretario, Secretario y Presidente del IMFC, Director 
de Idelcoop, y Co director del Periódico Accion por largos períodos, 
y el de los dirigentes del Interior del país, a salvo alguna referencia 
bibliográfica a su producción.

La explosión de un amplio movimiento económico y social. Las Ca-
jas de Crédito

Desde este origen se extendió a la Capital Federal, y el interior 
de la provincia de Buenos Aires, donde un importante núcleo de 
dirigentes cooperativos, construyeron y promovieron muchísimas 
Cajas de Crédito, nacionalizando el fenómeno. 

regulación legal, se volvió endosable y comenzó a compensarse en cáma-
ras en forma similar a las del campo bancario.

	 47.	 Araya, M. y Dobson, J. (1975). “Cuenta a la vista y letra de cambio coope-
rativa”. Revista de Idelcoop. Nº 5. Rosario. Argentina.

	 48.	 Los primeros dirigentes en la zona de mayor expansión, y que tuvieron 
una amplitud la hizo posible, estaban en Rosario y en los pueblos que 
rodeaban a la ciudad. Fue el epicentro, y hoy muchos de ellos no son 
recordados, Edmundo Ascheri (Caja de Créditos San Genaro), Marcos 
Guelman (Caja de Créditos Rosario), Domingo Sabathe (Caja de Créditos 
Peyrano y en la Presidencia del IMFC de Santa Fe, Federico Menegozzi 
(Caja de Créditos Carlos Pellegrini, Armando Schilman (Coop. 27 de Fe-
brero), Jorge Debíassi (Caja de Créditos Independencia y en la Presiden-
cia del Banco Bisel S.A), Segundo Camuratti (Caja de Créditos Villa Mu-
gueta y con posterioridad Presidente del IMFC), Plácido Grela, Roberto 
Bereciartúa, Oscar Moreno, Manuel Streiger (funcionarios de IMFC y de 



50

Así, en 1965 operaban en más de 300 localidades de 17 pro-
vincias. La necesidad de su existencia y los beneficios que genera-
ban estas organizaciones le dio al movimiento cooperativo de crédito 
una extensión y una dimensión que recibía el aporte de dirigentes, 
no sólo del Partido Comunista que constituía un núcleo importante 
en este proceso, sino también una amplia  participación de católicos, 
socialistas, radicales, peronistas y de quienes participaban sin una fi-
liación política, pero respondiendo a un llamado transformador de la 
realidad y de la vida de la gente y sus comunidades, a veces pequeñas 
localidades, la mayoría de dimensiones reducidas.

Como indicadores de esta tendencia se debe destacar que de 
un total de 197 cajas de crédito registradas en 1958 se llega a 974 
en 1965 las que representaban la mitad de las entidades del sistema 
financiero argentino con una participación en los depósitos del 10%, 
constituyendo un “Sistema Financiero no Bancario”, “alternativo 
y complementario al bancario”, mediante la emisión de “letras de 
cambio cooperativas” y la implementación de un sistema de “Clea-
ring” a través del IMFC.

“El dinero de los argentinos en el interior del país, empezó a 
ser manejado por argentinos próximos, por vecinos. Las Cajas de 
Crédito habían roto con el “esquema tradicional de que las institu-
ciones financieras que sólo prestan dinero al que lo tiene y han hu-
manizado el crédito haciendo presidir su distribución por principios 
de equidad y justicia social. 

De ahí que en pocos años la vida de las cooperativas se ha(bía) 
enraizado en los sentimientos y reivindicaciones legítimas de nues-
tro pueblo” (Schujman, 1965: 55).

El número de asociados de las cooperativas, creció geométricamen-
te y representó porcentajes del 50 y hasta el 90% de la población 
activa de la localidad o barrio, sede de la entidad. 
El dique puesto a la emigración de fondos, permitió a las pobla-
ciones del interior aplicar disponibilidades para la realización de la 

IDELCOOP) y muchísimos otros dirigentes a los que es imposible enume-
rar sin involuntarios olvidos. 
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obra pública, y al influjo de la institución crediticia nacieron en pue-
blos y ciudades, cooperativas telefónicas, de obras y servicios públi-
cos, de electrificación rural, de servicios asistenciales, etc. Créditos 
para la vivienda, para el mejoramiento edilicio de entidades civiles, 
culturales y deportivas, pavimentos, redes cloacales, iluminación 
pública además de los otorgados a los asociados para el desarrollo 
de su actividad productiva o la satisfacción de necesidades vitales y 
permitieron cambiar la cara de centenares de poblaciones rurales y 
mejoraron la condición de muchos barrios marginados de las gran-
des ciudades (Schujman, 1979 bis: 58)49.

El subsistema de Cajas de Crédito Cooperativo ocupaba el ter-
cer lugar por el monto de las imposiciones, luego del Banco de la 
Nación Argentina y el Banco de la Provincia de Buenos Aires, supe-
rando en más de un 80% al primero de los Bancos Privados (Mizrahi, 
1976: 30)50. Bien distinta era la estructura y los fines del sistema 
financiero argentino.

El salto de calidad en la  construcción de capital social y en la 
actividad económica fue consecuencia de  una epopeya popular51. 
Que produjo un fenómeno que no tiene antecedentes y registros 
posteriores de igual magnitud en nuestro país. Este maravilloso 
fenómeno que extendió los beneficios de una actividad  financie-
ra de captación, multiplicación y de colocación de fondos en los 

	 49.	 Schujman, L. (1979 bis). “Cooperativismo” Trabajo presentado en el Tercer 
Seminario de Cooperativas de economía y crédito mutuo. Río de Janeiro, 
marzo.

	 50.	 Mizrahi, M. (1976). Cooperativas de Crédito. Ed. Depalma. Buenos Aires. 
Argentina.

	 51.	 “Cuando se hizo la Caja de Crédito el pueblo se revolucionó, porque la 
gente no conocía los bancos, y los que los conocían tenían que andar aga-
chándose la cabeza para entrar. Y cuando se abrió esta Caja de Crédito que 
entraba desde el empleado hasta el más potentado, entonces tomó un 
auge que Dios me libre y guarde, fue una cosa que, ya le digo, fue una cosa 
sorprendente para el pueblo, porque ahí en esa Caja de Crédito... en todos 
los bancos juntos no había la gente que había ahí...”. Schujman, L. (1965). “El 
cooperativismo de Crédito. Sus proyecciones económicas y sociales”. Edi-
ciones Instituto Movilizador de Fondos Cooperativos. Rosario. Argentina.
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mismos lugares en los que esos fondos se generaban, generó la 
reacción del poder económico financiero, que a través del Banco 
Central se oponía a las políticas de los gobiernos democráticos, e 
incluso los condicionaba.

Ya en 1962, obtiene el dictado del Decreto 6671/71, en el que 
se apoya una Resolución del BCRA (12.1.62) que excluye a las Cajas 
de Crédito de la que denomina la operatoria bancaria. 

Ello suscita la reacción de las Cooperativas y del Congreso 
Nacional Empresario, y un amplio debate doctrinario en torno a la 
naturaleza de la intermediación financiera bancaria y no bancaria. 
Tozudamente, el BCRA (20.7.64) reconoce la diversa naturaleza que 
tenía la actividad financiera no bancaria, porque no había interme-
diación pública, y los actos cooperativos entre asociados y la coope-
rativa no están abiertos al público, pero vuelve a aplicarles, aún dis-
tinguiéndolas, la prohibición de utilizar cuentas a la vista endosable 
y órdenes de pago cooperativa. 

La reacción popular en tanto todavía había un gobierno demo-
crático, obliga al Banco Central a dejar sin efecto esta prohibición. Y 
el poder político forma una comisión de estudio para reintegrar la 
operatoria auténticamente cooperativa.

Las dictaduras militares y los golpes del poder económico. Progra-
mas de ajuste estructural

El golpe militar de 1966, como todos los golpes militares en la 
Argentina, instauraron para nuestros pueblos, profundas transforma-
ciones socioeconómicas regresivas. Este golpe de estado, parece ha-
ber representado, en algunos “aspectos, un quiebre significativo con 
relación al patrón de comportamiento económico preexistente. La 
política económica de Krieger Vasena buscó modificar las condiciones 
de funcionamiento de la economía argentina para reinsertarla pasiva-
mente en los mercados mundiales, integrándola a las primeras mani-
festaciones de un mercado de capitales que empezaba a ser global. 

Las primeras medidas que adopta son un ataque a la auto-
nomía de la Universidad (la denominada “noche de los bastones 
largos”), desmantelando la investigación y la educación, y otro al 
movimiento Cooperativo de Cajas de Crédito buscando afectar la 
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credibilidad de los dirigentes del IMFC, para socavar sus raíces y su 
relación con los asociados.

El sistema de Cajas de Crédito Cooperativo era una piedra 
en el zapato para las políticas que el poder económico y financiero 
ahora podía implementar sin limitaciones. Una primera e inmediata 
reacción del poder determina, en una muestra del maridaje entre los 
medios y el poder económico, que el diario La Razón, sensacionalista 
y de amplia difusión popular en ese momento, en primera plana con-
signe la detención del Presidente de la Nación, y de los “miembros” 
del Instituto Movilizador de Fondos Cooperativos, imputándoles a es-
tos últimos una evasión de divisas millonaria en dólares.

El golpe de estado militar del año 1966, atacó con dureza a 
este movimiento social.

Pretendió falsamente involucrar a sus dirigentes en denuncias 
de corrupción para generar corridas y, simultáneamente, en un se-
gundo frente, dictó la Ley 16.898 que establecía normas que impe-
dían la circulación y compensación de la letra de cambio cooperati-
va y muchas otras limitaciones operativas, entre ellas la prohibición 
de constituir nuevas Cajas de Crédito. Fue evidente la intención de 
eliminar al sistema financiero solidario.

El Banco Central de la República Argentina, en este marco po-
lítico y jurídico, adopta una de las disposiciones de mayor impacto 
negativo que fue la Resolución Nº 286/66, estableciendo que las 
órdenes de pago cooperativas o documentos similares tomaran el 
carácter de letras de cambio no a la orden, prohibiendo en conse-
cuencia su endoso y circulación. Además, vedaba el funcionamiento 
de cualquier sistema de compensación de documentos a la vista 
emitidos por entidades cooperativas. 
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Estas medidas afectaron  al cooperativismo de créditos pero 
simultáneamente pese a su dureza tuvieron un efecto parcial de-
mostrando la fortaleza del movimiento.

Suscitó una sensible disminución cuantitativa: Las 974 cajas de 
crédito que funcionaban en 1966 se redujeron a 450 en 1971, pasando 
de una participación en los depósitos totales del sistema financiero 
del 10 al 2,5%. Poco más de 400 entidades pudieron llegar en funcio-
namiento al momento de la restauración democrática en 1973.

Esta política da lugar a un retroceso del sistema, que no condu-
jo a su derrumbe sólo por el apoyo popular que lo sostuvo52. El golpe 
que el gobierno militar del 66 propinó al movimiento cooperativo no 
evitó que este luchara enraizado en el pueblo, en una movilización 
por políticas económicas sin precedentes para los sectores medios 
de la población, en cuanto tuvo el más mínimo espacio para obtener 
modificaciones en la política financiera.

https://www.youtube.com/watch?time_continue=36&v=ilD3XL-
886M&feature=emb_logo

Este documental estuvo muchos años oculto, ahora es pre-
sentado editado, como un “extraño documento” porque relata que 
en esa época la capacidad de movilización popular era aún extraor-
dinaria y la epopeya continuaba.

El cortísimo interregno democrático

A fines de diciembre de 1972, cuando comienza a deshila-
charse el gobierno militar, se vuelve a autorizar la operatoria de las 
letras de cambio y se incluye a las Cajas de Crédito en el régimen de 
garantía de los depósitos.

Las leyes 20.040 y 20.041 creaban un fondo de garantía que 
incluía a las Cajas de Crédito y se las autoriza a reasumir la plena 
operatoria de las cuentas a la vista y la facultad de endoso y circu-
lación de la letra de cambio (orden de pago o cheque cooperativo), 

	 52.	 Schujman, L. (1979). Cooperativismo. Desarrollo. Participación. Financia-
miento. Educación. Ed. Idelcoop, p. 63 y en “Cooperativismo”, op. cit.: 62.
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estableciendo que estaría a cargo del Banco de la Nación Argentina 
la organización de la Cámara Compensadora de esos valores, lo que 
sucedió hasta 1973, cuando la función fue retomada por las cáma-
ras cooperativas.

Las cajas comenzaron a extender la gama de servicios presta-
dos a sus socios y solicitaron que se rehabilitase el registro de solici-
tudes para la instalación de nuevas entidades según las condiciones 
previstas en la nueva Ley de Cooperativas Nº 20.037 que entró en 
vigencia en el año 1973.

La brevedad del período constitucional no permitió que lo que 
eran potenciales perspectivas pudieran desarrollarse, por lo que las 
entidades sobrevivientes solo pudieron recuperarse parcialmente 
durante el mismo. 

Este corto período de crecimiento y consolidación de las Cajas 
de Crédito Cooperativas que son autorizadas para la apertura de 
sucursales, no alcanzó las proporciones que tuvo en los inicios de la  
década anterior y culmina con el golpe de estado de 1976.

El segundo golpe militar fue más sangriento y fortaleció aún más 
al poder económico y financiero. Sometió el poder a las tenden-
cias globales

El sangriento golpe de estado de 1976, venía a transformar 
profundamente a la sociedad argentina. Fué una dictadura genoci-
da que violó todos los derechos humanos, y que dirigió una política 
criminal enderezada a someter a la sociedad y a los movimientos 
políticos, sindicales y sociales, a sus designios. 

Masacró e hizo desaparecer a decenas de miles de dirigentes so-
ciales y sindicales, a jóvenes en muchos casos con inquietudes sociales 
y en otros que pensaban, a nuestro juicio equivocadamente, en la lu-
cha armada como camino excluyente para construir un mundo mejor. 
La dictadura utilizó la lucha armada como  pretexto, pero su interés, y 
el de su mandantes que estaban en el poder económico y financiero,  
era transformar a la sociedad, sin discriminar entre tirios y troyanos, y 
sembrando el terror y la muerte en amplios sectores de la sociedad.

El estado de terror generado sometió a la población y a sus luchas 
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sociales. Pero no logró, no obstante su inaudita inhumanidad, que 
este objetivo que para ellos era fundamental se sostuviera.

Como contrapartida encabezados por las pacíficas y cotidia-
nas rondas y acciones de las “Madres y Abuelas de Plaza de Mayo”, 
los organismos de derechos humanos, y los familiares de desapare-
cidos, con un casi unánime apoyo popular, se instalaron gran canti-
dad de juicios por la verdad y el castigo a los culpables del genoci-
dio, que vienen procesando y condenando a centenas de militares 
por la horripilante comisión de delitos de “lesa humanidad”.

	 53.	 Roelants, B. y Sanchez Bajo, C. (2011). El Capital y la trampa de la deuda. 
Ed. Intercoop. Bs. As. Argentina.

La política del terror, estaba dirigida a implementar una polí-
tica económica y social.

La política financiera, y en especial la relacionada con las Ca-
jas de Crédito Cooperativa, constituyo un eje central, sin por ello 
olvidar las políticas de “apertura irrestricta a todos los mercados, 
pero fundamentalmente al financiero”, a la salvaje y corrupta priva-
tización de empresas y de servicios públicos, la modificación de la 
ley de inversiones extranjeras, la apertura a la “trampa de la deu-
da” (Roelants, 2011)53, la profunda reforma a la Ley de Contrato de 
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Trabajo,  y muchas otras atrocidades muchas de las cuales todavía 
sufrimos los argentinos. 

La esterilización de las cooperativas formaba parte de sus ob-
jetivos. Valgan para ello dos ejemplos que excluyen “contra natura”, 
a las cooperativas de determinadas actividades, y que instalaron 
como temas recurrentes, y que posteriormente dieron lugar a im-
portantes debates.

La Ley Nacional de Radiodifusión Nº 22.285 que, además de 
otras atrocidades, requería  en su art. 45: Que “las licencias se ad-
judicarán a una persona física o a una sociedad comercial regular-
mente constituida en el país”, vedando de esta manera sin razón 
alguna que una cooperativa o una organización comunitaria, o una 
universidad preste el servicio de radiodifusión.

En relación a las cooperativas de trabajo, con criterio clara-
mente restrictivo el artículo 4 de la ley 25.250 establece en su últi-
mo párrafo: que “no podrán actuar como empresas de provisión de 
servicios eventuales, ni de temporada, ni de cualquier otro modo 
brindar servicios propios de las agencias de colocación”. El decre-
to 2.015/94 del Poder Ejecutivo Nacional, aún vigente, aunque no 
se aplique, establece genéricamente que el INAES “no autorizará 
el funcionamiento de cooperativas de trabajo que, para el cumpli-
miento de su objeto social, prevean la contratación de los servicios 
cooperativos por terceras personas, utilizando la fuerza de trabajo 
de sus asociados”.

Pero el eje de la política socio económica fue puesto por el 
gobierno militar en la política financiera: se proponía transformar la 
estructura económica y social de la Argentina y el eje de esas polí-
ticas que trastocaron lo productivo en lo especulativo, transitó por 
una Reforma Financiera cuyas bases jurídicas fueron establecidas 
por la “Ley de Entidades Financieras” Nº 21.526, la “Ley de descen-
tralización de los depósitos” Nº 21.495, la ley “Orgánica del Banco 
Central”, y la ley 21.154 que implantó la “Cuenta de Regulación Mo-
netaria” y las normas reglamentarias dictadas en su consecuencia.

En este contexto, se modificaron sustancialmente los objetivos 
del sistema financiero con políticas activas, que engendraron un proce-
so de concentración-extranjerización y sustitución de la banca pública, 
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regional y especializada, por una banca comercial universal altamen-
te concentrada con aptitud para ingresar al mercado de capitales, 
futuros, moneda, y obligaciones soberanas,  que lo vinculaba a los lu-
cros desmedidos de los mercados globales, y  que se desentendió de 
las necesidades financieras de la gente. Esas medidas promovieron 
la “financiarización” de toda la actividad económica vinculándola a 
los mercados globales. Ninguna actividad productiva podía competir 
en lucratividad con la financiera, y en las empresas productivas que 
quedaban era el gerente financiero quien pasó a comandarlas.

La concentración sesgada del sistema financiero

La disminución de alrededor de 600 entidades del sistema, 
en menos de 30 años (del 76 al 2003) resalta de forma ilustrativa la 
tendencia hacia la concentración ya mencionada. 

A partir de 1980, el número de bancos y cajas de crédito co-
operativos disminuyeron de forma ininterrumpida, tendencia que 
se aceleró a partir de los diversos shocks externos sufridos desde 
la “Crisis del Tequila”, acompañados por la política del BCRA, que 
aumentó la denominada regulación prudencial y afectó a todo el 
sistema financiero aunque de forma desigual: mientras que el to-
tal de entidades se redujeron entre 1994 y 2000 en un 45%, los 
bancos y cajas cooperativos lo hicieron en un 95% y 73% respec-
tivamente.

Se produce así, entre 1976 y 2002, una clara tendencia a la  
desintermediación bancaria que condujo, entre otras consecuen-
cias, a la exacerbación del racionamiento de servicios financieros 
de vastos sectores de la población y al aumento de las actividades 
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no  bancarias fuera del sistema financiero argentino (Verbeke, 2004 
los cuadros que se suceden fueron extraídos de esa publicacion54).

	 54.	 Verbeke, G. “Las perspectivas del cooperativismo de crédito en el marco 
de la nueva regulación”. II Congreso Nacional de Sociología  - Facultad de 
Ciencias Sociales. 20-23 de octubre de 2004.

	 55.	 Gran parte de las Cajas existentes alentadas por el IMFC optó por el cami-
no de la transformación: de 375 Cajas de Crédito, 273 se transformaron en 
Bancos y 102 que siguieron los consejos de la FACA quedaron con opera-
toria restringida.

		  De las 273 que se transformaron, 41 lo hicieron individualmente y 273 por 
fusión, originando 36 bancos que sumados a los 41 que se transformaron 
individualmente conformaron  77 Bancos Cooperativos.

		  Entre 1978 y 1979, se crearan setenta y siete (77) bancos cooperativos, 
que sumados a los nueve preexistentes (9), llegaron a totalizar ochenta y 
seis (86) entidades de esa naturaleza jurídica.
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Para llegar a ese resultado y en  ese ámbito –en el marco de 
esa política– se comenzó por prohibir a las Cajas de Crédito captar 
depósitos a la vista, y se multiplicaron exponencialmente las exi-
gencias de capitales mínimos, induciendo así, abrupta e impera-
tivamente, su traumática transformación en Bancos Comerciales 
(La complejidad de la transformación (Kempfell y Vuotto, 2000)55, 
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previos traumáticos procesos de fusiones múltiples56, enmarcadas 
en presiones inauditas del BCRA. 

En esas circunstancias, y tras ese proceso, habiendo sido el 
sistema financiero atado a el sistema global, se produce primero la 
“Crisis del Tequila”, y luego una sucesión de crisis nacionales en Asia  
y Sudamérica que afecto profundamente a las economías latinoa-
mericanas atadas a deudas externas que crecían geométricamente.

Para los bancos cooperativos ya conformados y remanentes 
tras el primer y complicado proceso de fusiones y adaptación, fue 
determinante la “Crisis del Tequila” en el 95 (Vuotto, 2004)57, por-

	 56.	 “El cambio realizado en muy corto plazo, sobre la base de la fusión de 
Cajas de Crédito que operaban en forma autónoma,  dio como resultado 
inevitable la superposición de estructuras administrativas y de activos fi-
jos que varios años después se reflejaron en los costos operativos  de los 
Bancos Cooperativos. 

		  A ello debe agregarse la necesaria capacitación de directivos y funcionarios, 
que debió realizarse en breve plazo y en condiciones de cambiantes regla-
mentaciones de un mercado en permanente turbulencia, no siempre exi-
tosa. Los conocimientos que requiere conducir una Caja de Créditos, en los 
cuales el principal capital era la confianza fundada en la reciprocidad,  era 
un conocimiento profundo de los vecinos con los que operaba fueron susti-
tuidos abruptamente por los necesarios para conducir un banco sometido a 
complejísima reglamentación, y con un volumen y un territorio mucho ma-
yor. Se había conseguido desarraigar a los dirigentes y a las organizaciones. 

		  La escasa capacidad prestable de los bancos cooperativos y la notoria insufi-
ciencia del reconocimiento del carácter minorista en las regulaciones del BCRA, 
provocaron problemas de rentabilidad a la mayor parte de estas entidades.

		  Y las dificultades que manifiestan los bancos cooperativos para incremen-
tar su capital en el corto plazo, con una muy importante restricción para 
acceder a los mercados de capitales que se rigen por el lucro que propor-
ciona la inversión. Y la atomización del capital, característica de los bancos 
cooperativos, que dificulta aún más eventuales aumentos de capitales. 
Una situación similar, aunque por razones de distinta índole, afecta a los 
bancos provinciales no privatizados. Kampel y Vuotto (2000). “La Banca 
Cooperativa en Argentina su desempeño entre 1993 Y 1999”. Centro de 
Estudios de Sociología del Trabajo. FCE UBA. 

		  http://www.economicas.uba.ar/institutos_y_centros/documentos-cesot/
	 57.	 “El impacto de la crisis mejicana en la estructura y configuración del sis-

tema financiero se tradujo en una importante reducción del número de 
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instituciones y en la concentración de la actividad bancaria, así como en 
la distribución y composición de los depósitos y préstamos. Los bancos 
cooperativos fueron uno de los sectores más afectados”.

		  Mirta Vuotto (2004). La Banca Cooperativa argentina durante la década 
del 90. Intercoop Editora. Bs. As.

	 58.	 Heller, C. (1998). “Desarrollo de Cooperativas de Ahorro y Crédito moder-
nas. y eficaces en América Latina y El Caribe. Formación de Bancos Coope-
rativos a partir de la fusión de cooperativas de ahorro y crédito: El caso de 
Argentina”. Rev. de Idelcoop. Vol. 25, Nº 110.

que las crisis eran sostenidas por una  política del Banco Central, 
enderezada claramente a la concentración del sistema. Para forzar-
lo era necesario que además de modificar intempestiva y perma-
nentemente el régimen de responsabilidad patrimonial exigible, y 
las relaciones técnicas, repartiendo arbitrariamente redescuentos 
cuya denegación implicaba en muchos casos el cierre por falta de li-
quidez para devolver los depósitos. Redescuentos y otras formas de 
auxilio financiero que, explícitamente, los directores del BCRA ata-
ban formalmente a compras de cartera verbalmente en la coyuntu-
ra, y a la exigencia de capitalizaciones, fusiones y transformaciones 
de todo tipo que así eran impuestas. 

Las consecuencias de estas políticas activas y de las nuevas 
condiciones en el mercado, a las que los dirigentes de  las entida-
des cooperativas debieron ingresar abrupta y forzadamente, fueron 
devastadoras. 

Al momento de desencadenarse el “efecto Tequila”, en di-
ciembre de 1994, el conjunto de los 38 bancos cooperativos sub-
sistentes, mantenía el 10,1% de los depósitos totales que en ese 
entonces existían en el sistema financiero doméstico. En contraste, 
a fines de 1999 (sólo 5 años después), se mantenían tres de esas 
instituciones que apenas representaban el 2% de los depósitos.

El único sobreviviente relevante de esta riquísima experiencia 
histórica es el Banco Credicoop Coop. Ltdo, su crecimiento y la ab-
sorción de otros bancos cooperativos fue paralelo al vigoroso pro-
ceso de concentración y extranjerización que vivió el sistema finan-
ciero argentino en los últimos años (Heller, 1988)58.
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REGULADAS POR 
INAES REGULADAS POR SEFINC (BCRA) 

AÑO
COOPERATIVAS DE

CREDITO TOTAL  ENTIDADES
BANCARIAS 

ENTIDADES
NO

BANCARIAS 

ENTIDADES
BANCARIAS 

COOPERATIVAS 

ENTIDADES NO 
BANCARIAS 

COOPERATIVAS 
1976 126 692 118 574 9 424
1977 131 723 119 604 9 423
1978 143 721 156 565 39 375
1979 158 496 218 278 85 101
1980 161 469 213 256 79 88
1981 161 449 205 244 76 88
1982 162 413 203 210 75 72
1983 163 402 209 193 75 69
1984 166 360 209 151 72 50
1985 168 315 197 118 63 33
1986 169 296 190 106 57 30
1987 172 267 177 90 53 25
1988 176 244 174 70 50 23
1989 177 236 176 60 49 20
1990 178 220 169 51 45 18
1991 182 214 167 47 44 18
1992 186 210 167 43 41 18
1993 188 206 167 39 39 17
1994 193 205 168 37 38 15
1995 200 157 127 30 9 12
1996 209 147 120 27 8 7
1997 214 138 113 25 6 7
1998 237 126 103 23 4 6
1999 265 117 93 24 2 5
2000 272 113 89 24 2 4
2001 291 106 84 22 2 3
2002 296 99 78 21 2 2
2003 316 96 75 21 2 2
1994 193 205 168 37 38 15
1995 200 157 127 30 9 12
1996 209 147 120 27 8 7
1997 214 138 113 25 6 7
1998 237 126 103 23 4 6
1999 265 117 93 24 2 5
2000 272 113 89 24 2 4
2001 291 106 84 22 2 3
2002 296 99 78 21 2 2
2003 316 96 75 21 2 2

El banco Credicoop que a la postre fue el único heredero for-
zoso59 de este tortuoso proceso, en el que desapareció el amplio 

	 59.	 El Banco Credicoop encontró su escala y los apoyos del sistema, “con la ad-
quisición de muchas filiales del Banco Udecoop Coop Ltdo. en 1985, y las 
fusiones  por incorporación en 1986, del Banco Coscrea  Coop Ltdo., Banco 
Oceánico Coop Ltdo. en 1987, Banco Acción Coop Ltdo. en 1990, Banco 
Local Coop  Ltdo en 1995, en febrero de 1997 compra de algunos activos 
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movimiento social, siendo sustituido por una entidad financiera coo-
perativa muy eficiente, que hizo uso de los apoyos para concentrar el 
mercado,  sin discrepancias ideológicas ni técnicas internas, que sos-
tiene aun con su magnitud una actitud principista en el marco de lo 
que el sistema financiero le permite, y su supervivencia le da la razón.

El sistema financiero había sido adecuado a las proporciones 
(con muy pocos bancos comerciales, casi todos con casa central en 
la Capital Federal)  que reclamaba la globalización que venía a susti-
tuir la producción por la especulación.

El retorno a la democracia y las políticas sociales

El retorno a la democracia (1983), no desmanteló las estructu-
ras económicas, jurídicas y sociales que el terror había instaurado, y 
algunos gobiernos formalmente democráticos inclusive afianzaron 
ese modelo, presionados por los poderes económico-financiero- 
mediático, que se habían prefigurado en las dictadura del 66, y del 
76, y que se expandieron y en el gobierno de Carlos Menem, desde 
1989 y hasta 1999. 

Aun los gobiernos democráticos que intentaron enfrentar a 
este monstruo  con buenas intenciones, la magnitud del poder con-
centrado que habían forjado –los dueños del poder económico con 
ayuda de los gobiernos militares, y de algún gobierno civil– impidió 
que pudieran resolver una persistentemente marcada inequidad 
social, y una fuerte concentración empresaria, la desnacionaliza-
ción de la economía,  y los  monopolios privados, que incluso habían 

y pasivos del Banco Coopesur Coop. Ltdo, e inmediatamente en diciembre 
de 1997, algunos activos y pasivos del Banco Argencoop Coop. Ltdo., Con 
esta última operación se incorporaron 71 sucursales, distribuidas en las pro-
vincias de Buenos Aires, Santa Fe, Chaco y Corrientes. En todo este proceso 
el Banco Credicoop C.L pasó de  44 sucursales al 19/3/79, a 194 sucursales 
en diciembre de 1997. Centre de gestion des coopératives École des Hautes 
Études Commerciales. (1998) “Perfil de las Instituciones Cooperativas Ban-
carias en el Mundo”. www.web.Hec.ca.8088/centredesjardins

		  Ciolli, J. A. (1998). “La esperanza en la acción”. Rev. de Idelcoop. Vol 25. 
Nº 112.
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asumido la prestación de los servicios públicos y las actividades de 
interés general con criterios excluyentemente mercantiles. 

Las tres últimas décadas y las políticas que en ellas se instru-
mentaron, han afectado en múltiples aspectos al movimiento coope-
rativo y han incidido negativamente sobre la cohesión y la conciencia 
social. Han descapitalizado económica y socialmente a la Argentina.

El período de crecimiento y de políticas sociales

El gobierno kirchnerista (2003/2015) fue el que con mayor de-
nuedo intentó construir crecimiento económico productivo y redis-
tribución social, y pelear contra factores puntuales del poder global 
y nacional,  aún inmerso en una hegemonía que no había desapare-
cido y que tampoco pudo ni quiso enfrentar frontalmente. 

A partir del ascenso al poder de Néstor Kirchner, y de una política 
de fortalecimiento del Estado, que había sido vaciado social y econó-
micamente, “el país vivirá un proceso muy dinámico de crecimiento 
económico, el PIB aumentará a una tasa anual del orden de 8 a 9% y 
tendrá lugar un proceso de reindustrialización encabezado por la indus-
tria automotriz (25% medio anual de crecimiento salvo crisis de 2009) 
el impulso a la ciencia, la educación y la tecnología” (Dabat: 50)60. En 
este sentido es de remarcar que en su crecimiento  fue el único país de 
América Latina que en este período no se desindustrializó.

Descenso del desempleo, de la pobreza y de la miseria, a par-
tir de importantes políticas sociales en seguridad social y salud. En 
este período el gobierno jugó un rol muy importante en la construc-
ción de la integración latinoamericana, como mecanismo para po-
der enfrentar al poder global. Desendeudó valientemente  al país,  
acorralado por una formidable deuda externa contraída por los go-
biernos militares y neoliberales. 

Renovó la cúpula militar, de seguridad, y de la SCJN. En este 
largo período se reestatizó la fábrica de aviones de Córdoba, YPF, y 

	 60.	 Dabat, A. (2012). El rumbo de la economía argentina bajo el kirchnerismo. 
Journal of Economic Literature. http://www.scielo.org.mx/pdf/eunam/
v9n26/v9n26a2.pdf
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Aerolíneas Argentinas. Se dictó la ley de matrimonio igualitario. Se res-
tablecieron las paritarias sindicales. Amplió la cobertura jubilatoria (a 
partir de la estatización de las AFJP) estableciendo derechos alimen-
tarios y pensiones contributivas para desvalidos y ancianos (Godio, 
2003)61. Se llevaron adelante y se impulsaron los juicios para castigar 
el genocidio que realmente constituyen un ejemplo universal.

Fue conflictiva la relación con el campo al que se le impusie-
ron retenciones para destinar su producido a las políticas sociales, 
tras la crisis del 2010. Y fue también conflictiva la relación con los 
multimedios, para democratizar un sector sumamente concentrado 
con la Ley de Servicios de Comunicación Audiovisual muy debatida 
y apoyada por la sociedad conocida como Ley de Medios62.

Promovió una importante y valiosa política social con contra-
prestaciones, que en muchos casos tuvieron efectos importantes en 
la sociedad. 

Algunas de ellas fueron valiosas  para combatir desempleo, 
pobreza y miseria: Asignación Universal por Hijo, que comprome-
tía a cumplir con escolaridad y control médico; Programas “Ingreso 
Social con Trabajo”, “Argentina Trabaja” y “Ellas Hacen”, que fueron 
planes de generación de empleo en los barrios más postergados a 
partir de la organización de cooperativas, (tema que analizaremos 
específicamente). El Plan Conectar-Igualdad (masiva entrega de 
notbook a escolares de todo el país), etc.

Un neoliberalismo cleptócrata

Para gobernar desde el 2015 al 2019, fue elegido con el voto po-
pular un hijo dilecto del poder económico autóctono, que integró su 
gabinete con CEOS representantes de empresas oligopólicas63 (Gar-
cia Linera, 2016: 4). 

	 61.	 Godio, J. (2003). Los movimientos piqueteros ante una seria disyuntiva po-
lítica. imt, Buenos Aires.

	 62.	 Rodriguez Villafañe, M. (2009). Los fines justifican los medios. Radiodifu-
sión Cooperativa y Mutual. Ed. Paraná. Buenos Aires. Argentina. 

	 63.	 “El neoliberalismo es un ejemplo de corrupción generalizada, pues monopoli-
zó los servicios públicos acumulados por varias generaciones, convirtiéndolos 
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Comenzó pagando sin límites los requerimientos de los “bui-
tres” financieros que conservaban el residuo de la deuda pública.
Durante cuatro años el gobierno saqueó a las mayorías populares y 
a las capas medias, concentrando la riqueza a partir de los monopo-
lios prestadores de servicios públicos. Se financió con bonos entre-
gados a las entidades financieras con tasas de interés que pagaba el 
estado que se acercaban a 100% multiplicando sus utilidades.

Sostuvo, para evitar explosiones sociales, algunas políticas 
sociales, y cuando ya no pudo sostenerse recurrió a un acelerado 
endeudamiento externo, y entregó la conducción de la política eco-
nómica al FMI, que le había concedido fondos de una magnitud ex-
traordinaria incluso para esa entidad emblemática del poder finan-
ciarizado.

En el cooperativismo un nuevo reempadronamiento modificó 
sustancialmente el mapa de las cooperativas. En el 2008 el INAES 
daba cuenta de que se registraban 12.760 Cooperativas64. Y en el 
2019 El Presidente del INAES, que integró un directorio con coope-
rativistas de valor, pero condicionado por la política nacional, tras 
un nuevo reempadronamiento sin censo, informa que restan regis-
tradas 8.618 cooperativas65. 

El criterio en este último caso fue formal, se suprimieron a 
aquellas cooperativas que no presentaron el reempadronamiento, 
o que estaban flojas de papeles, eliminando tanto a cooperativas 
promovidas por el Estado realmente inexistentes, como a aquellas 

en recursos privados. La privatización fue el mas escandaloso, inmoral, in-
decente y obsceno caso de corrupción generalizada”.

		  En el caso de Macri, con empresas ya privatizadas, siendo las suyas parte 
importante de ellas, y el resto por las que dirgían los CEOS que integraban 
su gabinete, y las obras públicas asumidas monopólicamente por sus ami-
gos directos

	 64.	 INAES (2008). Las Cooperativas y las Mutuales en la República Argentina. 
Reempadronamiento Nacional y Censo Económico Sectorial de Cooperati-
vas y Mutuales. 2a Edición. Bs. As. Argentina.  

	 65.	 Mundo Cooperativo. Actualización Nacional de Datos. https://www.mun-
do.coop/articulos/2-noticias/1041-actualizacion-nacional-de-datos-2. Vis-
to 28.3.2000
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que no tienen posibilidad económica de cumplir con los recaudos 
formales de un reempadronamiento, o de hacerlo adecuadamente. 

Un análisis particularizado de los efectos que produjo en las 
Cooperativas que recuperan empresas el Gobierno neoliberal de 
Mauricio Macri, puede ser visto en Autogestion y luchas obreras. 
del 2001 al nuevo neoliberalismo de Andrés Ruggieri (2017). (Ed. 
Coop. Callao. Buenos Aires, Argentina).
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La problemática de las Cooperativas
Factores externos y Políticas públicas

Iván Fernando Romero66

En América Latina, aquellos los pocos países que intentan 
confrontar con el “neoliberalismo” (que tanto dañó y daña sus eco-
nomías y sus sociedades), aplican variantes de políticas “neokey-
nesianas” que proponen una reedición del “Estado de bienestar” a 
través de una intervención macroeconómica en los mercados inter-
nos, alternando pragmáticamente la apertura y el proteccionismo 
en los mercados globales. 

Hoy, la aterradora pandemia y la acumulación de crisis y deu-
da externa hace bien difícil esa perspectiva.

Son producto de contradicciones, de perspectivas ideológicas 
y de una correlación de fuerzas distinta en cada supuesto, pero en 
todos los casos se hacen cargo del hecho de que los dueños de los 
mercados globales son dominantes, en sus mercados y en sus es-
tructuras socioeconómicas, y también en la intimidad constitutiva y 
en el “sentido común” de sus habitantes.

Argentina participa de esas corrientes progresivas. Su relación 
con el movimiento cooperativo es consecuentemente muy comple-
ja y tiene muchos matices.

La política económica asume como un hecho de la realidad, la 
existencia de actores oligopólicos nacionales y extranjeros con apti-
tud para manipular los mercados y las mentes, y procura promover 
una política de acumulación para desarrollar a sectores, de la  bur-
guesía nacional, cuyos intereses y cultura ya se confunden con los 
del neoliberalismo hegemónico. 

Las políticas sociales, disociadas de las políticas económicas, 
promueven la lucha contra la pobreza y la inclusión mediante el tra-
bajo.  

	 66.	 Ivan Fernando Romero. Maestrando de la Maestría en Entidades de la Eco-
nomía Social. UNR. CEI. 
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En esta visión macro, las cooperativas formaban parte de las 
políticas sociales y no de las políticas económicas. 

El gobierno nacional recientemente instalado procura modifi-
car ese criterio y ha incorporado el INAES al Ministerio de Desarrollo 
Productivo, pero las urgencias deben ser atendidas y existen dificul-
tades para encauzar una perspectiva estratégica. Puede o no ser un 
gesto simbólico. 

La actividad agropecuaria, financiera y aseguradora, energé-
tica, extractiva, prestadora de servicios públicos, los medios de co-
municación y de educación, fueron sometidos a las leyes del mer-
cado por los períodos neoliberales, y esta nueva política económica 
se hace cargo de la imposibilidad de dirigir la economía sin arribar a 
acuerdos con los actores oligopólicos formadores de precios. Como 
consecuencia de ello son subsidiados por mecanismos diversos, los 
empresarios que con estos recursos compiten en los mercados con 
las cooperativas y las PYMES y en mayor medida que estos últimos. 

Los apoyos que al movimiento cooperativo les dispensa el Es-
tado en su tarea de combatir la pobreza y fomentar el trabajo, que 
sufren simultáneamente los azotes de la pandemia y de la mega cri-
sis, se dan a través de nuevas entidades que incorporan a los exclui-
dos, organizados por los movimientos sociales, inducidos y reglados 
por  el propio estado nacional, provincial o municipal. 

Las cooperativas históricas o fundacionales, organizaciones 
de las capas medias vinculadas ideológicamente al “medio pelo” en 
la sociedad argentina (Jauretche, 1966)67, que deben competir en 
mercados hostiles, no tienen envergadura ni peso decisivo, en la 
mayoría de los casos, para incidir en los mercados, por lo que no 
forman parte del ámbito macro en el que el Estado incide en la re-
distribución económico ex ante, y no son lógicamente beneficiarias 
ex post de la política social. 

La preservación de la visión en la que los mercados sólo de-
ben ser corregidos para preservar la formación de precios, impide 
la aplicación de políticas económico-sociales transformadoras, que 

	 67.	 Jaureche, A. (1996). El medio pelo en la sociedad Argentina. 1a Ed. Nov. Ed. 
Lillio, Buenos Aires.
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reconozcan la pluralidad de principios y de sectores económicos, y  
la necesidad y la posibilidad de igualar también en el ámbito de la 
actividad económica a los desiguales.

Esta política económica sostiene los mismos mecanismos de 
acumulación, intentando cerrar algunas brechas que la economía 
global había abierto y este es un hecho trascendente, pero las limi-
taciones de esta visión, o una estimación de la correlación de fuer-
zas, desfavorable a cambios estructurales,  impide avances impor-
tantes en la distribución de la riqueza.

Como consecuencia de ello el rol de la economía social y so-
lidaria no ha sido aún cabalmente entendido por la política en la 
Argentina, y esta es una dificultad muy importante para el sector.

Agenda Pública y Economía Política

En abril de 1976 nuestro país abandono un modelo de desa-
rrollo. Aquel desarrollo pensado  para sostener la soberanía como 
Estado-Nación.

Esto llevó a una verdadera ruptura de las relaciones sociales, 
producto del  giro copernicano en la “gestión de la cosa pública”.

 En ese contexto, siguiendo las líneas conceptuales del Dr. Os-
car Madoery68, el desarrollo fue un concepto inicialmente acotado 
al crecimiento económico (dando lugar a la tan mentada sinonimia 
entre desarrollo y crecimiento desde mediados del siglo XX); e in-
terpretado como un proceso de dinámicas centralizadas y de re-
moción de barreras (los obstáculos al desarrollo) que impedían el 
despliegue del potencial de las sociedades nacionales. 

Los sujetos dominantes, evidentemente, eran los actores de 
la sociedad nacional: La burocracia estatal, las elites modernizan-
tes, las vanguardias iluminadas, los actores privados corporativos, y 
aquellos actores sociales cuya lógica predominante tenía una clara 
orientación “estado-céntrica”.

	 68.	 Madoery, O. (2003). “Como aproximarnos al desarrollo local, desde una 
perspectiva política”. http://biblioteca.municipios.unq.edu.ar/modules/
mislibros/archivos/Madoery_aproximarnos.pdf
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Existe hoy una amplia argumentación respecto a que las cate-
gorías político-espaciales de la modernidad no son utilizables en el 
escenario de globalización (Ianni, 1996) (Ortiz, 1998)69. 

Ulrich Beck (1998)70 denomina “ruptura del nacionalismo me-
todológico”, al proceso de revisión de la matriz territorial moderna 
en las Ciencias Sociales, con la consecuente revalorización de nue-
vas escalas geográficas, supranacionales y subnacionales, como ám-
bitos específicos de interacción y relaciones de poder. 

Nuevas alternativas se deben engendrar en la acción políti-
ca: junto al Estado-Nación, para fortalecer escalas territoriales que 
deben ser contempladas para interpretar y, más importante aún, 
asentar los procesos políticos y fortalecer las interacciones sociales 
y económicas del mismo modo.

Al romper la unidad del estado nacional, de la sociedad na-
cional, se establecen unas relaciones nuevas de poder y competi-
tividad. 

Nacen conflictos y entrecruzamientos entre, por una parte, 
unidades y actores del mismo estado nacional y, por la otra, actores, 
identidades, espacios, situaciones y procesos sociales transnaciona-
les y locales (ver Beck, 1998).

Confeccionar o construir una propuesta que posea carácter 
simbólico y de profundo compromiso, no es una labor espontánea, 
que en términos de interdisciplinariedad del abordaje de nuestra 
cosmovisión resulte  sencilla.

La perspectiva que utilizamos de algún modo heterodoxa, 
pero con contenido epistemológico y doctrinario, aunado al trabajo 
de campo, nos impele a obtener un apreciable resultado, que pre-
tende contener una sustancia  concisa… tal  vez escueta para otros.

	 69.	 Ianni, O. (1998). La sociedad global. siglo XXI. Editorial Siglo XXI
		  https://books.google.com.ar/books?id=_68_iAScNIkC&printsec=frontcov

er&hl=es&source=gbs_ge_summary_r&cad=0#v=onepage&q&f=false
		  Ortiz, R. (1998). Otro territorio: ensayos sobre el mundo contemporáneo. 

Convenio Andrés Bello. Bogotá. Colombia. 
	 70.	 Beck, U. (1998). ¿Qué es la globalización?. Editorial Anagrama. Buenos 

Aires. Argentina.
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Esa visión no siempre es percibida o interpretada adecuada-
mente. De muchos sectores que hacen a nuestro imaginario coope-
rativo, mutual y de la economía social y solidaria, aparece como 
disruptiva o desligada con la esencia del sector.

Mientras la realidad objetiva se muestra tal cual es, alejándo-
nos por un instante del ámbito académico, abordar la problemática 
de las cooperativas y sus factores externos, su incidencia directa; 
que no solo perturba a las entidades traídas en análisis, sino que 
“esos factores externos” también accionan de un modo más directo 
sobre todas las organizaciones de la economía social y solidaria.

En las últimas décadas hubo innumerables políticas de gobier-
no “consensuada para ciertos sectores”, con desfavorable incidencia 
sobre las nano, pequeñas y medianas organizaciones cooperativas. 
Todo ello bajo un “sistema de centralidad disonante”, y de “comuni-
cación controversial”.

Un tema que no debe escapar a nuestro análisis más allá de la 
realidad macroeconómica del país, está directamente relacionado 
a la microeconomía, por cuanto las divergencias territoriales pro-
fundizan las desigualdades y alejan de las verdaderas posibilidades 
de su sustentabilidad a nuestras entidades, y a la generación real y 
concreta de políticas de Estado.

Esta desigualdad territorial genera las “pseudo políticas públi-
cas”, que en rigor de verdad son “políticas de gobierno”, una diso-
ciación entre: el mercado y las políticas públicas, los cuales siguen 
siendo los problemas convergentes que fundamentalmente inciden 
y hace más complejo la gobernanza y la gestión de nuestras coope-
rativas.

La Agenda Publica –vgr. Políticas Públicas– y La Economía Po-
lítica –vgr. El Mercado–, ambos, como expresara anteriormente, de  
índole “convergente” y que adjetivo como de carácter “asintótico y 
adhocrático” (me pertenece), dejan al desnudo a nuestras organi-
zaciones, y desatienden  la realidad cotidiana de gestión y de super-
vivencia.

Lo dicho hasta aquí se demuestra sencillamente. En la refor-
ma constitucional de 1994 no se incorporó al cooperativismo, al 
mutualismo y a la economía social y solidaria. 
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Nuestro modelo quedo fuera del nuevo contrato social o más 
bien el “aggiornamiento” del mismo, como si lo han llevado a cabo 
otros países hermanos latinoamericanos.

Por otra parte, las  diversas comisiones permanentes y tran-
sitorias del Congreso Nacional (me refiero a ambas cámaras tanto 
de Diputados como de  Senadores) no han articulado ni generados 
propuestas conjuntas que “favorezcan a todo el movimiento”, han 
actuado espasmódicamente para acompañar a determinados sec-
tores, lo cual ha resultado positivo en salvaguarda de nuestros inte-
reses. De suyo, insuficiente.

Asimismo, a lo largo de los años ministerios, secretarias o sub-
secretaria de estado que han tenido diversos nombres tuvieron la 
capacidad o potencialidad de trazar “políticas públicas coherentes 
y consensuadas con el sector” …. pero sólo existieron “políticas de 
gobierno” que “abortaron” la posibilidad real de construir un con-
trato social de Políticas de Estado perdurables.

Una mención aparte merece la Autoridad Nacional de Aplica-
ción de las leyes 20.337 y 20.321.

Por otra parte, los estados provinciales tampoco, en general, 
han generado coherentes políticas públicas para amalgamar y apa-
lancar  en sentido lato al movimiento en general.

Resulta hasta contradictorio que varios estados provinciales 
que ostentan normas hasta de carácter constitucional, como así 
también un sinnúmero de normas propias de promoción y fomento, 
por citar, han logrado en este campo “sostener políticas de estado, 
o tan siquiera políticas públicas”…es como un espacio ocioso. Solo y 
sobre la marcha aplican políticas de gobierno.

Ese sentimiento de orfandad tan presente impacta de lleno, 
como ya expresamos, sobre la “gobernanza y gestión”, y lógicamen-
te sobre las necesidades de las cooperativas en su relación con el 
mercado y el cómo afrontar las dificultades que desafían cotidiana-
mente a nuestras organizaciones.   

 Es un campo hostil una lucha desigual. Bourdieu, al analizar la 
especificidad del campo político, señala que: 

es un campo de fuerzas, y un campo de luchas para transformar las 
relaciones de fuerzas.
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En un campo como el campo político o el campo religioso o cual-
quier otro campo, las conductas de los agentes son determinantes 
para su posición en la estructura de relaciones de fuerzas, carac-
terística de este campo en un momento determinado” (Bordieu,  
2000, p. 61)71.

Aduno, el diseño e implementación de políticas públicas 
normalmente no considera esta dinámica, sino que responde a 
enfoques sectoriales o en el mejor de los casos a la búsqueda de 
consensos o acuerdos para tornar más “gobernable” un territorio y 
evitar el conflicto social. 

Desde la visión del Profesor Luciano Martínez Valle, apuntaría 
que frente a esta situación, las políticas públicas tienen al menos 
dos opciones: 

(a) Impulsar procesos de “gobernanza” con el objetivo de dis-
minuir los conflictos sociales que necesariamente se presentarán 
en el campo social y económico; y 

(b) Optar por una política que claramente beneficie a los gru-
pos más vulnerables del medio tanto urbano como rural. 

Esta última opción es posible implementarla a partir de lo 
que Frank Moualert y Jacques Nussbaumer (2005: 97)72 denominan 
como “una nueva ontología comunitaria” centrada en la “comu-
nidad” y no en el “mercado”, o lo que Gibson-Graham y Roelvink 
(2009, p. 19)73 señalan como las community economies, que impli-
can identificar, describir y visibilizar las prácticas “económicas y or-
ganizacionales” que han sido marginalizadas por el discurso de la 
economía capitalista.

	 71.	 Bourdieu, P. (2000). Les structures sociales de l’economie. Paris. Francia: 
Éditions du Seuil.  

	 72.	 Nussbaumer, J. y Moulaert, F. (2005). “La region social”. “Más allá de la 
dinámica territorial de la economía del aprendizaje”.  Ekonomiaz: Revista 
Vasca de economía (96-127).

	 73.	 Gibson-Graham, J. K. y Roelvink, G. (2009). “Social innovation for commu-
nity economies”. Farnham, Ashgate Publishing, p. 25-37. En: Diana Mac 
Callum; Frank Moulaert; Jean Hiller. Nueva York. USA. 
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El mercado

Los mercados en general funcionan a partir de principios di-
versos a aquellos que informan a la economía social. 

La empresa que sustituye al hombre social como  eje de la so-
ciedad y “la búsqueda del lucro que identifica a esa empresa ha con-
quistado un estado de consagración, podría decirse de santidad”. 

Estamos ante un darwinismo de sofisticados almaceneros en 
guerra que desconocen la complejidad de lo humano y lo mejor de 
la cultura. 

La actitud solidaria inherente a la condición humana, ha sido 
abruptamente estigmatizada por la ideología de la supervivencia 
del más fuerte. 

La darwiniana tesis de la selección natural desarrollada para 
explicar la evolución animal, sobre la cual el hombre ha intervenido 
distorsionándola con mirada mercantilizadora, se ha transformado 
en un paradigma de comportamiento social (Galbraith, 1996: 91)74.

La globalización: sus consecuencias y sus crisis han desnuda-
do  que los mercados no funcionan conforme a los paradigmas en 
los que reposa la economía neoclásica. 

No se trata de un mercado ideal sino de diversos mercados 
reales (globales, nacionales, locales, agrícolas, industriales, servi-
cios, de bienes transables y no transables, de bienes de consumo o 
de insumo, todos financiarizados, etc.), y han transformado al tra-
bajo, al ser humano y a sus genes; a la biósfera, al patrimonio cultu-
ral de la humanidad y de cada región y cultura, a los bienes univer-
sales, públicos y también comunitarios, en bienes comerciales, que 
se compran se venden, se consumen, se agotan y se destruyen con 
arreglo a aquello que genera máximo beneficio. 

El criterio de que los mercados tienen fallas y su corrección es 
lo único que justifica la intervención del Estado, merece muchas obje-
ciones. Es tan difícil identificar a los mercados reales con aquellos que 
imagina alguna teoría económica, que la producción, la distribución y 

	 74.	 Galbraith, J. K. (1966). Una sociedad mejor, las letras de Drakontos. Ed. 
Crítica (Grijalo Mondadori). Barcelona. España.
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el consumo no pueden quedar en sus manos, prescindiendo de las 
consecuencias que genera en la sociedad y en la biosfera.

Son tantos los economistas, antropólogos, sociólogos y 
otros cientistas que desde el mismo mercado –Elinor Ostrom, 
(2009)75, Paul. Krugman (2008)76, Leo Hurwicz, Eric S. Maskin y 
Roger Bruce Myerson (2007)77, Amartya Sen (1998)78. Robert 

	 75.	 Que demostró como los bienes comunes pueden ser administrados en 
forma mas efectiva por un grupo de usuarios, y que pone el acento en el 
desarrollo de relaciones socio ecológicas sustentables.

		  Orstrom, E. (2005). Entendiendo la Diversidad Institucional. Edición Uni-
versidad de Princeton y Oxford. EEUU.

	 76.	 Que desenmascaró las falacias que se esconden tras intereses, y lo mucho 
que la economía tiene de política o, lo que es lo mismo, los intereses y las 
fuerzas que se mueven en el trasfondo de la disciplina.

		  Krugman, P. (2008). “La hora de la política fiscal”. El País. Negocios. http://
www.iceta.org/pk191008.pdf

	 77.	 Retomaron la “teoría de los juegos” pero interrogándose simultáneamen-
te por objetivos como el bienestar social y las ganancias privadas, y conclu-
yeron que las condiciones del mercado no son por regla general óptimas, 
la competencia no es completamente libre y los consumidores no están 
perfectamente informados y llegan en relación al “dilema del prisionero” 
a la conclusión inversa a aquella que proclama el pensamiento único: El 
egoismo perjudica a los jugadores. Maskin, E. S. (2014) “¿Cómo debemos 
elegir a nuestros líderes?”. En: Solow, R. M; Murray, J. (eds) Economía para los 
curiosos. Palgrave Macmillan, Londres.

		  Roger Bruce Myerson (2014) “Estándares para intervenciones de construc-
ción del estado”. Ed. Palgrave. Londres. Inglaterra.

	 78.	 Por su parte Amartya Sen, conocido por sus trabajos sobre las hambrunas, 
pone en tela de juicio la base de la concepción neoliberal porque enjuicia 
el concepto de “libertad negativa”, que tradicionalmente utiliza la ciencia 
económica, y lo sustituye por el de “libertad positiva”. 

		  Ejemplifica poniendo de relieve que en la hambruna de Bengala, la liber-
tad negativa de los trabajadores rurales para comprar alimento no se vió 
afectada. Sin embargo, murieron de hambre porque no tenían la libertad 
de alimentarse ni la capacidad de escapar de la muerte. Sus trabajos han 
conducido a la búsqueda de nuevos paradigmas en el concepto de desa-
rrollo, y en la idea de ciudadanía, de libertad y de capacidad. Abren un 
universo para las ciencias sociales

		  Amartya, S. (2003) La libertad Individual como Compromiso Social. 1a Edi-
ción. Editorial Avia Ayala. Ecuador. Reedición Plural Editores, La Paz Bolivia.
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Stiglitz (2001)79 –para mencionar sólo a aquellos que han obteni-
do en los últimos años el premio Nobel de economía– plantean 
las limitaciones de la concepción que defiende las manos libres 
del mercado, que es inadmisible que pueda suponerse que éste 
es un terreno en el que el sistema cooperativo  pueda competir 
sólo afinando su  eficiencia. 

Librar a estas entidades a las manos libres del mercado es 
condenarlas a su extinción, desnaturalización o corrupción, en el 
mediano o largo plazo, e impedir que jueguen un rol transformador 
en la sociedad. 

Con una intervención en el mercado, se podrá conseguir que 
en la economía crezca que el PBI, que haya –pero no será suficien-
te para promover mayor igualdad– una distribución de la riqueza 
más justa. Para asegurar la satisfacción creciente de “necesidades-
derechos humanos” inalienables, para democratizar la sociedad y la 
economía. Para multiplicar la producción y el trabajo, que el merca-
do globalizado y financiarizado destruye.

Nuevamente serán desatendidas las organizaciones de la so-
ciedad civil organizadas empresariamente, que actuando a partir 
de otros principios modifican y democratizan al mercado, a la eco-
nomía y a la sociedad si con la atención de la urgencia no hay una 
estrategia distinta correctora de lo que el mercado produce.

Sin una política que no se limite a incidir en la formación de 
precios, sino que avance para modificar al mercado y su estructu-
ra oligopólica en áreas estratégicas, no habrá desarrollo humano y 
local. 

	 79.	 Los estudios de Stiglitz ponen de relieve que sólo por excepción los merca-
dos son eficientes. Cuando los mercados están incompletos y/o la informa-
ción es imperfecta (lo que ocurre prácticamente en todas las economías), 
incluso en un mercado competitivo, el reparto no es necesariamente “Pa-
reto eficiente. Casi siempre existen esquemas de intervención guberna-
mental que pueden inducir resultados “Pareto superiores”, beneficiando a 
todos. Stiglitz, J. (2003). La Economía del Sector Público. 3a Edición. Anto-
nio Bosch. Barcelona. España.
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En la mayoría de los mercados, los actores oligopólicos son 
formadores de precios, de oferta y de demanda, y en los casos en 
los que no media oligopolio concurren actores con mucho poder 
económico concertados o cartelizados,  para competir con actores y 
consumidores que carecen de él. 

El entramado legal que regula los mercados también fue y es  
impuesto, en mayor o en menor medida, por esos actores, y las coo-
perativas deben competir en los mismos con los recursos de “las ove-
jas en un corral del que se han apropiado los lobos”, o se ven involun-
tariamente obligadas a corromperse haciendo esfuerzos por evitarlo.

Prescindir del hecho de que las cooperativas actúan y se desa-
rrollan en una sociedad con una estructura económica  enderezada 
a generar reproducción ampliada del capital y no de la vida, que los 
instrumentos de comunicación y culturales  conforman en buena 
medida  la conciencia individual y social, la intimidad constitutiva de 
las personas y el sentido común, nos impide valorar adecuadamen-
te sus logros y también sus dificultades.

Si no tenemos en cuenta que vivimos en una sociedad que 
enaltece el individualismo darwiniano, que acepta y promueve  la 
corrupción si genera eficiencia económica, que se desentiende de 
sus consecuencias sociales y aquellas que se generan en la biosfera 
cuando se procura la maximización de la ganancia, no podremos 
afrontar las dificultades que en la realidad tienen las cooperativas 
fundacionales  históricas y también las emergentes de la autodefen-
sa de los excluidos o de políticas sociales.

En Changer le Capitalisme, Jean-Yves Calvez dice que se con-
sidera a sí mismo un liberal. Afirma que el problema no es el libera-
lismo, el problema es lo que él denomina “ʻcapitalismo desigualʼ”: 
La brutal desigualdad existente en la actualidad en el control del 
capital y las consecuencias de esta desigualdad”. 

Así, en el Avant-propos del libro Jean-Yves Calvez80 dice lo si-
guiente: 

	 80.	 Calvez, J. Y. (2002). “Chrétiens penseurs du social, Maritain, Mounier, Fes-
sard, Teilhard de Chardin, de Lubac. (coll). “Histoire de la morale”, Paris, 
Cerf, p. 208. Ha publicado en español: Ética Económica y Ética Política, 
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La tesis central de esta obra puede resumirse en algunas palabras lapi-
darias: un régimen de relaciones sociales de libertad, pero sin compar-
tir responsabilidades, se contradice y conduce a la dominación, así sea 
discreta, de algunos, y presagia la crispación de la mayoría. 

Esta última se traduce, según las situaciones y las épocas, en 
apatía o en revuelta. En nuestros días se vive en la injusticia, sin 
bienestar y sin alegría. ¿Acaso la experiencia cotidiana de la vida en 
el trabajo, para la mayoría de nosotros, no nos conduce a pensar 
más y más a menudo, en esa situación? La tarea que nos incum-
be, entonces, está clara, particularmente en el dominio económico 
donde el verdadero poder se encuentra tan poco compartido. 

El siglo XX, lo sabemos bien ahora, ha fracasado en las reformas. 
El siglo XXI tiene por delante un gran programa. El enunciarlo, 

el hacerlo ver es uno de los objetivos de este libro. Lector, no le bus-
que precedentes, porque la situación es muy nueva.”

Parafraseando a Dickens podríamos decir que “Argentina es 
un país de dos mundos dicho esto en términos sociales y microeco-
nómicos”. Porque digo esto, debido a que la mayoría de las políticas 
públicas o ¿políticas de gobierno?, toman como punto referencial 
la “zona núcleo” lógicamente por ser la de mayor incidencia en la 
microeconomía del país, y donde existe la mayor concentración de 
entidades de primero segundo y tercer grado, y que se encuentran 
vecinos a los centros de toma de decisiones.

Visto desde estas latitudes, desde la Patagonia, nos surge un 
permanente interrogante: cómo nos ven? Y de la misma manera 
pregunto: cómo nos vemos? 

Atenderé al segundo interrogante, habida cuenta que, más 
adelante el primer interrogante se irá revelando. 

Editorial Docencia, Buenos Aires, 1998. Política, una introducción, de la 
misma  editorial y Necesidad del Trabajo, Editorial Losada, Buenos Aires, 
1999.

		  Changer le capitalisme no ha sido traducido, pese a que su autor (filósofo, 
teólogo, profundo conocedor de la doctrina social católica y experto en 
marxismo mundialmente reconocido) ya era considerado el mayor intelec-
tual jesuita vigente).
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Nos vemos como organizaciones de la economía social en un 
vasto territorio con aéreas disgregadas, donde en cada lugar tene-
mos una cooperativa y una realidad distinta. 

Porque la microeconomía regional obliga a los dirigentes a gene-
rar modelos de gestión y de gobernanza con otro carácter identitario. 

No nos vemos como entidades que hacemos reales aportes o 
sustanciales contribuciones en términos de PBG. Nos vemos como 
organizaciones solidarias que respetamos el capital social y cultural 
en cada pueblo, en cada paraje, de cada microregión dentro de un 
territorio determinado y muy distante de los centros de toma de 
decisiones políticas donde se generan las políticas públicas (de go-
bierno) en un país que sigue siendo centralista. 

Pensar que en el territorio existe homogeneidad social es una 
utopía, puesto que aun si existiera homogeneidad étnica, los procesos 
de acumulación de capital individual generados tanto interna como ex-
ternamente (a través de las migraciones, por ejemplo) han consolidado 
la formación de grupos social y económicamente diferenciados. 

Entonces, casi siempre se encontrará en el territorio un nivel 
de diferenciación social que variará de acuerdo a la disponibilidad 
de diversos capitales por los actores y grupos sociales, poseyendo 
sus propios mecanismos de reproducción.

Remarco una vez más, no existe en este país una verdadera 
agenda pública sobre las problemáticas de las cooperativas. En los 
últimos 40 años no hemos sido capaces de construir una política eco-
nómica que tenga o que le otorgue a nuestras organizaciones el lugar 
que legítimamente les corresponde. Es negacionismo… Argentina se 
desarrolló creció y fundó comunidades alrededor de la cooperativas.

Bourdieu (2000: 45, Ob. Cit.) destaca la idea del mundo social 
como espacio desigual y como espacio de lucha y conflicto, pero 
concibiendo la existencia de otras formas de capital más allá del 
capital económico. 

Sus aportes también permiten analizar el concepto de repro-
ducción a partir del reconocimiento de una lógica de desigualdad 
en la distribución de recursos materiales y simbólicos. 

El espacio social remite a un espacio de posiciones relativas 
diferenciales y relacionales, dependientes de la posesión de capital 
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(en sus diferentes especies) de cada individuo. Enfatiza la idea del 
mundo social como espacio desigual y de lucha y conflicto. 

En efecto, dentro del espacio social existen campos específi-
cos y cada uno es un campo de lucha en la medida en que hay algo 
que está en juego y existe gente, con intereses específicos, dispues-
ta a jugar buscando la conservación o la subversión de la estructura 
de la distribución de ese capital en particular (Bourdieu, 2000a)81.

Interesa particularmente analizar la existencia de modalida-
des diferenciadas de reproducción marcadas por esa lógica de des-
igualdad.

Hay dos factores externos que son ciertamente convergentes:  
el mercado y lo que denominamos políticas públicas.

Los ámbitos tienen una historia que es producto de la lucha 
(Bourdieu 1990: 187), es decir, de las relaciones de fuerzas especí-
ficas existentes: 

Los dominantes procuran monopolizar y conservar el capital 
específico que han acumulado, mientras que los dominados, quie-
nes poseen menos capital específico, resisten y buscan subvertir re-
definiendo los principios de sus ámbitos. 

De esta forma, “la lucha permanente dentro del campo (ámbi-
to que) es el motor de éste” (Bourdieu, 1990: 219 Ob. Cit).

Por lo tanto, en segundo lugar, la reproducción social debe 
vincularse, desde esta perspectiva, a la dinámica de la lucha y el 
conflicto. Lo cual excluye abordar el proceso de reproducción en 
términos estáticos y lineales.

Asumiendo la existencia de una “lucha permanente” al interior 
de los campos (ámbitos) es posible comprender que el concepto de 
reproducción social sea definido como la “reproducción de las es-
tructuras de las relaciones de fuerza entre las clases” (Bourdieu y 
Passeron, 1977: 51)82. 

Un tercer punto que interesa plantear es la existencia de 
una correspondencia entre la reproducción de las relaciones de 

	 81.	 “Las formas del capital. Capital económico, capital cultural y capital social”, 
en Poder, derecho y clases sociales, Desclée de Brouwer. SA Bilbao, Espa-
ña. (2000b.
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fuerzas existentes y la de la estructura de distribución del capital 
cultural (y social).

Con lo traído hasta aquí deseo remarcar enfáticamente que 
la manera más perspicaz para la sustentabilidad de nuestras orga-
nizaciones en el mercado es ampliando nuestro propio terreno sin 
antagonismos exagerados. 

Se trata de ecosistemas con interrelaciones necesarias y con-
tinúas que permiten navegar en este esquema dualista que nos han 
impuesto, y es tan simple como la supervivencia. 

Tenemos la sensación que hablamos de economías asintóti-
cas y no es así. Son prácticas de reproducción alternativas: “estamos 
diciendo que son hechos y actos concretos de mecanismos de re-
producción convergentes” por los que, seguramente, es necesario 
generar nuevos mecanismos adaptativos que sean menos disfun-
cionales.

	 82.	 Bourdieu, P. y Passeron, J. C. (1977). La reproducción. Elementos para una 
teoría del sistema de enseñanza. Editorial Laia. Barcelona. España.

		  Bourdieu, P. (1997). “Espacio social y espacio simbólico. Introducción a 
una lectura japonesa de la distinción”. I. Jiménez (Comp.), Capital cultural, 
escuela y espacio social, 23-40.
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Cooperativas Agropecuarias
Notas para un análisis del cooperativismo agrario.

Historia, actualidad y desafíos del cooperativismo agrario en la 
Pampa Húmeda

Esteban Motta83

Palabras iniciales

Proponer un análisis del cooperativismo agropecuario en 
nuestro país, pretendiendo un abordaje amplio que contemple el 
surgimiento y el desarrollo del mismo hasta la actualidad, es un de-
safío enorme, más aún cuando la información y los datos que po-
seemos son sumamente acotados. 

He aquí la necesidad de reconocer el trabajo de un puñado 
de profesionales que han dedicado gran parte de su vida académi-
ca al estudio del movimiento cooperativo en el medio rural, no los 
voy a nombrar porque mayoritariamente los encontraran en citas y 
fuentes. 

Con ellos intentaremos establecer un diálogo permanente, 
aportando nuestra mirada, y nuestra experiencia personal al haber 
pasado por organizaciones gremiales y cooperativas agrarias, tratare-
mos de construir y proponer síntesis entre la construcción del análisis 
académico y la experiencia de la militancia gremial-cooperativa.

Introducción

La cultura mutualista y cooperativista europea a través de las 
corrientes inmigratorias de fines del siglo XIX marcan el comienzo 
de la organización cooperativa-mutual en la República Argentina.

	 83.	 Dirigente gremial y cooperativo. Ex Secretario Nacional de la Juventud de 
Federación Agraria Argentina (2006-2011). Ex Secretario de la Federación 
de Cooperativas Federadas (2015-2018). Maestrando de la Maestría en 
Entidades de la Economía Social. UNR -CEI.
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Una inmigración desordenada, con ausencia del Estado tanto 
en niveles de planificación, como de contención de los colonos lle-
gados de Europa, sumado a las condiciones de explotación con las 
que se encontraron prontamente, sobre todo en el sector agrario, 
fueron las causas fundamentales para la organización de un movi-
miento social y económico que tuvo bases en el sindicalismo y en el 
cooperativismo como formas principales de expresión.

El origen del cooperativismo se corresponde a la emergencia 
de un nuevo sujeto social: el “colono” o “inmigrante”.  

La organización cooperativa surge de manera autónoma, des-
de abajo, sin impulso del Estado u otro tipo de organizaciones. En la 
rama agropecuaria el “colono inmigrante” es además “chacarero y 
arrendatario”, su principal objetivo fue organizarse para mejorar las 
condiciones de negociación comercial y contractual con comercian-
tes, intermediarios y terratenientes.

Sucesivos censos agropecuarios y relevamientos confirmaron 
que, así como sucedió desde sus orígenes, el movimiento coope-
rativo agropecuario argentino siguió integrado principalmente por 
pequeños y medianos productores de explotaciones caracterizadas 
por el trabajo familiar. 

Difundido en todas las regiones del país, puede decirse de él, 
sin embargo, que es un fenómeno económico, social y cultural con 
predominancia en la Pampa Húmeda.

Sin embargo, se evidencian islotes de organización cooperati-
va vinculados a la especialización productiva de ciertas regiones: en 
Cuyo y el Alto Valle de Río Negro, se organizaron cooperativas fruti-
hortícolas; en Mendoza, con expresiones parciales en otras provin-
cias cuyanas y en el Noreste, cooperativas vitivinícolas; yerbateras 
en Misiones y marginalmente en Corrientes; algodoneras en Chaco 
y norte de Santa Fe; tabacaleras en varias provincias del NOA y NEA. 
(Mateo & Bageneta, 2015).

En el presente trabajo trataremos de definir las dos principa-
les vertientes del cooperativismo agropecuario, su origen y su de-
sarrollo a lo largo de la historia, identificando tres momentos del 
proceso socio-institucional del mismo en nuestro país.
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Debido a la amplitud temporal y espacial de la temática nos 
centraremos en un análisis histórico con epicentro en la región 
pampeana, y en las vertientes que más adelante definiremos.

Momentos y vertientes del cooperativismo agrario en Argentina

En nuestro análisis, desde su origen hasta la actualidad, en-
contramos tres grandes momentos del cooperativismo agrario en 
la Argentina que abarcan desde la fundación de la primera coope-
rativa considerada agraria “El Progreso Agrícola” de Pigüé en 1889, 
hasta el año 2000, momento final de una de las crisis más profundas 
del cooperativismo agrario en nuestro país.

Dentro de estos momentos surgen actores y corrientes que 
guían la acción, es por ello que antes de delimitar los momentos es-
pacialmente vamos a definir dos grandes vertientes que interactúan 
dentro del cooperativismo agrario. 

Entiéndase por vertientes a grupos sociales con características 
específicas, estilos de organización, y hasta concepciones ideológi-
cas diferentes, aunque muchas veces en el trascurrir de la historia 
se confundan, confluyan o se superpongan. Reconocemos dos gran-
des vertientes en el desarrollo Cooperativo. La “Vertiente sindical” y 
la “Vertiente empresarial”.

Vertiente sindical
Esta vertiente tiene su origen a partir del año 1912 con El grito 

de Alcorta, y surge a partir de la fundación de la primera entidad 
sindical agraria, la “Federación Agraria Argentina”. 

FAA planteaba que en Argentina existía una economía agraria 
dominada por terratenientes, grandes acopiadores y empresas ex-
tranjeras de comercialización agrícola, con relaciones de poder de 
las cuales se desprendía una estructura social agraria fuertemente 
dualizada, en la cual el agricultor arrendatario y el terrateniente ga-
nadero eran sus arquetipos centrales. 

FAA afirmaba que la acumulación de tierras en pocas manos 
constituía uno de los problemas claves del agro nacional y sostenía 
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como orden social deseable, una sociedad agraria constituida por 
pequeños propietarios que controlaran los principales nodos de co-
mercialización agraria y la agroindustrialización. 

El sujeto social chacarero era para la FAA esencialmente “agri-
cultor” y “arrendatario” y se definía a la “clase de los agricultores” 
enfatizando sus elementos comunes e intentando negar o minimi-
zar la diferenciación al interior del sector (Mateo & Olivera, 2004).

Desde sus orígenes la FAA promoverá el cooperativismo, en-
tendiéndolo como un brazo económico de la organización sindical, 
y herramienta fundamental para liberar al chacarero arrendatario 
de la opresión de los intermediarios que monopolizaban el comer-
cio (ya sea de víveres, insumos, e incluso la compra del producido) 
como medio de expoliación del colono.

La cooperativa será la herramienta que permitirá independi-
zar, y liberar al chacarero arrendatario de la opresión económica 
que le impone el “almacén de ramos generales”.

En esta vertiente, sobre todo en el primer momento, el movi-
miento cooperativo está sujeto a la conducción de la organización 
sindical, y debe funcionar como brazo económico de la misma. 

La base societaria, como casi todo el movimiento cooperati-
vo, estará compuesta por inmigrantes europeos, la gran mayoría de 
ellos arrendatarios sin posibilidades reales de acceso a la propie-
dad de la tierra. Poseen una concepción clasista del movimiento, 
haciendo referencia permanente a “la clase agraria” como el sujeto 
social que nutre la organización.

La particularidad de esta vertiente, es que la preponderancia 
estará centrada en la mejora de las condiciones de acceso a la tie-
rra. En primer lugar, por mejores condiciones de arrendamiento, y 
posteriormente por el acceso a la propiedad de la misma. 

La cooperativa, se transforma en una herramienta clave para 
liberar del yugo de las condiciones comerciales que se le imponían 
a los colonos en los leoninos contratos de arrendamientos, y así me-
jorar las condiciones de negociación de los mismos.

Desde la génesis de la organización gremial se encuentra pre-
sente la promoción del cooperativismo, pero siempre subordinado 
a la organización gremial.
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Vertiente empresarial 
Esta vertiente tiene sus inicios en Rosario en 1922 con la fun-

dación de la “Asociación de Cooperativas Rurales Zona Central”, con 
el aporte de 10 cooperativas de Santa Fe y Córdoba, que en 1927 
con la adhesión de nuevas 30 cooperativas pasará a denominarse 
“Asociación de Cooperativas Argentinas”.

A esta vertiente la llamamos empresarial, porque en primer 
lugar pone énfasis en el desarrollo comercial y económico de sus 
asociadas, dejando los reclamos sociales, y las reivindicaciones sec-
toriales –como el acceso a la tierra, o las mejores condiciones de 
arrendamiento– en un segundo plano. 

Es decir, el énfasis esta puesto en el desarrollo de la empresa 
cooperativa como principal arma de los agricultores, apostando a 
la inversión y a acrecentar la prestación de servicios hacia los aso-
ciados, con el fin de combatir la intermediación y los monopolios 
comerciales. Interpretamos que este perfil se debe a que, si bien 
no contamos con una base estadística, ACA nuclearía un mayor nú-
mero de propietarios y productores medianos que FAA, dónde la 
representación esencial es del chacarero arrendatario.

También inferimos que el perfil societario, y de prevalencia eco-
nómica le dio mayor estabilidad al desarrollo de esta primera Coope-
rativa de Cooperativas en comparación de la vertiente sindical que 
tiene mayores altibajos y cambios a lo largo de los primeros años. 

Los avances de la organización del comercio agrícola en los 
Estados Unidos, Australia y Canadá impulsaron la prédica de ACA 
tendiente a organizar la venta en común de las cosechas sobre ba-
ses cooperativas. 

Sin embargo, las autoridades de la entidad eran conscientes 
de los problemas fundamentales que aquejaban al agro argentino: 
situación inestable y precaria de la mayoría de los agricultores, esca-
sez e indisponibilidad del crédito agrario y atraso en infraestructura. 

En respuesta a esta afligente situación descripta, ACA llevó 
adelante acciones concretas: por un lado, inauguró el primer eleva-
dor de granos cooperativo en Leones (Córdoba), participando acti-
vamente en la construcción de la red de elevadores de la zona de 
influencia del puerto de Rosario; por otro lado, constituyó el Pool 
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Argentino de Granos, en el que la venta conjunta de granos por los 
productores a través de sus Cooperativas y de estas a través de su 
Central, contando con el soporte infraestructural de los elevadores 
que ellas construyeron, constituyó un ejemplo de integración ver-
tical genuina sin intervención  de las compañías trasnacionales de 
cereal ni del Estado (Mateo & Olivera, 2004).

Esta génesis marcará también la relación de la vertiente em-
presarial con el Estado, teniendo un discurso de corte más liberal en 
lo económico, sosteniendo en varios momentos la no intervención 
estatal de los mercados. 

El cooperativismo se constituía en una herramienta para la 
humanización del capital y para darle batalla a la intermediación y 
la usura. Este es uno de los puntos importantes que la diferencia de 
la vertiente sindical, que tendrá una concepción más cercana a un 
Estado regulador de los mercados y de la economía en general.

Posteriores a ACA, otras entidades de segundo grado como la 
Unión de Cooperativas Algodoneras Limitada (UCAL), La Federación 
de Cooperativas Agrícolas de Misiones, La Federación Entrerriana de 
Cooperativas, y SanCor Unidas Limitada se desarrollan de manera más 
cercana a la visión empresarial de ACA que a la visión sindical de FAA.

Primer momento: “El cooperativismo agrario como emergente so-
cial” (1898-1942)

No hubiera existido en Argentina cooperativismo sin inmigra-
ción. Las experiencias asociativas europeas fueron la base para el 
surgimiento de mutuales y cooperativas no solo en nuestro país, 
sino en gran parte de Latinoamérica. 

El Cooperativismo es la primera expresión organizada de un 
nuevo sujeto social que emerge en la estructura social agraria ar-
gentina; el “colono inmigrante”. 

Es la ausencia del Estado, sumado a las precarias condiciones 
en las que se encontraron al arribar a estas tierras, resultado de 
un proceso inmigratorio desordenado, que da origen a las primeras 
cooperativas, apelando a la experiencia europea y a los principios 
rochdelianos.
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Todos los historiadores coinciden en identificar a la “Sociedad 
Cooperativa de Seguros Agrícolas y Anexos Ltda. El Progreso Agríco-
la” creada en 1898 en Pigüé por colonos franceses, como la primera 
cooperativa agraria del país. 

La expansión inicial de las cooperativas agrícolas coincidió con 
el proceso de colonización rural impulsado por diferentes corrientes 
inmigratorias desde fines del Siglo XIX, y su surgimiento respondió 
a la necesidad de independizarse de la usura de los almacenes de 
ramos generales, los acopiadores y los monopolios, que impedían 
de distinto modo el desarrollo de los pequeños y medianos produc-
tores (Dimer en Obschatko, Basañes & Martini, 2011).

Esta expansión inicial se corresponde con organizaciones lo-
cales o regionales bajo el formato de mutuales y cooperativas, cuya 
principal actividad era el aprovisionamiento y la comercialización 
interna. 

Sin embargo, la primera organización de índole nacional que 
emerge en la escena política-social será de carácter sindical: La Fe-
deración Agraria Argentina, que a su vez será promotora de una de 
las dos vertientes del cooperativismo agrario: la “vertiente sindical”. 

Siendo el surgimiento de ACA en 1922, el origen de la primera 
Cooperativa de Cooperativas de carácter Nacional, que identificare-
mos como “vertiente empresarial”.

Según un informe del entonces Ministerio de Agricultura, en 
1925 había registradas 92 cooperativas agropecuarias. 

La información establecía una división entre cooperativas y 
cooperativas “federales”. Se denominaban así aquellas entidades 
dependientes de la Federación Agraria Argentina (FAA), en general 
más pequeñas y probablemente constituidas en mayor medida por 
agricultores no propietarios (Salminis, 2004). 

Pero los datos anteriores parecen verdaderamente magni-
ficados. Carracedo (1984) apunta que, según constancias del año 
1912, de las 60 cooperativas inscriptas solo funcionaban 30, y pa-
rece poco probable que en algo más de una década ese número se 
haya triplicado. 

Además, según el mismo autor, entre 1885 y 1920 se fundaron 
únicamente 15 cooperativas agropecuarias y 45 entre 1921 y 1935. 
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Por último, una estimación del exINAC consigna que existían 
en 1927/1928 50 sociedades cooperativas en todas sus ramas (Sal-
minis, 2004). 

Un estudio del Ministerio de Agricultura de la Nación de 1938 
consignaba 278 entidades, de las cuales sólo 106 continuaron mante-
niendo algún grado de actividad económica luego de la encuesta de 
actualización que se realizó (Obschatko, Basañes, & Martini, 2011).

Más allá de las inconsistencias de datos, el resultado que visuali-
zamos es que no existe una consolidación real del movimiento coope-
rativo agrario en nuestro país hasta mediados de la década del 40.

Identificamos a la organización cooperativa como una herra-
mienta en manos de un sujeto social determinado, el sujeto social 
al que hacemos referencia es el “colono inmigrante” o “chacarero 
arrendatario”. 

La amplitud temporal de este momento (1898-1942), que inclu-
ye la institucionalización nacional del mismo en sus dos vertientes, es 
porque para pasar del momento emergente, al momento de consoli-
dación y expansión, entendemos que tienen que cambiar condiciones 
sociales, económicas y políticas del sujeto que nutre esta organización.

Será recién a partir de 1942 y finalmente con la Ley 13246 de 
arrendamientos y Aparcerías Rurales en 1948, sumado al rol que el 
estado peronista le otorga al cooperativismo agrario, que podemos 
hacer referencia al inicio del momento de consolidación y expan-
sión del Cooperativismo Agrario en nuestro país.

Segundo momento: “Consolidación y expansión” (1942-1955)

Será entre 1942 y 1956 el momento donde la Estructura So-
cial Agraria de nuestro país sufre las más grandes transformaciones 
en términos distributivos y de acceso a la propiedad de la tierra.

El chacarero arrendatario, el pequeño y mediano productor, 
es el sujeto que nutre las filas del Cooperativismo Agrario Argenti-
no, éste emana de las necesidades fundamentales de dicho sujeto, 
y su expansión y desarrollo está atada a la suerte del mismo. 

Hablar de que en la Argentina existió una Reforma Agraria sería 
subestimar el concepto, incluso al intento peronista de denominar 



93

“Reforma Agraria Tranquila” a la tibia política de tierras de esa eta-
pa. Pero no se puede negar que es la etapa entre 1943 y 1956 en la 
que se provoca la transformación más importante de la tenencia de 
la tierra en términos de acceso a la propiedad de los arrendatarios 
en la historia de nuestro país, y con ello una importante expansión 
y consolidación del Cooperativismo Agrario.

Se cumple finalmente la profecía de Esteban Piacenza (enton-
ces presidente de FAA) cuando en 1928 propuso no crear más coo-
perativas hasta que la sanción de una verdadera ley agraria diera al 
agricultor estabilidad en el predio que cultiva.

Fue en 1940 con la creación del Consejo Agrario Nacional 
(aunque recién en 1943 su funcionamiento comienza a tener un 
mayor impacto), y la legislación de arrendamientos de fines de 
1943, cuya tendencia clara se orientaba al congelamiento de los cá-
nones, la prórroga de los contratos y la suspensión de los desalojos 
las que darán por primera vez estabilidad en el predio a los agricul-
tores arrendatarios.

Decimos que se cumple la profecía de Piacenza, ya que en 
esta etapa vemos como se multiplican las nuevas cooperativas a lo 
largo de la pampa gringa, sin dudas la estabilidad en la chacra era 
fundamental para sentar las bases de la expansión cooperativa.

Evolución de las Cooperativas Agropecuarias y Asociados 1937-1955 
Año Cooperativas Asociados
1937 278  42182
1943 356  66066
1946 489  84104
1951 943 181.070
1955 1484 325.024

Fuente: (Lattuada & Renold, 2005)

Las dos principales vertientes serán parte de este proceso 
expansivo, en el caso de ACA, debido a su perfil empresarial y de 
prestación de servicios profundizará ese camino iniciado en 1922 
fortaleciéndose como entidad de segundo grado. 
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En el caso de la vertiente sindical, para complementar el rol de 
AFA como entidad de primer grado, en 1947 se funda la Federación 
Argentina de Cooperativas Agrarias (FACA) como cooperativa de se-
gundo grado que vendría a nuclear al cooperativismo federado.

La dirigencia de Federación consideraba que la existencia de 
FACA tenía origen en la intensa acción gremialista, que debía jugar 
un rol fundamental en el proyecto de constituir el “cooperativismo 
integral”, entendido este, no sólo como el correcto funcionamiento 
de las cooperativas, sino también como una presencia generalizada 
de la organización cooperativa, a punto tal que reemplazara el an-
tiguo sistema de comercialización. Cuando la forma cooperativa se 
difundiera suficientemente, se accedería al Estado.

Ello ocurriría mediante FACA, organización que ofrecía la “ga-
rantía moral” para convertirse en el organismo que reemplazara al 
IAPI. (Mateo & Olivera, 2004).

Más allá de las políticas vinculadas a la estabilidad en la chacra 
y el acceso al crédito por parte de los chacareros arrendatarios, el Pri-
mer Plan Quinquenal, orientado al desarrollo industrial y de mercado 
interno, provocó distintas reacciones del sector cooperativo agrope-
cuario en reclamo a las intervenciones llevadas a cabo desde el IAPI, y 
reclamando la mejora en las condiciones de comercialización.

Es el Segundo Plan Quinquenal el que deja sentado, en la nor-
ma, el importante papel que han de jugar las cooperativas agrarias 
en su ejecución. 

El capítulo X del mismo es el que afirma que el Estado as-
pira a que ellas participen: a) en el proceso de colonización y en 
la acción estatal y privada tendiente a lograr la redistribución de 
la tierra en unidades económicas adecuadas; b) en la producción, 
mediante la utilización racional de los elementos básicos del traba-
jo agropecuario; c) en la comercialización directa de la producción 
de sus asociados; d) en el proceso de comercialización y defensa 
de la producción agropecuaria en los mercados internacionales; e) 
en la trasformación primaria de la producción agropecuaria de sus 
socios; f) en la acción estatal que tiende a suprimir toda intermedia-
ción comercial innecesaria; y g) en la acción directa a cumplirse en 
beneficio de los productores agrarios (Girbal-Blacha)
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El lugar que el Estado le otorgó al cooperativismo agrario du-
rante el peronismo, y siendo la etapa de mayor expansión y desa-
rrollo, no ocultan las diferencias entre las dos grandes vertientes 
que hemos definido más arriba. 

Mientras ACA sostenía una posición liberal en materia de co-
mercialización agrícola, FAA era en esa cuestión más favorable al 
intervencionismo estatal. 

Frente a la idea de reforma agraria, mientras FAA ponía acen-
to en el principio de que el conjunto de los chacareros arrendatarios 
tenía derecho a acceder a la propiedad de la tierra, ACA señalaba 
que el parcelamiento de la tierra debía dar lugar a la formación de 
unidades económicas y guardar coherencia con los índices de amor-
tización de la capacidad productiva de la tierra. 

En materia de legislación laboral ambas corporaciones eran li-
berales y se opusieron a la política peronista en esta materia, con el 
argumento de que la misma constituía una intromisión en la esfera 
de decisión privada dela familia chacarera. (Mateo & Olivera,  2004).

Este segundo momento se corresponde al de la expansión de 
los servicios de acopio, comercialización e industrialización. En el 
interior del país, más precisamente de la pampa húmeda se conso-
lida la imagen que asocia “la cooperativa” con elevadores o plantas 
de silos, también destacar el rol en la comunidad con el desarrollo 
de las áreas económicas de aprovisionamiento que se convertirán 
en supermercados, ferreterías, estaciones de servicio, tiendas de 
ropa, etc.; en las que se prestarán servicios no solo a los asociados, 
sino a toda la comunidad generando un alto grado de inserción y 
legitimidad social del cooperativismo primario en sus comunidades. 

Con la fundación de la Federación Argentina de Cooperativas 
Agrarias (FACA) se equilibra el desarrollo institucional comercial de 
las dos vertientes. 

Más allá de sostener su impronta gremial, FACA viene a cerrar 
el círculo de encadenamiento productivo, vinculado a la industriali-
zación y sobre todo a la comercialización externa. 

La vertiente sindical empieza a desarrollar un perfil empresa-
rial que a lo largo de las siguientes décadas se convertirá en compe-
tencia de mercado intracoooperativo con ACA.
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Como hito histórico, debemos destacar que en 1956 se con-
forma la primera entidad cooperativa de tercer grado, CONINAGRO, 
que desarrollará un perfil de representación gremial del sector a lo 
largo de las décadas subsiguientes.

Tercer momento: “El retroceso y caída” (1956-2000)

Desde mediados de la década del 50 se inicia un largo perío-
do de retroceso, con caída de entidades y dificultades para las que 
sobrevivieron. Influyeron en ello los sucesivos gobiernos militares, 
contrarios a organizaciones sociales de distinto tipo y que imple-
mentaron políticas adversas, y las restricciones de financiamiento, 
tanto el proveniente de las propias fuentes cooperativas –también 
afectadas por los procesos de concentración– o de otras fuentes 
públicas (Obschatko, Basañes, & Martini, 2011).

Si bien muchos de los derechos adquiridos durante el gobierno 
peronista se irán menguando progresivamente, la visión desarrollista 
de modernización del sector agropecuario tiende a poner límite a los 
procesos de desconcentración de la propiedad de la tierra. 

La liberación de los mercados, y las facilidades otorgadas a 
monopolios extranjeros para operar en el país constituyen un cam-
bio estructural para el desarrollo agropecuario y para el desarrollo 
cooperativo.

El crecimiento del movimiento cooperativo, en número de en-
tidades y asociados, fue continuo hasta mediados de la década del 
50, pero su ritmo no fue regular. 

Durante el período peronista de 1943 a 1955 se quintuplicó 
el número de cooperativas agropecuarias y productores asociados 
para luego estacionarse en una meseta hasta fines de la década de 
1970, demostrando una clara interrelación entre Estado, política 
pública y consolidación cooperativa. A partir de los años 80 se inicia 
una inversión de la tendencia que se profundiza y acelera durante la 
última década del siglo XX (Lattuada & Renold, 2005).

Cabe destacar que la expansión de las décadas del 40 y 50, 
significó un proceso de profesionalización de la gestión tanto ad-
ministrativa como institucional. Las cooperativas, sobre todo las de 
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segundo grado, consolidaron un importante aparato burocrático, 
dónde se aleja el productor primario de la toma de decisiones co-
tidianas, y pasa a ser la burocracia institucional quien maneja los 
hilos de las organizaciones.

Evolución Cooperativas Agropecuarias y Asociados 1955-2007 
Año Cooperativas Asociados
1955 1484 181070
1966 1374 325024
1972 1437 460729
1985 1282 459372
1998 769 158474

2006/2007 495 122710
Fuente: Elaboración propia sobre base (Lattuada & Renold, 2005) (Salaminis, 
2004) (Obschatko, Basañes, & Martini, 2011)

En este período, es donde comenzamos a observar una diso-
ciación entre los intereses de la organización y los intereses de sus 
asociados, que se profundizará en las décadas posteriores.

Sin embargo, la suerte de las cooperativas estará atada a la 
suerte de sus asociados, ya que a partir de los cambios en la polí-
tica financiera de fines de la década del 70, se empieza a observar 
un proceso de concentración de la producción, desapareciendo un 
importante número de pequeños agricultores. 

Ello tendrá un impacto también sobre las cooperativas que al 
ver dañada su base societaria, muchas de ellas ingresan en un proce-
so de crisis terminal desapareciendo un número importante de ellas.

Como señalan Lattuada y Renold (2005), la experiencia de 
muchos países europeos ha demostrado que la disminución del nú-
mero de cooperativas no siempre resulto un signo negativo para 
el movimiento. Un proceso de concentración en beneficio de un 
número reducido de cooperativas podría implicar un aumento del 
número de asociados y, paralelamente, un avance significativo en el 
control del mercado por el movimiento cooperativo respecto de las 
empresas de capital privado competidoras. 
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Este no ha sido el caso de la Argentina, donde a la disminución 
del número de entidades y socios se sumó la drástica reducción de 
la participación cooperativa en el volumen de almacenamiento de 
granos, de su actividad en la faena de ganado y de su aporte relativo 
al total de las exportaciones agropecuarias del país.

De la misma manera que observamos primero un estanca-
miento en el desarrollo cooperativo hasta la década de 1980, para 
experimentar una brusca caída de las mismas en las últimas dos 
décadas del siglo XX, las estadísticas reproducen un proceso de con-
centración mediante la desaparición de las explotaciones más pe-
queñas entre 1960 y 2002.

Evolución EAP con límites definidos y superficie agraria (miles de hectáreas). 
Total, del país 1960-1988-2002         

Año 1960 1988 2002
Número de EAP 471.756 378.357 297.425
Superficie total 175.142 177.437 174.808

Superficie Media 371 470 587
Fuente: (Slutzky, 2009)

Las restrictivas políticas crediticias de la última dictadura mi-
litar conducen a las cooperativas a centrar sus recursos en el finan-
ciamiento de los asociados, lo cual afecta las posibilidades de capi-
talización o distribución de excedentes. 

La imposibilidad de afrontar sus deudas por parte de los pro-
ductores lleva a la insolvencia de la cooperativa, que termina re-
percutiendo en las entidades de segundo grado, afectando todo el 
sistema institucional. 

Con la recuperación de la democracia se instaló una orienta-
ción más favorable a las cooperativas, pero las dificultades econó-
micas generales de la segunda mitad de la década, con el fracaso 
del Plan Austral y del Plan Primavera, también desestimularon la 
creación y el fortalecimiento cooperativo (Obschatko, Basañes, & 
Martini, 2011).

La década de los 90 se inicia con un cambio en el modelo de 
acumulación hacia el la apertura y desregulación que significó el 
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desmantelamiento de lo que quedaba de los organismos de regula-
ción estatal, la privatización y desregulación de los puertos, y de la 
logística ferroviaria, dejaron en manos de empresas trasnacionales 
el comercio exterior y en el desamparo a los miles de productores 
que había logrado sobrevivir a la década de los 80.

El proceso de apertura trajo consigo la denominada “revolu-
ción verde”, un proceso de trasformación y tecnificación del agro 
sin precedentes que impulsa un modelo productivo de agricultura 
industrial y de escala, que ubica nuevamente a nuestro país en el rol 
de productor y exportador masivos de bienes primarios. 

En este contexto, la situación económico-financiera de las 
cooperativas agrarias, sobrevivientes de los severos cambios de la 
década del 80, condicionó sus posibilidades empresariales, mien-
tras que los impactos del ajuste estructural acrecentaron las difi-
cultades económicas y financieras de gran parte de los productores 
asociados, cuya capacidad de cancelación de pasivos con la entidad 
se vio severamente afectada. Con ello se instaló una nueva crisis 
financiera de las cooperativas y gran parte de sus socios (Obschatko, 
Basañes, & Martini, 2011).

Previo a los 90 las cooperativas constituían el núcleo econó-
mico social más importante de muchos pueblos del interior, ya que 
su actividad no se delimitaba solo al acopio y comercialización de 
granos, también tenían supermercado, ferretería, tienda de ropa, 
estación de servicio, entre otros servicios, lo cual implicaba que la 
vida económica de sus asociados y de gran parte de la comunidad 
pasaba por “la cooperativa”. 

El modelo eficientista de los 90, y la crisis en que se vio inmerso 
el movimiento cooperativo, impulso un achicamiento y retirada de las 
cooperativas casi exclusivamente a los servicios agropecuarios. 

La gran mayoría cerró sus supermercados, tiendas y ferrete-
rías, y mudaron sus oficinas a las plantas de silos. Este proceso sig-
nificó una importante pérdida de herramientas de contención eco-
nómica de sus asociados, y de legitimidad social en sus pequeñas 
localidades. Se perdió en estos años, aquel hermoso comentario 
del niño que con la bolsa de red iba a “la cooperativa” a “hacer los 
mandados”.
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Este proceso de apertura económica dejo al desamparo a mi-
les de productores que no pudieron continuar en la actividad, ello 
profundizó la concentración de la producción primaria, y la conse-
cuente caída de cooperativas primarias y de federaciones, siendo el 
caso simbólico más importante la quiebra y liquidación de la Fede-
ración Argentina de Cooperativas Agrarias (FACA) hacia finales de la 
década del 90.

Situación actual: “El cooperativismo en redefinición”

Los post 90 sin dudas dejaron en una situación de compleji-
dad al movimiento cooperativo agropecuario. 

La desaparición de miles de productores, sumado a la quiebra 
de gran número de cooperativas primarias, y el desenlace de quie-
bra y liquidación de FACA menguaron notoriamente la confianza ha-
cia el movimiento cooperativo agrario.

Hacia fines de la década del 90 se produce la quiebra de las 
empresas y cooperativas de seguro vinculadas a la Federación Agra-
ria Argentina, lo cual genera un fuerte debilitamiento económico, 
político y social de la vertiente sindical.

La mayoría de las cooperativas asociadas a FACA que lograron 
sobrevivir se asociaron a ACA, mientras AFA consolidó su posición 
como la más importante cooperativa de primer grado del país.

A la salida de la convertibilidad, la reactivación de la econo-
mía en 2003 permitió, en algunos casos, sanear deudas bancarias a 
partir de la pesificación definida en 2002, y posibilitó un reacomo-
damiento de la posición económica de las cooperativas existentes 
(Obschatko, Basañes, & Martini, 2011).

Desde los primeros años 2000 las cooperativas sobrevivien-
tes se fueron adaptando a las condiciones que el mercado imponía, 
priorizando la escala y la competitividad. Con la aparición de nuevos 
actores en el sector como pooles de siembra, sumado a cambios en 
la logística del negocio, con exportadores y corredores que salen 
a competir en el territorio por los granos de los productores con 
costos ostensiblemente menores, se ve amenazada la función eco-
nómica del cooperativismo agrario de la Pampa Húmeda.



101

Recordemos que las principales actividades desarrolladas por 
las cooperativas agropecuarias son, en primer lugar, el acopio y co-
mercialización de la producción de sus asociados, y en menor escala 
el procesamiento industrial de dicha producción. 

De acuerdo al Censo Nacional Económico 2004/2005, aproxima-
damente un 60% de las entidades están orientadas a la comercializa-
ción y un 40% al procesamiento y/o elaboración de productos (lo que 
incluye su posterior venta) (Obschatko, Basañes, & Martini, 2011).

En este contexto, la política de desarrollo de las cooperativas 
estará signada por la búsqueda de la eficiencia y la escala. En esta 
etapa se lleva a cabo la fusión de cooperativas o la absorción de pe-
queñas por otras de mayor escala en la búsqueda de la tan mentada 
competitividad.

Este proceso significó la disociación casi total de los intereses 
organizacionales y los de los asociados. 

Comenzamos a observar que en muchas cooperativas tiene 
más preponderancia el resultado económico que el impacto sobre 
su base societaria, consolidándose una relación de tinte más co-
mercial, dónde el asociado se acerca más a la figura de un cliente.

En este camino, se ensayaron distintas alternativas de agre-
gado de valor, algunas fallidas, otras exitosas. Pero la característica 
principal de este agregado de valor, es que en pocas ocasiones sig-
nifica un beneficio final para el productor asociado. 

Más bien, se configura como un encadenamiento que mejora 
las condiciones de competitividad de la empresa cooperativa, pero 
que no tiene un beneficio significativo para el sujeto social que la 
nutre. También tenemos que caracterizar que estos proyectos im-
pulsan, mayoritariamente, un agregado de valor lineal, dónde si 
bien hay transformación del producto, el resultado del proceso de 
industrialización es otra commodity (como es el caso de las harinas 
de soja, trigo o maíz), son muy pocos los casos de entidades con 
proyectos de integración que les permita llegar a la góndola, y tras-
ladar ese beneficio al asociado.

Un fenómeno llamativo también del período 2001-2010, tie-
ne que ver con el alto número de cooperativas agropecuarias cons-
tituidas en esta etapa, ascendiendo al número de 966, sin embargo, 
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sólo 364 (el 38%) se encontraban en condiciones regular hacia fines 
del 2010. 

Si bien este es un fenómeno que se reproduce en casi todas 
las provincias, es en zonas extrapampeanas, o en actividades inten-
sivas como la horticultura o la apicultura en la provincia de Buenos 
Aires donde encontramos la mayor incidencia. 

Esto tiene que ver con nuevas formas, o sectores que eligen el 
formato de organización cooperativa, los cuales no se encontraban 
organizados, o lo hacían mediante otras figuras.

De todas formas, la falta de continuidad y estabilidad de estas 
nuevas cooperativas, tiene que ver que se desarrollan en contex-
tos sociales y productivos más vulnerables, vinculados a producción 
de perfil intensiva, mayoritariamente extrapampeana, y que se en-
cuentra aún en proceso de consolidación económico. 

Los datos de ingresos y activos muestran la importancia del 
“núcleo histórico” (Cooperativas que se conformaron entre princi-
pios del siglo XX y 1955). 

Tomando los datos del Censo del INAES 2006/2007, este nú-
cleo histórico es integrado por 232 cooperativas de primer grado, 
que representa el 47% del total de entidades censadas, y contribuye 
al conjunto con el 85% de los activos y el 77% de los ingresos (Obs-
chatko, Basañes, & Martini, 2011).

Ya promediando la segunda década del siglo XX, el coopera-
tivismo agropecuario ha mejorado su posición económica y social, 
volvió a ser un actor de trascendencia en los mercados agropecua-
rios, ha incursionado en toda la cadena productiva, desde la pro-
ducción de insumos, la comercialización, industrialización, energías 
renovables, son líneas de trabajo y desarrollo hoy presentes en las 
entidades preponderantes. 

También, en la búsqueda de fidelizar a sus asociados, algunas 
entidades han realizado algunas experiencias de redistribución de 
excedentes, como de beneficios sociales y comerciales para sus aso-
ciados y sus familias. 

Quizás lograr el equilibrio entre las exigencias de un mercado 
hiperconcentrado y competitivo, con la viabilidad de la base social 
que nutre a la cooperativa, sea el principal desafío del siglo XXI.
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Conclusiones y desafíos del cooperativismo agropecuario del Siglo XXI

El desarrollo del cooperativismo agrario en Argentina es el 
resultado de la inmigración europea de fines del siglo XIX y princi-
pios del siglo XX. El colono inmigrante, chacarero arrendatario, es 
el sujeto social emergente de un proceso desordenado que nutrió 
poblacionalmente la pampa que había sido vaciada en la Campaña 
del Desierto.

Es este colono inmigrante, con la experiencia traída desde Eu-
ropa, el que impulsa el mutualismo y el cooperativismo como forma 
de hacer frente a la explotación de la que eran víctimas, y a las ne-
cesidades básicas derivadas por una ausencia total del estado.

Es así que la cooperativa viene a prestar servicios y a ocupar 
un lugar central en el desarrollo económico y social del pequeño y 
mediano productor agropecuario en nuestro país.

Sostenemos nuestra hipótesis central: que el cooperativismo 
agrario, emerge, crece, se desarrolla, y cae; a la par que el agricultor 
que nutre su base societaria vive circunstancias similares.

El cooperativismo nace por ausencia del Estado, se desarrolla 
y expande en momentos de políticas públicas fuertes, y cae cuando 
el Estado se achica, y se desregulan las actividades económicas y 
comerciales. 

Paralelamente, el chacarero primero será arrendatario, se or-
ganizará para enfrentar la explotación de la que era víctima, de la 
mano de políticas estatales accederá a la propiedad de la tierra, y 
finalmente ante la retirada del Estado, se provocará un nuevo pro-
ceso de reconcentración de la misma.

Hoy, a más de 130 años de la fundación de la primera coope-
rativa agraria, observamos que el cooperativismo se ha debilitado 
fuertemente en su base societaria, tanto en cantidad de asociados, 
como en el vínculo de estos con la entidad. Además de haber evolu-
cionado muy poco en el marco general de la organización. 

Una de las características del modelo organizacional es que 
las cooperativas se organizan por sector económico o productivo, 
incluso tanto la legislación como las prácticas administrativas tra-
dicionales de los organismos locales y del INAES, hacen muy difícil 
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pensar cooperativas con objetos sociales más amplios que excedan 
un solo sector.

El cooperativismo del siglo XXI exige una organización desec-
torizada, con integraciones múltiples. 

La integración no solo debe pensarse en términos de mejo-
rar escala, o de avanzar de manera lineal en una cadena de valor. 
Debemos pensar una integración cooperativa multisectorial, don-
de cooperativas agropecuarias, agreguen valor en las industrias de 
empresas cooperativas recuperadas, y estos productos lleguen a las 
góndolas de cooperativas de consumo. 

Que toda la cadena de integración cooperativa se financie 
dentro del movimiento, ya sea en bancos cooperativos o mutuales 
de servicios financieros o se promuevan desarrollos de energías al-
ternativas que integren cooperativas agropecuarias y de servicios. 

Para esto, necesitamos adecuar la legislación para la confor-
mación de cooperativas de segundo grado, debemos reducir los mí-
nimos de entidades miembros a los fines que estas integraciones 
multisectoriales se puedan hacer bajo la forma jurídica cooperativa 
y no tengan que acudir a otras figuras jurídicas comerciales como en 
la actualidad. Esto también favorecería la integración multisectorial 
en el territorio, dónde por ejemplo una cooperativa agropecuaria 
se pueda asociar a una de servicios y a una mutual financiera para 
llevar adelante un proyecto de desarrollo local.

En nuestro caso de estudio, el cooperativismo agrario debe 
dejar de mirar solamente el resultado de los ejercicios económi-
cos de las entidades que lo conforman, y empezar a visualizar 
que el proceso de concentración de la producción primaria con-
tinúa expandiéndose, menguando día a día la base social que lo 
conforma.

Debemos pensar en un cooperativismo comprometido con el 
desarrollo de los pequeños y medianos agricultores, y con una vi-
sión global del desarrollo territorial de nuestro país. 

Parte importante del proceso de concentración de la produc-
ción se debe a dos factores, uno al modelo de producción agrícola 
industrial de escala, y otro la subdivisión de las unidades económi-
cas mediante los procesos sucesorios. 
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El presente nos desafía a pensar una estructura cooperativa 
de integración familiar que pueda contener y desarrollar esas uni-
dades económicas de baja escala en riesgo de disolución. 

Este nuevo formato podrá integrarse a las cooperativas agro-
pecuarias tradicionales, y volver a nutrir las bases societarias. Para 
ello, por ejemplo, sería indispensable disminuir el número obliga-
torio de asociados para conformar una nueva entidad cooperativa.

El desafío que nos convoca en estos momentos, es pensar 
más allá de la coyuntura, necesitamos pensar un cooperativismo 
como base fundamental de un nuevo modelo de desarrollo econó-
mico y social.

Debemos romper con la idea de que la única función de la en-
tidad cooperativa es la organización de la oferta de los productores 
más pequeños para mejorar la competitividad en el mercado. 

Es hora de apostar a la integración cooperativa multisectorial 
para romper con la dependencia exclusiva de las lógicas de mercado. 

A su vez, necesitamos visualizar el otro extremo del encade-
namiento organizacional cooperativo. 

No hay cooperativa agraria sin agricultores, y la tendencia de 
concentración de la producción continúa a paso firme, acotando las 
bases sociales de sustentación del movimiento. No sólo son las to-
neladas, no sólo es el resultado económico-empresarial, necesita-
mos un cooperativismo agrario comprometido con una transforma-
ción del modelo agropecuario que tenga el eje en el sujeto agrario, 
y no solo en los volúmenes productivos.
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Cooperativas Financieras

Mario S. Schujman

En el acápite histórico, en el que buscábamos relaciones entre 
“políticas públicas y subtipos cooperativos en el tiempo”, pudimos 
dar cuenta de una experiencia popular heterodoxa  y heroica en la dé-
cada del 60 del Movimiento Cooperativo de Crédito, con la creación 
de cerca de un millar de Cajas de Crédito Cooperativas, que represen-
taban un 10% del sistema financiero argentino, que cumplieron un 
rol formidable para el desarrollo de la pequeña y mediana empresa 
y regional y local (Schujman, L. 1965: 72/83)84. Habían puesto el “di-
nero de cada población en manos y para ser administrada por esa 
población”. El dinero argentino estaba en “manos argentinas”.

Las dictaduras y los gobiernos neoliberales, coincidentemente 
con el torrente neoliberal que asoló al mundo después del “Consen-
so de Washington” (Schujman, M. 2003/2019) (Muñoz, R. 2017)85, 86, 

	 84.	 “No es arriesgado afirmar que por obra del cooperativismo de crédito, mu-
chos barrios de las ciudades y muchas localidades del interior, han cambia-
do su fisonomía de atraso consuetudinario, por una visión de progreso y 
adelanto.

		  Las cooperativas de crédito han posibilitado la extensión de las redes de 
pavimento, servicios sanitarios, alumbrado, construcción de viviendas, 
hospitales, escuelas, templos, etc.

		  El crecimiento del cooperativismo de crédito ha sido paralelo al retroceso 
de la financiación usuraria”.

 		  Schujman, L. (1965). El cooperativismo de Crédito Sus Proyecciones Econó-
micas y Sociales. Editorial IMFC. Rosario. Argentina.

	 85.	 Schujman, M. “1975/2003. Economía Legislación y Sociedad”. UNR Edito-
ra. Argentina. http://cdi.mecon.gov.ar/bases/docelec/az1537.pdf

		  Schujman, M. (2016). “La Economía Social, Solidaria y Comunitaria en 
Contexto del poder, e estado y el derecho”. UNR Editora. Argentina. https://
www.academia.edu/33181727/La_econom%C3%ADa_social_en_contex-
to.pdf

	 86.	 Ruth Muñoz (2017), nos da una idea de la importancia de este sistema 
financiero virtual y oculto, que no está regulado y no es contabilizado sino 
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destruyeron sistemáticamente este sistema financiero popular, y 
los gobiernos democráticos fueron impotentes o temerosos para 
recrearlo, o promover la generación de alternativas financieras no 
bancarias. La incidencia del microcrédito y muchos otros intentos, 
sin restarle importancia, generó islotes transitorios, valiosos como 
políticas públicas, pero raras veces trascendente para generar pro-
ducción.

Eliminar el sistema financiero popular era imprescindible para 
subir a nuestro país a la etapa de acumulación global de “valoriza-
ción financiera” o “financiarización de la economía” y “mercantili-
zación de la vida”. 

Hay un sistema financiero en el mercado de capitales global, 
en el que se pueden eludir las normas, y hay otro, para los no ini-
ciados que quedan sujetos a las Normas de Basilea (1/2/3), a las 
Normas Uniformes de Contabilización, a las de Lavado de Dinero. 
Vivimos en la época capitalista de la más formidable estafa global 
y sistemática, legalizada para la acumulación de la riqueza y del 
poder.

A partir de 1976 se  instaló a sangre y fuego un nuevo régimen 
de acumulación legal de capital ligado al sistema global de financia-
rización y extractivismo:  

El objetivo, realmente ambicioso, consistía en eliminar las bases de 
la industrialización por sustitución de importaciones que habían 
guiado la acumulación en el país desde los años treinta y desarticu-
lar a los grupos económicos que apoyaban dicho patrón.
Con este fin, la dictadura aplicó un vasto conjunto de políticas 
económicas y sociales que interactuando entre sí, alcanzaron 
una dimensión e impacto refundacional en la economía argenti-
na, instaurando un modelo denominado como “aperturista con 

como “fuera de la contabilidad”, por indicación del Banco Internacional 
de Pagos. Apenas el 10% de las operaciones de capitales se realizan en su 
seno, mientras que el 90% son los denominados over the counter (OTC), 
los cuales se negocian de forma bilateral, no están sujetos a reglas o a 
condiciones estándar...
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hegemonía financiera” o de “valorización financiera” (Santarcánge-
lo, 2007, 13/38)87. 

La reforma financiera y la tablita cambiaria “supusieron un 
cambio radical en las condiciones de acumulación de capital en el 
país que al encontrar rentabilidades extraordinarias en las activida-
des vinculadas al sector financiero, redireccionó sus recursos hacia 
dichas actividades” (Santarcángelo, 2007: 19).

En 1983 las autoridades en el período Grispun, creían (inocente-
mente) que una negociación con los propietarios del capital y un 
retorno a las condiciones previas a la dictadura eran posibles (Az-
piazu y Notcheff, 1998). 

Durante estos años los sectores vinculados a las actividades finan-
cieras se expanden y consolidan económicamente, logrando una 
férrea subordinación del Estado a sus intereses particulares (San-
tarcángelo, 2007: 22). 

El poder real en la Argentina, y el funcionamiento del sistema 
financiero, cambió sustancialmente. La cuenta de regulación mo-
netaria por la que el Banco Central cobraba sobre los depósitos a 
la vista y pagaba incentivos para multiplicar el plazo fijo, produjo el 
efecto deseado: las tasas bancarias se fueron a las nubes, indepen-
dientemente de los deseos de las entidades financieras.  

En el período anterior, la cuenta a la vista no remunerada, y el 
multiplicador bancario que ella implica, por la doble disponibilidad 
que genera, hacía que la tasa de interés fuera inferior a la inflación, 
produciendo un efecto benéfico en la población y fundamentalmen-
te en la producción. Se utilizaron después incontables mecanismos 
para mantener esta política de tasas encarecidas ex profeso.

Pero además las entidades financieras se incorporaron (algu-
nas entidades  con mayor entusiasmo que otras) a inversiones mu-
cho más rentables e hipotéticamente menos riesgosas que el otor-
gar préstamos para la producción. 

	 87.	 Santarcángelo, J. (2007). “Acumulación y excedente en Argentina. 1976-
2006”. Revista Ensayos de economía. Nº 31. Buenos Aires. Argentina.
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Títulos soberanos, derivados, futuros, moneda, deuda sobe-
rana, etc. Se trata de los instrumentos de un nuevo mercado de 
capitales global que condujo a la crisis del 2007, y que ha vuelto a 
crecer en una burbuja incontrolable. 

Algunos gerentes financieros de grandes conglomerados eco-
nómicos, transformaron a empresas de producción, en empresas 
de especulación, obteniendo los ingresos fundamentales de la fi-
nanciarización de los recursos. 

El resultado conscientemente perseguido por el Banco Cen-
tral y la legislación del sistema, fue soslayar el riesgo crediticio mi-
croeconómico inmediato y perceptible y subir al país a la “financia-
rizacion global de la economía”.  

Con posterioridad, el mundo y nuestro país después, fue sa-
cudido por una tremenda crisis que asoló la producción en todo el 
mundo, y en el sistema financiero sólo influyó en su concentración. 

El Banco Central dictó un conjunto de normas de exclusión de 
activos y una política de redescuentos, que favorecían un salvataje 
condicionado a la concentración del sistema.

Eduardo Duhalde dictó la pesificación de los depósitos bancarios, 
determinando que todas las cuentas denominadas en dólares fue-
ran convertidas en pesos a la tasa oficial, lo que implicó una enor-
me transferencia de recursos desde la población a los bancos (San-
tarcángelo, 2007: 24).

Esta breve reseña de la historia más reciente, a la que se agre-
gan los gobiernos kichneristas que precedieron a Macri, constata-
mos que el sistema jurídico financiero, el sistema de valorización y 
de  acumulación de poder y de riqueza, sigue tal como hace 53 años 
intacto y ordenando la vida de los argentinos.

Las políticas redistributivas sociales de los gobiernos popula-
res que le hicieron muy bien a nuestro pueblo, que mejoraron sus-
tancialmente los índices de empleo, pobreza, etc., no tocaron sin 
embargo la estructura de acumulación de riqueza y de poder en 
la argentina, y asumieron que la única alternativa era la de nego-
ciar con el sistema financiero, para que mientras acumula riqueza 
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y poder, oficia de agente financiero del Estado y permite políticas 
sociales, y eventualmente un porcentaje muy pequeño de su dis-
ponibilidad financiera para préstamos subsidiados a la pequeña y 
mediana empresa, asumiendo que de lo contrario, el sistema les 
negaría  financiamiento para su funcionamiento, y para  las políticas 
sociales, y poder otorgar esos préstamos. 

El mantenimiento intacto del sistema financiero argentino 
hizo posible que sin tocar la legislación, el gobierno cleptócrata de  
Macri simultáneamente produjera el  más formidable y rápido en-
deudamiento y fuga de capitales de nuestro país. 

Es probable que ningún gobierno democrático cuente con 
una correlación de fuerzas que le permita cambiar el paradigma 
global que sustenta al sistema financiero y que no haga esfuerzos 
conscientes para cambiarla. 

Pero esta es una hipótesis de impotencia que nos cuesta ad-
mitir, es la madre de las batallas, no hay negociación duradera con 
el enemigo fundamental de la democracia y de la redistribución y 
de los bienes comunes: El sistema financiero. 

Pensamos que el primer paso es poner en cuestión el falso 
paradigma de que la función del sistema financiero es su propia 
estabilidad, porque de ella depende el país. Islandia demostró lo 
contrario.

La crisis global del 2007 ha puesto de relieve que la especula-
ción en titulaciones, derivados, títulos soberanos o en moneda es el 
eje de valorización y acumulación del sistema financiero, y que los 
dineros públicos se ponen cuando llega el momento al servicio de 
sostenerlo, aunque ellos mismos hayan generado la crisis. 

Con los paraísos fiscales y legales que se han multiplicado, con 
los dineros de los jubilados, de los asegurados, de los depositantes, 
pero también de los oligopolios de las drogas y de las armas, de los 
gobernantes corruptos en todo el mundo, y en nuestro país se con-
forman importantísimos núcleos de poder. 

Los banqueros, que no son bebés de pecho, han conseguido 
instalar sin embargo, toda esta escoria como sentido común aca-
démico, que con honrosas excepciones discute sólo en el marco de 
los vergonzantes Acuerdos de Basilea, de la Normas Uniformes de 
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Contabilidad, y de las Normas aplicables al Lavado de Dinero, de los 
que está exceptuado el sector más riesgoso del mercado de capita-
les, pero que implican un piso de costos fijos que se aplican con la 
rigurosidad de un precepto moral, y que determinan “a príori” cos-
tos de funcionamiento inadmisibles para el financiamiento popular. 

El derecho a servicios financieros, es un derecho humano, y se 
trata de servicios públicos (Schujman)88  que los estados han dejado 
de prestar y reconocer. 

Lo existente

Un Banco Cooperativo, dos Bancos Sociedad Anónima con-
trolados por Cooperativas, Mutuales de Ayuda Económica, algunas 
Cooperativas de Crédito que no se transformaron en financiadoras 
usurarias, y experiencias de microcrédito alentadas por el Estado, 
es realmente mucho y muy poco, y no constituye un Sistema Fi-
nanciero Alternativo preparado para crecer, y para prestar servicios 
financieros al conjunto de la población y a lo largo del territorio, en 
condiciones razonables y accesibles.  

Entendemos que no se trata de confrontar con el sistema 
financiero, que en la Argentina está conformado por el  Banco 
Central de la República Argentina, que supervisa y regula, después 
de un inaudito proceso de concentración a sesenta y tres Bancos 
Comerciales (todos Sociedades Anónimas, menos el Banco Credi-
coop Cooperativo. Dos de esas Anónimas, de mucho menor porte, 
están controladas por Cooperativas: El Banco Coinag SA y el Banco 
Bica SA). 

Hay además cinco Compañias Financieras, brazo de conglo-
merados productivos cuyos gerentes financieros son los CEOS más 
valiosos. Y sin embargo debemos tener claro que el sistema finan-
ciero institucionalizado se cohesiona para impedir el desarrollo de 
un Sistema Financiero No Bancario Alternativo.

	 88.	 Schujman. M. (1984). La legislación Financiera y la Banca Cooperativa. En 
el Tercer Congreso sobre aspectos Jurídicos de las Entidades Financieras. 
Ed. de la Facultad de Derecho de la UNR. Rosario, Argentina.
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No se trata de obtener la sanción de una Ley de Entidades 
Financieras con un objeto rimbombante, que sólo establezca fines 
formalmente distintos y algunos cupos y obligaciones para los ban-
cos, sino de restituir los servicios financieros y financiación a la ma-
yoría de los argentinos privados de ellos; e incluimos en aquellos 
que no reciben esos servicios, a los trabajadores dependientes y 
autogestionarios, y a los autónomos “bancarizados” (sic) compul-
sivamente, para que se le depositen sueldos, y recursos sociales, y 
conformando saldo invertible o prestable para los bancos, con re-
ducido costo. 

El ranking de Entidades Financieras está liderado por el Banco 
Nación y el grupo de las 10 entidades de mayor volumen se integra 
con el Banco Provincia y el de la Ciudad de Buenos Aires, por 4 en-
tidades extranjeras, y de él forma parte el Banco Credicoop en el 9º 
lugar del Ranking. 

La particularidad  de este sistema financiero es su concentra-
ción geográfica, la gran mayoría de los Bancos tiene Casa Central 
en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, y “bancarizan” de manera 
forzada por la percepción de haberes, incentivos y planes  mediante 
muchísimos cajeros y home banking. 

Son entidades financieras no bancarias las cooperativas que 
operan con capital propio y las mutuales que reciben depósitos y 
prestan servicios de ayuda económica. 

Las cooperativas están agrupadas en la Federación Argentina 
de Cooperativas de Crédito (FACC), asociada a COOPERAR, que se 
integra con aproximadamente 50 organizaciones. Muchísimas de 
ellas son Cooperativas con sede en la Ciudad Autónoma de Buenos 
Aires en una oficina en un edificio y que se anuncian como “Coope-
rativas de Vivienda, Crédito y Consumo”. Pero con ellas conviven la 
histórica Cooperativa del Hogar Obrero de edificación consumo y 
crédito, las dos cooperativas que son titulares de los dos reciente 
Bancos Sociedad Anónima, y Bica y algunas otras cooperativas de 
servicios múltiples que son residuales de Bancos Cooperativos (In-
dependencia, Arroyos, Carlos Pelegrini e Institucional).

Las mutuales están agrupadas en fundamentalmente en la 
CAM, (Confederación Argentina de Mutualidades), que contiene a 
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39 Federaciones de todo el país que agrupan a miles de mutuales (el 
reempadronamiento del INAES [2008]89 da cuenta de la existencia 
en ese momento de 4.166 mutuales). La mayoría de las mutuales 
sin perjuicio de prestar muchos otros servicios, prestan el servicio 
de ayuda económica. 

Las mutuales de ayuda económica se desarrollaron con gran 
fuerza en el interior del país ocupando el espacio que había deja-
do la liquidación de las Cajas de Crédito Cooperativa, aunque al no 
contar con moneda bancaria, y siendo sus recursos el capital propio 
y los depósitos de los asociados, no pueden exhibir tasas que alien-
ten la producción, pero atienden a sectores de la sociedad que si no 
existieran carecerían de servicios financieros, o deberían recurrir a 
la usura.

Ruth Muñoz que ha estudiado en profundidad el tema de las 
finanzas solidarias existentes (UNGS 2007 y trabajos posteriores)90, 
en el territorio nos permite hacer un balance de las expresiones 
alternativas que no conforman un sistema, reconociendo sus limi-
taciones, y la necesidad de “institucionalizar” un sistema que real-
mente irrigue recursos y servicios financieros a todo y a todos los 
territorios:

Las finanzas populares que muchas veces no llegan a conformarse 
en instituciones pero dan cuenta de prácticas difundidas entre los 
sectores populares para la satisfacción de sus necesidades. Ejem-
plos de estas finanzas son el autofinanciamiento entre familiares 
y vecinos, ahorros no monetarios más típicos en lo rural, ahorros 
en roscas autogestionadas que en nuestras villas y asentamiento 

	 89.	 Las Cooperativas y las Mutuales en la República Argentina. Censo Eco-
nómico Sectorial y Reempadronamiento Nacional. Ed. INAES. (2a Edición 
2008).

	 90.	 Muñoz, R. (2006). Tesis de Maestría, dirigida por Mirta Vuotto: Alcance 
de las Microfinanzas para el desarrollo local. Microcrédito en el conur-
bano bonaerense, un análisis de caso. http://observatorioconurbano.
ungs.edu.ar/wp-content/uploads/Tesis-MAES-de-Ruth-Mu%C3%B1oz.-
Microcr%C3%A9dito-en-el-Conurbano-Bonaerense.-Caso-Banco-Social-
de-Moreno.pdf
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toman las denominaciones de “Pasanakus” si quienes las llevan 
adelante son bolivianos o “Juntas” si son peruanos, entre otras.
Las finanzas comunitarias con fondos, cajas, bancos comunales y 
demás iniciativas que operan a una escala comunitaria y, en ge-
neral, son gestionadas por las comunidades que les dan origen 
y no entre grupos o fracciones de las mismas. Los ejemplos más 
consolidados en la región son los de los países andinos, en la Ar-
gentina quizá sean los fondos rotatorios autogestionados un buen 
ejemplo, más desarrollado en el campo que en las ciudades y reci-
biendo gran impulso, en particular, de programas del INTA.
Las finanzas cooperativas, con secciones de crédito en cooperati-
vas que se dedican a actividades no financieras, cooperativas de 
ahorro y crédito sólo reguladas por el INAES, Cajas Cooperativas 
de Ahorro y Crédito, Bancos Cooperativos y los diversos organis-
mos de integración con los que cuentan.
Las microfinanzas que logran salirse de los enfoques minimalistas 
y del alivio de la pobreza y abordar a la economía popular recono-
ciendo sus diversos agentes y racionalidades, pasando a ser finan-
zas solidarias si y sólo si, como dice el colega brasileño Dias Coelho, 
asumen una dimensión de integración comunitaria y territorial que 
las diferencia de una perspectiva del “sector económico de micro-
finanzas”. 
En el país es destacable al respecto la labor de la Comisión Nacional 
de Microcrédito (Conami) y de municipios (como el de Moreno) y 
organizaciones de base pioneras en ofrecer microcrédito (micro-
credito.org.ar) que, fundamentalmente a partir de la Ley Nacional 
de Microcrédito, lograron frenar la institucionalización de las micro 
finanzas que venía ganando la batalla en varios países de la región, 
prohibiendo las alianzas público-privadas para pasar a ofrecer este 
tipo de servicios como un fin en sí mismo y obligando a que todos 
los oferentes de primer piso fueran S.A., con un enfoque declarada-
mente minimalista. 
El servicio que predomina en el país es el microcrédito a través de 
“grupos solidarios” o la tecnología individual, contando con pocas 
aunque valiosas experiencias de banca comunal.
En el país operan varios de estos bancos europeos como “Oikocredit” 
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con oficinas en el país u otros como la “Banca Popolare Etica” o el 
“Triodos” que financian iniciativas locales. Varias de estas iniciati-
vas, junto con Bancos Microfinancieros o Cooperativos, forman par-
te de la “Alianza Global para una Banca con Valores” (gabv.org), aún 
sin adherentes en el país, donde sin embargo existen iniciativas que 
están comenzando a trabajar en el tema de finanzas éticas como 
Profaess (profaess.com.ar).

Servicios Financieros no Bancarios

Las finanzas convencionales, hegemónicas en nuestro país y en 
nuestra región, siguen estando en función del beneficio de los sec-
tores más poderosos de la sociedad. 
Es indispensable la construcción de un nuevo andamiaje institucio-
nal que ponga definitivamente los recursos financieros al servicio 
de las necesidades de la mayoría (Ruth Muñoz)91. 

Para institucionalizarla es imprescindible un tipo de acción co-
lectiva que tenga el coraje de inmiscuirse con el dinero y las finanzas 
que son los que marcan la esencia y dinámica de la actual fase del 
capitalismo (2017: 125)92.

El primer paso es crear una Superintendencia de Entidades 
Financieras No Bancarias, dotándola de los fondos suficientes para 
cumplir dicha tarea, los que podrían ser derivados a un “fideicomiso 
de administración”, conducido con un criterio de eficiencia solidaria 
y de sustentabilidad del proyecto, no reproduciendo los criterios fa-
laces del Sistema Financiero Bancario. 

	 91.	 Muñoz, R. (2014) “Las finanzas solidarias en la Argentina y América latina: 
modalidades y políticas”. Voces en el Fenix. Visto el 11.4.20. https://www.
vocesenelfenix.com/content/las-finanzas-solidarias-en-la-argentina-y-
am%C3%A9rica-latina-modalidades-y-pol%C3%ADticas

	 92.	 Muñoz, R. (2017). Tesis de doctorado. “De la perplejidad a una acción mo-
netario-financiera contrahegemónica. Contexto y desafíos ante la especu-
lación financiera global”. Ciencias Económicas 14/01/2017, pp. 123-139. 
Investigación. file:///C:/Users/Mario/Downloads/6900-Texto%20del%20
art%C3%ADculo-19715-1-10-20171121.pdf
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Debe ser revisada toda la normativa el INAES creada a seme-
janza y por imitación de la Supervisión Bancaria, y de Lavado de 
Dinero, y sustituida por una regulación que efectivamente procure 
solidez y sustentabilidad no formal sino sustancial, para esas orga-
nizaciones en línea con sus objetivos. 

“La intermediación financiera no bancaria” cooperativa y mu-
tual se distingue y tiene naturaleza distinta, claramente porque no 
hay oferta pública. Son organizaciones que sólo toman recursos y 
los prestan a sus asociados en “actos cooperativos o mutuales fi-
nancieros”, debiendo prohibírseles operar con no asociados.  

Que debe procurar la confianza y el apoyo de los actores exis-
tentes no bancarios, para poder registrarlos, promoverlos y con-
trolarlos, y retribuir esa confianza con supervisión delegada en los 
casos que ellos sea recomendable, con organizaciones reconocidas, 
quienes a su vez deberían ser controladas por el Supervisor.

Tienen un ámbito territorial reducido a la comunidad a la que 
le prestan servicios.

Un segundo paso es el de crear un sistema que administre 
una “moneda virtual solidaria”, que funcione como moneda digital, 
descartando el uso especulativo. 

Sistema que deberá contar con garantía oficial, y un mecanis-
mo de supervisión especializado, además de generar una amplísima 
y sistemática difusión educativa simplificada, para llegar a todos los 
sectores del país para incorporarlos.

Estas medidas iniciales deberán ser acompañadas a posterio-
ri de la creación de Cooperativas de Ahorro y Crédito en cada lo-
calidad, en las que se introduzca, utilizando la valiosa experiencia 
ecuatoriana, brasilera, paraguaya, y peruana, mecanismos gradua-
les que permitan establecer regulaciones diferenciadas que distin-
guiendo dimensiones le asignen aptitudes operativas diferenciadas. 
A una organización con ámbito territorial en un pueblo de Jujuy, no 
se le pueden aplicar los mismos parámetros que a otro en la Ciudad 
Autónoma de Buenos Aires.

Las cooperativas de ahorro y crédito que son muy fuertes y 
prestan importantes servicios en toda América Latina se origina-
ron fuera del Sistema Financiero Bancario, aunque muchas de ellas 
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se distorsionaron y procuran un eficientismo economicista, reñido 
con su identidad, pero el sólo hecho de hacer intermediación finan-
ciera relacional, con los sectores que fueron privados del Sistema 
Financiero Hegemónico, implica prácticas valiosas y recogemos su 
experiencia porque en general fueron consecuencia de un proceso 
gradual que establecía segmentos de acuerdo a sus dimensiones, y 
a cada segmento le correspondían mecanismos de contralor y  una 
operatoria también segmentada.

La segmentación del sector parece ser la tendencia que ha proporcio-
nado mejores resultados, pero fundamentalmente la creación de Unidades 
o Departamentos Especiales para las CAC que atiendan a sus particularida-
des, es lo que propone mejores resultados, y se observa en aquellos países 
que han adoptado este criterio: Brasil, Ecuador, México y Bolivia. 

La integración de las cooperativas financieras en un sistema “ad 
hoc” que asegure su solvencia y una operatoria en condiciones razonables 
a pequeñas cooperativas constituye un imperativo. 

Su presencia es muy importante en todo el subcontinente;
En El Salvador una penetración en el mercado del 10,7% implica que 
atienden a un 28,8% de la PEA. 
En Ecuador 14,4% del mercado, pero representan el 43,6% de la PEA. 
En México 1,3% de los activos del sistema, 12,1% de la pobla-
ción, 12.000.000- Brasil 1,8% del mercado, 4,9% de la población, 
5.100.000 personas. 
Costa Rica 8,9% del mercado, se traduce en 33% de la población. 
Paraguay con 13,4% del mercado atiende al 34,6% de la población. 
Uruguay con un 1% del mercado atienden a un 15,3% de la población.
Actualmente en Brasil, Méjico y Perú, no hay Institutos de Fiscaliza-
ción Cooperativa y las CAC son monitoreadas por Supervisores Ban-
carios. Brasil es un paradigma que combina la Supervisión Bancaria, 
pero con normativa y supervisores especializados en CAC, aplicada 
a los Bancos Cooperativos y las Centrales Cooperativas, quienes a 
su vez asumen el contralor auxiliar y la supervisión de las CAC de 
primer grado.  
Mientras que en Chile, Colombia y Paraguay son organismos especiali-
zados (Decoop, Supersolidaria e Incoop) los que controlan a casi todas 
las CAC (Azembach y Duran, 2012:11), en estos casos la segmentación 
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hace que sean controladas por la Supervisión Bancaria pocas o ningu-
na entidad. Sólo las que tienen mayores dimensiones son sometidas a 
control de la Supervisión Bancaria (Schujman, 2018: 258/9)93.

Como vemos, si queremos alentar la producción, el consumo 
y el desarrollo humano, sostenible y local en todo el territorio na-
cional, que sustituya las ayudas sociales por un apoyo a la produc-
ción y a la reciprocidad y la solidaridad, es imprescindible sostener 
un Sistema Financiero no Bancario. 

Es posible sin buscar la confrontación con el sistema financiero 
hegemónico, pero sin aceptar su intromisión94, porque es imprescin-
dible partir de lo existente y avanzar teniendo en cuenta otras ex-
periencias latinoamericanas, pero fundamentalmente a partir de lo 
posible y en diálogo permanente con quienes están en el territorio.  

	 93.	 Schujman, M. En Schujman, M. y Gaudio, R. Coordinadores (2018). “De-
recho Cooperativo Latinoamericano”. Ed. Jururua. Río de Janeiro, Brasil.
Version digital: file:///C:/Users/Mario/Documents/LIBROS%20mss/Derecho%20
Cooperativo%20Latinoamericano/texto%202018/Derecho%20Cooperati-
vo%20Latinoamericano%20versi%C3%B3n%20Final.pdf

	 94.	 La reserva federal en EEUU es de propiedad de los grandes grupos banca-
rios de ese país. En la Argentina, no está explicitado, pero el Banco Central 
de la República Argentina, siempre, con gobiernos dictatoriales y también 
con gobiernos democráticos, se somete en última instancia a los Bancos 
Comerciales.  

		  Las Cooperativas interesadas en desarrollar nuevamente un sistema abierto 
de Cajas de Crédito, en el que tuve el gusto de participar, en el año 2003, 
el acuerdo del senado para una legislación que la hiciera posible, cuando 
esta pasó a la Camara de Diputados. El BCRA sustituyo ese proyecto que 
tenía muchas limitaciones por la ley la ley 25.782, (2003) (Com. A 4183 y 
4421). Esta normativa restringía de manera muy marcada la posibilidad de 
establecer un sistema financiero popular. Diputados y senadores oficialistas, 
impulsaron la que sería la Ley 26.173 (2006), que no habilitaba un sistema 
más allá de ciudades importantes, pero era un paso adelante. Se presenta-
ron 10 proyectos de envergadura que fueron aprobados por los funciona-
rios de control, habiendo pasado al directorio y, hace 14 años, el Directorio 
nombrado por el gobierno democrático y popular no aprobó ninguna cons-
titución de Cajas de Crédito.  En su lugar, aprobó dos bancos sociedades 
anónimas cuyos propietarios son cooperativas. 
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	 95.	 Lic. en Administración y Contadora Publica (UBA) Psicóloga social (1ra. esc. 
Pichón Riviere). Posgrado: Especialización en Docencia en Ciencias Eco-
nómicas UBA- Fac. Cs. Económicas (2018). Doctoranda en Admistración 
(UBA), FCE. Maestranda Maestria en Economia Social, UNR. Directora de 
integración y desarrollo asociativo- FECCAFE Federación de Cooperativas 
y Comunas de Agua potable de la provincia de Santa Fe. Lic. en Adminis-
tración y Contadora Pública (UBA- FCE) Psicóloga social (1ra. esc. Pichón 
Riviere).

COOPERATIVAS DE SERVICIOS PÚBLICOS EN ARGENTINA

Marcela Aguirre95

Introducción

El cooperativismo de servicios públicos en Argentina,  ha sido 
un sector de alta expansión en las últimas décadas. En la actualidad, 
estas organizaciones que prestan servicios de agua potable, ener-
gía, telecomunicaciones e internet y gas natural, son alrededor de 
800 cooperativas. Se constituyen para cumplir una función sustitu-
tiva del Estado, que en virtud de las normas vigentes, concesiona la 
prestación a terceros.

Se profundiza sobre las cooperativas de agua potable y sanea-
miento, describiendo los antecedentes, características, fortalezas y 
oportunidades de mejora del sector con la información disponible 
a junio de 2019. 

El acceso al agua potable es considerado, en la actualidad, un 
derecho inalienable y constitutivo de la ciudadanía, más allá de la situa-
ción de clase (Lanciotti, 2005). En este sentido, el 28 de julio de 2010, 
la Asamblea General de las Naciones Unidas declaró, mediante su 
Resolución A/RES/64/292, el acceso seguro a un agua potable salu-
bre y al saneamiento como un derecho humano fundamental para el 
completo disfrute de la vida y de todos los demás derechos humanos.

No obstante, como todo derecho su logro no carece de lu-
chas. En Argentina y en particular en la Provincia de Santa Fe, si bien 
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existieron razones sanitarias y económicas que impulsaron la exten-
sión de las redes de agua potable a partir de 1880 (Suárez, 2016), 
es observable que a determinados sectores sociales estas mejoras 
llegaron mediadas por su situación de clase, es decir el servicio de-
moró en llegar a los hogares o bien llegó en condiciones de calidad 
deficitaria del agua y en algunos casos los precios fueron diferencia-
les (Lanciotti, 2012). 

En términos económicos, la inestabilidad de las últimas cua-
tro décadas, aunada al fracaso de las cambiantes políticas sectoria-
les, afectaron la sostenibilidad y la evolución armónica del  sector 
del agua potable en Argentina. Por ende, tal cual consta en el Plan 
Nacional de Agua Potable y Saneamiento de 2017, la desinversión 
sostenida restringió la expansión de la obra pública y en simultáneo 
la des-financiación de dichos servicios. 

Cabe señalar, que aspectos como el nivel de atomización de 
los prestadores, la sostenibilidad financiera de los operadores, los  
esquemas de fijación de tarifas que reflejen costos de prestación,  
el desarrollo e implementación de modelos de gestión, el mante-
nimiento eficiente de los servicios; así como el análisis de mecanis-
mos que promuevan  transparencia en el otorgamiento de subsidios 
en forma equitativa y eficiente a la población en condiciones de vul-
nerabilidad; son cuestiones que  se presentan, pero que merecen  
un tratamiento especial que excede el alcance del presente. 

Finalmente se enuncian consideraciones básicas de mejora 
del  ámbito cooperativo de servicios públicos,  incluyendo una serie 
de interrogantes que puedan ser línea de interés para futuros estu-
dios del sector. 

Introducción

Las cooperativas de servicios públicos, se constituyen para para 
cumplir una función sustitutiva del Estado que, en virtud de las nor-
mas vigentes96, concesiona la prestación de los servicios públicos. 

	 96.	 La Ley 11.220 dispone la regulación de la prestación del Servicio y pre-
vé los sistemas para la autorización de la provisión del Servicio por los 
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Sus integrantes suelen ser ciudadanos vecinos de una de-
terminada localidad, quienes se unen para producir y distribuir el 
servicio en aquellas zonas en las cuales ni el Estado, ni las grandes 
empresas del sector privado deciden operar, en el caso de estos úl-
timos,  porque en general no son prestaciones rentables. 

Se destacan las eléctricas, telefónicas, de agua potable, de ser-
vicios sanitarios, gas, internet, de pavimentación, y  de transporte, 
entre otras (Baduna, 2017), que procuran mantener los principios 
del movimiento cooperativista y la capacidad de los trabajadores 
para gerenciar estos emprendimientos autónomos. 

La noción de servicio público constituye uno de los capítulos 
más controvertidos del derecho administrativo (Mata, 2012).  

La Constitución Nacional en sus orígenes y el régimen de dere-
cho público del cual partieron los constituyentes en 1853, puntual-
mente en el artículo 67 inciso 16 de la vieja Carta Magna, legitimó la 
explotación de los servicios públicos por medio de particulares y a 
través de concesiones que enfatizaron la idea que era el Estado el ti-
tular de los mismos y por conducto de su legislación,  normativizaba 
las condiciones de prestación y las potestades de la Administración 
durante la ejecución del contrato de concesión (Mata, 2012).

 
Características de  las cooperativas de  servicios públicos 

El cooperativismo de servicios públicos en Argentina, ha sido 
un sector de alta expansión en las últimas décadas (Fernández, 
2019). 

Prestadores en todo el ámbito de la provincia de Santa Fe; establece las 
formas, modalidades, alcances y procedimientos para llevar a cabo la 
transformación del sector público de agua potable, desagües cloacales y 
saneamiento, y la privatización del Servicio en el Ámbito de la Concesión, 
de acuerdo con lo prescripto por el articulo 30 de la ley 10.798 y demás 
disposiciones de la presente. Asimismo, se prevé‚ un sistema para la pre-
servación de los recursos naturales y el medio ambiente, y la creación de 
un organismo competente en la materia. La ley 25.561 otorgó al PEN para 
tomar acciones en el cambio del régimen cambiario, sistema financiero y 
contratos de servicios públicos. 
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En la actualidad, las cooperativas de servicios públicos son al-
rededor de 800 que prestan, entre otros,  servicios de agua potable, 
de energía, telefonía y gas.

La configuración organizacional de una cooperativa,  es la de 
una asociación de personas que pueden participar democrática-
mente para gestionar una empresa prestadora de servicios públicos 
(Ley Nacional 20337/73 y modificatorias). Todos  sus miembros son 
asociados y participan de los procesos decisorios, así como del re-
sultado de la labor colectiva97. Por lo general abarcan más de una 
actividad, son multi-funcionales (Vitale, 2018).

Esta particularidad, resuelve colectivamente problemas so-
ciales. Por ejemplo, el Servicio Funerario. Un fallecimiento requiere 
gastos extraordinarias, que a veces llevan a endeudarse para pagar 
el servicio. En forma colectiva es posible prever esa emergencia y 
distribuir los costos. Así, es posible  generalizar las ventajas de una 
empresa,  fundada en la ayuda mutua de sus asociados/as.

	 97.	 La Alianza Cooperativa Internacional (ACI), menciona seis valores claves: 
autoayuda, responsabilidad, democracia, igualdad, equidad y solidaridad 
que se ponen en práctica a través de pautas o principios cooperativos: 
Adhesión voluntaria y abierta, Gestión democrática de los miembros, 
Participación económica de los miembros; Autonomía e independencia, 
Educación, formación e información, Cooperación entre Cooperativas y 
Compromiso con la comunidad. Estos valores, potencian el esfuerzo pro-
ductivo con la cooperación y la identificación de los miembros, orientando 
sus conductas a los objetivos sociales y comunitarios, con mayor adhesión  
a los principios cooperativos. 
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Cuadro I. Características de las cooperativas de servicios públicos
CARACTERÍSTICA DETALLE
CONCESIÓN DEL 

ESTADO
En economía y en Derecho administrativo, una 
concesión es el otorgamiento del derecho de 
explotación, por un período determinado, de 
bienes y servicios por parte de una Administración 
pública o empresa a otra, generalmente privada. 
(Hutchinson, T. et al., 2010). 
La concesión de servicio público es un contrato 
administrativo propiamente dicho, carácter 
éste que cubre y domina todos sus aspectos 
y contenido. No se trata de un acto mixto, 
contractual en un aspecto y reglamentario o 
legal en otro.

INTEGRANTES DE LA 
COOPERATIVA

Los asociados son a su vez usuarios del servicio 
público. Es decir revisten un doble carácter: 
Asociado y Usuario. 
Dado que los asociados tienen como órgano de 
gestión un Consejo de Administración que surge 
de su voto (un hombre= 1 voto en asamblea 
democrática), los consejeros deciden acciones 
de gestión y operativas que definen el devenir 
de la cooperativa.

ENCUADRE LEGAL Se constituyen en el marco del Derecho 
Cooperativo. Ley 20337/73. 22816/83

CONFIGURACIÓN 
ORGANIZACIONAL

Son asociaciones voluntarias en  las cuales  
todos sus miembros son denominados 
asociados y participan de los procesos 
decisorios así como del resultado de la labor 
colectiva.

PRESTACIÓN DE 
SERVICIOS

La prestación no es exclusiva para los asociados, 
sino que los beneficiarios del servicio público, es 
decir el ciudadano de una comunidad puede ser 
usuario y NO estar asociado a la cooperativa, lo 
cual conlleva ventajas y desventajas para ambas 
partes
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TIPO DE SERVICIOS En relación a su objeto social, las cooperativas 
de servicios suelen abarcar más de una 
actividad o fin. Es decir suelen ser multi-
servicios. 

RELACIÓN ENTRE 
EL ESTADO Y LA 

COOPERATIVA DE 
SERVICIOS

Las relación entre las partes está delimitada 
por el marco normativo en relación con (Vitale, 
2018):
• Coordinación de objetivos de las partes
• Potencialidad de trabajo conjunto y 
colaborativo

DESTINO DE 
LAS UTILIDADES 
DEL EJERCICIO 
ECONÓMICO

La diferencia sustancial con las empresas 
tradicionales capitalistas, es el destino de las 
utilidades o excedentes (Baduna, 2017). 
Al final de cada ejercicio económico los 
excedentes obtenidos o bien se distribuyen 
entre los asociados o bien se reinvierten. 
Así sea que se produzca una distribución 
entre los asociados en concepto de retorno o 
se reinvierta en la cooperativa, siempre está 
destinada a sus asociados, y no a unos pocos 
dueños del capital. 

Fuente: Elaboración propia

Historia  de las cooperativas prestadoras de servicios publicos

Originalmente las cooperativas de servicios públicos se cons-
tituyeron como eléctricas, con el paso de los años se han convertido 
en una herramienta comunitaria de comunas y pueblos de pocos 
habitantes. 

La Cooperativa de Punta Alta, en el sur de la provincia de Bue-
nos Aires, creada el  22 de agosto de 1926, fue  la primera coope-
rativa eléctrica de Sudamérica. Hoy en día, cuenta con 92 años de 
vasta trayectoria e historia.

Es a partir de 1930, que surgen numerosas cooperativas de 
provisión de servicios de electricidad en localidades del interior, 
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marginadas al ser consideradas como no rentables por las grandes 
empresas proveedoras de los mismos. 

Nuevamente, se evidencia el importante rol que cumplen es-
tas empresas en las localidades en las que están insertas, permitien-
do el acceso a servicios esenciales para todas las comunidades. Ac-
tualmente, este sector opera como prestador de servicios múltiples 
en 720 localidades del país, en su gran mayoría de menos de 20,000 
habitantes (muchas de ellas menos de 1000 habitantes).

La creación de numerosas cooperativas adquiere una impor-
tancia mayor después de la Segunda Guerra Mundial, manteniendo 
un crecimiento ininterrumpido hasta 1976. En ese momento existían 
más de 4.000 cooperativas, que nucleaban a millones de asociados.

Esto garantiza la cobertura de servicios en lugares donde a 
pesar de contribuir tributariamente los mismos impuestos que el 
ciudadano de gran ciudad, el habitante de esas zonas no tendría 
alternativas.

Tras las crisis y los desbordados aumentos tarifarios de los 
últimos años, aunado a la megacrisis económica devenida de la 
pandemia, las Cooperativas Prestadoras de Servicios Públicos están 
atravesando una situación crítica.

Tal cual afirma el propio presidente de Inaes (Instituto Nacio-
nal de Asociativismo y Economía social):

 
La crítica situación de las Cooperativas de Servicios Públicos (elec-
tricidad, gas y agua potable) en gran parte del interior del país es 
una de las preocupaciones centrales del INAES en el medio de la 
pandemia. Asi lo manifestó su titular Mario Cafiero, en videocon-
ferencia con la Comisión de Asuntos Cooperativos de la Cámara de 
Diputados. Cafiero confirmó que se han solicitado a CAMESSA la sus-
pensión de cobros e intereses a las Cooperativas, y que gestiones 
similares se realizaron ente el ENARGAS98.

	 98.	 Cafiero, M. (2020). “Coronavirus, las Cooperativas de Servicios Públicos 
están en situación crítica”. https://www.pagina12.com.ar/259730-corona-
virus-las-cooperativas-de-servicios-publicos-estan-en-
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Del servicio público único a la prestación de múltiples servicios 

Se mencionó que el cooperativismo de servicios públicos, 
suele abarcar más de una actividad o fin (Vitale, 2018). Es decir, su 
objeto social suele considerar múltiples servicios más allá de servi-
cios públicos propiamente dichos cómo provisión de agua potable, 
luz, gas y electricidad.

Considerando que el propósito de una cooperativa no es ex-
clusivamente económico sino que reviste un propósito social y en 
este sentido se puede considerar también la dimensión cultural, es 
que se puede afirmar que una organización cooperativa persigue 
más de un propósito u objetivo, es decir, al planificar sus acciones 
debe atender al logro de más de un objetivo o propósito en forma 
simultánea. 

En las pequeñas ciudades y en las localidades las necesidades 
insatisfechas son múltiples, y se reclama a estas cooperativas que 
presten esos servicios, aunque sean deficitarios. Pero se trata de 
organizaciones nacidas de la comunidad y deben encontrar el equi-
librio.

Esto conlleva a gestionar las decisiones considerando objeti-
vos naturalmente en conflicto (Bonatti et al., 2005). Si se atiende al 
fin social, esto aumenta los costos de prestación. 

Por ejemplo en el caso del agua potable hay restricciones para 
cortar el servicio a usuarios morosos estén o no asociados a la coo-
perativa. Esto genera deudores morosos que en ocasiones deben 
considerarse incobrables, lo cual se convierte en pérdida a compu-
tar  en el Estado de Resultados de los Estados Contables, en el co-
rrespondiente ejercicio económico.

Si en cambio se priorizara el propósito monetario, para soste-
ner una rentabilidad mínima necesaria para operar, sobre todo en 
situaciones de crisis económica como las actuales, donde suele caer 
el nivel de cobranzas, se resiente el fin social. Esta situación propia 
de la toma de decisiones complejas en entornos inciertos pone en 
juego las competencias y habilidades decisorias del Consejo de Ad-
ministración y de los funcionarios gerenciales sin perder de vista la 
misión de la cooperativa. 
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Lo expuesto ha llevado a que las cooperativas, en muchísimos 
casos, realicen la prestación de múltiples servicios. Tal cual se refle-
ja en la Información del INAES al 2008, existían 5.100 cooperativas 
prestadoras de servicios públicos y casi la mitad operaba más de un 
servicio.

Cuadro II. Cooperativas según objetos sociales
CANTIDAD DE  

OBJETOS SOCIALES
CANTIDAD DE 

COOPERATIVAS
%

S/ D 22 0,4
1 2.911 57,1
2 918 18
3 809 15,9
4 221 4,3
5 124 2,4
6 52 1,0
7 21 0,4
8 15 0,3
9 5 0,1

10 1 0,00019
13 1 0,00019

5.100 100%
Fuente: INAES, 2008

En suma, las cooperativas de de servicios públicos prestan 
en Argentina múltiples servicios: Distribución de energía eléctrica 
de agua potable de red y de mesa envasada, Cloacas y de Desago-
tes domiciliarios, Gas natural por red y de gas envasado, Ambulan-
cia de terapia intensiva y de enfermería. Telefonía fija y celular, TV 
por cable y por medio de antena comunitaria, Internet, Genera-
ción de electricidad, Planta de gas licuado, Planta de pavimento y 
muchas más adecuadas que responden a las necesidades de cada 
población.



130

Cuadro III. Ejemplo de servicios prestados
SERVICIOS PÚBLICOS	OT ROS SERVICIOS

Distribución de agua potable de 
red y de mesa envasada

Ambulancia de terapia intensiva y 
de enfermerías

Cloacas y desagotes domiciliarios 
– Hidrogrúas

Cuidados gerontológicos y 
Enfermería

Sepelios y nicho en cementerio 
privado

Distribución de energía eléctrica TV por cable y antena comunitaria
Distribución de gas natural por red 
y de gas envasado, Planta de gas 

licuado

Créditos y cobranzas

Sepelios y nicho en cementerio 
publico

Turismo, turismo rural y hotelería

Cremación de difuntos –Fabrica 
ataúdes

Capacitación y formación

Telefonía fija y celular Construcción obras civiles y 
viviendas

Fibra óptica e internet Banco ortopédicos (férulas, 
muletas, sillas ruedas)

Educación, bibliotecas y becas 
para estudiantes

Fábrica de columnas, tubos y 
bloques de hormigón

Riego y mantenimiento de la red Vial Venta de artículos del hogar
Planta de pavimento, cuneta y vereda Centro cultural, cine teatro  museo

Fuente: Elaboración propia

Lo expuesto pone en evidencia que la prestación conjunta 
de varios servicios complejiza la operatoria, y requiere de personal 
especializado en cada rubro, pero sólo pueden hacerlo las Coopera-
tivas Prestadoras de Servicios Públicos que son sensibles a las nece-
sidades de las comunidades. 

En otro sentido, exige la revisión de la tipificación tradicional 
con la que se clasifica a las cooperativas de servicios, tema no con-
siderado por los organismos de Contralor. Esto finalmente afecta la 
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calidad de la información estadística sobre cantidad y  tipo de coo-
perativas de servicios según su objeto social y la consecuente toma 
de decisiones tanto de beneficios para el sector, como de asistencia 
financiera por parte del Estado.

La importancia de la función social de las cooperativas

La búsqueda del satisfacer las necesidades e la comunidad, a 
través de la organización de los habitantes del pueblo o la pequeña  
ciudad genera un impacto positivo en el  entramado productivo, en-
tre otras razones, porque esos servicios hacen posible la producción 
y fuentes de trabajo en muchísimos sectores de nuestro territorio,  
facilita la traza de las ciudades, por la búsqueda de más y mejor cali-
dad de vida a sus comunidades, y la promoción de la  cohesión social. 

Asimismo, son vías de encuentro entre vecinos, de prácticas  
de solidaridad, pero a pesar de esto y de la expansión del coope-
rativismo actualmente carecen de un marco regulatorio adecuado 
(Fernández, 2019). 

Sostener la organización cooperativa sobre la base de los  
principios de la ACI (Alianza Cooperativa Internacional) confiere 
identidad estructural  y es un aspecto que caracteriza al movimien-
to cooperativo. Esto implica seguir prácticas que adhieran a los mis-
mos, potenciar las  fortalezas cooperativas y ajustarlar a la compleja 
realidad actual, para perpetuarlas a futuras generaciones.

Ventajas y  oportunidades de mejora  de las organizaciones coope-
rativas de servicios públicos

Algunas de las ventajas de las cooperativas de servicios públi-
cos son: 

• Permiten encarar una actividad que resultaría difícil desa-
rrollar individualmente, ejemplo: el mantenimiento vial o el acceso 
a la red eléctrica, suministrando diversos servicios a numerosas per-
sonas, que de otra manera carecerían de los mismos, ya que no son 
prestados por las empresas lucrativas, ni por el Estado en pequeñas 
ciudades o localidades.
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• Dado que sus asociados son al mismo tiempo usuarios de los 
servicios, se ocupan de promover la calidad cuidando los precios de 
las tarifas, en defensa de su condición de consumidores y asociados.

• Dado que es posible cuidar los precios al  evitar la intermedia-
ción, es factible explicar con transparencia las tarifas a nivel de una  
zona o varias localidades. En el marco de los precios de compra del 
suministro en el mercado, y de las tarifas que fija el ente regulado.

• En relación con el punto anterior, esto promueve el beneficio 
de la  comunidad, ya que posibilita el progreso de la región; en ocasio-
nes generando empleo y reinvirtiendo los excedentes cuando los hay. 

Es decir, no solo es el asociado quien se beneficia, sino que 
toda la comunidad se ve favorecida al generarse una competencia 
más justa en el mercado.

• Por su intermedio es posible acceder, a créditos blandos a 
bajo interés.

• Al final de cada ejercicio económico, y de haber excedentes 
monetarios es posible decidir si éstos se redistribuyen entre los aso-
ciados o si se reinvierten en el desarrollo de la institución. 

En suma, el impacto que se genera a  través de sus propósitos 
sociales, resulta clave a la hora de mantener tarifas lo más bajas 
posibles, impidiendo el incremento desmedido de los precios por 
parte de otras empresas prestadoras del mismo servicio. 

Se comentó anteriormente, que la búsqueda de ambos obje-
tivos es una situación de múltiples objetivos naturalmente en con-
flicto al tomar decisiones de gestión (Bonatti et al. 2005). 

En cuanto a las desventajas u oportunidades de mejora se in-
cluyen: 

a) Se las suele considerar como meras organizaciones conce-
sionarias, antes que organizaciones de economía social autogestivas 
y con capacidad para desarrollar proyectos de impacto social y eco-
nómico. El Estado proporciona tratamiento igual a los desiguales, 
no distingue la naturaleza de las organizaciones, ni el hecho que los 
costos de producción son distintos en la escala de una gran ciudad, 
que en el de una pequeña o en una localidad. Tampoco distingue 
la circunstancia que todas las mayoristas prestadoras de servicios 
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concentran los mismos en las grandes ciudades y su transporte a 
las comunidades en las que se prestan los servicios, tiene costos 
adicionales que no son compensados.

b) Existe un desconocimiento generalizado en el ciudadano 
sobre qué es y cómo funciona una organización cooperativa y tam-
bién en muchos profesionales egresados de ciencias económicas. Las 
cooperativas se corresponden con una economía alternativa diversa 
tiene otros objetivos empresarios y otros modos de funcionamiento.

c) En relación con el punto anterior el vecino asociado desco-
noce que tiene un doble rol usuario y asociado (dueño) de la coope-
rativa. Aspecto de central importancia, dado que las decisiones se 
toman en forma democrática en Asamblea de Asociados, y las ad-
ministraciones de las cooperativas deben trabajar para enraizarlos.

d) Hay sujeción a diversos organismos de fiscalización, los 
cuales muchas veces persiguen objetivos divergentes. 

e) Se observa una significativa desactualización de los marcos 
regulatorios conforme a la complejidad de la realidad socioeconó-
mica actual que también afecta la normativa de actualización de 
cuadros tarifarios, particularmente en el servicio público de produc-
ción y distribución de agua potable, en tanto el mismo es considera-
do un derecho humano.

f) El tema de las tarifas es fundamental para el sostenimien-
to y la prestación de los servicios públicos. El concepto de pass-
throug no está contemplado en los contratos de concesión de las 
cooperativas prestadoras de servicios públicos, lo cual impide que 
se incorporen cuando aumentan la tarifa los dos costos más impor-
tantes que tiene la cooperativa prestadora de servicios públicos: el 
incremento del costo laboral y el aumento del insumo a distribuir 
(Fernández, 2019). 

Por ejemplo: si Cammesa99 aumenta la energía no se puede 
demorar la actualización de las tarifas, ya que esos meses la coope-
rativa tiene que absorber los costos, lo cual resiente su  economía 
(Baduna, 2019). 

	 99.	 Compañía Administradora del Mercado Mayorista Eléctrico (Cammesa) es 
una empresa privada argentina sin fines de lucro. El 80% de Cammesa está 
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Hay una legislación que cumplir, el aumento tarifario se debe 
al aumento del mayorista de energía, que depende del Ministerio 
de Energía de la Nación, y además depende de la provincia también, 
que tiene un costo de distribución que se refleja en las tarifas im-
puestas a las cooperativas (Baduna, 2019). En ningún caso se con-
templan las especificidades de costos de la prestación del servicio 
que hacen las cooperativas. 

Fernández (2019), plantea al respecto, que las cooperativas 
requieren tener en el contrato de concesión un pass-throug100 que 
al menos contemple el aumento directo sin necesidad de autori-
zación expresa  del órgano  Deliberante de la ciudad o pueblo, que 
demora su aplicación por causas razonables de su propio funciona-
miento. 

En relación al marco regulatorio (Vitale, 2018) se observan los 
siguientes aspectos a mejorar:

• Están previstos para concesionarios comerciales lucrativos.
• Disocian cooperativa de asociado/da.
• Superponen el rol de asociado/a con el de usuario/a del ser-

vicio.
• Definen condiciones y reglamentos genéricos
• Colocan al asociado/a bajo el marco de la ley de defensa del 

consumidor

Algunos problemas de las cooperativas 
a) Escasez de capital para su organización y de capital circulan-

te para mantener sus actividades.
b) Obsoletización de infraestructura para operar, ejemplo: 

micro-medidores en el caso del agua potable, maquinaria y herra-
mientas para mantenimiento.

en manos de agentes del mercado mayorista de electricidad, mientras que 
el 20% restante pertenece al Ministerio de Energía

	100.	 El mecanismo de Pass Through permite pasar a tarifa un valor representa-
tivo del costo promedio de compra en el Mercado Eléctrico Mayorista, del 
costo de los contratos a término efectuados con anterioridad al proceso 
de privatización y de los costos del transporte. Organismo de Control de 
Energía Eléctrica de la Provincia de Buenos Aires.
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c) Falta de experiencia gerencial de los trabajadores. 
d) Falta de actualización en herramientas de gestión adminis-

trativa y de formulación de proyectos triple impacto: económico, 
social y cultural.

e) Ausencia de prácticas de cuidado pro el medio ambiente 
y el entorno inmediato. Por ejemplo: Acciones de cambio cultural 
para el consumo responsable y la separación de residuos no conta-
minantes en origen. 

f) Ausencia de una cultura de asalariamiento en la cual se se-
para, o se mezcla en un liderazgo no participativo, el gobernar, el 
gestionar del ejecutar. 

g) Problemas de comunicación que repercuten en los acuer-
dos al tomar decisiones.

h) Dificultad de operar y gestionar en la etapa de inicio de la 
cooperativa.

i) En relación con el punto anterior, muchas cooperativas ter-
cerizan sus servicios, por ejemplo: La fabricación de ataúdes cuando 
se presta el servicio de sepelio y nicho. 

j) Se configura, así, un cuadro de subordinación a las empre-
sas originarias, independiente de la observancia interna de los prin-
cipios autogestionarios. 

Algunos datos de las cooperativas prestadoras de servicios publicos

A fines del Siglo XIX, el físico y matemático  inglés Lord Kelvin, 
expreso que “lo que no se define no se puede medir y que lo que no 
se mide, no se puede mejorar”. Esta frase, cobra vigencia cuando se 
piensa en la inexistencia, aún hoy, de un sistema integrado de ac-
tualización continua a nivel nacional; que informe con confiabilidad, 
integración y a nivel Nacional y Provincial, el estado actual de las 
entidades cooperativas de servicios públicos. 

Disponer de información confiable permite identificar proble-
mas y oportunidades de mejora y diseñar políticas que otorguen  
transparencia a la gestión pública y favorezca el desarrollo de las 
organizaciones de la Economía social. 

Se mencionó que el cooperativismo de servicios públicos ha sido 
un sector de alta expansión en las últimas décadas. En la actualidad, 
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existen según datos del censo de INAES a 2019, 790 organizaciones  
que prestan servicios de agua potable, de energía, telefonía, inter-
net y gas. Consultadas las Federaciones de Cooperativas de Servi-
cios Publicos, se relevó que a julio de 2020 sólo en la provincia de 
Santa Fe, existen: 

En FECOTEL (telefonía) unas 80 cooperativas, en FESUGAS 
(gas natural) 24, en FESCOE (electricidad) 60, y en AGUA entre las 
federaciones FENCAP y FECCAFE (agua potable y saneamiento) al-
rededor de 129.  

Esto arroja un total de 293 cooperativas de servicios públicos 
asociadas a federaciones en la Provincia de Santa Fe. 

No hay registro de la cantidad de cooperativas no federadas.	
Estas organizaciones que vienen sufriendo décadas de crisis, de in-
crementos de precios de los insumos desmesurados, no obtienen 
de forma ágil apoyo  financiero para afrontar la mega crisis que pro-
yecta la pandemia.

COOPERATIVAS DE SERVICIOS PÚBLICOS DE AGUA POTABLE Y 
SANEAMIENTO EN LA REPUBLICA ARGENTINA. 

El AGUA ES UN DERECHO HUMANO FUNDAMENTAL

Como es ampliamente reconocido, el saneamiento básico (agua 
segura y sistema de recolección de excretas y tratamiento) resulta 
fundamental para la salud de la población. 
En el mundo, las personas que carecen de acceso a servicios de 
agua potable gestionados de manera segura alcanzan un total de 
2,1 billones, mientras que las personas sin servicios de saneamiento 
adecuados llegan a 4,5 billones (OMS/UNICEF, 2017). 
Las falencias en el saneamiento básico provocan anualmente la 
muerte de más de 5 millones de personas. Más aun, se estima que 
cerca de 2.300 millones de personas padecen enfermedades de ori-
gen hídrico. 
Así, es posible admitir que 60% de las muertes de niños menores de 
5 años es causado por enfermedades parasitarias e infecciosas cuyo 
origen es el agua que consumen.
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En la Argentina, los últimos datos censales disponibles (2010) dan 
cuenta de una cobertura nacional de agua por red pública que al-
canza a 82% de la población, y una cobertura de cloacas que llega 
a 40% (Lopardo; Higa)101

El agua es un bien que tiene un sentido vital, es un derecho 
humano individual, comunal o colectivo por encima del conjunto de 
mercancías intercambiables en el mercado, por ello, su considera-
ción como base esencial para el desarrollo de las actividades huma-
nas no puede ser vista simplemente como una relación de costo/ 
beneficio (Treviño, 1999).  

El valor social del agua reaparece con sentido propio para los 
actores en la medida en que la necesidad frente al recurso adquiere 
un significado de carácter social, en tanto derecho que la propia 
sociedad establece para que sea ejercido (Treviño, 1999) y del cual 
numerosos sectores se sienten y están, de hecho, excluidos. La pan-
demia ha puesto en evidencia que muchos sectores excluidos de la 
población de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y de la Provincia 
de Buenos Aires carecen de agua potable y saneamiento, esto y 
el hacinamiento, son factores fundamentales de la difusión de la 
enfermedad, además de un incumplimiento de la obligación de ase-
gurar los derechos humanos, que han venido haciendo sucesivas 
administraciones.

El informe del Observatorio de  deuda social de la Universidad 
Católica Argentina (2019), da cuenta de que en Argentina no está ase-
gurado ni el derecho al agua, ni al saneamiento en el área urbana102. 

	101.	 Coordinado por Lopardo, R. A.; Higa, L. E.  et al. “Sobre el tema de calidad 
de agua en las Américas. Argentina” (2019). En el libro “Calidad del Agua 
en las Américas Riesgos y Oportunidades”. Ed. UNESCO-IANAS La Red Inte-
ramericana de Academias de Ciencias. http://grupomontevideo.org/ndca/
caaguas/wp-content/uploads/2019/03/wb09.pdf.

	102.	 OBSA. (2019). Pobreza de derechos para el desarrollo humano y la in-
tegración social en la Argentina Urbana. 2010-2018. http://wad-
min.uca.edu.ar/public/ckeditor/Observatorio%20Deuda%20Social/
Presentaciones/2019/2019-Observatorio PPT-Pobreza-Multidimensio-
nal.pdf
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El 10,8% de los hogares urbanos, va de suyo que en los nive-
les de hacinamiento y de familias numerosas supone un porcentaje 
mucho mayor de la población, carecía al 2017 de agua corriente, y 
el 29,1% de cloacas. 

Estos porcentajes que son tremendos se multiplican en el sec-
tor rural, y explica claramente la importancia y la necesidad de exis-
tencia,  de las Cooperativas Prestadoras de Servicios Públicos.

A continuación se exponen las cuestiones centrales del sector 
de agua potable y saneamiento de Argentina, incluyendo las opor-
tunidades de mejora del sector y la injerencia del sector coopera-
tivo en la prestación de este servicio esencial para la vida humana

Caracteristicas del sector a nivel país hacia 2019

El sector de agua potable y saneamiento de Argentina pre-
senta un atraso significativo en la cobertura de agua y cloaca, por 
lo tanto es responsabilidad de la autoridad pública introducir las 
acciones necesarias para mejorar  la calidad y eficiencia de estos 
servicios básicos para la vida humana. 

Según datos publicados por la Subsecretaría de Recursos Hí-
dricos - SSRH (Unidad de Agua Potable y Saneamiento - UAPyS) per-
teneciente hacia 2019 a la Secretaría de Obras Públicas - SOP del 
Ministerio del Interior, Obras Públicas y Vivienda - MIOPyV, se esti-
ma que de las 39,8 millones personas residentes en áreas urbanas 
en 2015, solo  el 87% tienen acceso a agua por red pública y apenas 
el 58% a cloacas. 

Según consta en la 2a Versión del Plan Nacional de Agua po-
table y saneamiento de 2017, no existen estadísticas confiables en 
relación con el nivel de tratamiento de aguas residuales. Sin embargo 
se estima que oscila entre el 15 y el 20% de las aguas recolectadas.

Por otra parte, se calcula que en Argentina existen 1.828 pres-
tadores de localidades urbanas. Veintitrés (23) provinciales o regio-
nales, diecinueve (19) estatales que dan cobertura al 60% de la po-
blación y 4 privados para el 10%.

El 30% de la población es cubierta por municipios y comunas 
o bien por cooperativas de servicios públicos de agua potable. 
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Dada la diversidad de prestadores y su dispersión geográfica, 
resulta necesario una planificación estratégica y una gestión coordi-
nada de los tres principales entes ejecutores nacionales: 

La empresa AySA que atiende la expansión de servicios en el 
área del Conurbano Bonaerense103, la Unidad de Coordinación de 
Programas y Proyectos con Financiamiento Externo (UCPyPFE) del 
MIOPyV para apoyar con recursos de financiamiento externo a las 
provincias que conforman el Plan Belgrano (Provincias del Norte 
Grande más La Rioja) y el ENOHSA para el resto de las localidades 
del país. Órgano que depende el la Secretaria de Infraestructura y 
política hídrica del ministerio de obras públicas.

Diagnóstico del sector a 2017

La gestión privada del servicio de aguas y saneamiento ha 
perdido vigencia a la luz de los rotundos fracasos experimentados 
(Güttner, 2012). 

Los especialistas coinciden en atribuir al sector privado que se 
hizo cargo de las concesiones una gestión pésima y deficiente, tanto 
en las provincias como en el área metropolitana104. Claramente no 
puede prestarse un servicio público cuando la empresa tiene un ob-
jetivo excluyente que es maximizar su ganancia. 

	103.	 Para la coordinación y programación de las obras del Conurbano Bonae-
rense se ha constituido en el ámbito de la Subsecretaría de Recursos Hí-
dricos, la Mesa Metropolitana del Agua que está integrada por represen-
tantes del Gobierno Nacional (AySA, ENOHSA, Unidad de Agua Potable y 
Saneamiento de la SSRH, APLA y ERAS) y del Gobierno de la Provincia de 
Buenos Aires (Ministerio de Infraestructura, Subsecretaría de Ejecución de 
Infraestructura Básica; Dirección Provincial de Agua y Cloacas (DIPAC).

	104.	 Aguas Argentinas S.A, por ejemplo, minimizó la inversión expansiva y se 
focalizó en incorporar usuarios de manera precaria, priorizando el aumen-
to de las tarifas en un contexto de estabilidad de precios, y desestimando 
la instalación de redes cloacales. 

		  Este mal manejo condujo a que el agua freática en la zona del conurbano 
–que a principios de los 90 se ubicaba a 15 y 20 metros de profundidad–, 
ascendiera rápidamente hasta alcanzar el nivel del suelo, producto del 
cambio de fuente de aprovisionamiento del agua potable. 
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Si a esto se suma  que el área concesionada a los prestadores 
lucrativos era una de las mayores del mundo en cuanto a prestación 
privada del servicio y que los esquemas jurídicos de regulación y 
contralor eran notablemente precarios (Güttner, 2012), casi a medi-
da de los intereses comerciales de los concesionarios y sin transpa-
rencia, se ve cómo el Estado fue desentendiéndose de su rol tutelar 
y de garante del derecho humano al acceso a los servicios sanitarios 
y de agua potable, para convertirse en garante de la rentabilidad 
empresarial privada105.

Las cooperativas, en cambio, han procurado sortear esta cir-
cunstancia y las sucesivas crisis en muchos lugares del país, y se 
ocupan de la prestación con singular éxito desde su irrupción a me-
diados de la década del sesenta.

Oportunidades de mejora
El sector de agua y saneamiento de Argentina presenta un sig-

nificativo atraso en la cobertura de agua y cloaca que requiere, de 
una política de estado cuyo propósito central sea la mejora en tér-
minos de calidad y eficiencia en la prestación de los servicios para el 
bienestar y la salud de la población.  

Se exponen a continuación los aspectos críticos que requieren 
de acciones estratégicas para su solución.

a) Coordinación en las decisiones de financiamiento y asig-
nación de recursos, 

Los recursos de financiamiento son asignados de acuerdo a  
un esquema compartido entre Operadores, Provincias, Municipios 
y el Estado Nacional (Plan nacional de agua potable y saneamien-
to). Sin coordinación efectiva de procesos del sector, pueden surgir 

		  La toma del Acuífero Puelche y otros pozos fue sustituida por la del Río de 
la Plata, por resultar más accesible en términos de costos e infraestruc-
tura, con el consiguiente efecto nocivo de verter los efluentes en pozos 
absorbentes que superan en 9 veces la tolerancia de infiltración natural 
producto de la lluvia.

	105.	 Subsisten aún las concesiones de las provincias de Salta, Corrientes, For-
mosa y Mendoza, y de ciertas localidades de la provincia de Buenos Aires.
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solapamientos de circuitos y demoras en la toma de decisiones, por 
las competencias asignadas en la estructura del Gobierno Nacional.

b) Formulación de políticas públicas  sectoriales
La falta de coordinación y organización por parte de institu-

ciones sectoriales y la inexistencia de equipos especializados para 
desarrollar estas funciones, debilitan la planificación de inversiones 
y de  calidad de servicios a mediano y largo plazo, es decir la formu-
lación de las políticas sectoriales. 

c) Creación de un sistema nacional de datos del sector de 
agua y saneamiento

Contar con un sistema nacional de datos del sector, con infor-
mación actualizada permitirá el acceso a información especializada 
para la toma de decisiones y promover, buenas prácticas para el man-
tenimiento de la infraestructura y la gestión de operadores, transferir 
conocimiento y fortalecer los  servicios provinciales y municipales.

d) Cobertura y calidad 
Mayores niveles de cobertura y calidad de los servicios, son 

aspectos que requieren fortalecer la profesionalización de los ope-
radores para  afrontar una gestión más compleja. Estas acciones, 
debieran propender a la reducción de pérdidas comerciales y físi-
cas, la revisión de la gestión comercial para aumentar niveles de 
recaudación, el incremento en la productividad laboral y la imple-
mentación de proyectos de eficiencia energética. 

e) Cuadros tarifarios
La mayoría de los cuadros tarifarios de los medianos y grandes 

operadores del país se basan en el  criterio de consumo presunto en 
función de la superficie, zona, calidad y antigüedad del inmueble. 

Estas variables no refleja adecuadamente el nivel de consumo 
del usuario. Debido al bajo nivel de micro-medición del consumo, 
subsiste de manera generalizada un sistema tarifario de “canilla li-
bre” aunado a la falta de conciencia en el consumo responsable por 
parte del ciudadano promedio.

La revisión del marco regulatorio es un aspecto fundamental 
para el sostenimiento de la prestación. Incorporar el concepto de 
pass-throug de todos los contratos de concesión de las cooperati-
vas prestadoras de servicios públicos, que al menos contemple el 
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aumento directo sin necesidad de autorización del Concejo Delibe-
rante, es una alternativa para incorporar a la tarifa  el incremento de 
los costos más significativos (Fernández, 2019).

Respecto del costo laboral y el aumento de insumos, demorar 
la actualización de las tarifas obliga a las  la cooperativas a  absorber 
estos costos, lo cual termina resintiendo la economía de las mismas 
(Fernández, 2019) .

f) Situación de los Prestadores 
En Argentina existen alrededor de 167 subsistemas diferentes 

de operación y gestión (Fernandez, 2019), sin una política coherente 
y unificada, con niveles de accesibilidad y calidad del recurso frag-
mentados, siendo el mercado el denominador común que potencia 
la marginalidad sistemática del derecho al agua y a la salud pública.

El Estado, con su intervención decidida y una técnica legisla-
tiva acorde al nivel político, puede resolver la atomización del siste-
ma y sus consecuencias negativas. 

Para ello es fundamental tomar como referencia la vieja Ley Or-
gánica de Obras Sanitarias de la Nación Nº 13.577, cuyos principios y 
disposiciones permitieron que en su momento la Argentina desarro-
llara una ingeniería sanitaria de avanzada en el mundo, universalizan-
do el acceso al agua de todos sus habitantes (Güttner, 2012).

Muchas cooperativas carecen de los recursos necesarios 
para obras de saneamiento y solo pueden garantizar la provisión 
de agua potable, por lo que sería ilógico que el Estado acometiera 
las mismas con grandes inversiones y el operador privado continúe 
operándolas (Güttner, 2012). 

Siguiendo a este autor, es menester declarar que “el agua es 
un derecho humano fuera del comercio y el saneamiento una po-
lítica de estado tendiente a prevenir la contaminación ambiental y 
preservar la salud pública.

En este sentido, un aspecto de importancia es lograr  la sos-
tenibilidad financiera de los operadores. Los  esquemas de fijación 
de tarifas que reflejen los costos de la prestación, en el desarrollo 
e implementación de modelos de gestión que mejoren la eficien-
cia de la operación y mantenimiento de los servicios, y en meca-
nismos que promuevan la transparencia y el control social de los 
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operadores, fijando criterios diferenciados para quienes prestan 
sus servicios en pequeñas ciudades y poblaciones, internalizando 
mayores costos.

En simultáneo, sería importante analizar mecanismos de sub-
sidios focalizados para orientar los fondos de forma equitativa y efi-
ciente a la población en condiciones de vulnerabilidad (Plan Nacio-
nal de agua potable y saneamiento, 2017).

g) Mantenimiento preventivo
Introducir acciones de mantenimiento preventivo es un as-

pecto pendiente para muchas cooperativas. Diseñar estos progra-
mas  facilita maximizar la vida útil de los activos físicos y la infraes-
tructura en general.

h) Transparencia y rendición de cuentas	
A efectos de  mejorar la transparencia y la rendición de cuen-

tas de los prestadores, es importante hacer públicos sus estados 
financieros, informes anuales, indicadores de gestión, planes maes-
tros y propiciar la transparencia de contrataciones y búsquedas la-
borales (Plan Nacional de agua potable y saneamiento, 2017).

El sector carece de un sistema de información integral a nivel 
nacional sustentado con una base de datos sobre los aspectos rele-
vantes del sector y con un mecanismo formalizado de actualización 
y de accesibilidad pública. El desempeño de los prestadores es sus-
ceptible de ser monitoreado mediante indicadores para el control 
de gestión, sobre los cuales hay unas prácticas ampliamente co-
nocidas en el mercado (Plan Nacional de agua potable y saneamien-
to, 2017).

i) Consecuencias de las crisis económicas  
Las tarifas de la mayoría de los grandes prestadores del país 

se encuentran retrasadas con relación a la inflación.  Esto implica un 
fuerte deterioro de la cobertura de los costos de operación, lo que 
hace necesario el financiamiento del déficit operativo mediante el 
presupuesto público tal es el caso de ASSA en la provincia de Santa 
Fe (Plan Nacional de agua potable y saneamiento, 2017).

j) Cuestiones culturales
Sumado a los aspectos mencionados precedentemente, es 

necesario difundir buenas prácticas de consumo responsable en la 
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ciudadanía. Cuestiones como el  consumo no medido en el caso del 
agua, tarifas extremadamente bajas, y un entendimiento a veces 
generalizado que un bien indispensable debía ser gratuito o casi, 
son temas a concientizar en la población (Plan Nacional de agua 
potable y saneamiento, 2017).

Reflexiones finales

La gestión privada del servicio de aguas y saneamiento ha 
perdido vigencia a la luz de los rotundos fracasos experimentados 
(Güttner, 2012). Los especialistas coinciden en atribuir al sector pri-
vado que se hizo cargo de las concesiones, una gestión deficiente, 
tanto en las provincias como en el área metropolitana106.

Si a esto se suma que el área concesionada era una de las 
mayores del mundo en cuanto a prestación privada del servicio y 
que los esquemas jurídicos de regulación y contralor eran notable-
mente precarios, casi a medida de los intereses comerciales de los 
concesionarios y sin transparencia, es observable que  el Estado fue 
desentendiéndose de su rol de garante del derecho humano al ac-
ceso a los servicios sanitarios y de agua potable para en beneficios 
dela  rentabilidad empresarial privada107.

Las cooperativas, en cambio, han sorteado esta circunstancia 
y en muchos lugares del país se ocupan de la prestación con singular 

	106.	 Aguas Argentinas S. A., por ejemplo, minimizó la inversión expansiva y se 
focalizó en incorporar usuarios de manera precaria, priorizando el aumen-
to de las tarifas en un contexto de estabilidad de precios, y desestimando 
la instalación de redes cloacales. Este mal manejo condujo a que el agua 
freática en la zona del conurbano –que a principios de los 90 se ubicaba a 
15 y 20 metros de profundidad–, ascendiera rápidamente hasta alcanzar 
el nivel del suelo, producto del cambio de fuente de aprovisionamiento 
del agua potable.La toma del Acuífero Puelche y otros pozos fue sustituida 
por la del Río de la Plata, por resultar más accesible en términos de costos 
e infraestructura, con el consiguiente efecto nocivo de verter los efluentes 
en pozos absorbentes que superan en 9 veces la tolerancia de infiltración 
natural producto de la lluvia.

	 107.	 Subsisten aún las concesiones de las provincias de Salta, Corrientes, Formosa 
y Mendoza, además de ciertas localidades de la provincia de Buenos Aires.



145

éxito, asumiendo las necesidades de las comunidades de pequeñas 
ciudades y localidades, aunque ello suponga mayores costos.

Desde esta perspectiva, y en consonancia con la coyuntura de 
crisis mundial del sistema capitalista, es importante revalorizar del 
rol del Estado Nacional en la delineación de políticas públicas que 
garanticen el goce de los derechos a sus ciudadanos, potenciado 
por criterios de gestión que apunten a la transparencia, la eficien-
cia, y a la participación activa de la sociedad (Güttner, 2012).  

Las últimas cuatro décadas han sido suficientemente aleccio-
nadoras para la Argentina en ese aspecto, demostrando el estrepito-
so fracaso de la ola privatista en la gestión de los servicios públicos.

Ante el fracaso del modelo privatista que solo persigue el lu-
cro individual y desdeña el interés público y los derechos humanos, 
y considerando la exitosa intervención del Estado como instrumen-
to de justicia social y equidad a lo largo de la historia y en el presen-
te, se hace necesario replantear el concepto de servicio público, su 
prestación y marco regulatorio (Güttner, 2012).

Argentina es el país que cuenta con mayor cantidad de coope-
rativas prestadoras de servicios de agua potable y saneamientos en 
toda América Latina. Según datos del Censo Nacional de 2001, las 
cooperativas brindan el servicio en ciudades de hasta 50.000 habitan-
tes, cubriendo los requerimientos de más de 4 millones de argentinos. 

Sólo en la provincia de Santa Fe, FECCAFE (fFederación de 
Cooperativas y Comunas de Agua potable de Sta. Fe) es una red  
que nuclea a unas 40 prestadoras del servicio al que acceden unos 
250.000 santafesinos. La gestión cooperativa tiene un amplio im-
pacto en la sociedad y en las comunidades.

Garantizar el acceso a los servicios públicos indispensables 
para la vida digna de la población, es responsabilidad del Estado 
Nacional,  la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, las Provincias, los 
Municipios  y comunas en el marco del espíritu federal que persigue 
el sistema de gobierno argentino, adecuando la prestación a las ne-
cesidades y realidades de cada lugar (Güttner, 2012).  

El acceso al agua potable y al saneamiento  lejos de ser una 
mercancía, es un derecho humano del que debe gozar todo habi-
tante del suelo argentino. 
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Asegurar las fuentes de aprovisionamiento racional y constan-
te, es imprescindible en términos de política sanitaria y ambiental, 
de manera concomitante a todo Plan de Obras y a la política pre-
ventiva del Estado en el ámbito de la Salud Pública. De igual  modo, 
deben implementarse mecanismos de control y participación social 
activa en la formulación de políticas de gestión, tales como  Audien-
cias Públicas, con controles diferentes a los de la esfera comercial 
en el marco de una sociedad anónima.

Por otro lado, cabe revisar las categorías de usuarios evaluan-
do parámetros objetivos que permitan cobrar más a los usuarios de 
mayor consumo y poder adquisitivo, permitiendo que la diferencia 
financie los costos de las Tarifas Sociales para los sectores de la po-
blación más vulnerables de la población.

La reducción de los índices de morosidad con un fuerte “com-
promiso social” de los usuarios debe ser también una política de ges-
tión que sustente la eficiencia del servicio en equilibrio con la garantía 
de “limitar el corte del servicio” en casos de vulnerabilidad extrema.

Esta postura no implica un retroceso hacia el estatismo a ul-
tranza, sino que por el contrario es el resultado de una evaluación 
objetiva de la crisis mundial del sistema capitalista y sus operadores 
privados en la gestión invasiva de los asuntos públicos, y el impacto 
negativo sobre las sociedades a las que se empecinó en categorizar 
como meros consumidores y usuarios (Güttner, 2012). 

La solidaridad y el bien común son fines supremos que sólo el 
Estado puede garantizar al definir políticas públicas que garanticen 
el goce de los derechos a sus ciudadanos, potenciados por criterios 
de gestión que apunten a la transparencia, la eficiencia, y a la parti-
cipación activa de la sociedad.

Como se ha visto, las cooperativas, a través de sus fines so-
ciales son clave a la hora de mantener tarifas lo más bajas posibles, 
impidiendo el incremento desmedido de los precios por parte de 
otras empresas prestadoras del mismo servicio. Asimismo, Las co-
munidades y grupos vulnerables pueden participar en los procesos 
de toma de decisiones. 

La necesidad de introducir principios de racionalidad eco-
nómica, para mejorar la gestión del agua y sus servicios ha sido 
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confundida con la introducción de la racionalidad mercantil neoli-
beral (Castro, 2005). 

Un aspecto pendiente en la agenda del poder público, son 
las acciones de educación y concientización sobre el consumo res-
ponsable del agua, gas y electricidad en los ciudadanos .Este, es un 
aspecto de cambio cultural que debe promoverse desde el ámbito 
educativo en forma inmediata. 

Es necesario formular un proyecto participativo desde las ba-
ses, y mantener ese enraizamiento durante el funcionamiento de la 
Cooperativa Prestadora de Servicios Públicos, promoviendo los va-
lores de la solidaridad y la ayuda mutua entre los asociados, suman-
do al derecho, la oportunidad de participar activamente en el desa-
rrollo de los emprendimientos y de su gestión. Los cooperativistas, 
pueden co-crear lazos confiables y trabajar mancomunadamente.

Ante la crisis económico política a nivel global, es imprescin-
dible aunar esfuerzos entre cooperativas trabajadores y estados a 
efectos de generar proyectos transversales, de triple impacto eco-
nómico social, y cultural con cuidado medioambiental,  para afron-
tar los retos hacia 2030. 

Finalmente, la importancia de este compromiso a la luz de 
varias décadas vividas de políticas neoliberales y ajustes estructu-
rales (Bolcatto, 2000), que provocaron y provocan estancamiento, 
exclusión social y pérdida de soberanía nacional, enfrenta y desafía 
al pensamiento crítico a contribuir y construir caminos alternativos.
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Cooperativismo de Consumo en la Argentina

Federación Argentina de Cooperativas de Consumo

Orígenes del Cooperativismo de Consumo

Así como se reconoce que fue una cooperativa de consumo 
–la de los Probos Pioneros de Rochdale, fundada en 1844– el punto 
de partida del cooperativismo moderno, los intentos iniciales para 
constituir cooperativas en la Argentina correspondieron también al 
sector consumo.

Hay constancias que en 1875 en la ciudad de Buenos Aires se 
creó la llamada Sociedad Cooperativa de Producción y Consumos, y 
diez años más tarde la Cooperativa de Consumos a iniciativa de un 
grupo de inmigrantes franceses de tendencia socialista108.

En 1898, por iniciativa del Dr. Juan B. Justo, se fundó la Coo-
perativa Obrera de Consumos que, si bien se mantuvo en actividad 
durante apenas cuatro años, resultó la simiente para que el 30 de 
julio de 1905 el propio Justo y otros 18 pioneros decidieran la fun-
dación de la Cooperativa de Consumo, Edificación y Crédito “El Ho-
gar Obrero”, cuya primera actividad fue el otorgamiento de créditos 
hipotecarios y la construcción de viviendas populares, inaugurando 
en 1913 su primera casa colectiva y dentro del mismo edificio un 
almacén cooperativo.

Durante las dos décadas iniciales del Siglo XX, cuando en el 
país prácticamente no existía legislación en materia de cooperativas 
salvo las escuetas y en cierto modo inadecuadas disposiciones in-
troducidas en el Código de Comercio por la reforma de 1889, fueron 
varios los intentos de poner en marcha cooperativas de consumo.

Como ejemplo puede mencionarse la constitución en el sur 
de la provincia de Buenos Aires de la Cooperativa de Consumidores 

	108.	 Carracedo, O. (1980). El Hogar Obrero. Vanguardia de la Economía Social 
Argentina. Edición de la cooperativa “El Hogar Obrero”. Buenos Aires, p. 
27.
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Ltda. de Ingeniero White en 1912, la Cooperativa Obrera Económica 
de Consumo de Punta Alta Ltda. en 1913 y la Cooperativa de Consu-
mos de Empleados y Obreros del Ferrocarril Buenos Aires al Pacífico 
y anexos, división Bahía Blanca Ltda. en 1919109. 

Ninguna de las tres funciona actualmente, ya que la primera y 
la tercera se integraron en 1936 y 1955, respectivamente, a la Coo-
perativa Obrera –fundada en Bahía Blanca en 1920 para producir 
y distribuir pan entre sus asociados–, mientras que la restante se 
incorporó en 1967 a la Cooperativa Eléctrica de Punta Alta, entidad 
ésta que fue la primera en su tipo creada en Latinoamérica.

La Federación de Cooperativas de Consumo
El vigor con el que el cooperativismo se desarrolló en la Argen-

tina, especialmente a partir de 1926 tras la sanción por el Congreso 
Nacional de la Ley de cooperativas Nº 11.388, no sólo se exterioriza 
en la creación de cientos de cooperativas de las más diversas ra-
mas sino también en una rápida integración vertical, la que se había 
iniciado en 1922 cuando diez cooperativas agrarias santafesinas y 
cordobesas constituyeron en Rosario la Asociación de Cooperativas 
Rurales Zona Central, que cinco años más tarde adoptó su actual de-
nominación de Asociación de Cooperativas Argentinas Ltda (ACA).

Por otra parte, veintiséis cooperativas convocadas por “El Ho-
gar Obrero” y que contaban en ese entonces con un total de 39.897 
asociados, se reunieron en Buenos Aires el 3 de julio de 1932 para 
dar vida a la Federación Argentina de Cooperativas de Consumo 
Ltda. (FACC), generando así la primera integración vertical del coo-
perativismo urbano argentino110. 

Contando con el decidido apoyo de la Cooperativa “El Ho-
gar Obrero”, la FACC desarrolló una amplia actividad que incluyó el 
aprovisionamiento de mercaderías a las cooperativas de consumo 

	109.	 Weinberg, F.; López de Pagani, C. y Vago, M. H. (1988). Historia de la Coo-
perativa Obrera 1920-1980. Edición de la Cooperativa Obrera Ltda. de 
Consumo y Vivienda. Bahía Blanca, p.11.

	110.	 Rodríguez Tarditi, J. (1982). El cooperativismo de consumo en la Argentina. 
Intercoop Editora Coop. Ltda. Buenos Aires, p. 27.
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asociadas a ella, inicialmente a través de su propio almacén mayo-
rista (entre 1940 y 1979) y luego a través de los centros de distribu-
ción de “El Hogar Obrero”.

Al mismo tiempo llevó a cabo una importante tarea de difu-
sión de la doctrina cooperativa, comenzando con su Escuela de la 
Cooperación en 1938 y convirtiéndose a partir del mismo año en la 
primera editorial cooperativa del país. Aún se recuerdan especial-
mente el “Almanaque de la Cooperación” que publicó entre 1938 
y 1968, así como su “Revista de la Cooperación”, que fue editada 
desde 1945 hasta 1982111.

En 1939 fue la primera Federación de Cooperativas de la Ar-
gentina que adhirió a la Alianza Cooperativa Internacional, toman-
do la posta de la vinculación internacional iniciada por “El Hogar 
Obrero”, que el 8 de septiembre de 1910 se había convertido en la 
primera cooperativa no europea afiliada a la Alianza. 

En 1962 la FACC formó parte del grupo fundador de la Con-
federación Cooperativa de la República Argentina (COOPERAR), en 
cuyas actividades ha participado activamente hasta la fecha. 

Al finalizar el año 1985 la FACC contaba con 243 cooperativas 
asociadas, radicadas en la Capital Federal y en las provincias de Bue-
nos Aires, Chaco, Chubut, Córdoba, Corrientes, Entre Ríos, Formosa, 
La Pampa, La Rioja, Mendoza, Misiones, Neuquén, Río Negro, San 
Luis, Santa Cruz, Santa Fe, Tierra del Fuego y Tucumán. 

Por entonces desarrollaba valiosas actividades en materia de 
capacitación cooperativa, entre ellas las Jornadas Nacionales del 
Cooperativismo de Consumo, la última de las cuales se realizó en 
Bahía Blanca los días 30 y 31 de octubre de 1987 en adhesión al 67° 
aniversario fundacional de la Cooperativa Obrera, entidad que en 
ese momento ocupaba el segundo lugar en importancia dentro de 
las cooperativas de consumo argentinas.

Las sucesivas crisis económicas que padeció el país durante 
el último cuarto del Siglo XX afectaron significativamente a un gran 
número de cooperativas de consumo, provocando la desaparición 
de muchas de ellas o la incorporación de varias a “El Hogar Obrero”, 

	111.	 Rodríguez Tarditi, J. Op. cit. p. 49 y sig. 



152

reduciendo consecuentemente el número de asociadas a la FACC, que 
en 1991 tenía 174 adheridas y cinco años después solamente 127. 

La grave crisis financiera y la posterior presentación en concur-
so preventivo –efectivizada a principios del mes de marzo de 1991– 
de la cooperativa insignia fundada en 1905 a instancias del Dr. Juan 
B. Justo, a lo que se sumó la caída de otras muchas pequeñas y me-
dianas cooperativas que no resistieron la desalentadora situación 
económica, redujeron significativamente la operatoria del consumo 
cooperativo en el país y constituyeron un duro golpe a las actividades 
de la FACC, que encontró en la Cooperativa Obrera el principal sostén 
de su actividad, originando incluso que en el año 2008 trasladara su 
domicilio legal desde Buenos Aires a la ciudad de Bahía Blanca.

Un hito importante en la historia de la FACC es que en el año 
2015 el INAES aprobó la reforma de su Estatuto permitiendo que se 
admitan como asociadas a las mutuales en las que el consumo es su 
actividad principal o secundaria.

La Cooperativa “El Hogar Obrero”

Junto al otorgamiento de préstamos hipotecarios, la construc-
ción de viviendas populares fue la primera de las actividades enca-
radas por la entidad, ya que para sus dirigentes era el aspecto más 
desfavorable que aquejaba a los trabajadores en 1905. El 8 de enero 
de 1911 inauguró el primer barrio obrero en la localidad de Ramos 
Mejía, acontecimiento que fue considerado por el Dr. Justo como la 
“primera manifestación importante de la capacidad del pueblo tra-
bajador del país para organizarse con fines económicos”112. Esta ex-
periencia esta reflejada en un libro que contiene la importante obra 
realizada por “El Hogar Obrero” en el área de la edificación, activi-
dad que reinició en el año 2009 con la construcción de un barrio de 
viviendas en Paso del Rey y ya tiene en marcha otros proyectos113.

	112.	 Rodríguez Tarditti, J. (1970). Juan B. Justo y Nicolás Repetto en la acción 
cooperativa. Intercoop Editora Coop. Ltda. Buenos Aires, p. 40.

	113.	 Dunowicz, R. y Villaveirán, F. (2013. El Hogar Obrero. Un siglo de vivienda 
cooperativa. Edición del Instituto Argentino de Investigación de Economía 
Social (IAIES). Buenos Aires.
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Pero la actividad más trascendente de la cooperativa fue el 
consumo, llegando a tener antes de su proceso concursal una cade-
na de 300 Supercoop que cubría gran parte del país y la convertía en 
la empresa líder del sector supermercadista, con una participación 
en el mercado nacional de aproximadamente el 20%. También con-
taba con plantas de producción de alimentos, frigoríficos, criaderos 
de aves y fábricas de panificados, había puesto en marcha el shop-
ping Spinetto y era propietaria del imponente Mercado de Abasto, 
donde proyectaba la habilitación del gran centro comercial que no 
pudo llegar a concretar. 

El crecimiento alcanzado por “El Hogar Obrero” fue objeta-
do en especial por sectores de la economía lucrativa que veían 
a esa cooperativa a un formidable competidor. Oportunamente 
el Dr. Arturo Vainstok se refirió a tales críticas y con la claridad 
conceptual que lo caracterizaba las enfrentó señalando que “se 
nos plantea el problema del modelo de desarrollo cooperativo” 
sin tener en cuenta la diferencias entre medios y fines que exis-
ten entre las empresas que persiguen el lucro y las cooperati-
vas. Para la empresa con fines de lucro el desarrollo tiene por 
finalidad optimizar ganancias; en cambio, “la cooperativa es una 
estructura económica, cuyo objetivo es optimizar los servicios 
de la comunidad asociada a ese fin”. El crecimiento en las coo-
perativas tiene por finalidad perfeccionar servicios, lograr mayor 
eficiencia operativa, reducir costos y defender el poder adquisi-
tivo de los consumidores114. 

Las actividades económicas de crédito, vivienda, consumo y 
producción que hicieron de “El Hogar Obrero” una de las princi-
pales cooperativas del continente, fue complementada de manera 
notable por una fructífera labor educativa y cultural, canalizada 
entre 1973 y 1991 a través del Instituto de Educación Cooperativa 
(I.E.C.) que dirigió José María Rodriguez Cabarcos, caracterizado 
por el Dr. Dante Cracogna como “un hombre formado en la más 

	114.	 Vainstok, A. (1979. Los 74 años de El Hogar Obrero. Revista de la Coopera-
ción Nº 197, Edición de la Federación Argentina de Cooperativas de Con-
sumo Ltda. (FACC). Buenos Aires, p. 59 y sig.
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auténtica tradición de la Cooperativa y heredero del rico legado de 
sus fundadores”115.

Las condiciones económicas de los 90 no favorecieron a “El 
Hogar Obrero”. Específicamente, fue el “Plan Bonex” el determinan-
te de la presentación concursal de la cooperativa, por significar la 
apropiación de los ahorros por parte del Estado con la consecuente 
falta de liquidez de “El Hogar Obrero”116.

El 11 de mayo de 2011 la cooperativa pudo finalmente obte-
ner la resolución judicial que dio por cumplido el acuerdo concursal 
oportunamente homologado. De esa forma, la entidad que tiene 
asignado el Nº 1 en el Registro Nacional de Cooperativas ha logrado 
recuperar su plena autonomía e impulsar la construcción de vivien-
das, reiniciada en el año 2009 para retomar la que constituyó su 
principal actividad en la etapa posterior a su fundación.

La “Cooperativa Obrera de Bahía Blanca”

El 31 de octubre de 1920 un grupo de 173 vecinos bahienses, 
la mayoría de ellos inmigrantes y obreros ferroviarios, constituye-
ron una cooperativa de consumo con el objeto de poner en marcha 
una modesta panadería que les permitiese asegurar la calidad, el 
precio justo y el peso exacto de un producto en aquella época esen-
cial para la mesa hogareña. 

En aras de esa meta decidieron apelar a la fórmula solidaria 
del esfuerzo propio y la ayuda mutua, constituyendo una empresa 
de servicios, sin fines de lucro, y organizada en base a métodos par-
ticipativos y democráticos.

El 1º de mayo de 1922 salieron los primeros kilos de pan co-
operativo. El efecto inmediato de la presencia de la Cooperativa 

	115.	 Rodríguez Cabarcos, J. M. (2000). Que fue el IEC? Prólogo de Dante Cracog-
na. Intercoop Editora Coop. Ltda. Buenos Aires, p. 10.

	116.	 El Plan Bonex fue un plan económico impuesto por el Gobierno en 1989 
por el cual el Banco Central canjeaba los depósitos a plazo fijo de los ban-
cos por los bonos “Bonex 89” a pagarse en 1999. Por lo tanto, el Banco 
Central congelaba los depósitos de los bancos y éstos se veían imposibili-
tados para devolver los depósitos a los ahorradores.
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Obrera fue bajar a 23 centavos el kilo de un producto que debido a 
la cartelización de los industriales panaderos se vendía en la ciudad 
a 50 centavos.

Fortalecida en esa primera etapa por el lento pero constante 
ingreso de nuevos asociados, la Cooperativa Obrera se consolidó a 
partir del año 1932 cuando habilitó su primer almacén. 

En 1935 integró el grupo de 26 entidades fundadoras de la 
Federación Argentina de Cooperativas de Consumo; en 1936 incor-
poró a la Cooperativa de Consumidores de Ingeniero White, la pri-
mera en su tipo creada en el sur de la provincia de Buenos Aires; 
a partir de 1945 comenzó a abrir sucursales en diferentes barrios 
de Bahía Blanca y en 1955 incorporó a una tradicional institución 
hermana que también funcionaba en la ciudad: la Cooperativa Fe-
rroviaria Ltda. 

En los primeros meses de 1965 la Cooperativa Obrera tomó 
una decisión trascendente: transformar su principal almacén en un 
supermercado con autoservicio, sistema comercial que muy pocos 
años antes había comenzado a implementarse en la Argentina y en 
el que la cooperativa “El Hogar Obrero” resultó una de las empresas 
pioneras en el país. 

Algunos años más tarde, en 1974, para consolidar esta nue-
va etapa de la historia de la entidad, el Consejo de Administración 
de la Cooperativa Obrera aprobó un Plan de Desarrollo, el cual se 
cumplió exitosamente y permitió que la entidad se modernizara y 
expandiera tanto geográficamente como en cantidad de asociados, 
logrando un acelerado incremento en su participación de mercado. 

La fuerte concentración y extranjerización empresarial que se 
produjo en la economía argentina en la última década del siglo XX 
afectó particularmente al sector de la distribución minorista y le ge-
neró a la Cooperativa Obrera la necesidad de afrontar una dura exi-
gencia: Competir de igual a igual con las grandes cadenas interna-
cionales que se instalaron en Bahía Blanca. La Cooperativa no sólo 
respondió exitosamente a ese desafío sino que además amplió su 
área de influencia, llegando con sus servicios a numerosas ciudades 
en cuatro provincias argentinas: Buenos Aires, La Pampa, Rio Negro 
y Neuquén.
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El desarrollo comercial fue acompañado por una multiplici-
dad de acciones tanto de carácter social como referidas a las áreas 
educación, cultura, defensa del medio ambiente, prevención de la 
salud y relaciones con la comunidad, acerca de las cuales brinda 
amplia información su Balance Social Cooperativo que presenta 
desde hace diez años y que es auditado y certificado por Cooperati-
vas de las América, Región de la Alianza Cooperativa Internacional.

El Balance Social, la Memoria y los Estados Contables de la 
entidad pueden consultarse en la página web www.cooperativao-
brera.coop.

Mención especial merece el Círculo de Consumidores de la 
Cooperativa Obrera, creado en 1997 como una puerta abierta a la 
intervención directa y espontánea de los asociados de la entidad, 
que encuentran en sus reuniones mensuales la posibilidad de infor-
marse sobre la marcha institucional, capacitarse en temas de su in-
terés y manifestar sus opiniones y sugerencias, como una expresión 
concreta de democracia participativa. Las reuniones se realizan con 
la participación de dirigentes, funcionarios y asesores de la Coope-
rativa, además de especialistas en los diversos temas que se consi-
deran, entre ellos, cooperativismo, salud, alimentación, cuidado del 
medio ambiente, así como temas referenciales de cada una de las 
ciudades o localidades donde se desarrollan las reuniones.

Actualmente, la centenaria cooperativa cuenta con más de 
dos millones de asociados y lidera a las cooperativas de consumo 
de América Latina. 

Además es una de las diez mayores cadenas de supermerca-
dos de Argentina, logrando una destacada participación de merca-
do en la región geográfica que cubre, que en promedio supera el 33 
% según datos entregados por consultoras privadas. 

Sus 134 supermercados están localizados en cuatro provincias 
y 66 ciudades, la mayoría de ellas con menos de 25.000 habitantes. 
Asimismo, brinda empleo directa e indirectamente, a más de 5.900 
colaboradores.
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El movimiento Cooperativo de consumo y el sector consumo 
en la actualidad. Cooperativas y mutuales de consumo o con sec-
ción consumo

Según la última actualización de datos del INAES, funcionan 
en el país 117 cooperativas de consumo o con sección consumo, 
ubicadas en dieciocho provincias y en la Ciudad Autónoma de Bue-
nos Aires. FACC registra 108 asociadas con matriculas vigentes de 
las cuales 92 son cooperativas de consumo o con sección consumo 
y 16 son mutuales. 

Las asociadas de la Federación prestan servicios en 15 provin-
cias (tabla 1), 185 localidades y poseen 244 supermercados, llegan-
do a una población estimada de 3,5 millones de personas.

Tabla 1. Clasificación de las entidades asociadas a la FACC por provincia y 
tipo de entidad

Provincia Cooperativa Mutual Total
Buenos Aires 29 5 34
CABA 12 1 13
Córdoba 11 2 13
Santa Fe 7 2 9
Entre Ríos 6 2 8
Misiones 8 8
La Pampa 6 1 7
Chubut 3 1 4
La Rioja 2 2
Neuquén 2 2
Río Negro 2 2
Santiago del Estero 2 2
Corrientes 1 1
San Luis 1 1
Santa Cruz 1 1
Tucumán 1 1
Total Resultado 92 16 106

Fuente: elaboración propia.
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El canal supermercadista en Argentina
El contexto actual del supermercadismo en Argentina posee 

características que no favorecen a las entidades de la economía so-
cial. Es que a partir de los años 90 se produjo una gran concentra-
ción en el sector simultáneamente con la llegada de las empresas 
lideres a nivel mundial, que si bien inicialmente sólo abrieron gran-
des superficies (los llamados “hipermercados”), luego comenzaron 
a sumar aperturas de locales medianos y pequeños.

Además, el nivel de competencia se ha incrementado con la 
presencia de los denominados supermercados orientales o chinos, 
que llevan abiertos más de 10.000 locales y, en los últimos años, con 
la agresiva participación en ventas al por menor de las cadenas de 
supermercados mayoristas.

Esta lucha comercial en busca de consumidores ansiosos de 
tener los mejores precios y servicios, se ha extendido geográfica-
mente y no sólo ocurre en las grandes ciudades sino que ha llegado 
a poblaciones que hasta hace algunos años se creían fuera de la 
zona de gran competencia.

Este panorama constituye una amenaza concreta –y un ver-
dadero desafío– para las cooperativas y mutuales que actúan en 
el sector consumo, y debe ser muy tenida en cuenta no sólo para 
mantener la fidelidad de sus asociados, sino para posibilitar una ne-
cesaria expansión que las consolide y fortalezca.

En este contexto altamente competitivo, es que en los últimos 
años la FACC ha trabajado en varias líneas, apoyando la profesionali-
zación de sus empleados, asesorando para mejorar y modernizar los 
supermercados y autoservicios, e insistiendo en la necesidad de forta-
lecer la integración cooperativa, tanto institucional como económica.

Integración Institucional
A partir del año 2013 la FACC organiza Encuentros Intercoope-

rativos que reúnen a cooperativas y mutuales de consumo y coope-
rativas de trabajo y/o producción. Representantes de entidades de 
todo el país participan en actividades de capacitación e intercambio 
de experiencias, y debaten acciones para fomentar la integración 
económica entre el consumo y la producción cooperativa.



159

A nivel internacional, la FACC ha propiciado encuentros con 
cooperativas de consumo de Brasil, Uruguay, Italia y Finlandia, en-
tre otros, y formó parte de delegaciones organizadas por la Alianza 
Cooperativa Internacional que permitió tomar contacto con coope-
rativas de Francia, Suecia, la India y Vietnam.

Mantiene su membresía en la Alianza Cooperativa Internacio-
nal participando de sus Congresos y Asambleas así como las que 
convoca Cooperativa de las Américas. En octubre de 2017 partici-
pó en Kuala Lumpur, Malasia, de la asamblea en la que fue elegido 
presidente de la ACI el dirigente argentino Dr. Ariel Enrique Guarco. 

En esa misma oportunidad, la FACC fue elegida para integrar 
el Comité Ejecutivo de las Cooperativas de Consumo de la ACI (Con-
sumer Co-operatives Worldwide-CCW), siendo la primera vez que 
una entidad argentina es elegida para integrar dicho Comité.

Actualmente a través de un equipo de especialistas, la FACC 
presta en forma gratuita a sus asociadas diferentes servicios, entre 
ellos:

• Representación Institucional, nacional e internacional, asu-
miendo ese carácter en nombre de las entidades de economía so-
cial que actúan en el sector consumo. FACC participa activamente 
en la Confederación Cooperativa de la República Argentina (COOPE-
RAR) y en la Alianza Cooperativa Internacional.

• Capacitación de recursos humanos, dictando anualmente 
cursos teórico-prácticos para dirigentes y empleados, sobre la ges-
tión eficiente de los supermercados, con la finalidad de compartir, 
difundir e intercambiar las buenas prácticas utilizadas, poniendo a 
disposición de cooperativas y mutuales una herramienta que contri-
buya a profesionalizar sus equipos de trabajo.

• Defensa de los intereses cooperativos, asumiendo la repre-
sentación y defensa de los intereses del sector ante quién corres-
ponda. 

Ejemplo de ello, es que impulsó la sanción de la Ley 13.360 
de la provincia de Buenos Aires, sancionada en el año 2005, que 
reconocía la especial naturaleza del acto cooperativo y establecía 
un tratamiento tributario acorde a ella. Ante su derogación en di-
ciembre de 2017, impulsó la presentación ante la Suprema Corte de 
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la Provincia de Buenos Aires reclamando la declaración de inconsti-
tucional de dicha ley. 

Integración económica
Inspirada en el 6to Principio Cooperativo “Cooperación entre 

Cooperativas”, la Federación Argentina de Cooperativas de Consumo 
creó una Central de Compras Virtual (CCFACC) con el propósito de ad-
ministrar un sistema de compras en común destinado a trasladarles a 
las cooperativas y mutuales de consumo o con sección consumo, las 
condiciones comerciales que logra de sus proveedores la Cooperativa 
Obrera de Bahía Blanca, líder supermercadista en su región.

La idea de la CCFACC fue presentada por primera vez en el En-
cuentro Intercooperativo realizado en Bahía Blanca en el año 2015 
con participación de más de un centenar de cooperativas y mutua-
les de consumo o con sección consumo, junto con cooperativas de 
trabajo y/o producción, oportunidad en la que se debatieron los 
objetivos y la modalidad operativa de una Central de Compras que 
el 6 de abril del año siguiente comenzó su operatoria.

Siguiendo las exitosas experiencias desarrolladas en otros paí-
ses, la CCFACC es una herramienta de integración para promover el 
desarrollo de las entidades de economía social del sector consumo, 
al permitirles mejorar las condiciones de compra de los productos 
que abastecen sus supermercados y autoservicios, posibilitando 
que lleguen con mejores precios a sus asociados y contribuyendo a 
la economía de miles de hogares.

Al mismo tiempo, la Central de Compras es una efectiva he-
rramienta de integración económica entre los consumidores y los 
productores asociados en cooperativas, mediante procedimientos 
transparentes y directo, sin intermediarios que sumen costos im-
productivos.

En particular la CCFACC pretende: 
• Administrar, solidariamente, un sistema de compras en común.
• Obtener mejores condiciones para fortalecer la competiti-

vidad.
• Hacer que esas ventajas sean iguales para todos, cualquiera 

sea su tamaño.
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• Proteger a las cooperativas y mutuales de acciones comer-
ciales desleales.

• Controlar la calidad, preservar la salud y el medio ambiente.
• Alcanzar dimensión nacional sin dejar de ser local.
• Potenciar al pequeño y mediano productor regional.
• Reafirmar la condición de empresas auténticamente argentinas.
• Observar conducta ética y transparente.
• Capacitar y educar a los integrantes de las entidades adheridas.
• Perfeccionar y ampliar los bienes y servicios a suministrar.
• Sostener al ser humano como centro y destinatario de la 

economía.

Actualmente, en la CCFACC operan 29 cooperativas y 3 mu-
tuales, y su portal incluye productos de más de 30 cooperativas de 
producción y/o trabajo, que ofrecen alrededor de 650 referencias.

Con el fin de que sus asociadas puedan seguir creciendo y conso-
lidándose, la FACC brinda asesoramiento para desarrollos comerciales, 
colaborando en la preparación de proyectos, diseño de supermerca-
dos, definición de surtidos, exhibición de productos, técnicas de mar-
keting y otros aspectos del funcionamiento de los supermercados. 

Tratamiento tributario de las Cooperativas de Consumo.

Desde siempre FACC ha sostenido la necesidad de que el ré-
gimen tributario en la Argentina contemple la particular naturaleza 
de las entidades cooperativas y logró que esta posición haya que-
dado plasmada en el artículo 41 de la Constitución de la Provincia 
de Buenos Aires, en oportunidad de la reforma aprobada en 1994.

Sin embargo, aún queda mucho camino por recorrer en el 
país para que las cooperativas puedan obtener el tratamiento tri-
butario que les corresponde, según podrá apreciarse en los párra-
fos siguientes referidos a los principales gravámenes en los que las 
gestiones continúan.

Impuesto a las ganancias
Las cooperativas están exentas de este tributo, cuando en rea-

lidad correspondería que no estuviesen sujetas al mismo, teniendo 
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en cuenta el carácter no lucrativo de estas entidades que ha sido 
reconocido por la propia Administración Federal de Ingresos Públi-
cos (AFIP).

Varias iniciativas legislativas en tal sentido presentadas en el 
Congreso Nacional, lamentablemente y por diversos motivos que 
escapan al fondo de la cuestión, no han podido ser aprobadas.

En cuanto a los retornos e intereses sobre cuotas sociales en 
cabeza de los asociados, únicamente están exentos los que distribu-
yen las cooperativas de consumo. Y ello es lógico, en la medida que 
las operaciones que los originan son casi en su totalidad referidas 
a la provisión de bienes para el consumo personal y familiar, cuyo 
importe no puede ser deducido por sus asociados como gasto en la 
liquidación del impuesto a las ganancias.

Impuesto al valor agregado
Sabido es que este gravamen afecta a todas las etapas de la 

comercialización de un producto o servicio, hasta llegar al consumi-
dor final.

Si la actividad de las cooperativas de consumo constituye en 
realidad una prolongación de la actividad común de consumidores 
que se unen para dar a su acción la potencialidad del conjunto y ob-
tener así lo que individualmente no pueden alcanzar o les represen-
ta un mayor costo, un mayor sacrificio, las propias cooperativas de 
consumo deberían ser consideradas en el IVA como consumidores 
finales y cortarse allí la cadena del tributo.

Esta es también otra asignatura pendiente cuya solución no 
necesariamente tendría que provenir de una modificación de la ley 
del gravamen, sino que bastaría con incorporarla en la reglamenta-
ción de su artículo 39.

Impuesto sobre los ingresos brutos
Amparada en la ya citada norma constitucional, una iniciativa 

impulsada por la FACC en el año 2005 logró la sanción de la ley bo-
naerense 13.360, por la cual las operaciones entre las cooperativas y 
sus asociados, es decir, los actos cooperativos, quedaron no sujetos al 
impuesto sobre los ingresos brutos y al impuesto de sellos.
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Lamentablemente, a fines de 2017 y por escasos votos de di-
ferencia, esa no sujeción se transformó en exención en el ingreso 
sobre los ingresos brutos, circunstancia que motivó a FACC para 
presentar una demanda de inconstitucionalidad de la nueva norma, 
que transformó en una simple liberalidad el tratamiento que la ley 
13.360 le había otorgado a los actos cooperativos haciendo realidad 
un precepto constitucional.

Hay algunas provincias (Río Negro, Neuquén y Santa Cruz) 
cuya constitución establece la exención de las cooperativas en los 
tributos provinciales y en otras jurisdicciones el respectivo código 
fiscal determina algunas exenciones que benefician a determinadas 
cooperativas. 

Por otra parte, la ley de coparticipación federal de impuestos 
dispone que el impuesto provincial sobre los ingresos brutos debe 
alcanzar solamente a las actividades empresarias con fines de lucro, 
pese a lo cual la casi totalidad de las provincias no cumple con esa 
obligación. 

Por ello ha resultado ejemplar el fallo de la Corte Suprema de 
Justicia de Tucumán (sentencia 111, del 2 de marzo de 2017) que 
declaró inconstitucional la norma provincial que gravaba con dicho 
tributo a las cooperativas, sentencia que quedó firme al ser rechaza-
da por el máximo tribunal nacional la apelación del fisco tucumano. 
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Las Cooperativas de Seguros en la provincia de Santa Fe

Gustavo Badosa117

Breve reseña 

El cooperativismo llega a la provincia de Santa Fe a fines del 
siglo XIX producto de las inmigraciones europeas.

Desde su nacimiento en suelo santafecino, el movimiento coo-
perativista ha forjado un camino de desarrollo productivo, económi-
co, social y, fundamentalmente, ha instalado el compromiso solidario 
como factor determinante en el crecimiento de los pueblos.

La Constitución de 1853 estableció que el gobierno federal fo-
mentara la inmigración europea; la entrada en el territorio argentino 
de los extranjeros que labraran la tierra y mejoraran las industrias. 

De hecho, la emigración masiva era un fenómeno muy pro-
pio de aquel entonces y entre las naciones de recepción estaba Ar-
gentina, que presentaba una promesa por sus extensos territorios 
productivos, la escasez de su población, la liberalidad de sus leyes y, 
con la Constitución de dicho año, por los derechos y garantías acor-
dados para los extranjeros.

De modo que, por esos años comienza una corriente coloni-
zadora en la ciudad de Esperanza; para luego comenzar a surgir las 
colonias tales como San Carlos y San Gerónimo Norte y decenas de 
otras poblaciones menores en el centro de la Provincia de Santa Fe, 
originadas en las mismas corrientes colonizadoras, cuyos objetivos 
eran crear colonias cuya población, unida en comunidad, se incor-
porará definitivamente en la vida nacional. Desarrollar mediante el 
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trabajo en ellas, la agricultura, servir a la prosperidad del país con la 
creación de nuevas industrias, crear esos centros productores esta-
bles en las llanuras despobladas y, finalmente, que fueran factores 
de elevación del nivel cultural.

Las primeras referencias sobre el cooperativismo argentino 
en Santa Fe refieren a la Cooperativa Federico Meiners, fundada 
en 1878 por colonos suizos alemanes en la localidad de Esperanza; 
considerándose la reforma del Código de Comercio, sancionada en 
1889, como punto de referencia al estudiar el desarrollo de las coo-
perativas en nuestra provincia.

En este marco, se fue instalando, incluso sin leyes o regla-
mentaciones definidas por entonces, el accionar cooperativo en la 
conformación de las colonias que se iban haciendo con una mirada 
práctica asidua a la solidaridad y a la ayuda mutua. 

Si nos focalizamos en la provincia de Santa Fe, así como tam-
bién se ha llevado a cabo en distintos puntos del país, encontramos 
en la metodología cooperativa, la manera de avanzar productiva-
mente.

La subdivisión de la propiedad de la tierra, la proliferación de 
la explotación tambera y la difusión del cooperativismo agropecua-
rio, son parte de la transformación de las estructuras productivas 
de la época. 

Ello se da con particular dinamismo en Santa Fe, podemos 
nombrar a SanCor Cooperativas Unidas Limitadas, con asiento en 
Sunchales; Unión Cooperativas San Carlos, con sede en Esperanza; 
la Asociación Unión Tamberos con domicilio en la ciudad capital y la 
Sociedad Cooperativa de Tamberos de la Zona de Rosario. 

Todas, en su lejano origen, consagran el aporte inmigratorio 
como basamento de entidades, regidas hoy ciertamente por hijos y 
nietos de aquellos modestos pero esforzados pioneros de la coope-
ración argentina.

De manera que, a partir de entonces y con la firme convicción 
de instaurar el cooperativismo, la provincia de Santa Fe, luego de un 
largo camino de consolidación de las economías sociales, con el paso 
de los años, supo alcanzar el reconocimiento de “Cuna del Asociati-
vismo”, ya que Sunchales fue nombrada en 2005 como Sede Nacional 
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del Cooperativismo y Rosario en 2006 adquirió es estatus de Capital 
Nacional del Mutualismo; menciones que han posicionado a la pro-
vincia de Santa Fe como referente ineludible de las economías socia-
les y del asociativismo a escala nacional e internacional.

Claramente esta provincia ha marcado, a lo largo del tiempo, 
una permanencia, desarrollo y crecimiento en materia de producti-
vidad cooperativa, disponiendo en todo su territorio una significati-
va cantidad de cooperativas y mutuales que han ido y conforman el 
escenario de una fuerte economía social y regional.

En la actualidad, Santa Fe cuenta con más de dos mil entidades 
asociativas, siendo una fiel expresión de los principios cooperativos 
que se han pregonado a través del tiempo en nuestro territorio. 

Específicamente en el rubro seguros, es importante resaltar 
la razón de ser de las cooperativas de este tipo que surgieron para 
responder a la necesidad humana de cobertura técnica del riesgo 
potencial en que se desenvuelven todos los actos de la vida. 

El seguro, desde su concepción, constituye la actividad más 
cooperativa que existe, ya que se busca, entre todos, hacer frente a 
un eventual suceso, pero siempre, con la ayuda cooperativa de las 
partes.

Los servicios que brindan las cooperativas de seguros están 
destinados a proteger a sus asociados de riesgos personales o pa-
trimoniales, por ejemplo: vida, enfermedad, invalidez, accidentes, 
daños a terceros, incendio, granizo, mortandad del ganado, etc. 

También cubren riesgos individuales o colectivos, y los inhe-
rentes a las actividades que desarrollen diversos tipos de coopera-
tivas: Incendio, mercaderías en tránsito, accidentes de trabajo, etc. 

Están sujetas a un régimen especial establecido por la ley de 
entidades de seguro y su control, además de las normas legales de 
las cooperativas.

En Santa Fe encontramos la vigencia de cuatro Cooperativas 
de Seguros, que se han mantenido y han crecido a lo largo de sus 
años de vida, y que hoy permanecen activas como generadoras de 
la seguridad de miles de asegurados.

En este sentido, podemos mencionar a Sancor Cooperativa 
de Seguros Limitada con casa central en la ciudad de Sunchales, 
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pero con sedes en varias otras localidades santafesinas; La Segun-
da Cooperativa de Seguros Generales, con domicilio central en la 
ciudad de Rosario, al igual que Segurometal Cooperativa de Segu-
ros Ltda. 

Del mismo modo, si bien esta síntesis aborda a las Coopera-
tivas, debemos mencionar dos mutuales con amplia trayectoria en 
el rubro seguros que se ubican también en la provincia de Santa 
Fe, como lo son Cooperación Seguros/Cooperación Mutual Patronal 
SMSG., situada en la ciudad de Venado Tuerto; y San Cristóbal Soc. 
Mutual de Seguros Generales con sede central en Rosario. 

Todas estas empresas cooperativas y mutuales llevan adelan-
te la labor de, con un equipo comprometido de empleados y pro-
ductores asesores de seguros, de ofrecer alternativas de seguridad 
a las vidas y bienes de las personas.

Según estadísticas recabadas por la Superintendencia de Se-
guros de la Nación, durante el ejercicio económico 2019, la produc-
ción total del Mercado Asegurador Argentino, ascendió a más de 
473 mil millones de pesos, con un incremento del 33% con respecto 
al ejercicio anterior.

Es importante destacar que, dentro de los 10 principales gru-
pos aseguradores de Argentina se encuentran tres que son empre-
sas, dos cooperativas Sancor Seguros y la Segunda, y una mutual, 
San Cristobal.

En el caso de Sancor Cooperativa de Seguros Ltda, que forma 
parte del Grupo Sancor Seguros, el mismo lidera desde hace años 
el mercado asegurador Argentino con 10% de participación en ese 
mercado. 

Indudablemente, estos datos dan cuenta de la relevancia que 
el Cooperativismo adquiere en materia productiva para la región de 
Santa Fe, y por supuesto, para todo el país.

La provincia de Santa Fe se erige como una fuente inspiradora 
para el cooperativismo nacional, siendo la propagadora de los con-
ceptos fundamentales de la doctrina cooperativa, haciendo honor a 
la herencia recibida.

De forma general, nos parece importante destacar por lo me-
nos una síntesis de las historias de estas Cooperativas de Seguros 
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que han marcado una impronta de seriedad, responsabilidad y res-
puesta a lo largo de sus trayectorias.

La empresa Sancor Cooperativa de Seguros Ltda, constituye 
hoy uno de los principales grupos aseguradores de la Argentina. 

La organización mantiene una fuerte presencia en todo el 
país, lo que permite un profundo conocimiento de las diferentes 
realidades sociales, económicas y regionales. Además, de poseer 
empresas propias en Uruguay, Paraguay, Brasil. 

Los orígenes de la Cooperativa de Seguros se remontan a la 
iniciativa de algunos miembros que participaban de la Cooperativa 
láctea SanCor, empresa cooperativa argentina, de contar con una 
cooperativa de seguros para cubrir las eventualidades de riesgos la-
borales de sus colaboradores. SanCor Cooperativa Unidas Ltda., era 
una cooperativa de segundo grado que fue fundada en 1938 por 
16 cooperativas de las provincias de Santa Fe y Córdoba (de donde 
provienen las sílabas del nombre). 

Su primera fábrica, que elaboraba manteca, se inauguró en 
Sunchales, Santa Fe, en 1940. Tres años después comenzó a elabo-
rar dulce de leche y también a exportar. 

De esta forma, en 1945 nace en Sunchales,  Sancor Coopera-
tiva de Seguros Ltda., brindando diversas y amplias coberturas de 
seguros para individuos y empresas con excelencia en calidad y óp-
timo servicio. 

Desde sus orígenes y hasta la actualidad siempre ha realizado 
su trabajo teniendo como eje central los valores fundacionales que 
constituyen sus cimientos, tales como ética, responsabilidad, traba-
jo en equipo, compromiso social, entre otros. 

Las empresas que constituyen al grupo brindan seguridad a más 
de tres millones ciento noventa mil personas a través de coberturas 
según los más altos estándares de calidad. Cuenta con cuatrocientas 
ochenta oficinas identificadas y cincuenta oficinas propias. El Grupo 
Asegurador está constituido por trece empresas y su Fundación. 

En cuanto a la empresa Cooperativa La Segunda ha sido fun-
dada en 1933, con raíz en la Asociación de Cooperativas Argenti-
nas (ACA), para brindar protección a los trabajadores agrarios en la 
rama de Accidentes del Trabajo. 
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En 1961, alcanzando su intención original, la empresa de segu-
ros rosarina adquiere la figura de Cooperativa, pasando a ser enton-
ces La Segunda Cooperativa Limitada de Seguros Generales, empresa 
que sentaría las bases para el surgimiento del Grupo Asegurador.

La Segunda está ubicada entre las cinco primeras asegurado-
ras integrales de la Argentina, contando con el respaldo de las prin-
cipales reaseguradoras del mundo. Cuenta con más de 1000 centros 
de atención personalizada que componen la red exclusiva de servi-
cios en todo el país.

Por su parte, Segurometal nació en 1959 por iniciativa de un 
grupo de empresarios metalúrgicos que observaron la necesidad de 
brindar una protección adecuada para las industrias, que mostra-
ban un importante crecimiento en el cordón industrial de Rosario 
y en otras zonas de las provincias de Santa Fe y Córdoba. Básica-
mente, esta necesidad estaba orientada a obtener coberturas en 
accidentes de trabajo y en transporte de cargas. 

En tal sentido, Segurometal ha sido una de las pioneras 
en brindar coberturas a los trabajadores del sector fabril a través de 
la figura de una cooperativa, al establecerse firmemente en dicho 
rubro comenzó la expansión a otras ramas. 

Y tan bueno fue el resultado que, en la actualidad, ofrecen 
productos para personas, bienes y empresas e industrias y también 
trabajan sobre obligaciones patronales; aunque el ramo de seguros 
predominante es automotor. 

Actualmente, opera en las provincias de Santa Fe, Córdoba, 
Buenos Aires, Mendoza, San Juan, San Luis y Entre Ríos.

Uno de los ejes centrales de trabajo para quienes forman par-
te de esta cooperativa han sido y siguen siendo el trato personaliza-
do hacia los asociados y terceros, ya que considera que el seguro es 
una institución fundada en la confianza. 

Es importante destacar que el sector cooperativo ha sido un 
innato promotor de la incorporación de las acciones de responsa-
bilidad social en el mundo empresario, dado que desde su esencia 
siempre han desarrollado una mirada solidaria.

De hecho, las empresas cooperativas son pioneras en la incorpo-
ración de aspectos como la participación de las personas trabajadoras, la 
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democracia en la toma de decisiones, el compromiso con la comu-
nidad, la apuesta por una ocupación de calidad y estable, el respeto 
por el territorio.

Así es que estas aseguradoras santafesinas no han sido aje-
nas a este pensamiento y, desde sus orígenes y hasta la actualidad, 
siempre han actuado de forma socialmente responsable, con com-
promiso y responsabilidad en cada una de sus actividades. 

Llevan adelante programas de compromiso social, entre los 
que se destacan los de la temática vial, con los que promueven la 
educación vial entre los actores sociales para que incorporen y lle-
ven a la práctica los conocimientos y hábitos necesarios para ge-
nerar una actuación responsable en el tránsito; para construir con-
ciencia en la comunidad desde un enfoque preventivo que logre 
consolidar comportamientos viales responsables.

A su vez, apuntaladas por los principios y valores del Coope-
rativismo, llevan a cabo un accionar solidario, de ayuda mutua, es-
cuchando y dialogando con las personas vinculadas con el sector y 
también cooperando con las sociedades donde se desarrollan.

En la actualidad, esta concepción de empresa socialmente res-
ponsable toma mayor protagonismo debido a la situación socioeco-
nómica actual, a un acelerado proceso de globalización, a un verti-
ginoso avance industrial, tecnológico e informático y, sobre todo, a 
una mayor concientización de las personas entorno a la necesidad 
de impulsar un desarrollo más sostenible de nuestras sociedades.

Desde el cooperativismo se considera a responsabilidad social 
como modelo de empresa corresponsabilizada con una competiti-
vidad responsable y sostenible, lo que se identifica plenamente con 
la manera de concebir y hacer empresa. 

Estos factores ponen de relieve a la economía social como una 
alternativa real dentro del mundo empresarial, capaz de impulsar nue-
vos instrumentos e iniciativas económicas que están teniendo éxito.

Relacionamientos intercooperativos
Las Cooperativas de Seguros de la provincia de Santa Fe, se 

nuclean en la Cámara ADIRA, que es la Asociación de Aseguradoras 
del Interior de la República Argentina; al haber nacido en Rosario, 
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con influencia en toda la región tiene una impronta cooperativa y 
mutual que la diferencia de las demás Asociaciones de segundo gra-
do que nuclean a las demás empresas de seguros de la República 
Argentina. 

Las entidades asociadas a ADIRA son referentes históricos del 
mercado de seguros regional.

A partir de la inserción de sus asociados, ADIRA posee pene-
tración geográfica en los principales países de Latinoamérica. 

Integra la Asociación Latinoamericana para el desarrollo del 
Seguro Agropecuario (ALASA) y la Federación Internacional de Coo-
perativas y Mutualidades de Seguros (ICMIF), una asociación global 
de 220 aseguradoras en donde suma su trabajo al de organizaciones 
de 70 países del mundo.

A nivel continental, las cooperativas y mutuales de seguros 
están organizadas en la Asociación de Cooperativas y Mutuales de 
Seguros de las Américas (AAC/MIS).

Dando apoyo al movimiento del seguro cooperativo y mutual, 
la AAC/MIS se fundó en 1979, en capacidad de asociación regional 
de 38 aseguradoras cooperativas y mutuales en 21 países a través 
de Norte, Centro y Sur América y el Caribe.

Está constituida por cooperativas de crédito, asociaciones, orga-
nizaciones mutuales y grupos de campesinos, para dar servicio a las po-
blaciones de bajos recursos y sin acceso a la protección de un seguro. 

Las compañías miembros de la AAC/MIS son una manera sos-
tenible y altamente efectiva de desarrollar productos de seguro ac-
cesibles en costo, para reducir los riesgos personales y de negocios 
de los hogares rurales y urbanos de bajos ingresos, como también 
de las microempresas.

Históricamente, las cooperativas y aseguradoras mutuales 
fueron establecidas para suministrar a poblaciones carentes del 
servicio y acceso a la protección de seguro. Hoy en día, uno de los 
mayores enfoques de AAC/MIS es el ayudar a las organizaciones 
que se basan en las personas, a alcanzar y servir a la población que 
actualmente no cuenta con acceso a la protección de un seguro.

En los países en desarrollo, las personas que tienen mayor 
necesidad de seguro son aquellas que menos lo pueden costear. 
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AAC/MIS está actualmente trabajando en proyectos relacionados 
con seguros y el SIDA en la República Dominicana, pólizas de segu-
ros asequibles a las personas de bajo recursos en Colombia, y en el 
desarrollo de nacientes organizaciones de seguros en Nicaragua y 
Trinidad y Tobago, entre muchos otros proyectos.

La AAC/MIS ofrece asistencia técnica y oportunidades educa-
cionales a las nuevas cooperativas y mutuales de seguros emergen-
tes, basadas en los principios de la autoayuda mutua. Da respuesta a 
los requerimientos de las cooperativas, cooperativas de crédito, sin-
dicatos y otros basados en personas que piden ayuda para formar 
su propia agencia de seguros, departamento o compañía, en todo el 
hemisferio. Ha jugado un papel de liderazgo en la formación y expan-
sión de ocho aseguradoras en las Américas, en los últimos 25 años.

También fomenta el desarrollo profesional de los miembros a 
través de una conferencia anual, como también seminarios y talle-
res periódicos. 

Estas reuniones proveen oportunidades a los ejecutivos, ge-
rentes y líderes de juntas de las compañías miembros de compartir 
ideas y experiencias que les permiten mejorarse y brindar una pro-
tección de seguro moderna y competitiva.

A la vez AAC/MIS forma parte de una red global: la Federación 
de Cooperativas y de Seguros Mutuales (ICMIF, con la casa matriz 
en el Reino Unido) con tres asociaciones regionales más en Europa, 
África y Asia que involucra a 141 aseguradores de personas en 67 
países.

Dentro de las organizaciones miembros de la ICMIF se en-
cuentran la mayoría de las aseguradoras de todo el mundo que ope-
ran sobre la base de una serie de principios comunes al movimiento 
cooperativo y a la mutualidad democrática. ICMIF es la única asocia-
ción internacional que representa a aseguradoras tanto mutuales 
como cooperativas.

Impronta cooperativa
Como cierre es clave mencionar que las Cooperativas gestionan 

sus operaciones en forma sostenible a nivel económico, social y am-
biental, reconociendo los intereses de diferentes públicos con los 
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que se relacionan, considerando el medio ambiente y el desarrollo 
sostenible de las generaciones futuras.

Además de ello, específicamente en las Cooperativas de Segu-
ros subyace un espíritu solidario que es compatible con los valores 
de la cooperación y que han sido pilares fundamentales en la cons-
trucción de las empresas aseguradoras santafesinas mencionadas.
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Cooperativas de Vivienda en Uruguay.
El marco legal como base para su desarrollo

Juan Pablo Martí118

Introducción

Aunque el sistema cooperativo de vivienda uruguayo ha te-
nido una amplia difusión y reconocimiento internacional, no son 
muchos los estudios sobre el mismo y menos los que aportan in-
formación cuantitativa sobre la cantidad y las características de las 
cooperativas. 

Sin embargo, se pueden encontrar algunos estudios sobre el 
cooperativismo de vivienda en Uruguay con diversos enfoques. 

Un enfoque obedece a la preocupación por las políticas de 
vivienda, donde encontramos diversos trabajos que ubican al coo-
perativismo en el marco de las políticas habitacionales (Lombardi, 
1985; Magri, 2002; y Terra y Camou, 1983). 

También se lo ha estudiado en tanto actor social y en sus 
características como movimiento social (Guerrini, 1989; Midaglia, 
1989 y 1992). 

Otra perspectiva es el estudio de la solución cooperativa en 
comparación con otro tipo de construcción de viviendas (Alonso et 
al., 2012). 

Más numerosos son los trabajos que han abordado las carac-
terísticas particulares del cooperativismo de vivienda tanto en sus 
aspectos organizativos, como los técnicos constructivos y los urba-
nísticos. 

En algunos casos se lo ha estudiado en el marco de estu-
dios más generales sobre el cooperativismo (Bertullo et al., 2004; 

	118.	 Juan Pablo Martí. Magíster en Historia Económica y Doctor en Ciencias 
Sociales de la Universidd de la República de Uruguay. Programa de Historia 
Económica y Social de la Facultad de Ciencias Sociales. juanpablo.marti@
cienciassociales.edu.uy
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Errandonea y Supervielle, 1992; INE, 2010 y Terra, 1986) en otros se 
estudia el cooperativismo de vivienda en particular (Ghilardi, 2017) 
o en temas más específicos como las cooperativas en la construc-
ción de la ciudad (Moreno, 2018). 

Pero, más allá del cooperativismo de vivienda, tal vez el tema 
más estudiado sea el modelo de construcción por ayuda mutua que 
ha dado lugar a múltiples trabajos (Chavez y Carballal, 1997; Na-
houm, 2008c y González, 2008 y 2013).

A pesar de su amplísima difusión, el cooperativismo de vivien-
da es el sector más reciente. Tiene su origen a fines de la década de 
1960 cuando la situación de la vivienda era una de las manifestacio-
nes más claras de la crisis que vivía el país. 

Esto había sido diagnosticado acertadamente por la Comisión 
de Inversiones y Desarrollo Económico (CIDE, 1963)119. 

El déficit de vivienda crecía año a año y las respuestas, tanto 
desde los privados como desde el Estado, eran absolutamente insu-
ficientes (Iglesias, 2008).

En esta misma época se desarrollaron las primeras experiencias 
de vivienda cooperativa a través de tres proyectos piloto surgidos en 
el interior del país (en Salto, Fray Bentos e Isla Mala) e impulsados por 
el Centro Cooperativista Uruguayo (CCU) (Nahoum, 2008a). 

En 1965 el CCU había conseguido financiación para un proyec-
to de viviendas y a partir de allí se organizaron las primeras expe-
riencias cooperativas de vivienda en Isla Mala, en el departamento 
de Florida, con trabajadores rurales de tambos de la zona; en Salto, 
con trabajadores ferroviarios; y en Fray Bentos, con obreros y em-
pleados municipales (CCU, 2016). 

	119.	 La Comisión de Inversión y Desarrollo Económico (CIDE) fue creada en 
1960 y en marzo de 1962 se encomendó una investigación que permitiera 
determinar la realidad económica y social del país (Bértola, 2018). 

		  Esto dio como resultado el Estudio económico del Uruguay. Evolución y 
perspectivas (CIDE, 1963), el primer diagnóstico serio de la crisis y el es-
tancamiento estructural del Uruguay. 

		  A pesar de la valoración del trabajo de la CIDE y la aceptación en general 
que tuvieron sus propuestas pocas de ellas se llevaron adelante.
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Estas experiencias se constituyeron como cooperativas de 
consumo puesto que, hasta la aprobación del marco legal especí-
fico, las cooperativas de vivienda se regían por la Ley Nº 10.761 de 
Sociedades Cooperativas de 1946. 

No fue hasta 1968 que se aprobó un marco normativo especí-
fico para las cooperativas de vivienda cuando se promulgó la Ley Nº 
13.728 del Plan Nacional de Vivienda.

Las cooperativas en la Ley nacional de vivienda

Luego de un largo proceso de debate y en el marco de las 
recomendaciones realizadas por la CIDE, en diciembre de 1968 se 
aprobó la Ley Nº 13.728 que en su Capítulo X establecía la normati-
va para las cooperativas de vivienda.

El contexto en el que se aprobó la ley la hace más extraordinaria.
El país estaba viviendo un proceso de inflación, estancamien-

to productivo, déficit público y el Estado tenía escasa capacidad de 
respuesta para las distintas problemáticas sociales lo que hacía que 
la tensión fuera en aumento. 

En el tema vivienda, luego de la propuesta de la CIDE poco se 
había hecho y la construcción estaba virtualmente paralizada. 

A pesar de ello, el Parlamento Nacional discutió y aprobó una 
ley que sienta las bases de las políticas de vivienda de los siguientes 
cuarenta años. 

El principal redactor de la misma fue el diputado Juan Pablo 
Terra quien impulsó su aprobación (Cecilio, 2009: 19). 

La ley se proponía un doble objetivo: por un lado, brindar alo-
jamiento digno a los sectores con menos recursos económicos tras 
años de déficit habitacional creciente, y por otro, reactivar la eco-
nomía y genera empleo mediante la construcción en un contexto de 
crisis estructural. 

Para ello creaba la Dirección Nacional de Vivienda (DINAVI) 
(Artículo 47) en la órbita del Ministerio de Obras Públicas; pero con 
independencia política y técnica, lo cual la liberaba de trabas buro-
cráticas y le daba relativa independencia de la polarización política 
del momento. 
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Debía formular y presentar sus planes directamente al Poder 
Ejecutivo y coordinar permanente con el Instituto Nacional de Vi-
viendas Económicas (INVE) y el Banco Hipotecario, en lo referente 
a los planes habitacionales, la coordinación de las políticas y el con-
tralor de las normas dispuesta en materia de vivienda (Medero et 
al., 2014: 86-87)120.

El Capítulo X de la ley se dedicaba en exclusividad a las coo-
perativas y en el Art. 130 se definía a las Cooperativas de Vivienda 
como 

aquellas sociedades que, regidas por los principios del cooperativis-
mo, tienen por objeto principal proveer de alojamiento adecuado y 
estable a sus asociados, mediante la construcción de viviendas por 
esfuerzo propio, ayuda mutua, administración directa o contratos 
con terceros y proporcionar servicios complementarios a la vivien-
da (art. 130).

De esta definición podemos destacar que el objeto principal 
de la cooperativa era proveer de alojamiento adecuado y estable 
a sus asociados; aunque el objeto no se agotaba en la vivienda ya 
que tenía por finalidad proporcionar servicios complementarios a la 
vivienda. Agrega además que debía regirse por los principios coope-
rativos y a continuación establecía los diferentes tipos de coopera-
tivas de vivienda. 

Además, el artículo 138 establecía la organización que se de-
bía dotar la cooperativa y que se refleja en la siguiente figura. 

	120.	 Estuvo al frente de la DINAVI desde enero de 1969 hasta su renuncia en 
1972 el destacado arquitecto Ildefonso Aroztegui, quien condujo una pe-
queña oficina con limitado personal pero que llevó adelante importantes 
iniciativas. 

		  A pesar de las fuertes críticas que recibió la DINAVI, fundamentalmente 
desde los sectores opositores al gobierno de Pacheco Areco, esperables 
por la fuerte polarización política, la promoción de cooperativas estuvo 
dentro de sus prioridades.
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Organización de la Cooperativa
Asambllea General

Órgano de máxima jerarquía integrado por todos los socios
Comisión 
Directiva

Comisión de 
Educación

Comisión 
Fiscal

Comisión 
Electoral

Órgano 
Ejecutivo

Procesos de 
comunicación, 
capacitación e 

integración

Órgano de 
Control. 

Participa desde 
el control sobre 
los procesos de 

decisión

Órgano 
Administrativo. 
Administración 

de los actos 
eleccionarios

Comisión de 
Obra

Comisión de 
Ayuda Mutua

Asesora a 
Comisión. 

Directiva sobre 
obra, avances y 

compras

Comisión 
de Trabajo. 

Administra la 
Ayuda Mutua

Fuente: Elaboración propia.

La clasificación de las cooperativas de acuerdo a la Ley
Las cooperativas podían ser de dos tipos: 
a) Cooperativas matrices: definidas en el art. 163 como las 

cooperativas que tenían como finalidades:
1) Recibir en forma abierta la inscripción de socios. 
2) Asistirlos en la organización de Unidades Cooperativas. 
b) Unidades cooperativas: el Art. 142 establecía que las Uni-

dades Cooperativas debían estar constituidas por un mínimo de 10 
socios y un máximo de 200, y su finalidad era proporcionarles vi-
vienda y servicios complementarios.

A su vez, las unidades cooperativas podían clasificarse de 
acuerdo a la relación que tenían con la cooperativa matriz, siendo:

a) Cooperativas filiales de una Matriz (art. 167, inc. 2).
b) Unidades cooperativas autónomas.
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Otra clasificación era de acuerdo a la forma que adquiría la 
propiedad de la vivienda (art. 143):

a) Las Cooperativas de Usuarios (arts. 144 y 150 a 160 de la 
Ley y 51 a 64 del Decreto). 

Concedían al socio el derecho de uso y goce sobre la vivienda. 
Este derecho implicaba distintas obligaciones por parte de la 

Cooperativa y del socio121. 
Características del derecho de uso y goce: no tenía limitación 

en el tiempo, se trasmitía a los herederos, se podía ceder por actos 
entre vivos únicamente en los casos permitidos por la ley (Cazéres, 
2008). 

También se estipulaba la terminación del uso y goce sea por 
retiro voluntario del socio o los herederos o por expulsión del socio, 
de acuerdo a los causales Las causales de expulsión establecidos en 
la propia ley (art. 152, literal B). 

b) Las Cooperativas de Propietarios (arts. 145, 161 y 162 de la 
Ley y 65 a 68 del Decreto). 

En este caso la propiedad de la vivienda era de los socios de 
manera exclusiva e individual. 

A su vez, estas se podían clasificar en 
1) de adjudicación inmediata o 
2) de adjudicación diferida de acuerdo a cuándo se produzca 

la adjudicación, una vez entregada la vivienda o cuando cancele la 
hipoteca (inc. 2 del art. 145 e inc. 1 del art. 161 de la Ley y arts. 66 
a 68 del Decreto).

	121.	 Obligaciones de la Cooperativa: Poner al socio en posesión material de la 
vivienda adjudicada (art. 158); mantener al socio en el ejercicio de sus de-
rechos (id.); son de su cargo el pago de las amortizaciones y reparaciones 
(art. 158 y 159). 

		  En tanto las obligaciones del socio: destinar la vivienda a residencia de él y 
su familia, usar la vivienda con moderación, etc.
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Tenencia de la 
vivienda

por el socio
Denominación Propietario de la vivienda

Uso y goce De Usuarios
Cooperativa (Personería 
Jurídica).

Propietario

De Propietarios 
de entrega 
inmediata

Cooperativa, hasta la 
terminación de la obra.
Socio, desde la ocupación en 
adelante.

De Propietarios 
de entrega 
diferida

Cooperativa, hasta la 
extinción del crédito 
hipotecario (30 años). 
Socio, desde que la unidad 
quede libre de gravamen 
hipotecario.

Fuente: Altoberro (2008: 73).

Otra clasificación posible era de acuerdo a la forma de cons-
truir. En este sentido el Artículo 130 distinguía entre:

• Cooperativas que contrataban con terceros la totalidad de 
la obra.

• Cooperativas que utilizaban el trabajo de sus socios (arts. 
136 y 137 de la Ley y 69 a 71 del Decreto). 

Esto no excluye que la Cooperativa podía contratar con terce-
ros la realización de partes de la obra

.
Dentro de este tipo se podían distinguir, a su vez: 
• Cooperativas de Autoconstrucción, en las que el trabajo del 

socio y sus familiares se utilizaba, únicamente, en la construcción de 
su propia vivienda, y

• Cooperativas de Ayuda Mutua, en las que el trabajo del so-
cio y su grupo familiar se aportaba en forma comunitaria para cons-
truir los conjuntos colectivos.

La ley también aclaraba la naturaleza del aporte de los 
socios. 
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En primer lugar establecía que el aporte de trabajo de ayuda 
mutua era, en tanto su naturaleza económica, un aporte de capital 
que realizaban los integrantes del núcleo (art. 137 de la Ley y arts. 
31 y 32 del Decreto).

Por otra parte, en términos laborales la ley establece en el 
Artículo 137 que el trabajo de ayuda mutua no daba lugar a “aporte 
alguno a las cajas de jubilaciones y otros organismos de seguridad 
social”.

El financiamiento establecido por la Ley
Una de las claves de la política de vivienda establecida en la 

Ley Nº 13.728 era la cuestión del financiamiento, para eso se esta-
bleció un sistema institucional que tenía a la Dirección Nacional de 
Vivienda (DINAVI) como la encargada de la planificación y la fijación 
de objetivos. 

A su vez, el Banco Hipotecario del Uruguay (BHU) tenía como 
cometido la administración del Fondo Nacional de Vivienda (FNV) 
que creaba la ley y el crédito para la construcción privada de vi-
viendas, otorgando crédito a personas físicas para la refacción, am-
pliación o construcción de viviendas o la adquisición de viviendas 
usadas; o a personas jurídicas como promotores privados o coope-
rativas de vivienda. 

El Instituto Nacional de Viviendas Económicas (INVE), por su 
parte, era el organismo ejecutor del sistema público de construc-
ción de viviendas. 

El FNV sería la fuente de recursos para este sistema y los ob-
tenía de la Recaudación por Timbre de Vivienda (2% sobre sueldos), 
la Emisión de Obligaciones Hipotecarias Reajustables (OHR), el Im-
puesto a créditos del BHU ya concedidos y el rescate de sus propias 
inversiones. 

También se creaba una moneda ficticia, la Unidad Reajustable 
(UR) para la concesión y rescate de los Créditos y que se indexaba 
en base a la variación del Índice Medio de Salarios.

Para a las cooperativas de vivienda los créditos eran concedi-
dos en UR y con un plazo de entre 25 y 30 años. 

El monto del crédito iba a depender de la categoría de la 
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vivienda (la ley estableció cuatro categorías de vivienda en función 
del área habitable y valor de tasación y el sistema y régimen de coo-
perativa). En el siguiente cuadro se puede ver las modalidades de 
crédito y capital exigido para las cooperativas de vivienda.

Características de los créditos para las cooperativas de vivienda de 
acuerdo a la Ley 13.728

Tipo de 
cooperativa

Préstamo máximo 
como % del Valor 

de Tasación

 Capital social mínimo

% valor de 
Tasación Forma

Ayuda 
mutua

90% 10%

Mano de obra 
benévola y 
ahorro en 

aportes sociales

Ahorro y 
préstamo

85% 15%

En efectivo, 
ahorro previo 
a escrituras de 

préstamo
Fuente: Altoberro (2008: 69).

Los Institutos de Asistencia Técnica
La Ley de Vivienda Nº 13.728 preveía la creación de los Ins-

titutos de Asistencia Técnica (IAT), organizaciones compuestas por 
equipos interdisciplinarios con el objetivo de asesorar a los grupos 
cooperativos de vivienda para llevar a cabo su objetivo. 

La misma ley establecía la obligatoriedad de contratar a un IAT 
y establecía el costo del asesoramiento. 

Los IAT debían brindar servicios jurídicos, contables, de edu-
cación cooperativa, financieros, económicos, sociales, de proyecto 
y dirección de obra. 

El trabajo de los equipos profesionales de los IAT iba desde 
antes que se constituyera la cooperativa, la promoción, la capaci-
tación para la gestión, y el asesoramiento durante la construcción y 
hasta la terminación de las viviendas (Fynn, 2008).

Los IAT y las cooperativas evolucionaron paralelamente. 
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Luego de una etapa inicial en la que se crearon varios IAT y 
su trabajo se expandió; durante la dictadura muchos IAT fueron ce-
rrados y algunos de sus integrantes perseguidos, para finalmente 
retomar la actividad luego de recuperada la democracia, fundamen-
talmente a partir de la aprobación de la Ley de Vivienda N° 16.237 
de 1992 que restableció la vigencia de los IAT.

Los Institutos más importantes, como CCU y CEDAS, crearon 
servicios comunes como los servicios de compras. 

Posteriormente, también las federaciones crearon servicios 
comunes, como FUCVAM que montó una Central de Suministros. 

En todos se obtenían excelentes precios en función de su im-
portante poder de compra, hasta que las restricciones a los présta-
mos instauradas por la dictadura, determinaron una radical caída 
de la demanda (Kruk, 2008: 57). 

Evaluación de la ley
Como mencionamos anteriormente, la Ley Nº 13.728 fue uno 

de los resultados del trabajo de la CIDE (Midaglia, 1992: 71). 
Uno de los mayores aportes fue la idea de planificación para 

la política de vivienda (Cecilio, 2009), dotando a las políticas públi-
cas de coherencia y organicidad. 

Hasta entonces, la normativa sobre vivienda era un conjunto 
de normas dispersas referidas a diferentes entidades y aprobadas a 
lo largo de más de setenta años122.

Desde el punto de vista propiamente jurídico, la Ley Nº 13.728 
aportaba una regulación jurídica moderna y orgánica de las Coope-
rativas de Vivienda: 

Las definía como una clase o tipo específico, establecía los di-
versos tipos de cooperativas de vivienda e introducía características 

	122.	 Pasando por la creación del BHU en 1892; el INVE en 1937; la sección de 
Viviendas Populares en la Intendencia de Montevideo en 1946; la Ley N° 
10.571 en materia de propiedad horizontal; el convenio con el BID para la 
construcción de viviendas en 1963; la creación del Fondo para la Erradica-
ción de la Vivienda Insalubre Rural en 1967; y la constitución de Fondos 
Sociales de Vivienda en 1968 (Midaglia 1992: 73-74).
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novedosas como las cooperativas de ayuda mutua o el carácter de 
usuarios. 

Al respecto sostiene Cazéres:

Con la ley Nº 13.728 y su decreto reglamentario 633/969, la nor-
mativa jurídica pasó a ser un elemento que facilitó la constitución 
de cooperativas de vivienda, la toma de decisiones políticas que las 
apoyaron y la formación de un movimiento popular que las nucleó 
(Cazéres, 2008: 34).

Además, la ley consagró a la vivienda como un bien esencial 
y un derecho ciudadano, independientemente de los recursos eco-
nómicos.

Así como establecía la obligación del Estado de brindar las 
condiciones necesarias para la efectivización de ese derecho (Mi-
daglia, 1992: 72).

Desde el punto de vista del impacto social, podemos afirmar 
que la ley abrió caminos a la participación organizada de personas y 
familias (Iglesias, 2008: 47). 

La ley permitió mecanismos alternativos para la producción 
de viviendas y la posibilidad de otorgar financiamiento público para 
la construcción de viviendas por parte de las familias (Nahoum, 
2008b).

En términos de la significación política de la ley, Midaglia 
(1992) sostiene que tuvo todos los atributos de una política pública, 
dirigida a un sector de importancia social y económica que, aunque 
había sido definido como ámbito de intervención política, no había 
sido atendido de forma orgánica por el Estado. 

La misma autora argumenta que la sanción de la ley se vio 
favorecida por el apoyo de las organizaciones empresariales, que 
querían dinamizar el sector y obtener créditos para la construcción 
(Midaglia, 1992: 74-75).

Nahoum (2008a: 29) va más allá y señala que el capítulo sobre 
el sistema cooperativo era marginal, y estaba integrado al proyecto 
más para facilitar su aprobación que como una propuesta de solu-
ción para los problemas habitacionales.
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Balance del desarrollo de las cooperativas de vivienda
Al momento de hacer un balance de la aprobación de la Ley 

17.328 podemos sostener que, al igual que para otros sectores del 
cooperativismo, la aprobación de un marco legal específico permi-
tió una rápida expansión de este tipo de cooperativas en los prime-
ros años (Terra, 1986). 

La evolución del sector estuvo plagada de marchas y contra-
marchas. 

Identificamos cuatro grandes etapas que, si bien no resultan 
homogéneas, se pueden reconocer fácilmente algunas característi-
cas comunes al período. 

El primer período está marcado por el establecimiento de las 
bases del sistema y su rápida expansión y abarca desde la aproba-
ción de la Ley 13.728 hasta la desarticulación por parte de la dicta-
dura del sistema institucional creado (1969-1976)123. 

El segundo período se caracteriza por el retroceso y la des-
trucción del sistema y comprende desde 1977 hasta fines de la dic-
tadura (1984).

 El tercer período incluye los cuatro primeros gobiernos lue-
go de la recuperación democrática, y se define por las expectativas 
puestas en la política de vivienda con la recuperación democrática 
(1985-2004). 

Sin embargo, como analizaremos, la dinámica del sistema co-
operativo en el período se explica más por la inercia de las etapas 
anteriores que por nuevos impulsos, aunque algunos elementos de 
política e institucionales se modifican. 

El último período, que va desde 2005 a nuestros días, se ca-
racteriza por un impulso renovado al cooperativismo de vivienda 
luego de la asunción de los gobiernos del Frente Amplio y los cam-
bios institucionales y políticos que se produjeron. 

	123.	 El 27 de junio de 1973 se produce un golpe de Estado. El Presidente de la 
República, Juan María Bordaberry, en complicidad con las fuerzas arma-
das, disolvió el parlamento, restringió las libertades básicas y persiguió a 
la oposición. Recién el 1 de marzo de 1985 vuelve a asumir un presidente 
democráticamente electo.
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Es de destacar la aprobación de la Ley General de Coope-
rativas 18.407 en octubre de 2008. Dicha ley, en su Capítulo V 
transcribe con pocas modificaciones el Capítulo X de la Ley 13.78, lo 
que estaría demostrando la vigencia del sistema legal anterior. 

La Ley General de Cooperativas también establece avances sig-
nificativos en términos de la promoción de las cooperativas al crear el 
Instituto Nacional del Cooperativismo (Inacoop) (artículo 186). 

Esta nueva institucionalidad, sumada a los cambios en las po-
líticas de vivienda y la creación de la Agencia Nacional de Vivienda 
(ANV) por Ley 18.125 de 2007, posibilitó que el número de coopera-
tivas de vivienda pasara de 581 en 2008 a 2.158 en 2019. 

La aprobación de un marco legal permitió el  desarrollo histó-
rico del cooperativismo de vivienda.

 En primer lugar, porque permitió canalizar e incentivar la ge-
neración de un proceso colectivo y autogestionario de producción 
de viviendas.

Además de ello se trataba de un sistema eficaz, en la medida 
que permitía el acceso a la vivienda de sectores de la población que 
de otra forma no lo alcanzarían, y eficiente, porque permitía elimi-
nar intermediarios y sus ganancias, reducía costos por su magnitud, 
y en el caso de la ayuda mutua, ahorraba gastos de mano de obra. 

A esto podemos agregar que mejoraba los controles sobre los 
recursos y se reducen los costos y se reducen los costos en el man-
tenimiento posterior (Chiazzaro y Viola, 2006).

La cooperativa no solo era un aporte a la vivienda de los aso-
ciados, sino que debe ser considerado como un actor urbano, en la 
medida que las cooperativas han construido barrios “completos”, 
con sus espacios verdes, de recreación, de socialización y han apor-
tado a la infraestructura de la ciudad constituyendo un aporte a la 
comunidad (Tognola, 2008).

Han aportado también en la adaptación de tecnologías y so-
luciones arquitectónicas, desarrollando viviendas pensadas como 
soluciones para las familias. 

También han constituido verdaderas escuelas de ciudadanía 
fomentando la participación y la asunción de responsabilidades de 
forma individual y colectiva. 
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Sin embargo, y más allá de los recursos y apoyos volcados 
a las cooperativas de vivienda en los últimos años, siguen siendo 
insuficientes y las federaciones que representan a los cooperativis-
tas de vivienda reclaman porque aún hay muchos grupos coope-
rativos esperando para obtener el crédito y comenzar a construir 
(FUCVAM y FECOVI, 2015).
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Nuevas Cooperativas de trabajo vinculadas a 
la economía solidaria o popular

Mario S. Schujman

Autogestión

La forma más elevada de participación de los asociados en 
la cooperativa es la autogestión. A partir de ella, se construye una 
ruptura epistemológica con otras categorías del trabajo (trabajo de-
pendiente y trabajo autónomo), y el corte tiene una dimensión que  
su inclusión en el tipo jurídico de la cooperativa es insuficiente. 

La autogestión particulariza su naturaleza, y determina la ne-
cesidad de una legislación específica para el trabajador autogestio-
nario, que lo diferencie, distinguiéndolo también del trabajo coope-
rativo subordinado.

El derecho del trabajo pretende proteger a todo el trabajo en 
todas sus formas, sin entender que el mundo del trabajo ha cam-
biado y en esta indiscriminación impide que la mayoría de los traba-
jadores carezca de todos los derechos. Para proteger los derechos 
emergentes del trabajo, impide que la mayoría de los trabajadores 
tenga derecho al trabajo y acceda al derecho social.

Y el derecho cooperativo, incluyendo sin diferenciar a los 
trabajadores de las Cooperativas de Trabajo Asociado, contribuye 
a esta confusión. Es sustancialmente diferente la relación de una 
cooperativa de otros subtipos con sus empleados, de aquella que 
la autogestión determina para quienes integran una Cooperativa de 
Trabajo Asociado.  

La conceptualización y la práctica de la autogestión, encuen-
tra distintos significados a través de la historia y de la praxis. Es un 
concepto polisémico que expresa  a nuestro juicio diversas maneras, 
en la que se ve esta práctica a través del tiempo y desde distintas 
miradas ideológicas, todas valiosas, pero que deben ser ubicadas en 
contexto y situadas.

Marcelo Vieta en la introducción a un formidable estudio his-
tórico y de debate ideológico en torno a la Autogestión, que publicó 
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Andres Ruggieri124-, propone una definición “ético política, revolu-
cionaria” (Ruggieri 2018: 19)125.

El propio autor hace una introducción en la cual trae el con-
cepto a nuestra realidad, que estudió en profundidad, a partir de las 
cooperativas que “Recuperan Empresas”, aporta su propia mirada 
ideológica (Ruggieri 2018: 26):

Las Formas Autogestionarias de la Economía, tanto en su forma tra-
dicional de las cooperativas, en las nuevas organizaciones de sub-
sistencia económica, provenientes de movimientos sociales o de la 
propia fragmentación y precarización de la clase trabajadora, o en 
las empresas y fábricas ocupadas y transformadas en autogestiona-
rias para evitar su cierre, y el desempleo consiguiente. 
Han ido generando formas de manejo directo de la economía, por 
productores y consumidores, que en no pocos aspectos, se aseme-
jan a algunas experiencias y prácticas obreras del período de las 
revoluciones europeas de la primera mitad del siglo XX.

En un esfuerzo académico muy importante que da cuenta 
de las experiencias en el marco de situaciones revolucionarias de 
autogestión política, de los dos siglos anteriores, entre otras: de 

	124.	 Recientemente ha publicado, conduciendo las investigaciones del valiosí-
simo Programa de Facultad Abierta, “Las empresas recuperadas por sus 
trabajadorxs” que pueden ser consultados en : https://www.recuperadas-
doc.com.ar/propias.html/

		  Ruggieri, A. (2014). (Coord. Gral). Nuevas Empresas recuperadas 2010/3. 
IV relevamiento. Ed. Peña Lillio. Ed. Continente. Buenos Aires. Argentina.

		  Ruggieri, A. y otros. (2014). Cooperativa Textiles Pigüé. Ed. Peña Lillio. Ed. 
Continente. Buenos Aires. Argentina

		  Ruggieri, A. y otros. (2017). Autogestión y luchas obreras: del 2001 al Nue-
vo Neoliberalismo. Cooperativa Callao Ediciones. Buenos Aires. Argentina

	125.	 “La autogestión es una palabra llena de relevancia ético-política y revolu-
cionaria, central para la lucha en pos de la libertad plena y en contra de los 
sistemas jerárquicos y autocráticos de control y explotación”.

		  Ruggieri, A. (2018). Autogestión y Revolución de la primeras cooperativas 
a Petrogrado y Barcelona. Editorial Coop Cultural Callao. Buenos Aires. Ar-
gentina. 
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la Comuna de Paris (1871), de los Consejos, Comités de Fábrica y 
Control Obrero en la Revolución Rusa (1917), de La Revolución y la 
Autogestión en la Guerra Civil Española (1936), y de los principales 
debates ideológicos revolucionarios, que se encendieron en torno 
a las mismas.  

Lo propio, desde otro ángulo ideológico y de manera mucho 
más sintética, hace Pablo Guerra (2013).

Pero el propio Andres Ruggieri, en un trabajo anterior, centra-
do en la praxis que investiga y no en un modelo histórico político, 
nos proporciona una mirada con la que coincidimos porque está 
situada en tiempo y espacio: 

El concepto de autogestión refiere a la gestión de los trabajadores 
de una unidad productiva en la cual se prescinde de la presencia de 
capitalistas y gerentes y son los trabajadores quienes imponen co-
lectivamente las normas que regulan la producción, la organización 
del proceso de trabajo, el uso de los excedentes y la relación con el 
resto de la economía y la sociedad126.

Francisco Iturraspe,  durante el gobierno de Velazco Alvarado, 
y en su exilio en Venezuela, escribió en dos tomos Participación, 
Cogestión y Autogestión en América Latina, citado por Escobedo y 
Deux (2005: 21), y define a la 

Autogestión como el movimiento social, económico y político, que 
tiene como método y objetivo que la empresa, la economía y la so-
ciedad en general, estén dirigidas por quienes producen y distribu-
yen los bienes y servicios, generalmente sociales127.

No sin dejar de mencionar la experiencia internacional de los 
Consejos Obreros Yugoslavos (1970), al Perú de Velazco Alvarado 

	126.	 Ruggeri, A. (2010). “Autogestión en la Argentina: reflexiones a partir de 
la experiencia de las empresas recuperadas por sus trabajadores. Visioni 
LatinoAmericane”. Centro Studi per l’America Latina, Nº 3, pp. 81-96. 

	127.	 Escobedo, M. y Deux, M. V. (2005). Autogestión obrera en la Argentina. 
Historia y Presente. Editorial de la Universidad Nacional de Rosario. Rosa-
rio, Argentina.
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(1968/75), la experiencia autogestionaria y controvertida, desa-
rrollada por los mineros bolivianos, durante el primer gobierno de 
Paz Estensorro (1952), la Cogestión en el Chile de Chicho Allende 
(1970), y algunas nacionales128, incluyendo debates del movimien-
to obrero, porque históricamente la autogestión se expresó en 
movimientos políticos de los trabajadores a través de los tiempos, 
y nos indican:

La especificidad argentina y actual, es que con la Recuperación 
de Empresas, este “Instrumento de Lucha de los Trabajadores” se 
revitaliza y adquiere utilidad, en un mundo en el que el capital pare-
ce haber ganado demasiadas batallas, el fenómeno no tiene contex-
tura político revolucionaria, pero aporta un modelo autogestivo que 
es fundamental para satisfacer las necesidades de la reproducción 
de la vida, una manera distinta de producir, gestionar la producción 
y repartir el producido de la misma, y proporciona un modelo que 
no requiere, la toma de un poder que en este momento no está 

	128.	 “Ya en el año 1946, la Federación sindical de los trabajadores de las minas 
de Bolivia comunicaron su apoyo a los sindicatos mineros cuyo objetivo 
político estuviera ligado al ejercicio efectivo del control obrero de todos 
los aspectos del funcionamiento de las mina.

		  Sin embargo, el control obrero sufrió un rápido deterioro al tratar de ase-
gurar los privilegios de la dirección, provocando descontento y quejas en-
tre los obreros”

		  Otra fue la situación en los movimientos autogestionarios en el Perú. “La 
participación de los asalariados a través de las comunidades laborales, de las 
Empresas de Propiedad Social (EPS), así como de las empresas asociativas sur-
gidas de la reforma agraria, fueron experiencias surgidas “desde arriba”.

		  En Chile: Durante los años del gobierno popular, la autogestión fue promo-
vida –aunque tímidamente– básicamente de dos maneras: por un lado, se 
consolidaron las empresas autogestionarias, en su mayoría cooperativas in-
dustriales creadas en el período anterior, agregándose otras que habían sido 
abandonadas o traspasadas por sus dueños preocupados por las tendencias 
socialistas del gobierno. Por otra parte, se estimuló la creación de empresas 
autogestionarias a la luz del programa de gobierno dirigido a incentivar la 
producción industrial y nacionalizar las empresas privadas, incorporando a 
las mismas en la denominada Área de Propiedad Social Mixta.

		  De las experiencias argentinas la autora  reseña “las cooperativas cañeras 
creadas en Tucumán entre los años 1967 y 1968. Una de ellas corresponde 
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en disputa, ni siquiera del gobierno, por parte de los trabajadores, 
ni de un “capitalismo de estado”129, ni por supuesto del “capitalismo 
de mercado”, actualmente en su etapa más “neoliberal financiariza-
da y antidemocrática”.

Este concepto de lo central del fenómeno, no excluye diversas 
formas de autogestión, mas allá de la recuperación de empresas, 
los “recolectores de residuos sólidos”  se han organizado como tra-
bajadores autogestivos que oscilan entre el “trabajo autónomo” y 
el “trabajo autogestonario”, y ello les ha permitido incorporar el re-
ciclado sistemáticamente y una condición de vida diferente. 

También muchos trabajadores que se organizaron con coo-
perativas que estaban atadas a planes sociales, sometieron los 
planes sociales a proyectos autogestivos que tratan de  llevar ade-
lante dentro o fuera de grandes movimientos sociales. 

a la experiencia de Campo de Herrara, y permite ilustrar este fenómeno. 
Esta cooperativa se originó luego de que se produjeran graves conflictos 
sociales en esta provincia entre los años 1965 y 1966, fruto de la crisis 
azucarera que ocasionó el cierre de fuentes de trabajo”. Esta Cooperativa 
muy deteriorada sigue funcionando.

		  Wyczykier, G. (2010) “Sobre procesos de autogestión laboral en América 
Latina y en la Argentina: Algunas referencias históricas para su análisis”. 
Rems. Año 3 Nº 3, pp. 141 y sgts. 

		  https://estudiosmaritimossociales.org/wp-content/uploads/2016/05/
rems-nc2ba-3-28x21-29-4-2011_p139-149-2.pdf

	129.	 Denominamos Capitalismo de estado, a las experiencias en las cuales la 
toma del poder por los trabajadores o de su partido, desembocaron bu-
rocratización mediante, en reproducir las funciones de acumulación del 
capital desde el estado, sin perjuicio de que fueron experiencias ideológi-
cas y prácticas incomparables con la evolución del capitalismo de estado, 
y que determinaron que este último, durante un largo período debiera 
recurrir al “estado de bienestar, en la competencia con el Sistema del de-
nominado Socialismo Real. 

		  Cuba, que difícilmente pueda ser definida exclusivamente como un “ca-
pitalismo de estado” aunque tenga alguno de esos rasgos, y China que 
los tiene todos y se expresa como el futuro inmediato emergente, no han 
apoyado claramente la experiencia autogestionaria, como respuesta para 
la conformación de una “ideología de un socialismo desde abajo y sustan-
cialmente democrático”.



198

Existen en el plano de las Cooperativas de trabajo tradiciona-
les y aquellas emergentes de experiencias de economía solidaria 
organizaciones autogestionarias realmente importantes. (Coopera-
tivas de trabajadores de medios, de trabajadores tecnológicos, Coo-
perativas Sociales, etc.).

Gerardo Sarachu (2011: 201)130, citado por Pablo Guerra 
(2013: 110) nos proporciona un ámbito de acción, que recoge de la 
praxis uruguaya, algunas experiencia puntuales, tales como la auto-
gestión de la viviendas en el hermano país, y otras que también se 
expresan en nuestro territorio, y nos indica que: 

Son intentos y realizaciones que se viene construyendo histórica-
mente como campos de experimentación abierta –acumulando lo-
gros y fracasos– en diferentes ámbitos económicos, sociales, políti-
cos y culturales, desarrollando prácticas vinculadas a la gestión del 
trabajo y a la participación directa de los afectados en los variados 
asuntos que puedan afectar su existencia, tanto a nivel local como 
global. 
Entre estas prácticas se destacan las organizaciones de trabajado-
res y trabajadoras, cooperativas, federaciones, formas de gestión 
colectiva, radios comunitarias, colectivos territoriales auto organi-
zados, formas de resistencia y propuesta para resolver colectiva-
mente necesidades humanas de vivienda, trabajo, salud, educa-
ción, recuperación de espacios públicos, disfrute del tiempo libre, 
colectivos culturales y artísticos, espacios y redes de efectivización 
de derechos humanos, núcleos de estudio y acción, ocupaciones y 
gestión colectiva de la tierra, experiencias productivas y sus coordi-
naciones comunitarias de organización popular. 

Hacemos eje en la experiencia de las Cooperativas que Recupe-
ran Empresas porque son las están haciendo punta en esta distinción 

	130.	 Sarachu, G. (2011). “Poder hacer autogestión: desafíos y rupturas nece-
sarias desde las experiencias asociativas populares”, en Acosta, Y. et alt. 
Pensamiento crítico y sujetos colectivos en América Latina, Montevideo, 
Trilce.  
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entre el trabajo dependiente, autónomo y autogestionario, consti-
tuyendo un salto cualitativo en la praxis que da lugar al concepto.

Pablo Guerra (2013: 98/101)131, tras introducirnos, coinciden-
temente afirman que 

La autogestión ha revivido en los últimos años.
 Lo ha hecho de la mano de nuevos movimientos sociales dispues-
tos a forjar su identidad colectiva en torno a un significante con 
hondas raíces en la cultura obrera 

Nos complica conceptualmente y eso es bueno, porque hace 
una interesante distinción cuando caracteriza dos tipos de autoges-
tión admitiendo la complejidad de diferentes niveles de análisis,  
uno cuando los trabajadores se independizan del trabajo depen-
diente y obtienen autonomía (en este caso puede tratarse del clási-
co emprendedor que alentado por el  sistema global dominantes, o 
de autónomos que construyen una red, para incorporarse a la eco-
nomía solidaria), pero no conforman una empresa autogestionaria, 
y el otro, cuando se construye un colectivo en el que cada trabaja-
dor depende de los restantes integrantes de ese colectivo, supone 
una ruptura con el individualismo para entroncar con la reciproci-
dad y la responsabilidad construyendo una empresa. 

Este último es el que constituye materia transformadora, y 
sólo de esta manera entendemos la autogestión. El que reemplaza 
el individualismo del trabajador autónomo por la organización aso-
ciada, que se ofrece como nueva forma de lucha de los trabajadores 
y en ello también coincide Pablo. 

Responde a un proyecto colectivo cuyo valor adquiere prota-
gonismo en el marco de los cambios axiológicos… El proyecto co-
munitario dice más que el mero “autogobierno” (Guerra 2013: 102) y 
tiene en nuestro concepto, una naturaleza diferente, sustancialmente, 

	131.	 Guerra, P. (2013). “Un acercamiento teórico a la autogestión para compren-
der las prácticas de economía solidaria en América Latina”. Visto el 8.4.20.
https://pdfs.semanticscholar.org/ca5c/b3693c97ae191a3d35e323cc7de-
11b6e9998.pdf



200

alternativa y transformadora. Guerra lo cita a Castodiaris (1989: 35) 
que habla de “sociedad autogestionada” o incluso “socialismo au-
togestionado.

Paulo Peixotto Albuquerque (Albuquerque 2004: 39/40) afir-
ma a su vez: 

La Autogestión en sentido lato es el conjunto de prácticas sociales, 
que se caracteriza por la naturaleza democrática de las tomas de 
decisión, que favorece la autonomía de un colectivo. 
En un ejercicio de poder compartido que califica las relaciones de 
cooperación entre personas y/o grupos, independientemente del 
tipo de estructuras organizativas, o actividades, dado que expresan 
intencionalmente relaciones sociales más horizontales. 

Conceptualmente, Escobedo y Deux responden a la praxis 
que se revela en una investigación de campo, de la Recuperación de 
Empresas en el Gran Rosario, a las que definen como:

Procesos de preservación de los puestos de trabajo, transfiriendo 
la producción y la gestión empresaria, a manos de los trabajadores. 
Son empresas autogestionarias, ya que sus propietarios intervienen 
en forma directa o indirecta en la conducción, y la administración 
de la firma, son beneficiarios de sus resultados económicos y a la 
vez son usuarios de los servicios o dadores de trabajo, en la activi-
dad productiva.

Nuestro punto de vista
Coincidimos en que la autogestión es un concepto cargado de 

política, en que pueden generar organizaciones autogestionarias las 
cooperativas de trabajo asociado, también aquellas organizaciones 
de trabajadores de la ciudad y del campo, aunque no adopten el 
tipo cooperativo, que toman las riendas de su destino, de los mo-
vimientos sociales que conforman cooperativas en las que son los 
propios trabajadores los que deciden asociadamente el futuro de su 
vida y la de su comunidad.

Pero debemos ser intelectualmente honestos. La gran mayoría 
de los trabajadores de “Cooperativas de Trabajo y de las Empresas 
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Recuperadas”, y también los actores de las cooperativas de los Mo-
vimientos Sociales, lo que procuran es tener o recuperar el trabajo 
(Ruggieri 2009)132 para reproducir la vida en el ámbito de su familia 
y de la comunidad, no hacer una revolución, ni tampoco les interesa 
la perspectiva política, que con excepciones, no se plantean. Es su 
interés el que los conduce a la solidaridad y a la reciprocidad, como 
manera mas adecuada de satisfacerlo. 

Por supuesto que hay cooperativas más politizadas que otras, 
y está bien, pero no las preferimos cuando no aúnan su relación 
con la comunidad, y con los movimientos sociales, y con el objetivo 
productivo que les proporcione sostenibilidad y con ello  autonomía 
colectiva. 

Lo que es política es la perspectiva que le proporcionan al 
conjunto de la sociedad, porque brindan una alternativa transfor-
madora, promueven la producción y la vida en la comunidad a la 
que pertenecen, configuran una fuente de solidaridad, reciprocidad 
y don, que influye fuertemente en la sociedad, y en la economía, 
y nos ayudan a todos a pensar que otro mundo es posible. Que es 
posible generar en el seno de esta sociedad maldita, otra diferente, 
donde esos trabajadores juegan un rol fundamental. 

Por ello en los trabajos de investigación que coordinára-
mos133, de los que recogemos la conceptualización y los avances de 

	132.	 La opinión de Trinchero, H. y otros. (2009:) La Economía de los Trabajado-
res; Autogestión y distribución de la Riqueza. Editorial Coop. Chilavert, pp. 
138/146. Buenos Aires. Argentina. es coincidente con la de Andrés Ruggie-
ri en el capítulo “Las Empresas Recuperadas en la Argentina, son: La discusión 
política de estos obreros era escasa y su participación aparece claramen-
te como fruto de la desesperación por la falta de trabajo. Los cambios 
en la subjetividad de los trabajadores no son tan grandes como muchos 
desearíamos. Muchos siguen pensando como trabajadores asalariados…
la mayoría sigue esperando su salario a fin de mes, con la expectativa de 
conservar su modo de trabajo anterior”.

	133.	 Schujman, M. y otros. (2014). Las Cooperativas de Trabajo en América 
Latina. Investigación colectiva. Investigación SPU.M.E.  Ed. del Reves. Ro-
sario, Argentina. https://www.academia.edu/16516469/Las_Cooperati-
vas_de_Trabajo_en_Am%C3%A9rica_Latina

 		  Schujman, M. y Gaudio, R. (Coord.) (2018). Derecho Cooperativo 
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Paulo Pexixotto Albuquerque (Schujman 2019:203)134, y en la Carta 
del Trabajador Autogestionario (2019:13), cuya redación comparti-
mos con autores a los que respetamos y seguimos, (Edith Encinas, 
Manolo Robles, Jose Abelli, Francisco Iturraspe Oviedo, Gemma 
Fajardo García, Manuel García Jiménez, Ronaldo Chaves Gaudio, 
Daniel Menezes, Ricardo Chercoles y Cesar Arese, todos ellos, diri-
gentes de Recuperadas, y catedráticos de Universidades Europeas y 
Latinoamericanas ), definimos a la Empresa Autogestionaria como 
aquellas: 

Empresas, organizaciones y emprendimientos de autogestión, or-
ganizados para la producción de bienes y servicios, en las cuales los 
trabajadores que la integran dirigen las actividades de las mismas 
y aportan su fuerza de trabajo, con el fin primordial de realizar acti-
vidades productivas y recibir, en proporción a su aporte de trabajo, 
beneficios de tipo económico y social.

Estas organizaciones materializan con la participación de los 
trabajadores en la gobernanza y en la gestión de estas entidades, 
con la propiedad o el usufructo compartido de los bienes de pro-
ducción y la apropiación de los excedentes, realizando de manera 
efectiva la “democracia substancial” una alternativa política para 

Latinoamericano. Ed. Juruará. Brasil. https://ibecoop.org/wp-con-
tent/uploads/2018/11/Derecho-cooperativo-latinoamericano.pdf

		  Schujman, M. y otros. (2019). Carta del Trabajador Autogestionario. UNR 
Editora. Rosario, Argentina. 

		  https://www.academia.edu/38628773/carta_del_trabajador_autogestio-
nario

		  Schujman, M. y otros. (2019). La participación de los Asociados en las Enti-
dades de la Economía Social y Solidaria. Cooperativas de Trabajo Asociado. 
Autogestión. Carta del Trabajador Autogestionario. (Informe de Investiga-
ción. SPU. M.E. UNR Editora. Rosario, Argentina. file:///C:/Users/Mario/
Downloads/La%20participaci%C3%B3n%20de%20los%20asociados%20
en%20las%20entidades%20de%20la%20econom%C3%ADa%20social%20
y%20solidaria%20(2).pdf

	134.	 Schujman, M. (Comp.) (2019). La Autogestion y las Cooperativas de Traba-
jo Asociado. UNR Editora. Rosario, Argentina.
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enfrentar las maneras más despiadadas del capital, y mostrar que es 
posible “luchar primero y producir después” de manera diferente.

Sobre la base de esas investigaciones y las experiencias que 
recogen, es que miramos a la autogestión, con todas sus dificul-
tades y contaminaciones, como el más importante anticipo de un 
“futuro mucho mejor posible”, y de un presente en el que consti-
tuirán un aporte muy importante a la producción, a la educación 
y a la conformación de un “sentido común y una lógica”, que tiene 
en cuenta el interés de las personas y de la sociedad, vinculándolo 
con la solidaridad, la cooperación, la ayuda mutua, la reciprocidad, 
y el don redistributivo, que amplíe considerablemente el universo 
de los “bienes comunes”,  que son indispensables para lograr esas 
metas y realizar progresivamente los “Derechos Económicos Socia-
les y Culturales”. 

Existen constatadas numerosas dificultades históricas que 
dan cuenta de contaminaciones y problemas para llevar adelante 
experiencias autogestionarias y el libro de Iturraspe (Francisco Itu-
rraspe Editor 1986:63/7/8)135, recoge una praxis muy importante, 
de Chile, Venezuela y Perú.

	135.	 Es muy importante que conceptos que son válidos no se contradigan con 
dificultades reales. En el Chile de Salvador Allende, se planteó como un 
tema importante el de la autogestión, y en el documento oficial para el 
trieno 1980/2, que nos parece importante para la reflexión, porque en-
contramos dificultades similares en nuestras experiencias:

		  “Que en esencia es mucho más que la adquisición de conocimientos. Sig-
nifica más bien un cambio de conductas. En este campo la experiencia ha 
sido rica, aunque no se ha avanzado bastante en los cambios conductua-
les que son al mismo tiempo causa y efecto del proceso autogestionario”.  
Los procesos de cambios conductuales individuales y colectivos son, por 
naturaleza de maduración lenta y que en algunas oportunidades resulta 
infructuoso y hasta contraproducente acelerar su ritmo natural. 

		  Los recursos financieros para apoyar este programa fueron insuficientes e 
inadecuados. 

		  Iturraspe, F. (Ed.) (1968). Participación, Cogestión y Autogestión en Améri-
ca Latina. Editorial Nueva Sociedad. Caracas. Venezuela. file:///C:/Users/
Mario/Documents/LIBROS%20mss/Cooperativas%202020/material/Itu-
rraspe%20autogestion%20en%20latinoamerica%202%20(1)%20(2).pdf
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No encontramos en la experiencia, contradicción entre el in-
terés individual de sus participantes y el proyecto social. Aunque no 
creemos que haya al respecto contradicciones fundamentales. Muy 
por el contrario, quienes llegan a la reciprocidad y a la solidaridad a 
partir de su interés individual, son sectores muy amplios de la socie-
dad y sólo en interés de la gente. Es que ésta debe transformarse, 
no para responder a imperativos categóricos ideológicos.

No creemos que haya automatismos, en los cuales la creación 
de organizaciones autogestionarias genere de inmediato las modi-
ficaciones conductuales de trabajadores que han internalizado a 
través de toda su vida, la subordinación a un mando patronal y la 
seguridad que ello implica; que troquen su visión por la de un tra-
bajador autogestionario, que antepone las necesidades colectivas a 
las propias, y que asume la responsabilidad de conducir una empre-
sa compartida, e ingresos, y una seguridad social, que en la mayoría 
de los casos es menor a los de los trabajadores de la misma activi-
dad que se desempeñan en relación de dependencia. Pero lo hacen 
sin alternativas, porque el trabajo dependiente aunque subsista en 
parte decreciente de la población, está anclado en un pasado que 
ya no existe. 

La alternativa es: o se construye trabajo autogestionario, o el 
Estado apoya con decisión el futuro redistribuyendo y ampliando el 
espectro de los bienes comunes, o redistribuye planes sociales, que 
ni siquiera resuelven el presente, y mucho menos el futuro.

Las experiencias autogestionarias son maravillosas. Sus in-
tegrantes efectivamente las conducen, aunque en oportunidades 
deleguen en algunos compañeros la administración, las gestionan 
porque no hay nadie más que lo haga (porque son empresas sin 
patrón), y no comparten el producido con el “dueño de la empre-
sa” (no tienen socio capitalista), aportan parte al proyecto común, 
y otra lo distribuyen para atender a sus necesidades y las de sus 
familias; y muchos de ellos avanzan a una autogestión que no es 
ideal, sino real y tangible, que se sostiene en nuestro país desde 
hace más de 20 años, sin respaldos redistributivos sustanciales en 
los períodos en los que recibieron reducido apoyo y pese a muchas 
políticas públicas que no las querían en ese período. 
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Esta concepción que expresamos es ideológica, pero la com-
partimos con honestidad intelectual.  Asumimos el carácter trans-
formador de la Autogestión, pero no pensamos en una Revolución 
Autogestiva, pero sí en una transformación que termine con la 
monstruosa sociedad que engendró el capitalismo global y la acu-
mulación de poder y de riqueza financiarizada. 

Sabemos que se están produciendo transformaciones en la 
sociedad, la unipolaridad norteamericana está en su ocaso, pero 
mientras tanto puede hacer mucho daño. 

China, Rusia y la India, no son países socialistas, ni mucho me-
nos pero van a ser importantes en el diseño del futuro no tan me-
diato, y es muy posible que la economía especulativa, no esté en el 
centro de la perspectiva económica. Pero es la sociedad organizada, 
en cada país, la que tiene que estar en condiciones de afrontar el 
futuro en los resquicios del poder del capitalismo.

Un mundo distinto requiere de una ideología que llegue a los 
sentimientos, el sentido común, a la intimidad constitutiva de la gen-
te; que no sea la simple repetición del pasado, por más sólida que sea 
su racionalidad, y lo cómodo que sea utilizarla cuando la praxis ha re-
velado su insuficiencia,  sino que hay que construirla, y la autogestión 
es un punto de partida ideológico esencial para hacerlo.

Es necesario edificarla con mucha praxis. Con autogestión de 
los propios trabajadores urbanos y rurales, con autogestión en el 
consumo, en la construcción de la vivienda, pero también con la 
participación activa del movimiento cooperativo y mutual, de los 
movimientos sociales que luchan contra el patriarcado, y otras for-
mas de discriminación sexista o cultural, de los movimientos en de-
manda de la defensa del medio ambiente, de los que luchan con-
tra el neocolonialismo, de las culturas originarias que pelean por 
recuperar su identidad e instalar una “buena vida” para todos y el 
“respeto a la madre tierra”, de los movimientos religiosos progre-
sistas, de todos los trabajadores y de sus organizaciones sindicales, 
de la política que no ha sido corrompida por los amos del mundo, 
de los hombres y mujeres de todo el planeta que están hartos de 
ser  excluidos, apartados y vejados por un sistema global neoliberal 
que les come la cabeza, los enfrenta a unos con los otros y les niega 
los derechos fundamentales. 
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Cooperativas de trabajo

Los trabajadores y los pensadores de un mundo mejor, des-
cubrieron que la reciprocidad, la solidaridad, la cooperación ances-
tral eran una alternativa para gestionar una empresa; y que no era 
imprescindible el empresario capitalista; que ellos mismos podrían 
ser los propietarios, los gestores directores y administradores y ser 
simultáneamente los trabajadores de esa empresa. 

Conceptualización y naturaleza específica de la Cooperativa de 
Trabajo

Nos quedamos para conceptualizar a las cooperativas de tra-
bajo con alguna doctrina histórica (Del Río, 1966), de notable actua-
lidad que las definía teleológicamente, diciendo que su finalidad es 
“eliminar la explotación del trabajo, el lucro sobre el trabajo ajeno, 
la especulación sobre la labor humana” (Del Río, 1966: 99). 

“El trabajo cooperativo autogestionario es una forma de produc-
ción, acumulación y gestión no capitalista, que puede producir 
en la realidad cambios económicos y sociales” (Schujman Mario, 
2015: 80)136. 

Henry Haagen toma la definición que nos brinda Dante Cracogna 

Son cooperativas cuyo objeto social consiste en brindar ocupación 
a sus socios. Todos los socios trabajan en ella y, en principio, so-
lamente ellos. Su actividad específica puede consistir en producir 
bienes o brindar servicios (Cracogna, 1999: 13)137. 

	136.	 Schujman, M. (2015). “Cooperativas que recuperan empresas”. En Empre-
sas Gestionadas por sus trabajadores. Problemática jurídica y Social. Coor-
dinado por Gemma Fajardo. Edit. Ciriec. Valencia. España

	137.	 Cracogna, D. (1999). “Aspectos jurídicos de las Cooperativas de Trabajo 
en América Latina”. En Boletin de la Asociación Internacional de Derecho 
Cooperativo, p. 33.
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y agrega 

la producción y la distribución de saber/conocimiento (Haagen, 
2015: 20)138.

Las empresas cooperativas deben afrontar su sostenibilidad en 
mercados asimétricos oligopolizados, institucionalizados, virtualizados 
y financiarizados,para la competencia, la especulación y el egoísmo. 

En la sociedad formateada por el poder que detentan “los 
dueños de esos mercados” el tipo jurídico es también utilizado en 
fraude a la ley laboral e impositiva, por los estados y por las empre-
sas capitalistas, y el pensamiento tiende a ser homogeneizado en 
las reglas de juego en los que se desenvuelven los mercados finan-
cieros, para que lo absurdo sea aceptado como de “sentido común” 
(Lazarini Mauricio. 2020)139. 

Por ello, al cúmulo de tensiones que se generan para las coo-
perativas, se les suman en las de trabajo, y se transforman en gra-
ves contradicciones, cuando la norma legal, la doctrina y los fallos 
judiciales aplican el principio del “tratamiento igual para los des-
iguales”140, desentendiéndose del principio de justicia distributiva,  
cuando la legislación laboral, de buena fe, pero equivocadamente, 

	138.	 Haagen, H. (2015) “Las cooperativas de trabajo en el contexto Internacio-
nal”. En Empresas gestionadas por sus trabajadores. Problemática jurídica 
y Social. Coordinada por Gemma Fajardo Garcia. Ed. Ciriec. España.

	139.	 “50 años de neoliberalismo han demostrado que, por ejemplo, la salud 
pública, un dispositivo biopolítico por excelencia, está completamente in-
vertida por el capital, privatizada, con recortes de fondos, con la introduc-
ción de una gestión ʻjusto a tiempoʼ, con una lógica de cero camas desocu-
padas, que representan cero ʻexistenciasʼ de camas disponibles, como si 
fuera una industria automotriz. De ahí la falta de camas, de respiradores. 
No producían porque no querían almacenar, no querían perder el ahorro 
de dinero y la producción planificada para que no hubiera dinero inactivo”.

		  Mauricio Lazzarato. 17.04.20. Entrevista en Revista Outras Palabras. Pu-
blicacion digital. https://outraspalavras.net/outrasmidias/o-encontro-da-
revolucao-onde-foucault-a-perdeu/

	140.	 La noción aristotélica de igualdad, que ordena tratar igual a los iguales y 
desigual a los desiguales. Aristóteles. “Etica a Nicomano”.
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aplica sus normas a los trabajadores autónomos o a los trabajadores 
autogestionarios que tienen distinta naturaleza y requerimientos.

Lo mismo sucede con el Derecho Cooperativo cuando la ley, 
y las organizaciones Internacionales y nacionales, proporcionan a 
todas las cooperativas idéntico tratamiento, sin atender a las espe-
cificidades de sus subtipos, que requieren además puntualizar su 
identidad estructural específica.

En América Latina, la legislación para las Cooperativas de Tra-
bajo es un campo de batalla en el que confrontan, como si fuera 
necesario interpretarlos en contradicción excluyente, un cúmulo de 
derechos fundamentales que reclaman vigencia efectiva. 

Es tan importante el “derecho al trabajo” como el “derecho del 
trabajo” y todos los “derechos humanos, económicos, sociales y cul-
turales” que se soslayan cuando se razona con una lógica “doxástica”.

Estas organizaciones que tanto en Europa como en América 
Latina proponen la democratización de la propiedad y la economía, 
y tienen aptitud para expresar los objetivos más relevantes de la 
utopía cooperativa (de Saint Simón a Paul Singer), son en la realidad 
una alternativa cotidiana de los trabajadores y de las políticas pú-
blicas progresivas, frente a la crudeza del desempleo, la pobreza y 
una desigualdad atroz, que siembra a su paso la sociedad neoliberal 
capitalista. 

		  “La igualdad ante la ley podrá servir de coartada a discriminaciones 
flagrantes, a explotaciones constantes, a un engaño efectivo. Sin una edu-
cación renovada de la solidaridad, la afirmación exclusiva de la igualdad 
puede dar lugar a un individualismo donde cada cual reivindique sus dere-
chos sin querer hacerse responsable del bien común”. Concilio Vaticano II. 
Vaticano. 1959.

		  “La garantía del art. 16 de la Constitución nacional no impide que el legis-
lador contemple en forma distinta situaciones que considere diferentes, 
con tal que la discriminación no sea arbitraria ni importe ilegítima perse-
cución o indebido privilegio de personas o grupos de personas, aunque su 
fundamente sea opinable”.

		  C.S.N., “Fallos”, 182-355, 188-464, 190-231, 191-460, 192-139, 204-391, 
209-28, 210-500, 210-855, 222-352, 224-810, 225-123, 229-428, entre 
otros.
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Derecho Comparado Latinoamericano

La ley es un campo de batalla de nuestras sociedades, que 
no se agota en la sanción de una norma legal, sino que requiere su 
institucionalización en la intimidad constitutiva de la gente, de los 
abogados y de los magistrados.

Sin embargo hay leyes que constituyen un importante avance 
para consolidar derechos, para obtener de los tribunales el respeto 
a las praxis que no son hegemónicas en nuestras sociedades. 

Brasil (Lei n. 12.690/2012) tiene una ley específica para regu-
lar a las Cooperativas de Trabajo Asociado. Uruguay, (Ley General 
Nº 18.407, Capítulo II) un capítulo,  y Costa Rica, dedica a su vez un 
Capítulo a las Cooperativas de Trabajo Autogestionado (Ley 4179, 
Cap. IX Cooperativas de Trabajo Autogestionado. Cap XI Cooperati-
vas de Cogestión, y un art. 17 Cooperativas de Producción), mien-
tras que Venezuela  trata en un capítulo del “trabajo Cooperativo”, y 
en otro del régimen disciplinario. (en el Capítulo VI trata del trabajo 
cooperativo, y en el IX de la disciplina). 

La Ley Marco de las Cooperativas de América, (art. 91) esta-
blece que en estas organizaciones empresarias: 

Los socios se vinculan para satisfacer su necesidad de trabajo a tra-
vés de actividades de producción de bienes o de prestación de ser-
vicios organizados directamente por la cooperativa, la cual debe ser 
la propietaria o tenedora de los medios de labor, con autonomía 
técnica y empresarial, sin actuar como intermediaria laboral. 

Concepto en el que coincide la ley uruguaya que pone de re-
lieve y requiere que el trabajo, sea prestado a través del “esfuerzo 
personal y directo” del asociado, y que “el uso de medios de pro-
ducción de propiedad del socio esté afectado exclusivamente al 
cumplimiento del objeto de la cooperativa”. 

No soslayan las normas legales los rasgos específicos que 
tiene la naturaleza de las Cooperativas de Trabajo. Son “coopera-
tivas”, y como tales sus integrantes se relacionan a través de actos 
cooperativos, que implican un tipo específico de trabajo, que no es 
dependiente, ni autónomo, sino autogestionario. 
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En su naturaleza cooperativa y en la autonomía de esta rama 
del derecho, se ha construido una abundante doctrina y jurispru-
dencia. Pero además, es un rasgo específico de este subtipo su na-
turaleza autogestionaria de los trabajadores que la integran.

Las cooperativas son creadas y adquieren sentido pleno 
cuando se aproximan a organizar el trabajo autogestionariamente.  
Cuando su gobierno, administración y la ejecución de su actividad; –
la propiedad de sus bienes– su destino y el producido de su trabajo, 
está en manos de sus asociados. 

Cuando se materializa la autogestión en el trabajo se elimina 
la explotación no sólo de la “plusvalía” (mediante la apropiación de 
parte de su producido por parte del patrono), y en un proceso gra-
dual también se supera la alienación del trabajo (que resulta de la 
ajenidad de su producido). La autogestión es especialmente desta-
cada en alguna legislación latinoamericana (Ley Brasilera, Costarri-
cense y Venezolana), e implícitamente en otras. 

La Ley 12.690/12 de Brasil “fortaleció en el texto legal la im-
portancia de la autogestión” (Gaudio Ronaldo, 2014:89). Siguiendo 
esta línea señalamos un tercer rasgo distintivo que caracteriza la na-
turaleza específica de las cooperativas de trabajo “el ordenar juntos”. 

La función de organizar y dirigir el trabajo la realizan los aso-
ciados cuando gestionan la cooperativa. El trabajo “coordinado”, 
nuevamente vuelve a diferenciar claramente al trabajo “cooperati-
vo”, que propone la “autogestión”, en las cooperativas de trabajo, 
del trabajo en relación de dependencia (en el cual manda el patrón) 
y también del trabajo autónomo (que no se somete a ninguna disci-
plina dispuesta desde afuera. En el trabajo autogestionario es coor-
dinada y acordada  por los trabajadores asociados). 

Los trabajadores se subordinan democráticamente a la direc-
ción de la cooperativa que ellos mismos integran y dirigen. No existe 
subordinación dependiente y tampoco trabajo autónomo. 

La cooperativa hace las veces de principal y sus asociados 
son sus dueños, beneficiarios de su producido, administradores y 
gestores: 

Los propios asociados son quienes deciden “... el reglamento 
de trabajo, la aceptación o no de determinado trabajo, sobre el 
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producido de su trabajo o sobre la forma de ejecución de los trabajos, 
en los términos de la Ley…” (art. 2 de la Ley 12.690/12 de Brasil). 

Se trata de rasgos jurídicos que resultan de una simple obser-
vación de la práctica de estas Cooperativas: 

La relación de trabajo entre la Cooperativa y el trabajador se 
desarrolla en “actos o negocios cooperativos”, a través de los cuales 
el trabajador procura “autogestionar” la empresa o emprendimien-
to, que concreta su objeto social, y lo hace en condición de “para-
subordinacion”, es decir que es él mismo quien hace de principal en 
una coordinación de esta función que se materializa en el gobierno, 
la administración, la fiscalización y la propiedad de la cooperativa, 
sustituyendo al patrono y eliminando el “plus valor”. 

La legislación costarricense diferencia las Cooperativas de 
“Autogestión”, de las Cooperativas de “Producción” y de las “Coges-
tionadas”, y deslinda como rasgo distintivo de las primeras que “son 
de propiedad social indivisible”, de los trabajadores que “aportan 
directamente su fuerza de trabajo” y que “dirigen todas las activida-
des de las mismas”. 

Con diferente terminología La ley de Cooperativas inclusa en 
la Ley de Economía Solidaria del Ecuador, distingue también estos 
tres rasgos, que son ratificados en el Dec Reglamentario Nº 1061.  
La Ley Venezolana es muy clara  cuando distingue “tres modalida-
des de trabajo: el trabajo dependiente, el no dependiente y el tra-
bajo asociado”. (Weber y Delgado Bello)141. El artículo 87 y el 118 
hacen referencia a estas modalidades”. 

La relación del derecho cooperativo con el derecho del trabajo

Las cooperativas de trabajo no son siempre producto de espe-
ranzas cargadas de posibles utopías autogestionarias. 

	141.	 Weber, Y. y Bello, L. D. (2016). “El trabajo asociado en la Legislacion Ve-
nezolana”. En II Congreso Continental y I Foro Internacional de Derecho 
Cooperativo Montevideo.



212

La mayoría ha surgido en los últimos años en América Latina 
del extendido fenómeno del desempleo. Sólo una parte de los tra-
bajadores cuentan con trabajo dependiente formal, y es creciente 
la proporción de trabajo informal (La mitad de los trabajadores 
de América Latina tienen un empleo informal) (Banco Mundial)142. 
Haagen (2015: 31) destaca que “menos del 20% de la población 
mundial tiene acceso a la protección social básica”. 

Cuando convive un altísimo porcentaje de desempleo y sub 
empleo, y la informalidad (es decir el incumplimientos de las leyes 
laborales y sociales), las cooperativas de trabajo, que proporcionan 
trabajo efectivo, y que ofrecen a sus integrantes trabajo “producti-
vo en condiciones de libertad, equidad, seguridad y dignidad, en el 
cual los derechos son protegidos y que cuenta con remuneración 
adecuada y protección social”, deben ser necesariamente protegi-
das y apoyadas por la sociedad y el estado, distinguiéndolas en las 
normas, del tipo jurídico genérico de las cooperativas de trabajo. 

La utilización distorsionada del tipo, que debe ser descartada 
por la norma asegurando la autogestión,  la hacen fundamental y 
paradójicamente los actores más poderosos y hegemónicos en el 
sistema socio económico: el sistema público y el privado lucrativo.

Es por ellos que corrompen el tipo,  y por la porción de  doctrina 
y de poder judicial que los representa que las “Cooperativas de Tra-
bajo” que constituyen una alternativa sistémica, es anatematizada. 

Las cooperativas que nacieron con sindicatos y mutuales, 
para defender los derechos de los trabajadores, y que comparten 
el microuniverso del Derecho Social, porque son instrumentos im-
prescindibles de lucha contra la hegemonía asfixiante del capital, no 
pueden ser despojadas de aquello que las distingue y que conforma 
su específica naturaleza para aplicarles la legislación concebida para 
defender al trabajador dependiente. 

Abrir puertas al primigenio y humano “derecho al trabajo”, 
para aquellos que carecen de él, y hacerlo simultáneamente con la 
posiblidad de eliminar al (patrono) que se queda con el “plus valor”, 

	142.	 http://www.bancomundial.org/es/news/feature/2014/04/01/informali-
dad-laboral-america-latina
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haciendo al trabajador partícipe consciente del producido de su tra-
bajo, es realizar el derecho social y cumplir con los fines primarios 
del derecho del trabajo. 

Aun en estas circunstancias en las que los propios trabajado-
res que viven y vienen de modelos en los que fueron reiteradamen-
te explotados y alienados para oscilar entre el orgullo de la auto-
gestión y la tranquilidad del “sometimiento” que perdieron, es una 
tarea titánica en esta sociedad, que ellos mismos se imponen,  y es-
tas experiencias imprescindibles, carecen de la pureza que muchas 
veces se reclaman en los tribunales laborales, sobre todo en países 
que carecen de legislación específica. 

Henry Haagen (2015) afirma que este fenómeno en el dere-
cho del trabajo es producto de una confusión conceptual. “La base 
conceptual del derecho de trabajo padece de una confusión entre 
el objeto del derecho de trabajo y su finalidad. 

Su objeto es regular el conflicto potencial entre el capital y el 
trabajo; su finalidad es la dignidad de la persona del trabajador”. 

Ello le impide deslindar al trabajo dependiente, del trabajo 
“cooperativo”, “coordinado”, y “autogestionario”. Y cuando rara-
mente incluye a este último en el derecho de la seguridad social, lo 
asimila inadecuadamente al “trabajo autónomo”. 

En todos los casos la legislación que regula a las cooperativas, 
como parte del derecho cooperativo, también incurre en inconsistencias. 

En todos los casos debe procurar asegurar para las coopera-
tivas de trabajo, “trabajo decente” que es trabajo “productivo en 
condiciones de libertad, equidad, seguridad y dignidad, en el cual 
los derechos son protegidos, y el trabajador cuenta con remunera-
ción adecuada, y protección social”143. La Cooperativa viene a resolver 
la base conceptual del “trabajo decente” que es proporcionar tra-
bajo a sus asociados. El primer derecho fundamental es contar con 
“derecho al trabajo”, en países con alto desempleo, pero además 
debe asegurar trabajo decente procurando condiciones de trabajo 
dignas y seguridad social. 

	143.	 OIT. Concepto de Trabajo Decente. https://www.ilo.org/buenosaires/pu-
blicaciones/WCMS_224513/lang--es/index.htm
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Los criterios en el derecho cooperativo latinoamericano com-
parado son diversos, porque supone además resolver cual es el piso 
admisible de los excedentes que retorna el producido de su traba-
jo, para evitar la “auto explotación o la explotación fraudulenta”; y 
como se aseguran sus derechos a la seguridad y a la previsión social, 
sin afectar su sostenibillidad. 

La ley brasilera propone soluciones que nos parecen muy va-
liosas, para abordar la especificidad de las Cooperativas de Trabajo 
y la inaplicabilidad de normas ajenas a las mismas. Plantea explí-
citamente la temática de la utilización fraudulenta del tipo coope-
rativo y establece criterios normativos que apuntan a sostener la 
identidad de la Cooperativa de Trabajo, y su naturaleza autogestiva 
y coordinada. 

Los dos grandes ejes utilizados por la ley para combatir el des-
vío en las cooperativa son:

a) El incremento de los mecanismos de gestión democrática 
del emprendimiento cooperativo (o de autogestión o de gobernan-
cia cooperativista) 

b) Y la incorporación de derechos sociales del trabajador, liga-
dos esencialmente a la salud y a la seguridad, como costo mínimo 
del emprendimiento colectivo (Gaudio, 2014:176)144. 

Otra novedosa medida que adopta con tal objeto es la que 
admite que trabajadores de la cooperativa se desempeñen fuera 
del establecimiento de la empresa, con la condición de que su tra-
bajo sea dirigido por un coordinador designado por los cooperati-
vistas, que representa a la cooperativa en el lugar de trabajo (art. 
7 inc. 6). 

	 144.	 Gaudio, R. (2014). “Contributos inicais da crítica da lei brasileira de Coope-
rativas de Trabalho para um estatuto do trabalhador da Economia Social. 
En La participación en las Entidades de la Economía Social. Cooperativas de 
Trabajo Asociado, Autogestión. Carta del Trabajador Autogestionario. Infor-
me de Investigacion. UNR Editora. Versión Digital. file:///C:/Users/Mario/
Downloads/La%20participaci%C3%B3n%20de%20los%20asociados%20
en%20las%20entidades%20de%20la%20econom%C3%ADa%20social%20
y%20solidaria%20(4).pdf
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E incluye además de los principios cooperativos, principios es-
pecíficos de la “Cooperativa de Trabajo” tales como la preservación 
de los derechos sociales, la no precarización del trabajo y la partici-
pación efectiva en la gestión (art. 3. Inc. VIII. IX, XI). 

Específicamente establece en el art. 7 un piso mínimo para el 
salario. Jornada de trabajo, descanso semanal y anual remunerado, 
descanso nocturno superior a la jornada diurna, jornada reducida 
para actividades insalubres o peligrosas y seguro por accidente de 
trabajo, y en el art. 8 obliga a observar las normas de seguridad 
y salud en el trabajo. Admite sin embargo que por resolución de 
Asamblea la Cooperativa resuelva excepciones fundadas al piso de 
las remuneraciones (art. 7, inc. 5). 

Para las Cooperativas de Autogestión de Costa Rica su legis-
lación establece que la remuneración de los asociados que fije la 
Asamblea no puede ser inferior al salario mínimo para las distintas 
actividades. Y no puede haber entre la remuneración mínima y máxi-
ma en la Cooperativa una diferencia superior a diez (art. 108, inc. a). 

Estas cooperativas tienen prohibido contratar trabajadores no 
asociados, salvo que sean imprescindibles en períodos críticos de 
alta ocupación, principalmente cuando los productos o subproduc-
tos corran riesgo de perderse (art. 104). 

Mecanismos específicos de fomento

En Uruguay están exoneradas del IVA y el Impuesto Específico 
Interno (art. 103). 

Brasil constituyó el Pronacoop con la finalidad de acompañar 
técnicamente a estas cooperativas, visibilizar las líneas de crédito y 
facilitar el acceso al mercado, promover el fortalecimiento institu-
cional y la educación y la articulación (art. 19). 

Costa Rica las exonera a las cooperativas de autogestión del 
impuesto de consumo, ventas y estabilización económica, en la 
adquisición de todos los elementos materiales que necesiten para 
desarrollar la producción (art. 101) y establece una cantidad de im-
portantes normas defiriendo a la administración pública el discerni-
miento de medidas de apoyo que la norma propone. 
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Ley de Cooperativas de Trabajo como paradigma del trabajo auto-
gestionario

Es esencial, para salir de la dramática crisis sociohumanitaria, 
en la que está sumido nuestro país como consecuencia de muchos 
años de capitalismo neoliberal deshumanizado y de su inmersión en 
la epidemia global, establecer mecanismos para que nuestra gente 
multiplique la producción, salga del desempleo, y de la pobreza y la 
miseria, y generar los mecanismos legales que lo faciliten.

Una Ley de Trabajo Autogestionario, que defina la especifici-
dad de las Cooperativas de Trabajo y de otras Organizaciones de la 
Economía Social, y de Comunidades que necesitan regulación espe-
cial, que facilite su incorporación a la autogestión y a la producción 
sobre bases de redistribución, reciprocidad, don, solidaridad y co-
operación, para sustituir la reproducción ampliada y financiarizada 
de un capitalismo salvaje, por la reproducción ampliada de la vida y 
la generación de un “buen vivir”. 

Esta ley debe, en primer término, contener una moderna “Ley 
de Cooperativas de Trabajo”, que adopte todas las salvaguardias 
para proteger su identidad específica, dotándolas de seguridad jurí-
dica, social, y económica para desarrollarse. En este trabajo se plan-
tearon instituciones que pueden contribuir a ese efecto. 

Pero además es fundamental que se les aplique a todas las 
Organizaciones Autogestionarias y a las Cooperativas de Trabajo, en 
su constitución145, funcionamiento orgánico, y tratamiento imposi-
tivo,  el régimen de las Cooperativas Simplificadas.  

Un segundo aspecto y no menor, es que se le proporcione a 
cada subtipo una regulación para su constitución, funcionamiento y 
fomento, adecuada.  

Las Cooperativas que recuperan empresas que cumplen una 
trascendente función social y política deben ser diferenciadas. Al 
igual que las Cooperativas de Medios, las Tecnológicas, las de Reco-
lectores y Procesadores de Residuos, las de Trabajo Campesino, de 

	145.	 Ya el INAES intentó suplir el vacío legal respecto a las Cooperativas induci-
das o generadas por Políticas Sociales. Resolución Nº 3026/06.



217

Comercio Justo y fundamentalmente las Cooperativas inducidas por 
Planes Sociales y aquellas inclusas en Movimientos Sociales.

Todas comparten aspectos comunes, pero es imprescindible 
distinguir los aspectos específicos (que resultan de cada subtipo). La 
indiscriminación ha llevado a que no puedan ser diferenciadas en el 
sentido común académico y tampoco  en la sociedad. 

Impide que sean alentadas a avanzar en la autogestión, para 
recibir los beneficios que esta ley le asigna a dicho instituto, demo-
cratizador de la economía, y alienta la transformación gradual de la 
política social en política para la producción. 

Es necesario que los subtipos reconozcan a aquellas coopera-
tivas en las que el trabajo es prestado con exclusividad a la coope-
rativa y por tiempo completo, de aquellas que trabajan en la orga-
nización, tiempo parcial o variable, y también estos casos generan 
confusión al interior de la Cooperativa y al exterior.

Sólo con una Ley de Trabajo Autogestionario que contenga 
“una Ley de Cooperativas de Trabajo Asociado”, y todas las catego-
rías de trabajo autogestivo y de trabajo asociado que procura ser 
trabajo autogestivo, y consecuentemente permita a las organizacio-
nes y a las políticas públicas, contar con instrumentos legales ade-
cuados para reconstruir el trabajo decente y la producción.
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Cooperativas que recuperan empresas

La biopolítica en la necrópolis contemporánea. La destrucción del 
trabajo y de la vida.

El monstruo que nos devora, que viola a la madre tierra, y 
que nos manipula es el “socio-metabolismo del capital global neo-
liberal”, que se está transformando nuevamente a sí mismo, para 
sobrevivir y para poder seguir acumulando y concentrando riqueza 
y poder, y a su paso siembra, desigualdad, exterminio, desempleo, 
precarización, pobreza y miseria. 

Esa es la madre de todas las pestes, de todas las pesadillas y 
de todos los miedos. El demonio que siendo fiel a su naturaleza que 
requiere acumulación ilimitada de capital y de poder, ha generado 
una nueva megacrisis, que sin duda modificará sustancialmente las 
condiciones de la vida y de la muerte. Es un obstáculo sustancial 
para la reproducción de la vida.

¿Acaso quiere decir que a comienzos del siglo XXI la única forma de 
evitar la inminente catástrofe ecológica es a través de la destruc-
ción masiva de la vida humana? 
El reino del el capitalismo, el colonialismo y el patriarcado tiene hoy 
dos paisajes principales donde lo siguiente es más visible y cruel: 
La concentración escandalosa de riqueza/desigualdad social extre-
ma y la destrucción de la vida en el planeta/la inminente catástrofe 
ecológica (De Souza Santos, 2020: 24/3767)146.

Edgar Morin, citado por Chomsky, constata: “Al fin y al 
cabo el sacrificio de los mas frágiles, es funcional a una lógica 
de selección natural. Como ocurre en el mundo del mercado, el 
que no aguanta la competencia, es destinado a perecer. Crear 

	 146.	 de Sousa Santos, B. (2020). La cruel pedagogía del virus. Ed. Clacso.  file:///C:/
Users/Mario/Documents/maestria%20CEI/covid.%20Normas%20Distan-
cia/La-cruel-pedagogia-del-virus.pdf.
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una sociedad auténticamente humana significa oponerse a toda 
costa a ese darwinismo social”147.

Se abren en la postcuarentena, dos posibilidades

Una que va a tratar de ser impuesta, explotando el miedo al 
cambio, y con el apoyo de todo el aparato que conformó nuestro 
“sentido común” y nuestra “intimidad constitutiva”, que asume que 
no es posible cambiar, y otra que va a ser impuesta a sangre y fue-
go, por nuestro monstruoso socio-metabolismo, para seguir con-
centrando y acumulado poder y riqueza148. 

Este camino nos lleva a sostener necesariamente  a los “jine-
tes de la apocalipsis”, que generarán, destrucción de la naturaleza, 
que provoca nuevas pestes, megacrisis, catástrofes climáticas, des-
empleo, pobreza, miseria, hambre. Mayor desigualdad traducida 
además en falta de vivienda, agua, educación, energía, etc.

No somos ingenuos, sabemos que, en la post pandemia, especial-
mente frente a las clases medias que caerán en la pobreza, los virre-
yes y los otros agentes, pretenderán atribuir todos los males a los 
políticos que no respondan al partido mediático único, usarán sus 
campañas sucias, sus fake news, las dramatizaciones de sus actores 
y actrices disfrazados de comunicadores y periodistas; no ahorrarán 
recurso alguno, recurrirán y pondrán en práctica sus impudicias co-
prófilas más abyectas e inhumanas (Zafaroni, 2020).

Pero existe además otro camino  posible que llevaría a hacer 
retroceder la degradación de la naturaleza, a combatir progresiva-
mente la desigualdad, combatir el hambre desde abajo y con las 
comunidades, construir un estado con fortaleza para oponerse a los 

	147.	 Naom Chomsky. Il manifiesto Roma. 18.3.20.
	148.	 La acumulación está en la naturaleza del sistema mundo hegemónico. Solo 

puede existir multiplicándose. Al igual que la fábula del escorpión que picó 
a la rana que lo cruzaba en el río, aún a costa de su propia muerte, porque 
respondía a su naturaleza.
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monopolios y proponer finanzas para multiplicar la producción y el 
trabajo, políticas para reconstruir la vida social que sostenga la pro-
ducción y el trabajo sostenible y orgánico, en el ámbito urbano y rural.

Las organizaciones que con todas sus contradicciones demuestran 
que otro mundo mejor es posible

Asistimos en este siglo a una profunda reestructuración de la 
sociedad capitalista que condujo a la financiarización del mecanis-
mo de acumulación del poder y de riqueza, y a la colonización de 
la intimidad constitutiva de las personas trastocando la “lógica” y el 
“sentido común” de la humanidad mercantilizando la vida, con su 
correlato de competencia, individualismo y egoísmo, asimilando la 
sociedad al mercado.

En este camino y como factor fundamental coadyuvante para 
sostener la acumulación, se viene produciendo una reestructura-
ción de la organización empresaria. 

Los grandes oligopolios y un número creciente de empresas, 
se fragmentan y fraccionan conformando un red con un núcleo en 
la cúspide que normalmente tiene asiento en un paraíso fiscal legal, 
con una importante cantidad de empresas que se subordinan, o se 
crean ad hoc, atendiendo a las necesidades del núcleo, que conserva 
la propiedad de esas empresas en actividades que no pueden des-
prenderse de la cadena productiva atadas jerárquicamente, a esa 
testa, que las somete a coacción y las ordena jerárquicamente, para 
asegurar el cumplimiento de los fines de la cabeza de la red, aunque 
entren en colisión con los objetivos inherentes a las unidades pro-
ductivas o de servicios que se ordenan horizontal o verticalmente. 

Estas organizaciones globales y regionales han venido sufrien-
do un profundocambio, cuya plasticidad y permanente transforma-
ción,  Carrillo y Novak (2006:1/2)149 describen como: 

	149.	 Carrillo, J. y Norrick, M. (2006). “Eslabonamientos productivos globales y 
actores locales. Debates y Experiencias en América Latina”. Citado por Vic-
toria Basualdo y Diego Morales “La tercerización Laboral”. Editorial Siglo 
XXI. Buenos Aires. Argentina. Flacso. Cels. 2014: 57. 
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El espacio económico conformado por una firma organizadora nú-
cleo, su conjunto de proveedores y clientes y las interrelaciones 
derivadas tanto de las transacciones de compraventa, como de los 
flujos de información, experiencias y conocimiento que circulan por 
los canales formales e informales.  
Garza completa el concepto cuando da cuenta que “tuvo que lle-
gar la primera fase de la crisis global actual (2001/3) para advertir 
que el proceso de subcontratación o el reconocimiento de las for-
mas identificadas en los noventa como redes, cadenas de valor o 
clústers, eran en buena medida formas de subcontratación” (De la 
Garza, 2012: 9)150.

Este fraccionamiento o fragmentación, que sustituyó al “For-
dismo” y que nace con el denominado “Toyotismo”, desarrollándo-
se con diversas formas de administración empresaria, se enderezan 
a adecuar las condiciones de la contratación y de la producción, 
para pasar de la producción estandarizada a la producción flexible, 
aprovechar los cambios en las estructuras impositivas, y las venta-
jas derivadas de la especialización en algunos productos o servicios 
puntuales, con el excluyente objetivo de  reducir costos, riesgos  y a 
maximizar ganancias externalizándolos, fundamentalmente preca-
rizando, tercerizando y subcontratando a los trabajadores, priván-
dolos de sus derechos humanos y sociales y a minimizar y a corrom-
per a las organizaciones gremiales (Gómez Solórzano, 2014)151. 

Los fenómenos de descentralización productiva y subcontrata-
ción de bienes, servicios y trabajo por parte de las grandes empresas 

	150.	 De la Garza, E. (2012). (2014). “La subcontratación y la acumulación de 
capitales en el nivel global”. En La Subcontratación Laboral en América 
Latina. Miradas multidimensionales. Escuela Nacional Sindical. Colombia. 
Citado por Victoria Basualdo y Diego Morales. Ob Cit. 2014:58.  

	 151.	 “La burocratización de los sindicatos y de otras organizaciones de los traba-
jadores y la consiguiente declinación de la densidad sindical”. Este autor que 
habla de las nuevas servidumbres, analiza y proporciona datos estadísticos 
de la polarización de los ingresos, de la caída de densidad sindical, el decre-
cimiento de la tasa de sindicalización, el debilitamiento de las organizacio-
nes de los trabajadores, y el decrecimiento de las huelgas obreras.  
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para reducir costos laborales, comenzaron a tener un lugar muy im-
portante, (Banco Mundial 2008)152, en la economía Global y como 
consecuencia en la regional y nacional. 

Frente a esta realidad se producen “desfasajes e inadecuacio-
nes entre la ley y la realidad del mercado” (Basualdo, 2014:81), e in-
cluso cuando se dictan normas, estas retroceden respecto de la legis-
lación laboral tutelar, habilitando la precarización y la tercerización. 

La OIT en los primeros años de este siglo, abordó el tema del 
trabajo informal y de su conceptualización (en el año 2002/3) vincu-
lando su análisis con la defensa del trabajo decente contraponiendo 
el trabajo informal al trabajo formal, y aconsejando la formalización 
del trabajo informal para facilitar el acceso al trabajo decente. 

El tema se constituyó posteriormente en materia de debate 
en el organismo internacional, pero la firmeza en la defensa del 
nuevo modelo que hace el sector empresario, y la actitud dubitativa 
del sector gremial, impiden avanzar conceptualmente para abordar 
adecuadamente el problema.

Portes, Castell y Bentos (Citados por Basualdo 2014:82/3) 
proporcionan una perspectiva enriquecida y centran su mirada

en el funcionamiento global y las relaciones que existen entre el 
sector informal y el sector formal, remarcando que el primero se 
debe principalmente a las necesidades expansivas del segundo. 
Contrariamente a la propuesta de OIT, el sector informal no está 
desde esta perspectiva definido en términos dualistas como un 
conjunto de actividades marginales excluidas de la economía mo-
derna, sino como parte integral de esta última. 

Y por ello concluyen que nos parece como mínimo erróneo 
e imprudente plantear que la economía formal se beneficiaría al 
combatir la informalidad.

		  Gómez Solórzano, M. A. (2014). “Trabajo Precario Global”, en Gómez So-
lórzano y Pacheco Reyes (Comps.) Trabajo Informal, Economía Solidaria y 
Autogestión. Ed. Peña Lillo. Ed. Continente. Buenos Aires. Argentina.  

	152.	 Banco Mundial (2008). Cita de Victoria Basualdo y Diego Morales. “La ter-
cerización Laboral”. 2014: 83.
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Los lazos que unen a la economía formal con la economía informal

La informalidad económica y el desempleo no son fenómenos 
recientes. El desempleo estructural es necesario en el capitalismo 
para abaratar el costo del trabajo.

Lo que se ha desatado en esta etapa es que el socio-metabo-
lismo del capital somete a una parte importante de la humanidad 
al desempleo y a la exclusión porque el desarrollo tecnológico en la 
era cibernética y robótica destruye empleos, en coincidencia con el 
hecho de que como consecuencia de la sustitución de la actividad 
productiva por la actividad especulativa como eje de una actividad 
virtual, el capital, dejó de necesitar a una porción cada vez más 
importante de la población, como productores y consumidores de 
productos y servicios  que ya no son decisivos para la reproducción 
y la apropiación ampliada del capital.  

El “consumismo” como enfermedad del capitalismo sólo afecta 
ahora a un sector cada vez más reducido de la población, y al resto 
sólo en relación a determinados productos cada vez más reducidos.

La multiplicación contable y virtual de la riqueza, sumada a 
crecientes avances tecnológicos, cibernéticos y la robótica, hacen 
que el núcleo más concentrado del poder acumule riqueza y poder 
sin desarrollar actividades productivas (Bauman, 2013: 58)153. Este 
trastrocamiento se traduce y coincide con el abandono y la desapa-
rición forzada del “estado de bienestar” y el “welfare” en los esta-
dos centrales.

Esto explica que el fenómeno de la informalidad económica 
en sus dos vertientes, la de los trabajadores que procuran su propio 
sustento y el de los empresarios que ocultan parte o toda su activi-
dad para eludir o evitar la aplicación de la legislación, haya crecido 
vertiginosamente en los últimos tiempos. 

	 153.	 “Los trabajadores de la industria, constituyen actualmente menos del 18% 
de la población. En la lista del 1% de los empresarios más ricos en EEUU, 
solo 1 de seis corresponden a un empresario industrial. Las grandes fortunas 
ahora se consiguen manipulando y adjudicando movimientos financieros”.

		  Bauman, Z. (2013). Sobre la educación en un mundo líquido. Ed. Paidós. 
Buenos Aires. Argentina.  
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La BBC de Londres, referenciando trozos del  Informe de la 
OIT “Perspectivas Sociales y del Empleo en el Mundo 2015”, y trans-
cribiendo parte de una entrevista a Raymond Torres, Director del 
departamento de investigaciones de la OIT154, ilustra esta situación. 

Tres cuartas partes de los trabajadores del mundo no tienen un em-
pleo estable de tiempo indefinido, según un nuevo informe de la 
OIT. 
En América Latina se hallan en esa situación al menos el 69% de los 
trabajadores.
En Alemania o en el Reino Unido se celebran contratos que no ga-
rantizan al trabajador ni siquiera una estabilidad en el horario de 
trabajo. El trabajador tiene que responder a una demanda de la 
empresa en el caso de que haya trabajo disponible para realizar.
En América Latina “pueden ser empleos no declarados en empresas 
registradas o empleos directamente informales, como vendedores 
de calle.

Frente a esta realidad y a que la informalidad no es conse-
cuencia de comportamientos individuales que puedan ser persegui-
dos, sino de una realidad social emergente.  

Alejando Portes (2014:8)155 ilustra esa complejidad cuando la 
aborda a partir de  describir realidades que son evidentes y cotidianas.

La industria del vestido puede tener empresas formales 
debidamente inscriptas, pero produce las prendas de vestir que 
vende a través de talleres con trabajo semiesclavo, carentes de 
toda regulación o a personas que trabajan en su hogar cosien-
do, pespunteando y embalando a destajo sin protección social 
alguna. 

	154.	 BBC Mundo. Por qué el 75% de los trabajadores del mundo no tienen em-
pleo estable. 19.5.2015.

		  http://www.bbc.com/mundo/noticias/2015/05/150519_oit_empleo_in-
formal_am

	155.	 Portes, A. y Haller, W. (2004). “La Economía Informal”. CEPAL. N.U., Serie 
Políticas Sociales. Nº 100. Santiago de Chile. 
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La mayoría de los “restaurants” en Europa y EEUU ocupan en 
tareas de limpieza o de preparación de alimentos a inmigrantes in-
documentados a quienes se paga en efectivo sin protección laboral 
alguna. 

Y las fábricas de computadoras portátiles subcontratan el 
montaje de placas y circuitos a pequeños talleres, normalmente no 
regulados o a personas que trabajan en sus hogares y cobran a tan-
to por pieza.

En la Argentina, las automotrices son un claro ejemplo en la 
contratación de empresas económicamente dependientes de “au-
topartistas”, o el ejemplo de Coca Cola y Pepsi en el cual esa depen-
dencia se da a través de la reserva que hace el núcleo controlador 
global de la marca y el insumo principal, sometiendo a la controlada 
a través de un contrato de franquicia. Un informe del 2009 del mi-
nisterio de la producción daba cuenta que el 73,9% de los trabaja-
dores de la confección no estaban registrados (Basualdo V. y Mora-
les D. Obra Cit 2014:93).

La economía informal se manifiesta en trabajos no declara-
dos, contrabandos, juegos ilegales, ocupación de migrantes indo-
cumentados, tráfico de droga, prostitución legal, sobrefacturación 
en las empresas, corrupción que vincula al sector público con las 
empresas, paraísos fiscales, elusión fiscal, lavado de dinero, terceri-
zación, precarización y flexibilización que nacen y se desarrollan en 
el sector formal. 

La virtualización que generó la pandemia ha multiplicado la 
precarización y la informalidad a niveles aún no asimilados por la 
sociedad.

Y también en trabajo de la unidad doméstica, emprendimien-
tos familiares no declarados, pequeña agricultura urbana o rural no 
registrada, vendedores ambulantes callejeros, etc.  

Es inconcebible que se pretenda regular con los paradigmas 
jurídicos del siglo XIX la única alternativa que efectivamente ha pro-
ducido la sociedad y que abre una perspectiva para posibilitar la 
“reproducción ampliada de la vida” como objetivo central afirma-
do en el poder transformador de los trabajadores que gestionan su 
propia producción.  
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Estamos hablando de las organizaciones autogestionarias, en 
general y de las cooperativas que recuperan empresas, que comba-
ten la informalidad y proporcionan empleo digno, y son las únicas 
que le proporcionan al productor-trabajador la centralidad en el 
proceso económico y social.  

Es evidente que el tratamiento de la temática del trabajo in-
formal, sin entender el fenómeno global de la economía informal y 
sus razones sólo puede sumergirnos en confusiones. 

Es la misma confusión en la que incurren quienes hablan de la 
“economía” sin distinguir a las actividades que son ilícitas o que dañan 
a la sociedad, de aquellas que que construyen una economía solidaria. 

No es inocente esta confusión. Porque oculta, en esta socie-
dad que ha roto todos los pactos sociales y los compromisos con 
los tratados internacionales de derechos humanos, un tratamien-
to legal y político que protege de manera enfática a la “economía 
formal de explotación”, e incluso a la “economía de actividades ilí-
citas”, mientras persigue a la “economía de supervivencia y a la de 
cooperación y autogestión”.

Los trabajadores son desechos de la sociedad neoliberal ex-
pulsados a una migración permanente en tránsito a la nada, y aco-
rralados en guetos (villas, favelas, pueblos jóvenes, etc.).

Cuando quienes procuran coordinadamente proveerse de una 
fuente de trabajo se organizan cooperativamente, como no encajan 
en la lógica de la relación de dependencia o en el trabajo autónomo, 
la organización que han engendrado y de la que son propietarios, ad-
ministradores y beneficiarios de su producido, es calificada presunti-
vamente, como “fraudulenta” o productora de precariedad laboral.

El neoliberalismo global ha introducido en la “lógica” y en la 
“intimidad constitutiva”, de la gente, que sólo se puede ser trabaja-
dor “dependiente” o “autónomo”, y que el trabajador autogestiona-
rio es un trabajador informal.

El mundo del trabajo está sufriendo dramáticas transformaciones

Aun antes de la megacrisis y de la pandemia “Una pandemia 
de especulación rampante y la peligrosa burbuja de los instrumentos 
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financieros” (Naido, 2014: 16)156, redujeron sustancialmente la im-
portancia de los mercados de consumo, y de los trabajadores como 
mecanismo de reproducción y de acumulación de la riqueza. 

No es ya imprescindible multiplicar la cantidad de trabajado-
res-consumidores porque la propia producción de bienes ha cedido 
grandes espacios a los servicios que en muchos casos no atienden 
necesidades humanas, y sólo sirven para engendrar riqueza virtual.  

Robots, computadoras, logística, intercambio y servicios, es-
trechan y trastocan el mundo del trabajo. Centro y periferia han 
sufrido de manera desigual estas transformaciones. La actividad fi-
nanciera y el empleo mediante plataformas virtuales, subordina a la 
actividad productiva y la sustituye.

Gay Rider, Director General de la OIT, pone de relieve que ya no es 
previsible que cada generación tenga un futuro mejor, Por el contrario, 
la movilidad descendente se ha convertido en una nueva normalidad. 

En su estudio “Perspectivas Sociales y del Empleo en el Mun-
do-Tendencias 2017” de la OIT proyecta que más de 200 millones 
de personas están desempleadas en ese año y se estima que otros 
2,7 de millones se incorporaran el año próximo. 

Pero las perspectivas y las realidades, son aún más graves 
cuando se efectúa el análisis en el mundo neocolonial, África, Asia 
y América Latina.

Se espera que las formas vulnerables de empleo alcancen a 
más de 1.400 millones de trabajadores. Afectan actualmente (2017) 
a   más del 42 % del empleo total en él. De hecho, en los que de-
nomina como “países en desarrollo 4 de 5 trabajadores tienen em-
pleos vulnerables. (OIT 2016/7)157.

Steve Toben, economista jefe de la OIT, llama la atención res-
pecto a que los aumentos más importantes en la desocupación en 

	156.	 Naidoo, D. (2014) “Algunos pensamientos sobre el potencial de la Econo-
mía de los Trabajadores en Africa”. En “Trabajo Informal, economía soli-
daria y autogestion”. Compilado por M. A. Gomez Solórzano y Pacheco 
Reyes. Ed. Peña Lilo Ediciones continente. C.A.B.A. Argentina. 

	157.	 OIT. (2016). Informe Mundial sobre salarios. http://www.ilo.org/global/
research/global-reports/global-wage-report/2016/WCMS_541632/lang--
es/index.htm 
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el mundo ocurrirán en los países dependientes de la exportación de 
materias primas. Perfil que corresponde a América Latina.

Simultáneamente el  capital genera una aristocracia del Traba-
jo, para enfrentarla al conjunto de los trabajadores de la empresa. 
Como parte de ese universo que genera desigualdad.

En la mayoría de los países, los salarios suben gradualmen-
te en la escala salarial e incrementan drásticamente para el 10 por 
ciento superior, y aún más para el uno por ciento de los empleados 
con los salarios más altos. 

La proporción del salario que recibe el 10 por ciento superior 
es aún más alta en algunas economías emergentes, por ejemplo, 
Brasil (35,0 por ciento), India (42,7 por ciento) y Sudáfrica (49,2 por 
ciento). 

Entre las mujeres y los hombres que ocupan cargos de alta 
dirección en el 1% de los asalariados, la diferencia salarial de género 
es de más de 50 por ciento (OIT 2016/78)158.

Si no construimos a partir de la autogestión y de su tipología 
emblemática, la recuperación de empresas, la utopía posible de un 
mundo mejor, estamos cediendo, el proyecto de país y el futuro de 
la humanidad, a las tanáticas fuerzas de ese monstruo devorador en 
el que ha devenido el capital.

Concepto e importancia de la Recuperación de Empresas

Las empresas recuperadas son aquellos establecimientos  sus-
traídas por sus propietarios del proceso productivo, y del mercado 
de trabajo (abandonándolas, produciendo un vaciamiento patrimo-
nial o entrando en procesos concursales) (Perbellini, 2016: 62)159 
que los trabajadores, toman u ocupan, (ocupar, resistir y producir) 
con el propósito de  hacerlas producir, para mantener su fuente de 
trabajo, su dignidad y la vida de su grupo familiar. 

	158.	 OIT. 2016/7. Informe mundial sobre salarios. http://www.ilo.org/global/
about-the-ilo/newsroom/news/WCMS_537954/lang--es/index.htm

	159.	 Perbellini, M. (2016). Problematizando la Organización del Trabajo en las 
Empresas Recuperadas por sus trabajadores, desde la Corriente Psicodiná-
mica del Trabajo. Revista Trabalho. Vol 1 Nº 2.
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Es desde esta intención originaria y  sin pretenderlo conscien-
temente, que siendo trabajadores crean un nuevo instrumento de 
lucha con raíces en ideologías emparentadas con procesos trans-
formadores y revolucionarios en la historia de la humanidad, y de 
hecho y sin tener clara su importancia, recurren al subtipo jurídico 
cooperativo de trabajo para gestionar la empresa en el mercado y a 
la autogestión para dirigirla, administrarla, gestionarla y controlarla.

El estudio de las empresas recuperadas en su etapa de consolidación 
nos permite sostener la hipótesis que las mismas constituyen un hí-
brido, ya que implican unidades productivas en las cuales se ha mo-
dificado la relación capital-trabajo anterior a partir de la creación de 
formas asociativas y cooperativas de trabajadores, pero que siguen 
quedando dentro y dependientes del mercado capitalista. 
A su vez, devienen espacios complejos donde coexisten rasgos de la 
empresa tradicional –de origen– yuxtapuestos a los propios de una 
empresa autogestionada (Perbellini, 2016: 62).

La “Recuperación de Empresas” en crisis, (quiebras, abando-
nos por parte de sus propietarios, vaciamientos, falta de pago de 
salarios por períodos prolongados, etc.) en la Argentina, tiene un 
especial significado e importancia, es producto de la decisión de 
trabajadores al borde del abismo (Vieta, 2009: 93)160 (desocupa-
ción, y su correlato en insignificancia existencial,  ligada a la pobreza 
a la que arrastra a su familia), que no se resignan, sino que con un 
valor increíble, generan un transformador instrumento de lucha. 

Que a través de estos últimos 20 años ha permitido construir 
una punta de lanza, que toma la experiencia y los instrumentos del 
pasado-presente (Cooperativismo de Trabajo y Autogestión), y que 

	160.	 Casi todas las ERT tienen orígenes en respuestas directas que surgen de la 
preocupación de sus protagonistas ante la posibilidad de quedar estruc-
turalmente desempleados. Vieta, M. “Las empresas recuperadas por sus 
trabajadores como cooperativas de trabajo”. En Ruggeri, A. (comp.) (2009) 
Las empresas recuperadas: Autogestión obrera en Argentina y América La-
tina. Editorial de la Facultad de Filosofía y Letras.
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permite vislumbrar un futuro, ligado al trabajo, a la producción de 
bienes y de servicios y a la solidaridad.

Miradas progresivas y coincidentes en actores relevantes de las 
políticas públicas

Es relevante la mirada coincidente  de valiosos actores de la 
administración pública, acerca de la importancia de la Recuperación 
de Empresas,  quienes en gestión anterior constataron que: 

El fenómeno de las empresas recuperados ha sido, desde mi viven-
cia personal, uno de los aspectos más interesantes y estimulantes 
de la gestión de las políticas productivas.
La recuperación de empresas cumple su primer objetivo: preservar 
las fuentes de trabajo. Algunas de las voces que se alzaron en con-
tra de este apoyo explícito se fundaban en el costo económico de 
sostener fábricas en procesos de quiebra. 
Resulta fácilmente demostrable que el costo económico de estas polí-
ticas es claramente inferior al de las políticas destinadas a asistir a las 
personas que, tras quedar desempleados, se sumergen en la pobreza. 
Naturalmente, es asimismo mucho más digno para el trabajador 
y más productivo para la sociedad sostener los puestos de trabajo 
antes que engrosar el enorme número de desocupados
Profundizar la política de recuperación de empresas significa pasar 
de las estrategias de subsistencia, que se plantean en el inicio, a re-
cuperar la capacidad productiva y de inserción de la producción de 
la empresas en el circuito económico, mejorando las condiciones 
de trabajo y de ingresos de los trabajadores, apostando a mejorar 
los procesos productivos y garantizando la viabilidad económica de 
las empresas (Hecker, 2003).
Es en este sentido que las políticas públicas de apoyo a las empre-
sas recuperadas, lejos de ser conceptualizadas como políticas so-
ciales o asistenciales, merecen un lugar en las estrategias de re-
industrialización del país y promoción del tejido productivo. 
Sólo sobre estas bases será posible establecer las pautas para re-
vertir la crisis social generada por la escalada de la desocupación, 
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la pobreza, la concentración del ingreso y la cada vez más regresiva 
distribución de la riqueza.
Seguir recorriendo el camino de la recuperación del tejido producti-
vo, del trabajo y, más importante aún, impulsado desde el esfuerzo 
de los trabajadores con el apoyo social e institucional, contribuye a 
revertir la calamidad del desempleo, el hambre y la pobreza en el 
que se sumerge la Argentina actual (Kulfas, 2003: 18)161. 

El rol de las políticas públicas ha sido históricamente muy po-
bre en el apoyo a las recuperadas.

Sin perjuicio de que a partir del 2003,  el poder judicial en al-
gunos casos viabilizó la recuperación (Schujman, M. 2015:  85/7)162 
y rechazó planteos de usurpación; el poder legislativo sancionó 
numerosas leyes de expropiación, que abrieron puertas a la recu-
peración, pero que se limitaron a declarar la utilidad pública, sin 
(salvo excepciones) aportar los fondos para que se integre con la 
previa indemnización que reclama el art. 17 de la C.N. (Ley 21.499) 
y que sancionó una importante reforma a la muy neoliberal Ley de 
Quiebras (Schujman, M. 2015: 84/5 y 2015b)163, y aun teniendo en 
cuenta el valioso aporte del Ministerio de Trabajo  que generó un 
programa “Para el Trabajo Autogestionado”.

	161.	 Hecker, E. (2003). “Prólogo” y Kulfas, M. (2003). “El contexto económico: 
Destrucción del aparato productivo y reestructuración regresiva”.  En Em-
presas recuperadas. Ed. Cooperativa de Trabajo Artes Gráficas Chilavert 
Lda. www.cedem.org.ar , www.buenosaires.gov.ar

		  https://www.academia.edu/33593572/_2003_Empresas_recuperadas._
Ciudad_de_Buenos_Aires Visto el 20.4.20

	162.	 Schujman, M. (2015). “Cooperativas que recuperan Empresas”. En Empre-
sas gestionadas por sus trabajadores. Problemática jurídica y social. Coor-
dinada por Gema Fajardo Garcia. Edición del CIRIEC España, patrocinada 
por la Generalitat de Valencia. Valencia España.

	163.	 Schujman, M (2015b). “Cooperativas que recuperan Empresas”. En Pro-
blemáticas Legales, Sociales y Subjetivas de los y las Socios de las Coo-
perativas de Trabajo. Compilado por Ma. De los Angeles Di Capua. Et. Al. 
Ediciones del Reves. Rosario Argentina.
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Fueron “una herramienta estratégica para la creación de em-
pleo e inclusión social después de la crisis económica” y ello supone 
“una ruptura con las formas de gestión estatales previas a 2003” 
(Hudson, 2016: 10)164.

No obstante y aunque valora el Programa del Ministerio de 
Trabajo, Juan Pablo Hudson (2016b: 78/9)165 hace una interesante 
crítica a las políticas inclusivas  dirigidas desde desarrollo social, y 
nos indica su lógica.

El mercado se dirige a un sujeto que sólo tiene derechos de con-
sumidor, y no los derechos y obligaciones conferidos al ciudadano. 
El consumidor no requiere la ley ni de los otros, dado que es en la 
relación con el objeto y no con el sujeto donde se asienta la ilusión 
de satisfacción 
Las nuevas políticas estatales concibieron la inclusión social básica-
mente a través del consumo. Desde esta perspectiva, se podría afir-
mar que uno de los derechos restituidos fue a consumir. 
A pesar de reconocer su importancia y la calidad de algunos pro-
gramas, las acciones de política pública hacia las ERT continúan 
dispersas entre diferentes organismos, siguen sin ser consideradas 
política económica, ni productiva, sino política social o laboral […]. 
Incluso los escasos fondos que apuntan a la formación o capacitación 
de los trabajadores siguen ignorando las particularidades del trabajo 
autogestionado y en particular de las empresas recuperadas, adop-
tando enfoques dirigidos al cooperativismo clásico, a la llamada eco-
nomía social y, dentro de esta, al fomento del “emprendedorismo” y 
la microempresa, algo que a esta altura no es necesario explicar que 
son fenómenos totalmente diferentes de la recuperación de em-
presas por los trabajadores. (Programa Facultad Abierta, 2013)166.

	164.	 Juan Pablo Hudson (2016). Políticas públicas y empresas recuperadas por 
sus obreros en Argentina. Un análisis del Programa de Trabajo Autogestio-
nado 2004-2012. Instituto Gino Germani. UBA. Visto el 25.4.20. 

		  http://www.scielo.org.pe/pdf/apuntes/v43n79/a05v43n79.pdf.  
	165.	 Hudson, J. P. (2016). Conflictos intergeneracionales en las empresas recu-

peradas por obreros. La inclusión de jóvenes trabajadores. Argumentos: 
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El apoyo concreto a la recuperación y a la sostenibilidad de 
las empresas recuperadas, durante el período 2003/15 fue valioso 
e importante, pero compitió con las políticas sociales, nunca tuvo la 
envergadura que supone considerarlas actores fundamentales para 
el desarrollo productivo y territorial.

El período 2015/19 fue nuevamente nefasto para el país, para 
la economía y  para los trabajadores. También lo fue para las Empre-
sas recuperadas (Informe Facultad Abierta 2018167. 

La fortaleza del fenómeno
De la fortaleza y de la importancia de las “Cooperativas que 

Recuperan Empresas”, da cuenta actualizada el “Informe de Empre-
sas Recuperadas 2018”. Señala que, a pesar de las políticas neoli-
berales que asolaron el país y a la animosidad de la estructura del 
estado respecto a la Recuperación de Empresas. “Las empresas re-
cuperadas son 384 en todo el territorio nacional, ocupando a 15.525 
trabajadores y trabajadoras”.

Nunca antes este tipo de organizaciones ha mostrado tal for-
taleza y resilencia, y un potencial para recuperar la producción; para 
oponerse a los abusos patronales y para demostrar que la solidari-
dad, aún en esta sociedad, anida en nuestra gente. 

“Es la primera vez en la historia de los trabajadores bajo el sistema 
capitalista que un número tan importante y disímil de empresas se 
desarrollan en autogestión y logran mantenerse a lo largo de un 
período tan prolongado” (Zibecchi)168. 

revista de crítica social, pp. 18, 74-96. Recuperado de: (visto el 23.4.20)
		  file:///C:/Users/Mario/Documents/Academica%20Edu/Nueva%20carpe-

ta/Recuperadas/Juan_P._Hudson_CONFLICTOS_INTERGENERACIO.pdf
	166.	 Informe del tercer relevamiento de empresas recuperadas por sus traba-

jadores. (2013). Buenos Aires: Ediciones Cooperativa Chilavert. Buenos Ai-
res. Argentina.

	167.	 Informe Las empresas recuperadas por los trabajadores en el gobierno de 
Mauricio Macri. (2018). Estado de situación a octubre de 2018.

	168.	 Zibecchi, R. (2017). Comunicación, Identidad y Conflicto Social. Editorial 
Académica Española. Prólogo. Visto el 20.4.20 
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Las recuperadas suelen tener estructuras organizacionales suma-
mente horizontales, especialmente cuando las comparamos con los 
esquemas organizativos que tenían cuando eran empresas capita-
listas.
Practican esquemas de remuneración completamente equitativas a 
pesar de las diferencias en las habilidades y la antigüedad de cada 
socio.
Tomándolas en conjunto, estas características surgen de reacciones 
y tácticas defensivas que no solamente influyen en el proceso con-
creto sino que, especialmente, se convierten en alternativas viables 
para reorganizar el proceso de trabajo alrededor de estrategias au-
togestionarias y cooperativistas.
Dos aspectos política y antropológicamente más sobresalientes de 
las ERT: 
1) Su emergencia defensiva desde el sentido fenomenológico del 
miedo de cada trabajador y 
2) La reformulación ofensiva de la empresa como una unidad de pro-
ducción autogestionada bajo el marco legal de una cooperativa de 
trabajo (Calderón, S. et. al (2009: 101/2)169.   

Su complejidad y sus contradicciones

Como todos los fenómenos sociales son experiencias sumamen-
te complejas y contradictorias. “Como suele pasar en la dinámica so-
cial real, el fenómeno es más complejo y heterogéneo de lo que parece 
y no puede ser reducido a visiones simplistas” (Ruggieri, 2009: 15).

Los trabajadores que instrumentan la organización de la aso-
ciación de personas que recuperan la empresa con el sub tipo ju-
rídico de la “Cooperativa de Trabajo”, lo hacen sin saber de qué se 

		  file:///C:/Users/Mario/Documents/Academica%20Edu/Nueva%20carpeta/
Recuperadas/Comunicacion_Identidad_y_Conflicto_Social.pdf. 	

	169.	 Calderón, S. et. al. (2009). “Las Empresas Recuperadas y la Seguridad So-
cial: Trabas a la hora de enfrentar problemas relacionados con los riesgos 
del trabajo y la (im)previsión social. En Ruggeri, A. (comp.). 2009. Las em-
presas recuperadas: Autogestión obrera en Argentina y América Latina. 
Editorial de la Facultad de Filosofía y Letras.
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trata170, y aunque el ideario cooperativo no formaba, y en muchos 
caso no forma,  parte de su cultura, y recurren a este subtipo jurí-
dico, porque les permite operar en el mercado y con los poderes 
públicos, eliminar al patrón (y con él, el direccionamiento de las ga-
nancias al capital), y por ende aun sin buscarlo, dirigir, administrar 
y gestionar ellos mismos la organización social y empresaria, ser los 
propietarios comunes de los bienes que adquieren también en co-
mún, y simultáneamente, consolidar la organización y repartirse el 
producido del resultado de la actividad económica y social.

Sin embargo su funcionamiento pone de relieve que son no 
obstante las contradicciones que conlleva y que no ocultaremos, 
generadoras de importantísimos avances en la humanización del 
trabajo, y una avanzada de la autogestión

Aparecen formas de trabajar más humanas: sin fichaje, con tiem-
pos de almuerzo u otros descansos, se escucha música, hay una 
relajación general de las condiciones de trabajo.
Ya no hay un patrón o una gerencia que decide todo lo que debe ha-
cerse o dejarse de hacer. Desaparecen las jerarquías y la asamblea 

	170.	 La cooperativa le proporciona una persona jurídica apta para la recupera-
ción de la empresa de cara a los poderes públicos, de cara al poder judi-
cial, legislativo, a la normativa fiscal, e incluso para afrontar el mercado, y 
les asigna herramientas para adoptar decisiones para dirigir, administrar y 
controlar  democráticamente una empresa sin patrón. 

		  La posibilidad de ser reconocidos como una continuidad laboral de la em-
presa fallida por el juez de la quiebra. Permite operar en forma legal en el 
mercado y ser beneficiarios de la eventual expropiación por parte del Estado 
de las instalaciones, maquinarias y otros bienes de la antigua empresa. Ade-
más, y no menos importante, la formación de la cooperativa de trabajadores 
permite ejercer el control de la planta sin asumirse como continuación legal 
de la empresa quebrada y, por lo tanto, sin heredar las generalmente abul-
tadas y a veces millonarias deudas dejadas por los empresarios.  

		  Ruggeri, A. (comp.). 2009. Las empresas recuperadas: Autogestión obrera 
en Argentina y América Latina. Editorial de la Facultad de Filosofía y Letras. 
Programa Facultad Abierta. Secretaría de Extensión Universitaria. Facultad 
de Filosofía y Letras. Universidad de Buenos Aires.

		  file:///C:/Users/Mario/Documents/Academica%20Edu/Nueva%20carpe-
ta/Recuperadas/empresas_recuperadas%20Ruggier%20y%20Otros.pdf
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es el órgano soberano. Por fin, los trabajadores mandan y lo hacen 
colectivamente. 
Si hay un aspecto que suele ser apuntado como distintivo de la au-
togestión, la cooperación y el trabajo asociado, lo cual incluye por 
supuesto a las ERT, es la democratización de la toma de decisiones. 
Intentan entonces educarlos en el cooperativismo, sin entender 
que la autogestión es una dinámica que puede ser reglamentada 
y ordenada, pero nunca reducida a puros mecanismos formales. 
La conciencia de ser trabajador les significa una dificultad enorme 
para identificarse, por ejemplo, con el movimiento cooperativo 
(Vieta, 2009: 60/4)171.

Durante mucho tiempo la academia, no sin razones idealizó 
este proceso, pero la realidad es que el rasgo más importante de 
estas organizaciones es que están vivas, y por ello desdibujan las 
formas para darles nuevos contenidos y perspectivas a la lucha de 
los trabajadores, a la cooperativa y a la autogestión.

Las contradicciones en el seno de las Cooperativas que recuperan 
empresas

Esquematizando, e imaginando simple lo complejo,  hay dos 
grandes corrientes de Empresas Recuperadas, la primera pone el 
acento en la política, en la relación con la Comunidad, con el Estado, 
postergando en algunos casos la sostenibilidad de la empresa 
que está más ligada a la acción política que a la producción, su 
eje público es la función transformadora de estas organizaciones, y 
tienen gran arraigo en la Academia, mientras que la segunda hace 
eje en el trabajo, en la producción y en su inserción en el mercado, 
siendo su relación con la comunidad y con otras Cooperativas un 
aspecto importante, pero no central de su razón de ser que sigue 
siendo la reproducción de la vida del trabajador y de su familia.  

	171.	 Vieta, M. (2009). “Las empresas recuperadas por sus trabajadores como 
cooperativas de trabajo” en Ruggeri, A. (comp.). Las empresas recupera-
das: Autogestión obrera en Argentina y América Latina. Editorial de la Fa-
cultad de Filosofía y Letras.
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Estas corrientes no se dan con pureza, en ningún caso, las 
organizaciones de hecho mixturan ambas perspectivas, pero dan 
cuenta de contradicciones, que impiden la unidad, en un sólo movi-
miento social, que es por su naturaleza transformador de la produc-
ción, del trabajo, de la sociedad y de su sentido común172.

Por eso es importante señalar no sólo sus virtudes sino ade-
más sus contradicciones, para entender sus diferencias, su evo-
lución y necesidades latentes, dificultades y contradicciones que 
comparten y otras que se manifiestan solo en algunas empresas.

Ruggieri puntualiza algunas de esas contradicciones: 

Es necesario remarcar, además, que las presiones sobre las ERT no 
provienen solamente de operar dentro de la lógica del mercado, 
sino también de los resabios de su propio origen en empresas ca-
pitalistas anteriores. Pero, al mismo tiempo, la experiencia de sus 
protagonistas en ese antiguo régimen de trabajo constituye el prin-
cipal antídoto frente a esas tendencias, que genera el mercado (Ru-
ggeri, 2009: 58). 

Su importancia, sin necesidad de idealizaciones en la genera-
ción de trabajo, de producción, y de reconstitución de la intimidad 
constitutiva de la gente revalorizando la solidaridad, la reciprocidad, 
la cooperación y la ayuda mutua, el territorio y la comunidad, que 
es de vital importancia para nuestro país y para América Latina. Ins-
talar la autogestión es un proceso que conlleva un desafío comple-
jo, y las dificultades son diferentes en cada organización.

Básicamente sus contradicciones y dificultades parten funda-
mentalmente de su inserción en el mercado y de su naturaleza dis-
ciplinadora, y de aquellas que atañen al origen de los trabajadores. 

	172.	 En la crisis del 2001/2, los medios, la sociedad, las capas medias, e incluso 
algunos políticos y magistrados apoyaron la Recuperación de Empresas, 
porque habían reemplazado en su sentido común, el sacrosanto respecto 
por la propiedad privada, por el terror al desempleo masivo. Por la nece-
sidad urgente de la sociedad de producción y trabajo. No subsiste con la 
misma fuerza hoy pero subsiste una comprensión de que “ocupar, resistir 
y producir” es una alternativa para la sociedad. 
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Cuando son resueltas favoreciendo las soluciones que afirman la 
autogestión, el trabajo coordinado, y la sostenibilidad de la coo-
perativa, se trata de “contradicciones creativas”, al decir de Alvaro 
García Linera.  

La sostenibilidad de la cooperativa, depende de su inserción 
en el mercado y este reclama competencia y eficiencia. Ambos con-
ceptos entran en contradicción con la Autogestión que requiere ma-
yor deliberación y participación de todos los asociados en la adop-
ción de decisiones de gobierno, administración, gestión y contralor.

La Cooperativa de Trabajo que recupera una empresa, en-
cuentra en el tipo jurídico el funcionamiento asambleario, y en el 
Consejo Órgano de Gestión esencial, y en la vigilancia colectiva un 
órgano de Contralor y de Iniciativa increíble, si estos instrumentos 
se multiplican y funcionan adecuadamente, es posible que la coo-
perativa sea eficiente y sostenible para afrontar el mercado sin re-
nunciar a la autogestión.

No es fácil, algunas cooperativas se burocratizan y en lugar de 
multiplicar el funcionamiento coordinado, optan por una ejecución 
simplificada. 

A esta dificultad se adiciona que la “herencia conductual” de 
los trabajadores los lleva a identificar al Consejo de Administración 
con la patronal, relajando su participación y su responsabilidad, 
desentendiéndose de ser solidario con sus compañeros y con la co-
munidad.  

Estas contradicciones se agudizan, cuando incorporan a aso-
ciados, y en esas oportunidades se producen conflictos generacio-
nales. Es muy ilustrativa una investigación en profundidad sobre es-
tos temas de Juan Pablo Hudson (de la cual transcribimos algunos 
párrafos).

Cuando ingresan jóvenes, los trabajadores de la recuperada 
tienen una lógica y un sentido común, y los ingresantes otro radical-
mente diferente (Hudson, 2016: 75/6/81/83/88/92)173.

	173.	 Hudson, J. P. (2016). Conflictos intergeneracionales en las empresas recu-
peradas por obreros. La inclusión de jóvenes trabajadores. Argumentos: 
Revista de Crítica social, 18, 74-96 Recuperado de: (visto el 23.4.20)
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La hipótesis central de este apartado es que los métodos discipli-
narios, recuperados de su socialización obrera en la fábrica bajo 
patrón, no producen marcas ni modifican los comportamientos de 
jóvenes que forjan sus vidas en escenarios caracterizados por la 
precariedad. 
El principal punto de coincidencia (entre los asociados a la coopera-
tiva) eran los permanentes reclamos sobre la falta de compromiso 
y responsabilidad que se les atribuían a los Jóvenes Ingresantes. 
El ausentismo y el abandono del trabajo eran una constante; pero 
también se repetían la impuntualidad en los ingresos, el desgano, 
las malas reacciones ante las exigencias o los controles, y las quejas 
cuando se extendían las horas de trabajo diarias, aun cuando se las 
reconocieran a través del pago de las horas extras.
Nosotros pensamos que tal vez iban a valorar una obra social muy 
buena. No. 
Eso tampoco a pesar de hablar con ellos, de facilitarles el llenado de 
formularios, solamente el 30% formalizó los papeles. 
Directamente no venían a firmarlos, no traían la fotocopia del DNI, 
se olvidaban de otros formularios, no mostraban ningún interés. 
Tal es así, que tuvimos casos de enfermedades complejas y tuvimos 
que recurrir a una colecta interna por no contar con la obra social 
en el momento. 
Acá la mayoría deja de venir sin avisarnos. O te avisa días después. O te 
dicen: ayer me quedé dormido o se me pinchó una bicicleta o me fui a 
dormir a la casa de mi novia y no tomé el colectivo. 
Los que no venían más, en muchos casos les tuvimos que mandar 
cartas documentos y expulsarlos porque ni siquiera venían a firmar 
la renuncia. 
Y ellos eran socios.
Transformarse en socio de una cooperativa no genera implicación 
ni tampoco evita que los “chicos” renuncien o se alejen sin dar ex-
plicaciones. 

		  file:///C:/Users/Mario/Documents/Academica%20Edu/Nueva%20carpe-
ta/Recuperadas/Juan_P._Hudson_CONFLICTOS_INTERGENERACIO.pdf

		  http://publicaciones.sociales.uba.ar/argumentos N°16/Noviembre de 2014
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A su vez, para los “pibes” esos obreros experimentados no repre-
sentan referentes míticos por haber recuperado las fábricas (aun-
que sabían bien sobre la intensidad de esas luchas) ni tampoco 
fuente de un saber que les interesa atesorar para constituir una 
carrera al interior de una rama específica de la industria o en la 
propia industria. 
(Joven) Ellos se enojan porque falto demasiado pero el presentismo 
te lo dan porque quieren, no es una obligación nuestra. 
Es una opción. Eso es si vos querés ganar 300 mangos más. Pero a 
mí la plata no me importa (...). 
A mí me importa disfrutar la vida y para disfrutarla tenés que traba-
jar un poco. Nada más.

La dirección, administración, gestión y contralor de estas em-
presas, reposa en la aceptación de las reglas de juego establecidas 
democráticamente entre los integrantes, que debe sustituir a la 
irresponsabilidad que conlleva la obediencia. 

La sumisión debe ser substituida por el consenso creativo. 
Modificar el propio sentido común resulta al mismo tiempo emer-
gente y necesario, pero cuando hay en juego diferentes reglas de 
juego e intimidad constitutiva es más difícil, a la contradicción exis-
tente se suman otras. 

El trabajador en una Empresa u Organización Autogestionada 
necesita trocar alienación y obediencia por una estabilidad que de-
pende de su propio trabajo coordinado con el de sus compañeros, 
de la que es responsable conjuntamente con los demás integrantes

Ser simultáneamente cooperativistas y trabajadores autoges-
tionarios, no resulta sencillo para quienes se formaron como traba-
jadores en empresas, las mayoría de las veces “fordistas”, verticales 
y jerárquicas, lo que les proporcionaba una identidad que aceptaba 
un trabajo sometido a cuyos resultados era ajeno, a cambio de un 
salario que en la época del Estado de bienestar o populismo, que 
recuerdan con nostalgia, le proporcionaba seguridad y derechos so-
ciales, sin restricciones. 

Ello dificulta el “decidir juntos”. Predispone a los trabajado-
res a la comodidad de no tener que tomar decisiones ni asumir 
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responsabilidad de dirección compartida . Entra en contradicción su 
“herencia conductual” . 

No fue la existencia previa de una conciencia crítica a la forma-
ción social el nutriente cultural central del proceso, aunque la misma 
existiera en varios de los cuadros políticos involucrados en el mismo, 
sino el desafío de “recuperar”, o evitar la destrucción, de su identidad 
social como trabajadores estables (Rebón et al . 2009: 3)174 .

Porque vos ves la libertad con que trabajan, la tranquilidad . En 
la carpintería en la que trabajé antes todo eso no existe . Cámaras por 
todos lados, control de baño, control de todo . Acá es muy distinto .

Yo en este trabajo he estado muy conforme porque en reali-
dad no tenemos a nadie que nos esté continuamente encima, con-
trolando, sabemos el trabajo que tenemos que hacer y lo hacemos . 
Acá se trabaja tranquilo . (De donde salen estos testimonios)

Todas estas transformaciones sólo son posibles si los trabaja-
dores construyen un nuevo colectivo . Sólo podemos hablar de colec-
tivo en situaciones en que las relaciones de cooperación y confianza 
se hacen posibles por medio de la elaboración de reglas comunes . 
La construcción de este colectivo es la dificultad más importante 
que deben sortear los trabajadores de las empresas recuperadas . La 
lucha emprendida, los obstáculos superados, los logros obtenidos, 
no garantizan la perdurabilidad de lógicas colectivas que alimentan 
al dispositivo autogestionario . Tampoco el mandato de “hacerse 
cargo de la empresa” desde un estatus igualitario, ha implicado una 
concepción cooperativista de manera automática y compartida por 
todos de la misma manera y en los mismos tiempos .

Más allá de los problemas y de los distintos grados de involucra-
miento, creo que la gran mayoría de los integrantes hoy no volverían 
a trabajar bajo patrón . Considero a la recuperación como algo muy 
positivo, por la solidaridad y la forma distinta de trabajo, pese a los 
problemas internos de grupo . Además de parte de la sociedad hay un 
reconocimiento de nuestro esfuerzo . 

 174 . Rebón, J . y Salgado, R . M . (2009) . Desafíos emergentes de las empresas re-
cuperadas : de la imposibilidad teórica a la práctica de la posibilidad, Ed . 
Clacso . http://biblioteca .clacso .edu .ar/clacso/gt/20160222035830/04 .pdf
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Es así que, no podemos ser ingenuos en pensar que hoy en día las 
empresas recuperadas han logrado una total transformación de la 
organización del trabajo propia de la empresa capitalista tradicional. 
Todavía los trabajadores no han podido realizar una mutación que 
implique una ruptura con la anterior división social, técnica y ge-
nérico-sexual del trabajo. Sin embargo, podemos observar indicios 
que nos dan la pauta que los trabajadores, muy lentamente, están 
transitando hacia un tipo de organización del trabajo diferente a 
partir del cuestionamientos de ciertas prácticas anteriores, la lucha 
contra las mismas formas de dominación internalizadas por años y 
las constantes invenciones que deben realizar para llevar adelante 
la producción. En el complejo proceso en que se encuentran involu-
crados los trabajadores de las empresas recuperadas, se van dando 
indicios de ciertas transformaciones, donde la cooperación se torna 
en un componente central para ir atenuando las asimetrías (Perbe-
llini,.2016: 73/4)175.

Su relación con el Estado y con los sistemas de Seguridad Social.

Las Recuperadas tienen también una compleja relación con el 
Estado y con los sistemas de seguridad social.

En una mano el Estado les reconoce valor para multiplicar el 
trabajo y la producción, la Constitución y los tratados Internaciona-
les le reconocen su carácter de trabajadores, pero con la otra bus-
can asimilarlo a las categorías históricas del trabajador dependiente 
o del autónomo, siempre en desmedro de sus derechos. Así ha sido 
hasta el presente y ello entre otras consecuencias implica que no se 
le asignen beneficios que se le otorgan al trabajador dependiente, 
que parece ser el único tipo de trabajo en las políticas públicas (ATP 
Programa de Emergencia y Asistencia al Trabajo)176, y estos beneficios 

	175.	 Perbellini, M. (2016). “Problematizando la organización del trabajo en las 
empresas recuperadas por sus trabajadores desde la Corriente psicodiná-
mica del Trabajo”. Revista Trabalho. Vol 1 Nº 2.

	176.	 El Cronista Comercial, 19/4/2020. https://www.cronista.com/economia-
politica/El-Gobierno-pagara-el-50-de-los-sueldos-del-sector-privado-has-
ta-un-tope-de--33.750-20200419-0019.html Visto el 7/6/2020.
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son substituidos, en empresas “resilentes” que han dejado sus des-
pojos a lo largo de largos años de neoliberalismo, por créditos que 
aun con tasa preferencial no pueden asumir. 

Confiamos en que superada una política de emergencia ex-
trema, que parece estar desprovista de perspectivas estratégicas, 
las políticas públicas y sus actores puedan reencauzar, una mirada 
coincidente con sus propias convicciones.

Esta asimilación a las categorías de trabajo preexistentes al 
trabajo autogestionario, tiene muchísimas otras implicancias. Aun 
cuando se les reconozca, se la asimila en otros aspectos a trabajado-
res de la economía popular o a trabajadores autónomos. Y entonces 
no pueden acceder a la cobertura de una aseguradora de Riesgos 
del Trabajo (ART), ni encuadrarse en una categoría tributaria que el 
permita continuar con su historial previsional (muchos trabajadores 
de empresas recuperadas se encuentran en edad de jubilarse).

Es imprescindible el dictado de una ley de trabajo autogestio-
nario y de cooperativas de trabajo asociado, que promueva para es-
tos trabajadores la recuperación de los derechos a la seguridad social.

El monotributo que fue un avance, es absolutamente insufi-
ciente para los trabajadores que recuperan empresas. Los poderes 
públicos, no le aseguran una jubilación digna, derecho a una adecua-
da cobertura por accidentes y enfermedades de trabajo, en las mis-
mas condiciones que tenían hasta que asumieron la recuperación.   

Según la OIT la seguridad social es 

la protección que la sociedad provee a sus miembros mediante una 
serie de medidas públicas contra la necesidad económica y social 
que se produce por la cesación o sustancial reducción de sus ingre-
sos motivados por la enfermedad, maternidad, riesgo del trabajo, 
desempleo, invalidez, vejez y muerte, la provisión de asistencia mé-
dica y subsidios a las familias con hijos.

	177.	 Organización Internacional del Trabajo. La Estrategia de Desarrollo de los 
Sistemas de Seguridad Social de la OIT El Papel de los Pisos de Protección 
Social en América Latina y el Caribe (Visto el 7.6.20)

		  https://www.social-protection.org/gimi/RessourcePDF.action?id=51977
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Sin embargo, este tipo de sistemas contributivos de seguridad 
social conllevan inevitables desigualdades. Un ejemplo es lo que se 
define como “la paradoja de la protección social” (0it)177.

La discusión acerca de si el sistema de seguridad social tiene 
que ser contributivo, y su magnitud equivalente a la contribución, 
refleja la mirada mercantilizada de los derechos humanos, o debe 
resolverse parcialmente con bienes comunes, esta saldado por la 
realidad. 

La propia OIT (2018: 37, 102)178, nos habla de la relación en-
tre “mercados laborales” y “protección social”, y de las tendencias 
concurrentes entre la “protección social contributiva” y la “no con-
tributiva”. 

Coincidimos en que la Seguridad Social, para todos los trabajado-
res,  contribuyan o no, requiere de un proceso gradual, pero es ne-
cesario modificar el paradigma. 
Los derechos sociales, que tienen protección en todos los pactos 
internacionales y en la normativa fundamental, no puede en una 
sociedad en la que la mayor parte de la población carece de protec-
ción social suficiente, no puede reposar en el “mercado de trabajo”, 
ni excluyentemente en una contribución que se reduce creciente-
mente.
Es imprescindible que el estado garantice los derechos humanos y 
proporcione los bienes comunes necesarios, progresivamente has-
ta el máximo posible, reconociendo que son derechos y no even-
tuales bienes cuya provisión depende de la contribución del mer-
cado de trabajo.

	178.	 OIT. (2018). Presente y futuro de la Proteccion Social en América Latina y el 
Caribe. Oficina Regional. Perú. https://www.ilo.org/americas/publicacio-
nes/WCMS_633654/lang--es/index.htm. Visto el 13.03.21
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Las cooperativas de “recuperadores urbanos” 
en la Ciudad de Buenos Aires

Johanna Maldovan Bonelli

Introducción

Las cooperativas de cartoneros de la Ciudad Autónoma de 
Buenos Aires (CABA) han devenido en un caso paradigmático de las 
formas de organización de los/as trabajadores/as de la economía 
popular. 

Desde inicios del siglo XXI éstas han logrado avances sustan-
tivos en la consolidación de una modalidad particular de asociati-
vidad que articula distintas formas de organización del trabajo vin-
culadas a la construcción de un conjunto de demandas referidas 
tanto al reconocimiento de la condición de trabajadores/as de los/
as cartoneros/as como así a la redistribución de recursos vinculados 
a dicha condición y a su papel en el sistema de higiene urbana local. 

Dichas demandas han sido principalmente de corte sindical 
(reclamos por sus niveles de ingresos y por la mejora de sus condi-
ciones laborales) pero han tenido también una incidencia central 
en la reforma de las regulaciones que forman parte de la política 
ambiental de la ciudad. 

Gran parte de los desafíos que estas cooperativas han teni-
do que enfrentar para consolidarse, como actores legítimos en el 
sistema de recolección y recuperación de residuos sólidos urbanos 
(RSU), y para lograr el reconocimiento de la utilidad social del oficio 
de estos/as trabajadores/as, se vinculan a las características de la 
recuperación informal, así como a los diversos actores que partici-
pan de estos encadenamientos productivos y de quienes se encar-
gan de regular la actividad. 

En tal sentido, a diferencia de lo que sucede en el caso de 
los trabajadores asalariados formales, los/as cartoneros/as –así 
como aquellos que forman parte de la economía popular– no se 
encuentran inscriptos en relaciones de empleo, carecen de marcos 
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protectorios integrales en base a su condición de trabajadores, sue-
len desarrollar sus tareas en territorios dispersos (en este caso, la 
vía pública), trabajan de manera autónoma o familiar, suelen tener 
escasas trayectorias de organización sindical o asociativa y bajos in-
gresos y bajos niveles de capitalización, entre algunas de sus princi-
pales características. 

Estas características conllevan la necesidad de establecer una 
problematización en relación a los marcos tradicionales de orga-
nización y negociación colectiva de la clase trabajadora como así 
respecto a las instituciones de protección de social que podrían am-
pararlos.  

Con ello me refiero, por ejemplo, a la necesidad que tienen 
estos/as trabajadores/as y sus organizaciones de: determinar cuáles 
son las contrapartes con las que negociar –dado que no hay un em-
pleador determinado y que éstas pueden incluir múltiples actores–; 
generar instancias de reconocimiento de su rol como trabajadores/
as así como de sus organizaciones de representación que suelen 
estar por fuera de los marcos regulatorios vigentes; encontrar ba-
ses que sustenten y aglutinen a sus integrantes; conseguir recursos 
para solventar las organizaciones y garantizar su funcionamiento y, 
ligado a ello, desarrollar estrategias y prácticas consensuadas para 
su gestión, lo que incluye entre otras cosas la construcción de reglas 
y de espacios de participación y medios de circulación de la infor-
mación (Horn, 2005; Maldovan Bonelli, 2020; Webster, 2015). 

En este marco, este artículo tiene por objetivo desarrollar 
sintéticamente las principales características que dan cuenta del 
proceso de conformación de organizaciones asociativas entre los/
as cartoneros/as en la CABA y, en relación a ello, de las principales 
modalidades que han adquirido dichas organizaciones en términos 
de organización y autogestión del trabajo en las primeras dos déca-
das del siglo XXI. 

Para ello, comenzaré por describir los hitos más significativos 
que delimitaron un cambio en la orientación de la política ambien-
tal de la Ciudad –en tanto y en cuento es ésta la que ha establecido 
las regulaciones más significativas que enmarcan el desarrollo de la 
actividad–. 
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En segundo lugar, me centraré en describir las dos modalida-
des principales de organización de estas cooperativas que corres-
ponden al trabajo en las plantas y al trabajo en calle. 

A lo largo del análisis presentado se tendrán en cuenta de 
manera transversal los mencionados desafíos referidos para la or-
ganización de estos/as trabajadores/as y el particular lugar que la 
gestión de recursos jugó y juega en estos procesos. Finalmente, se 
presentarán algunas reflexiones finales.

Demandas, conflictos y dispositivos institucionales: la conformación 
de nuevos actores y regulaciones en el sistema de higiene urbana 
de la Ciudad

Ya desde la década del 90, la posición de subordinación y fuer-
te dependencia de los recolectores dentro de la cadena productiva 
productiva del reciclaje, la falta de reconocimiento de su condición 
de trabajadores/as y la existencias de normativa que prohibían ex-
presamente la recuperación de residuos reciclables, impulsó la mo-
vilización de algunas organizaciones sociales y ambientalistas que 
dieron paso a la conformación de espacios asociativos y de redes 
orientadas reformar la política ambiental local y a mejorar la calidad 
de vida y de trabajo de los cartoneros, así como a disputar el reco-
nocimiento de sus derechos y la apropiación de los beneficios que 
produce su actividad (Paiva, 2008). 

En la Ciudad Autónoma de Buenos Aires (CABA), el origen de 
las primeras organizaciones de cartoneros se remonta a la década 
del 90, cuando diversos grupos de recuperadores de RSU decidieron 
organizarse como medio para mejorar su capacidad de venta y de 
ahí, sus ingresos. 

Estas primeras organizaciones formaron parte de las discusio-
nes iniciales entabladas para reformular la legislación local y tuvie-
ron entre sus principales resultados la sanción de las leyes Nº 992 
del año 2002 y la Nº 1854 en el año 2005. 

La primera estableció el primer reconocimiento formal de los 
cartoneros como actores legítimos en la prestación del servicio de hi-
giene urbana. La institucionalización de este reconocimiento impuso 
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nuevas condiciones y posicionamientos de los actores en el campo 
de la política ambiental, que si bien no se modificaron de manera 
automática abrieron un proceso de cambios en los cuales los carto-
neros fueron entendidos como recuperadores urbanos y la activi-
dad pasó de estar prohibida a ser reconocida y legalizada.

La segunda, conocida como la ley de “Basura Cero”, significó 
un mayor avance en tanto que delimitó las funciones de las coope-
rativas cartoneras en la CABA, a las cuales definió como prestadoras 
de un servicio público. 

Para ello estableció la construcción de espacios de recuperación 
de materiales reciclables que quedarían bajo su exclusiva gestión. 

Esta ley fue crucial en la determinación del nuevo rumbo que 
adoptará de allí en más la política de gestión de residuos de la ciu-
dad en tanto que estableció un cronograma paulatino de recupera-
ción porcentual de RSU, culminando con la prohibición total de su 
entierro hacia el año 2020179. 

Junto a ello, esta disposición reafirmaba el papel de los recu-
peradores urbanos y sus organizaciones como prestadores exclusivos 
del sistema de higiene urbana y preveía su incorporación como tales 
en una nueva licitación del servicio a realizarse en la ciudad. No obs-
tante, dicha licitación tardó más de siete años en llevarse a cabo. 

Otra de las cuestiones que impulsó la conformación de orga-
nizaciones cartoneras fue la búsqueda del reconocimiento de la uti-
lidad social de su oficio, lo cual se manifestó centralmente en dos 
tipos de conflictos entablados en la primera década del 2000. 

Uno de ellos, más unificado y visible, fue el entablado a princi-
pios de este siglo con las empresas recolectoras y el Estado en busca 
de la legalización de la actividad y la incorporación de los cartoneros 
en la política ambiental. 

	179.	 Al momento dicho objetivo no ha sido alcanzado sino que, por el contrario, 
varias organizaciones han denunciado el incumplimiento de lo establecido 
en la ley tanto en lo que respecta al tratamiento de los residuos como en 
lo referido a la distribución de recursos para las organizaciones de recupe-
radores. Frente a ello, en el 2018 se modificó la legislación estableciendo 
nuevos plazos para la reducción progresiva de los residuos destinados a 
entierro.
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El otro, más disperso geográfica y temporalmente, es el que se 
desarrolló alrededor de los problemas de ordenamiento territorial y 
acceso a la Ciudad que se plantearon frente al cierre de los ramales 
ferroviarios y la prohibición del ingreso de los camiones “balanza”, a 
mediados de la pasada década180. 

La importante movilización de trabajadores/as en el marco de 
estas disputas llevó a prolongados conflictos con el gobierno local 
que –luego de varias jornadas de represión e intentos de desarticu-
lación de los reclamos por parte de la gestión de la ciudad– tuvie-
ron como resultado el despliegue de un conjunto de normativas y 
recursos orientados a formalizar la actividad de los cartoneros en el 
marco de un acuerdo entablado entre el gobierno local y las orga-
nizaciones cartoneras que cada vez nucleaban a más trabajadores. 

Estos acuerdos se plasmaron en contratos firmados en enero 
de 2014, en los cuales quedaron establecidos los derechos y obliga-
ciones de cada una de las partes. La configuración de las coopera-
tivas de recuperadores urbanos puede entenderse entonces como 
producto de un extenso proceso de disputa en torno al modo en 
que “deben” gestionarse los RSU en la ciudad. En este proceso las 
organizaciones se constituyeron, de hecho y de derecho, en por-
tavoz legitimado de los intereses de los cartoneros, pero también 

	 180.	 Hacia el año 2007, una serie de conflictos vinculados a las formas de acceso 
de los cartoneros a la Ciudad marcaron el inicio de una nueva etapa en su 
forma de organizar el trabajo. Entre estos conflictos, el cierre de los rama-
les de tren utilizados por los recolectores para transportar sus carros y la 
mercadería recolectada desde sus barrios de residencia hacia los barrios 
de recolección fue el que cobró mayor relevancia. En respuesta a la con-
flictividad creciente que suscitó la pérdida de una herramienta de trabajo 
tan central como era el tren se estableció un acuerdo entre los grupos de 
cartoneros que utilizaban los servicios ferroviarios y el Gobierno de la CABA 
(GCABA). Éste preveía que el GCABA proveería a los cartoneros de servi-
cios diarios de camiones para que éstos pudieran transportar sus carros y 
la mercadería desde sus barrios de residencia hasta la Ciudad y viceversa. 
Como veremos, al recurso de camiones se añadieron en los meses poste-
riores dos nuevos recursos: uniformes de trabajo y un incentivo monetario 
mensual. Para acceder a estos recursos los cartoneros deben pertenecer a 
una organización cooperativa, encargada de su gestión y distribución.



250

asumieron diversas obligaciones en nombre de todos ellos. Y ello 
porque la habilitación y fomento estatal a su práctica quedó condi-
cionado a la observancia de reglas que refieren a la organización del 
trabajo, a su comportamiento durante la recolección y a la interac-
ción con otros cartoneros no asociados.

Entre los derechos a los que accedieron las organizaciones 
cartoneras se encontraban un cúmulo de recursos materiales y sim-
bólicos que podemos sintetizar en: el reconocimiento de los car-
toneros como trabajadores de la política ambiental, la designación 
de las organizaciones cartoneras como prestadoras exclusivas del 
servicio de recuperación de RSU, la provisión de la logística para 
que las organizaciones realicen su trabajo (camiones y micros para 
el transporte de los asociados y sus carros), la asignación de “plan-
tas” de reciclado para que operen bajo la gestión cooperativa que 
funcionan como centros compra, clasificación y comercialización, 
bolsones para llevar a cabo la recolección en las calles, uniformes 
para los trabajadores con la identificación de cada cooperativa, una 
prestación monetaria mensual para cada trabajador denominada 
“incentivo” (que rondaba los $18.000 pesos argentinos) y la per-
cepción de aportes jubilatorios y una obra social. 

Entre las principales obligaciones a cumplir se destacan: con-
currir al menos tres veces a la semana a trabajar; no romper las 
bolsas de residuos durante la recolección en la vía pública; no con-
sumir alcohol ni otras sustancias durante la prestación del servicio; 
no concurrir con menores de dieciséis años a trabajar; y utilizar el 
uniforme de trabajo y la credencial habilitante otorgada por el go-
bierno local. Es decir que, la percepción de recursos está estrecha-
mente vinculada al ejercicio de un “control” gubernamental que 
implica la observancia de un conjunto de normas centradas en la 
regulación de las prácticas cotidianas de los trabajadores que deli-
mitan una determinada manera de llevar a cabo las tareas durante 
la recolección en la ciudad.

En este marco, la formalización del sector devino en un obje-
tivo deseable para ambas partes del conflicto, aunque los sentidos 
otorgados a ésta fueron casi opuestos. Mientras que para las incipien-
tes organizaciones “formalizar” su trabajo implicaba la posibilidad de 
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ser reconocidos como trabajadores/as y acceder a derechos y recur-
sos a través de su incorporación al sistema de higiene urbana local; 
para los funcionarios a cargo “formalizar” era la vía para propiciar 
una cierta forma de ordenamiento territorial y disciplinamiento so-
cial ligado al cumplimiento de un conjunto de reglas dispuestas para 
poder trabajar en la ciudad (Maldovan Bonelli, 2018). 

Ahora bien, si por un lado la posesión de mayores recursos 
fortaleció la posición relativa de las organizaciones frente al Estado 
y el mercado, al mismo tiempo ello supuso nuevos desafíos para las 
cooperativas que, en el marco de los nuevos acuerdos, debieron 
aprender a gestionar los bienes obtenidos a través de la puesta en 
juego de los saberes y capacidades adquiridas. Esto es, a mayores 
recursos disponibles fue necesaria una mayor capacidad de gestión 
y movilización, tanto de lo obtenido como así de lo que ya se poseía. 
Y ello principalmente porque, si bien los recursos son otorgados 
por el gobierno local (quien ejerce a su vez un papel de regulador 
del funcionamiento de las organizaciones), son las cooperativas las 
encargadas de administrar dichos recursos y distribuirlos entre los 
asociados, para lo cual deben crear sus propios mecanismos de or-
ganización, participación, control y regulación. En palabras de una 
referenta del sector, para responder a estos requerimientos “la or-
ganización tuvo que responder con más organización”. 

Modalidades organizativas en la ciudad: el trabajo en las plantas 
y en la calle

En el marco de las normativas y acuerdos mencionados en el 
apartado anterior es que, en la ciudad, se consolidaron dos modali-
dades organizativas en lo que respecta a las cooperativas de carto-
neros/as: una refiere a la organización que se da en las “plantas” de 
reciclado y otra a la que se lleva a cabo en la vía pública. 

Estas dos modalidades se articulan dentro de algunas coopera-
tivas, fundamentalmente en el caso de aquellas que tienen una ma-
yor cantidad de asociados. Asimismo, algunas organizaciones han de-
sarrollado otras áreas de trabajo como espacios de cuidado y grupos 
de promotoras ambientales que se encarga de la concientización en 



252

los barrios y escuelas y de conseguir más proveedores de materiales 
que son retirados y tratados por la organización. En lo que sigue des-
cribiremos –a grandes rasgos– las características principales de cada 
una de estas modalidades, teniendo en cuenta cómo el acceso a re-
cursos significó nuevos desafíos organizacionales, fundamentalmen-
te en los inicios de la conformación de este sistema.

El trabajo en calle
En términos generales las cooperativas que trabajan en calle 

tienen una cantidad significativa de asociados (que van entre 50 y 
3000 asociados). A partir de la licitación de los pliegos para la ges-
tión de los residuos secos cada cooperativa tiene una zona asignada 
en la ciudad en la cual deben realizar la recolección de reciclables. 

Para el desarrollo de sus tareas las organizaciones se encuen-
tran divididas en pequeñas unidades de 10 a 15 trabajadores que 
se agrupan a partir del servicio de camiones que realiza la logística 
del traslado de carros y materiales. La estructura organizativa está 
basada en dos niveles de representación: el primero surge de cada 
camión que posee un delegado y un subdelegado, quienes ejercen 
como mediadores entre los cartoneros del grupo que representan; 
y el segundo nivel, encarnado en el Consejo de Administración de 
las cooperativas. Los delegados tienen una doble tarea: por un lado, 
controlar que sus representados cumplan las normas establecidas 
“desde arriba”, esto es por el Estado, así como por las organizaciones 
y, por otro, canalizar demandas y respuestas entre ambas partes. 

Para ello, las cooperativas tienen un espacio semanal de en-
cuentro entre éstos, los integrantes del Consejo y representantes 
del GCABA, que funciona bajo el formato de asamblea, en el que 
todos tienen derecho a voz y voto.  

Las cooperativas que trabajan “en calle” tienen formas hete-
rogéneas de organización que se han ido complejizando a lo largo 
de los últimos años tras algunos cambios implementados en la se-
paración en origen en la ciudad y la distribución de nuevos recursos 
para las organizaciones. Una parte importante de los recolectores 
continúa realizando prácticamente todas las tareas –obtención de 
clientes, recolección, clasificación y venta– de manera individual. 
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Algunos avances que se han logrado en este sentido en los últimos 
años es la compra de los materiales por parte de las cooperativas. 
Esto permite que los recolectores vendan el material en la ciudad, 
disminuyendo el peso que previamente acarreaban hasta sus ba-
rrios de residencia y accedan a mejores ingresos por los materiales 
vendidos. Como veremos en el próximo apartado, ello también tie-
ne un impacto en la sustentabilidad económica de las cooperativas 
en tanto que permite ampliar los recursos disponibles para la ges-
tión de las plantas y otros servicios. 

Otro grupo de asociados trabaja con recorridos y clientes 
preestablecidos por los cuales deben recoger los materiales previa-
mente separados por los/as vecinos/as de la ciudad y luego trasla-
darlos a los Centros Verdes para su clasificación y venta. 

Esta recolección puede realizarse en casas particulares con 
quienes se ha realizado acuerdos previos, en edificios –donde los 
acuerdos se han establecido principalmente a través del SUTERH– o 
bien en las campanas verdes de la ciudad181. Las distintas formas 
de trabajo se articulan con distintos tipos de remuneración que, 
además de la percepción del incentivo, en algunos casos incluyen 
un plus por productividad ligado a la recuperación en los espacios 
preestipulados y en otros, éste se encuentra ligado a la cantidad de 
materiales recuperados y vendidos o entregados a la organización. 

En tal sentido, la cooperativización de estos trabajadores im-
plicó diversos cambios en sus formas de organizar el trabajo, ligados 
a las obligaciones dispuestas por el GCABA a cambio de la distribu-
ción de recursos que detallé en el apartado anterior, a las modifica-
ciones en las políticas de separación en origen de la Ciudad y a las 
estrategias de comercialización y organización desplegadas por las 
propias cooperativas.  

	181.	 Las campanas verdes son grandes contenedores que se han instalado des-
de el 2014 en los barrios porteños.  Su colocación ha ido de la mano de una 
política de concientización acerca de la separación en origen a los vecinos 
de la ciudad, quienes se espera que depositen en éstas los residuos reci-
clables que generan. En algunos barrios prima el sistema de campanas, en 
otros la recolección la hacen los recuperadores cooperativizados puerta a 
puerta y en otros existe un sistema mixto. 
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En este caso me centraré en dar cuenta del papel que tuvie-
ron los recursos entregados por el GCABA y gestionados por las coo-
perativas para dar cuenta de los principales cambios que significó 
el paso del trabajo individual al asociativo en los primeros años de 
la década pasada. Y ello, porque fueron éstos los que permitieron 
construir la base de reorganización de la actividad sobre la cual se 
desplegaron posteriormente las estrategias de compra-venta y la 
organización en base a recorridos y “clientes” fijos. 

El primero de estos recursos ha sido los camiones utilizados 
para el traslado de carros y materiales desde y hasta los barrios de 
residencia de los cartoneros, ubicados en distintos puntos del co-
nurbano bonaerense. La provisión de camiones tuvo como objetivo 
principal reemplazar el traslado de los cartoneros en los furgones 
de tren que utilizaban en los años previos, de manera tal de reducir 
los niveles de conflictividad entablados entre las empresas ferrovia-
rias, los usuarios y estos/as trabajadores/as. Centralmente, la orga-
nización por estos primeros años –y que sigue operando en varios 
casos– se basa en los siguientes pasos. 

En primer lugar, los/as cartoneros/as parten con sus carros 
vacíos hacia puntos de encuentro en los barrios en los que residen, 
donde los espera el camión que trasladará sus herramientas de tra-
bajo hasta los puntos de recolección en la Ciudad. En cada camión 
se trasladan entre 10 y 15 carros y viajan entre dos y cuatro cartone-
ros responsables de subirlos y bajarlos en los puntos de encuentro. 

Generalmente lo hacen aquellos cartoneros que suben en las 
primeras paradas del recorrido, ya que ello facilita la tarea del resto 
para subir y bajar los carros. 

El correcto funcionamiento de este sistema requiere de que 
los acuerdos entablados entre los grupos se cumplan en al menos 
dos instancias: la división de tareas para acordar quiénes viajan en 
el camión y son responsables de trasladar los carros y cuidarlos en 
los puntos de encuentro y el acuerdo y respeto de los horarios de 
salida y llegada, lo que permite que los servicios lleguen a tiempo y 
todos puedan utilizarlos. 

Si parte del grupo se atrasa ello produce un retraso en los 
servicios y perjudica al siguiente grupo que depende de dicho 
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servicio para trasladarse; asimismo representa un riesgo que impli-
ca la posibilidad de perder la mercadería. De ahí que la regulación 
del tiempo de trabajo constituye también una diferencia con la si-
tuación previa, en la que la duración de la jornada y su desarrollo 
era sumamente incierta porque no dependía exclusivamente de la 
voluntad del trabajador, si no de los escollos y oportunidades que 
pudiera encontrar a su paso. Asimismo, la nueva forma de organiza-
ción habilitó la conformación de grupos organizados a partir de esos 
viajes en conjunto. 

En tal sentido, la posibilidad de acceder al traslado de los ca-
rros a través de uso de los camiones permitió a los recolectores una 
cierta mejora de sus condiciones de trabajo basada en una reduc-
ción de los “tiempos de espera”. La posibilidad de capitalizarse y dis-
poner de un transporte propio mejoró los niveles de organización 
y permitió dar otro encuadre a la jornada de trabajo. Así como el 
tren funcionaba como espacio de encuentro de estos trabajadores 
(Gorbán, 2005), “las paradas” de los camiones aparecieron como 
un nuevo espacio de vinculación de grupos más reducidos que nu-
cleados a partir de este servicio, donde se entablan relaciones de 
cooperación y ayuda mutua. 

En segundo lugar, el uso de uniformes permitió comenzar a 
visibilizar a los recolectores de otra manera en tanto que la perte-
nencia a un colectivo y la portación de identificaciones comunes 
habilitó a su reconocimiento como un trabajador. Por un lado, la 
identificación a través de la ropa implicó una forma de ejercer una 
regulación sobre las prácticas que comienzan a moldear una nueva 
significación en torno a lo que es “ser un buen cartonero”. Quien 
porta el uniforme es más fácilmente identificable y, al mismo tiem-
po, es más susceptible de ser controlado y sancionado ante el in-
cumplimiento de las normas impuestas “desde arriba”. 

Por otro, el uniforme permite diferenciar a los trabajadores 
cooperativizados de los independientes y habilita el acceso a ma-
yor cantidad de recursos en tanto que los vecinos y comerciantes 
de la ciudad los reconocen como trabajadores. De ahí que, el uso de 
uniformes permite visibilizar a los recolectores de otra manera en la 
cual la pertenencia a un colectivo y la portación de identificaciones 
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comunes habilita a su reconocimiento como un trabajador. Enton-
ces, si por un lado los uniformes operan como una estrategia de dis-
ciplinamiento –en términos que permite un mayor control y orde-
namiento por parte del estado–, por otro, se presentan como una 
herramienta de cambio y reposicionamiento de los cartoneros y de 
su rol en la Ciudad. 

En tercer lugar, los incentivos son otro de los recursos que tu-
vieron un papel central en la organización de las cooperativas. Éstos 
son una prestación monetaria mensual brindada por el GCABA a los 
recolectores a través de las cooperativas. Para ello se asigna a los 
cartoneros asociados una cuenta bancaria y una tarjeta de débito 
que les permite retirar el dinero que se les deposita mensualmente. 
Tal como en el caso de los uniformes, los incentivos contribuyen a la 
sustentabilidad interna de la organización en más de un sentido. Por 
un lado, establecen una mejora concreta en la calidad de vida de 
los cartoneros asociados haciendo menos “arriesgado” el tránsito 
de la modalidad individual a la cooperativa. Por otro, contribuyen a 
fortalecer el involucramiento de los cartoneros con las normas que 
rigen a las organizaciones, ya que a partir de la distribución de los 
incentivos las cooperativas pueden sancionar de modo eficiente los 
incumplimientos, mejorando su capacidad para imponer el código 
de conducta acordado con las autoridades.

Es por ello que los incentivos representan una confirmación 
de que la participación en organizaciones asociativas es un juego 
que merece ser jugado, asociarse empieza a resultar conveniente 
para los asociados y, a medida que el cobro se hace efectivo, se em-
pieza a confiar más en las posibilidades que brinda la organización. 
La construcción de vínculos de confianza permite entonces estable-
cer nuevas reglas del juego e intercambios de recursos por distintos 
tipos de compromisos.

En este sentido, una de las particularidades de esta modali-
dad organizativa refiere a la necesidad de creación de formas espe-
cíficas de regulación que difieren de los mecanismos tradicionales 
de gestión. La utilización de los incentivos como medio de control y 
sanción permitió a las organizaciones superar las dificultades de re-
gulación que surgen de la alta dispersión de los trabajadores durante 
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la realización de las tareas. Las formas de regulación de las prácticas 
no parten entonces de la supervisión constante del trabajador en 
su espacio de trabajo, sino que están referidas principalmente a sus 
conductas y sus prácticas en términos del comportamiento en la 
Ciudad. Lo que se penaliza no es la cantidad o calidad de materiales 
que los cartoneros juntan, es decir si realizan bien o mal una labor 
ambiental; sino que las sanciones se establecen en torno a una “for-
ma de ser” en la Ciudad ligada a la contención del conflicto social y 
el ordenamiento territorial. 

De ahí que los incentivos, en tanto que operan en distintas 
situaciones como “un sueldo”, “una motivación”, “un medio de re-
gulación” o “un medio de sanción”, se constituyen en la base de 
organización de estas cooperativas, en un punto de encuentro que 
aparece como el “interés” sobre el cual se despliegan estas organi-
zaciones.

El trabajo en las plantas
Las “plantas” –llamadas Centros Verdes– son grandes galpones 

cubiertos, realizados de material y chapa que se encuentran ubica-
dos en los márgenes de la Ciudad. Actualmente existen ocho plantas 
en funcionamiento, todas ellas, gestionadas por las cooperativas que 
han licitado sus servicios con el GCABA. En términos generales, en la 
puerta de ingreso éstas tienen un gran playón destinado al ingreso 
de los camiones que proveen los RSU y dónde se realiza la descarga 
de estos materiales. El espacio cubierto se divide al menos en dos 
partes. Una en la cual se encuentran las máquinas y se depositan los 
materiales a clasificar así como los fardos de materiales ya clasifica-
dos; y otra que se utiliza como espacio de recreación y descanso, en 
la que hay una cocina, un salón, baños y vestuarios. Algunos de estos 
centros cuentan también con un espacio verde abierto en el que oca-
sionalmente se realizan almuerzos, fiestas o jornadas de trabajo con 
el resto de los integrantes de las cooperativas.

Las actividades principales que se realizan en estos espacios 
son la clasificación, enfardado, pesaje y comercialización de materiales 
reciclables. Para realizar estas tareas las organizaciones cuentan con 
un conjunto de maquinarias que son provistas en comodato por el 



258

GCABA. Las más importantes para esto son una tolva, dónde se depo-
sitan los materiales cuando llegan; una cinta transportadora, por don-
de circulan los materiales a clasificar; una enfardadora, con la que se 
comprimen los materiales; un autoelevador eléctrico, para movilizar 
los fardos y bolsones de residuos, una balanza con la que pesan los 
materiales que llegan y los que comercializan; y un vehículo que uti-
lizan para transportar materiales que obtienen a través de los acuer-
dos con generadores propios y eventualmente para su venta.

En términos formales la instalación y mantenimiento de los 
centros verdes se encuentra a cargo del GCABA. Es decir que éste 
debe proveer a las organizaciones de la maquinaria necesaria para 
llevar a cabo el tratamiento de los materiales y encargarse también 
del pago de los servicios e impuestos para su funcionamiento. Esta 
relación de prestaciones entre el gobierno y las organizaciones ha 
sido bastante conflictiva desde la creación de los centros verdes, 
principalmente debido a que el GCABA no ha tendido a cumplir con 
su parte del acuerdo. 

La obtención de los RSU a ser procesados en las plantas se 
da principalmente a través de tres vías. Una, es a través de la sepa-
ración en origen que realizan los llamados “generadores especia-
les”182 –obligados por la ley a realizar la separación en origen– que 
entregan los materiales a las organizaciones, para lo cual éstas se 

	182.	 Los generadores especiales son aquellas grandes empresas e institucio-
nes que, desde el 2005, están obligadas por ley a realizar la separación en 
origen de materiales reciclables. En dicho año, la Ley 1.854 y la resolución 
50 / GCABA / SPYDS / 05 estableció dentro de dicha categoría a hoteles de 
cuatro y cinco estrellas, edificios públicos del Gobierno de la CABA, Corpo-
ración Puerto Madero y edificios de propiedad horizontal que tengan una 
altura superior a 19 pisos radicados en la Ciudad. En el 2007, bajo las reso-
luciones N° 640 / GCABA /MMAGC / 07 y N° 808 / GCABA /MMAGC / 07 se 
añadieron a estos establecimientos a comercios, industrias o empresas de 
servicios que posean más de 10 empleados a su cargo por turno, bancos 
y entidades financieras o aseguradoras, supermercados, centros comer-
ciales a cielo abierto bajo el programa de gerentes urbanos del GCABA, 
shoppings o grandes centros comerciales en espacios cerrados, centros 
educativos privados en todos sus niveles y restaurantes.
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encargan del retiro y traslado en función de las zonas que tengan 
asignadas en la Ciudad. La segunda, es a través de los acuerdos que 
las cooperativas realizan con generadores por su propia iniciativa o 
por iniciativa de vecinos e instituciones que quieren “reciclar”. En 
algunos casos las organizaciones tienen un camión que les ha sido 
brindado en comodato por el GCABA y lo utilizan para retirar los 
materiales de estos generadores. En otros han desplegado un pro-
grama de promoción ambiental en distintos barrios a partir del cual 
los vecinos realizan la separación en origen y acuerdan con la coo-
perativa los horarios de retiro de los materiales, o bien los acercan 
a un punto de recepción. La tercera, es a través de la compra a los 
asociados de la organización, que recuperan por su cuenta y luego 
le venden lo recolectado a la cooperativa. 

En cada centro verde trabaja un promedio de 30 asociados 
por turno. Dentro del galpón existe una división espacial destinada 
a los distintos materiales. Generalmente a la entrada (a la intem-
perie) se realiza la primera clasificación para separar los restos de 
residuos húmedos que se encuentran mezclados con los materiales 
reciclables183.

 Ya dentro de los centros verdes, el proceso de clasificación 
comienza con el ingreso de los materiales en la cinta a través de 
una tolva. Desde la tolva, los materiales “caen” sobre la cinta trans-
portadora, alrededor de la cual están situados aproximadamente 
15 asociados (la cantidad de trabajadores en este puesto varía en 
relación al volumen de materiales que tengan que procesar). En la 
cinta se realiza la primera clasificación, en la cual cada asociado se 
encarga de separar uno o dos tipos de materiales que van apilando 

	183.	 En varias ocasiones las cargas de los camiones son devueltas por las orga-
nizaciones y enviadas para su disposición final en los rellenos sanitarios. 
Ello refleja la importancia de que los primeros eslabones de la cadena, 
en este caso quienes están obligados a separar en origen, realicen una 
intervención correcta sobre los materiales. Cuando los materiales “se con-
taminan” –por ejemplo, al entrar en contacto con residuos orgánicos– ya 
no pueden ser comercializados o pierden casi todo su valor de reventa, 
además de que pueden dar lugar a focos infecciosos que ponen en riesgo 
la salud de los trabajadores.
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tras ellos. La separación de los materiales implica la puesta en juego 
de distintos saberes en relación a la calidad y tipo de los mismos; 
como se observa con los papeles y cartones que son separados en 
“el diario, el cartón, papel blanco, segunda y revista”; o con los plás-
ticos con el “PET de color y cristal, blanco, el polietileno de alta den-
sidad¸ el film limpio y film sucio”. Las estrategias para diferenciar los 
materiales tienen que ver con el uso de los distintos sentidos, como 
el tacto y el olfato que, fundamentalmente para saber diferenciar 
los plásticos son de gran importancia. 

La separación de los materiales implica entonces un aprendi-
zaje para saber diferenciarlos, ya que de una buena clasificación de-
pende la posibilidad de establecer acuerdos de comercialización y 
de garantizar los ingresos. Los fardos prensados son acumulados en 
distintos espacios del galpón y luego “se lo pasa” a la balanza. Cada 
fardo se etiqueta con el nombre del material y el peso y posterior-
mente los fardos son apilados con el Clark para ser luego vendidos. 

En lo que respecta a su organización, el trabajo en las plantas 
puede dividirse en dos actividades principales: 

Por un lado, las tareas de gestión que incluyen la vinculación 
con el GCABA, la administración contable, la supervisión del proceso 
productivo, el establecimiento.  de acuerdos con generadores, y la 
comercialización y; por otro, las tareas de producción entre las cuales 
la separación, clasificación, prensado y acopio de los materiales son 
las más relevantes. Aquellos socios que se encuentran en las activida-
des administrativas de gestión y de supervisión son generalmente los 
socios más antiguos de las organizaciones y generalmente también 
forman parte del consejo de administración de las cooperativas. 

Este grupo eventualmente realiza parte del proceso produc-
tivo, dependiendo ello de la cantidad de trabajo que sea necesario 
para procesar los materiales obtenidos.

Por el contrario, aquellos que se encargan del proceso pro-
ductivo no rotan sus tareas con la administración. 

En este segundo grupo existen divisiones de tareas estableci-
das, aunque no ocupen puestos fijos de trabajo. La división principal 
se realiza entre varones y mujeres, evitando que las mismas realicen 
el trabajo más pesado (el molido de vidrio, el manejo de materiales 
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pesados, etc.) aunque en ciertas ocasiones deben encargarse de 
ello. Las tareas principales son la separación de los materiales en 
la cinta, el prensado y enfardado, y eventualmente la realización de 
una clasificación más precisa de los materiales ya separados (por 
ejemplo, separación de plástico por colores). Además de estas ta-
reas, relacionadas al tratamiento de los materiales, existen otras 
vinculadas al mantenimiento de los galpones, como la limpieza de 
los espacios, la manipulación de los bolsones que llegan de la dife-
renciada, y el ordenamiento de los materiales ya enfardados. 

Para la realización de dichas actividades los socios cuentan con 
materiales de protección mínimos, tales como guantes o antiparras. 

El trabajo en las plantas supone un cambio radical respecto 
del trabajo en las calles en tanto que no sólo se modifica el espacio 
de trabajo, sino también la duración de la jornada, la limitación de 
los horarios y el ingreso, entre otras cuestiones. 

Estos cambios requirieron también de la creación de formas 
de cooperación para la realización de la tarea así, de nuevos apren-
dizajes por parte de los asociados y, al mismo tiempo, del estableci-
miento de nuevas normas y mecanismos de regulación que permi-
tiesen garantizar una gestión eficaz de los emprendimientos. 

El ingreso a las plantas implicó una reconfiguración del oficio 
del cartonero que debía adaptarse ahora a un trabajo más cercano 
a la idea de fábrica, lo que implicaba un cambio en sus hábitos y 
costumbres al mismo tiempo que en sus saberes y capacidades.

Uno de estos cambios se vincula (de manera similar a lo que 
ocurre con los camiones) a la modificación de los horarios de trabajo. 

En los centros verdes la jornada laboral es de 8 horas diarias (de 
lunes a viernes) y de media jornada los días sábados, aunque ésta es 
variable (fundamentalmente la concurrencia de los días sábados) en 
función de la cantidad de materiales que haya para procesar. 

Entonces trabajar en la planta implica ir todos los días, cum-
plir un horario y establecer una rutina en un mismo espacio de tra-
bajo donde las tareas, si bien se rotan, están más especializadas que 
en el trabajo en la calle. 

En el trabajo en las plantas se establece otra forma de coope-
ración entre los asociados basada en la división de tareas a cambio 
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de un ingreso fijo. Los ingresos de los asociados están determinados 
generalmente por la cantidad de horas trabajadas a lo cual se adi-
ciona la percepción del incentivo monetario que a partir del 2008 
comenzaron a cobrar los cartoneros asociados a cooperativas. 

A partir de los acuerdos establecidos con el GCABA en los úl-
timos años, los asociados también acceden a una obra social y se 
encuentran inscriptos en el sistema de monotributo social, lo cual 
se encuentra costeado por el gobierno.

Así como en el trabajo en calle comienzan a aparecer nuevas 
normas que establecen cosas que se pueden y no se pueden hacer, 
lo mismo sucede con el trabajo en las plantas, como por ejemplo lo 
es faltar cuando llueve. Para los cartoneros que trabajan en calle, 
los factores climáticos son muchas veces decisivos para la organiza-
ción de su jornada laboral. 

Si llueve las condiciones de trabajo son más penosas y los ma-
teriales que se encuentran están mojados, por lo que luego se re-
quiere tener un espacio para secarlos. 

En la planta, en cambio, el trabajo bajo techo en un espacio 
cerrado impone nuevas condiciones que, si bien en principio apa-
recen como beneficiosas para algunos compañeros, no siempre son 
del todo valoradas como positivas. Así la especialización del trabajo 
en las plantas supone una mayor división del trabajo entre los car-
toneros y un cambio de importancia en la regulación de los tiempos 
y las prácticas ligadas a la recolección en la vía pública.

Finalmente, la última etapa del trabajo en las plantas corres-
ponde a la comercialización de los materiales. 

En este caso, la frecuencia de la venta está relacionada con 
los acuerdos que realicen las cooperativas con los compradores y el 
tipo de comprador está a su vez en relación con el volumen de ma-
terial procesado. Generalmente las organizaciones que trabajan en 
centros verdes logran superar varias instancias de intermediarios, 
y acceden a venderle a galpones especializados en un solo tipo de 
material o, en ocasiones, directamente a las industrias. La venta es 
realizada generalmente en las plantas, donde las empresas concurren 
a comprar los materiales que luego utilizarán como insumos para 
nuevos procesos productivos.
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Uno de los principales desafíos que las organizaciones han es-
tablecido en los últimos años, a partir de su ingreso a los centros 
verdes, es comenzar a articular las dos modalidades de trabajo (en 
la calle y en las plantas) a través de la comercialización. Como men-
cioné en el apartado anterior, una parte sustancial de los asocia-
dos que trabajan en calle continúan vendiendo los materiales por 
su cuenta. Sin embargo, la consolidación del trabajo en los centros 
verdes abrió la posibilidad a planificar nuevas formas de organiza-
ción y articulación entre ambas modalidades. 

Es en el proyecto de ventas colectivas que comienzan a con-
fluir las dos modalidades de trabajo dentro de las organizaciones. 
Así como para algunos cartoneros, esta posibilidad aparece como 
una potencial mejora de sus condiciones de trabajo, para los refe-
rentes de las organizaciones que gestionan las plantas, la venta en 
conjunto es no sólo una forma de mejorar las condiciones de traba-
jo de “los compañeros” y darle (al menos en principio) “la chance” 
de generar un ingreso extra a través de la venta de algunos materia-
les, sino también la posibilidad de generar “un capital”. 

Tener un capital implica así la posibilidad de acceder a una 
“mayor cantidad” de materiales y una continuidad de recursos que 
habilitan a “no tener intermediarios”. 

Mejorar la cantidad es una vía para “pelear” los precios, para 
disputar con el mercado y reposicionar a las cooperativas en el cir-
cuito productivo del reciclaje. De esta manera, “lo que se propone” 
es el acceso a una mayor cantidad de recursos expresados en mate-
riales reciclables que permiten al mismo tiempo acceder a “nuevos 
recursos” que habilitan a garantizar la sustentabilidad económica 
de las organizaciones y ampliar las prestaciones para los asociados 
y generar nuevos espacios de trabajo.

El nivel de capitalización de las cooperativas es entonces un lí-
mite para el despliegue de nuevas acciones, pero también, en caso de 
lograr superar este obstáculo, ello podría ampliar los ingresos de “los 
compañeros”, es decir, si se vende por mayores cantidades se evitan 
intermediarios y así se generan mayores ganancias en las ventas, lo 
cual llevaría a aumentar el precio del kilo de cada material. Asimismo, 
la ampliación de los niveles de ingresos habilita a contar con un exce-
dente que permitiría cumplir nuevas aspiraciones.
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Reflexiones finales

La recuperación informal de residuos para su posterior reven-
ta es una actividad que tiene largas décadas de existencia en Argen-
tina. Sin embargo, no fue sino hacia inicios del siglo XXI que ésta 
fue reconocida como un trabajo cuya utilidad es tanto social como 
ambiental por las disposiciones legales que regulan la actividad en 
el país. 

La disputa por el reconocimiento de los cartoneros en la po-
lítica ambiental implicó no sólo una lucha por el acceso a recursos 
sino también una lucha simbólica por el reconocimiento; por el ac-
ceso a un ser social socialmente reconocido, es decir, a la humani-
dad (Bourdieu, 1999). 

De esta manera, los cambios regulatorios vinculados a la po-
lítica ambiental no representaron únicamente una nueva forma de 
encarar la problemática de la “basura” en la CABA, sino también 
una vinculación específica de esta problemática con un sector social 
que a partir de la búsqueda de recursos para subsistir y en pos de la 
disputa por el acceso a derechos y recursos se ha constituido como 
un emblema de la potencialidad que tiene la organización de los/as 
trabajadores/as de la economía popular. 

En este marco y de la mano del crecimiento tanto cualitativo 
como cuantitativo de las organizaciones cartoneras se fue configu-
rando un nuevo modo de gestionar los RSU en la Ciudad, en el cual 
los cartoneros se posicionaron como los prestadores exclusivos del 
servicio, obteniendo de allí en más un amplio abanico de recursos 
que permitieron mejorar su lugar en la cadena de valor del recicla-
do. La legitimación de estos trabajadores en su papel de agentes 
autorizados a interpelar la política local supuso el cumplimiento de 
un requisito fundamental impuesto por el Gobierno de la Ciudad: la 
formalización de los grupos de trabajo asociado a través de su cons-
titución legal en cooperativas de trabajos y/o servicios. 

En este camino, los avances en materia de acceso a recursos 
y organización de estas experiencias han sido significativos. Así, por 
ejemplo, se ha pasado de un sistema de gestión de residuos que, 
lejos de reconocer a los cartoneros como trabajadores, consideraba 
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su actividad como ilegal; del ejercicio de la actividad en condicio-
nes de suma informalidad a un proceso en el cual los recolectores 
formalizados han comenzado a acceder a una serie de derechos y 
recursos que mejoran su calidad de vida y de trabajo, tales como 
uniformes de trabajo, un incentivo monetario mensual y el acceso 
a obra social y aportes jubilatorios, provistos por el Gobierno de la 
CABA. 

Asimismo, habiendo partido de una política ambiental que 
promovía el entierro indiscriminado y sancionaba la recuperación 
se ha alcanzado una legislación que establece la obligatoriedad de 
recuperar paulatinamente los RSU y que reconoce a las cooperati-
vas como actores centrales en esta tarea, por señalar algunas de las 
modificaciones más importantes. 

A lo largo de este articulo he buscado describir a estas organi-
zaciones y argumentar cómo el cambio en las formas de organizar y 
cooperar en el trabajo dado a partir del paso del trabajo individual 
al trabajo colectivo implicó desafíos y estrategias diversas en las dos 
modalidades de organización presentadas. 

Más allá de sus especificidades y diferencias, una lógica simi-
lar atraviesa a estas transformaciones: la necesidad de innovar en 
prácticas de gestión y regulación dentro de las organizaciones que 
permitan consolidar a los grupos asociados. 

En tal sentido, el crecimiento y paulatina institucionalización 
del rol de estas cooperativas en la gestión local de los residuos se 
vincula en gran parte a la eficacia de las estrategias desplegadas, 
por un lado, para disputar su rol como actores legítimos en la polí-
tica ambiental de la ciudad, pero –fundamentalmente– a aquellas 
orientadas a construir y sostener prácticas de organización y gestión 
del trabajo de manera asociada y participativa y a consolidar una 
identidad colectiva basada en el reconocimiento de sí como trabaja-
dores cuya actividad realiza contribuye económicas, sociales y am-
bientales al conjunto de la sociedad.  
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La cooperación social en Argentina

Alberta Bottini184

Gustavo Sosa185

Introducción
En el contexto de cuarentena (ASPO) por la pandemia del Co-

vid-19, nos vemos obligados/as a desacelerar y reflexionar. La pande-
mia nos pone en la urgencia, una vez más, de repensar la economía.

Una economía que se proponga otras formas de producir, 
intercambiar, consumir y cuidar. 

Una economía que ponga la vida en el centro. Y como deci-
mos, desde la economía feminista, una vida digna de ser vivida. 

En este marco de reflexión asistimos, en los discursos públicos 
y en nuestras propias cotidianidades, al debate entre la economía y 
la salud y hasta entre la economía y la vida. 

Si hay algo que esta coyuntura develó es la fragilidad del ca-
pital frente a la necesidad de garantizar la vida y la salud de todos y 
todas y también que no hay capital ni mercado sin vida. 

Con estas premisas, nos ocuparemos en este artículo de re-
flexionar sobre la trayectoria de las empresas sociales o cooperativas 
sociales (dependiendo de su figura jurídica) que justamente repre-
sentan experiencias que ponen en discusión, tensionan y constru-
yen espacios asociativos en los cuales la economía y la salud no 
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están separadas y, al revés, tienen la ambición de pensar ámbitos 
laborales que aporten a la salud colectiva y a la inclusión social. 

Es importante subrayar, que aún no hay una legislación apro-
piada que ampara y promueva estas iniciativas y que existen mu-
chas experiencias que no tienen una forma jurídica clara. 

Algunas trabajan en instituciones sanitarias, del sistema de 
salud mental, otras son parte de talleres protegidos y si bien fun-
cionan de forma cooperativa, no poseen una figura jurídica que les 
permita desarrollarse plenamente como actividad económica. 

Por eso es tan necesario el trabajo de visibilización de estas ex-
periencias para que se pueda encontrar las formas más adecuadas 
de reconocerlas y acompañarlas con políticas públicas que apunten 
al fortalecimiento de las iniciativas de inclusión laboral. 

Este conjunto de iniciativas sociales y económicas representa 
el campo de la cooperación social en Argentina. Un campo diverso 
heterogéneo y con niveles muy diferentes de institucionalización y 
de autonomía económica.

En este sentido es fundamental valorar el rol que el Estado ha 
tomado en estos meses. No solo, la presencia de las políticas públi-
cas para hacer frente a la coyuntura sino también la atención que 
se le está dando a estas nuevas trayectorias, abriendo espacios de 
diálogo y articulación entre actores sociales y organismos públicos.

En particular nos parece importante la predisposición de la 
actual gestión del Instituto Nacional de Asociativismo y Economía 
Social (INAES) que ha asumido la tarea de organizar mesas de tra-
bajo y comisiones específicas que abordan estas temáticas, en pos 
de lograr reconocimiento y una nueva legislación que sea adecuada 
para estas iniciativas. 

El campo de la Economía Social y Solidaria

La economía social y solidaria representa un campo diver-
so, complejo y en continua construcción que integra experiencias, 
prácticas e instituciones que buscan dar respuestas sociales y eco-
nómicas a las necesidades de distintos sectores de la sociedad. 

En particular –y sobre todo en las últimas décadas– se han ex-
pandido propuestas socioeconómicas que representan oportunidades 
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de acceso a derechos, tales como salud, educación y trabajo, para 
sectores de la sociedad que por distintas razones se encuentran en 
situación de vulnerabilidad social y económica. 

El concepto de “economía social y solidaria” hace referencia 
entonces tanto a las experiencias históricas y tradicionales como el 
cooperativismo y el mutualismo como a aquellas que se desarrolla-
ron a partir de las últimas transformaciones del mundo del trabajo 
y en particular después de la crisis del 2001 en Argentina. 

Además de las experiencias clásicas e históricas del cooperati-
vismo, hemos asistido al surgimiento de nuevas formas de hacer eco-
nomía, tales como las empresas recuperadas por sus trabajadores/
as, los emprendimientos socioproductivos de los sectores populares, 
la llamada economía popular, y las empresas sociales o cooperativas 
sociales, vinculadas a la inclusión social y a la salud de las personas en 
situación de vulnerabilidad física, mental y económica.

En los últimos años la expansión cuantitativa y cualitativa de 
este campo viene siendo muy significativa, impulsada fundamen-
talmente desde las propias iniciativas de organizaciones que tratan 
de responder colectivamente a las problemáticas de la pobreza, la 
exclusión social, la desocupación. 

La ESS reconoce entonces una diversidad de trayectorias so-
cioeconómicas que responden a una lógica diferente a la de la típica 
empresa lucrativa donde el objetivo final es la acumulación del capi-
tal y distinta también, la organización económica del Estado donde 
el propósito es proporcionar el bien común para la comunidad a 
través de la redistribución.

Podemos entonces afirmar que la economía social y solidaria 
está conformada por iniciativas, emprendimientos, entidades, or-
ganizaciones y redes que desarrollan e actividades socioeconómi-
cas de manera regular (producción, distribución, financiamiento o 
consumo), que tienen como objetivo la mejor o la ampliación de las 
condiciones de vida y el acceso a derechos.

Dicha finalidad de ampliar y/o mejorar las condiciones de vida 
puede ser: 

a) En relación a sus propios integrantes, tal como sucede con las 
cooperativas de trabajo o las asociaciones de pequeños productores; 
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b) En atención a las necesidades de un sector específico de 
la sociedad, por ejemplo las empresas sociales de inserción de co-
lectivos en situación de vulnerabilidad social como salud mental, 
recuperación de adicciones, personas en situación de calle, etc.; 

c) En función de una comunidad local, tales como las coope-
rativas de servicios de electricidad, telefonía o gas, de significativa 
importancia en distintas localidades; 

d) O en la mejora o conservación de las condiciones de vida 
del entorno, como sucede con las iniciativas socioeconómicas vin-
culadas a la preservación del medio ambiente o a la recolección y 
reciclado de residuos.

Independientemente de la problemática a la que da respuesta, 
estas experiencias responden a diversas dinámicas organizativas aso-
ciativas que en su variedad respetan los principios vinculados a la ges-
tión democrática, participación voluntaria y autonomía decisional.

En particular eso se refleja en el campo de la cooperación so-
cial en el cual, a pesar de la diversidad y la heterogeneidad, se cons-
truyen espacios de trabajo democrático y participativo.

En Argentina, en las últimas décadas, la economía social y so-
lidaria se expandió principalmente como respuesta a las grandes 
transformaciones socioeconómicas y a las consecuencias sociales 
(precariedad laboral y pobreza estructural, aumento de necesidades 
humanas insatisfechas, fragmentación y desintegración social, etc.). 

En este sentido podemos mencionar tres grandes cuestiones 
que favorecieron el desarrollo de nuevas iniciativas socio económicas:

a) Las problemáticas de empleo; 
b) La persistencia de la pobreza estructural y la desigualdad 

social; 
c) Los déficits en la provisión y acceso a servicios públicos de 

calidad. (Pastore, 2010)

En los últimos años, nuevos emprendimientos de la ESS vie-
nen desarrollando otras maneras de gestionar los servicios de aten-
ción de demandas emergentes de la sociedad, incluyendo diversas 
modalidades de gestión social. 
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En estas trayectorias empíricas, los servicios sociales si bien 
exceden a la la gestión operativa estatal, requieren un fuerte impul-
so y promoción de su parte en términos de definición de políticas 
públicas concertadas, facilidades y promoción de su actividad, una 
creciente financiación y un marco jurídico apropiado que favorezca 
su trabajo. 

En este sentido estas iniciativas visibilizan otras modalidades 
posibles de articulación entre el Estado y las organizaciones de la so-
ciedad civil, profundizando el alcance e impacto de estos servicios. 

Entre este tipo de experiencias, se destacan las iniciativas que 
proveen servicios de proximidad a las comunidades (tales como 
atención domiciliaria, cuidados socio sanitarios, nuevos servicios 
educativos, preservación y mantenimiento del ambiente, etc.) o la 
inserción de colectivos en distintas situaciones de vulnerabilidad 
social (personas con problemas estructurales de inserción laboral, 
en proceso de recuperación de adicciones, personas en situación de 
calle, personas con discapacidad física o mental). 

Entonces, cuando hablamos de empresas sociales hacemos 
referencia a organizaciones asociativas que realizan una actividad 
económica regular de producción de bienes o servicios con una de-
finida finalidad social para la comunidad y la integración social de 
las personas, particularmente de los grupos socialmente vulnera-
bles y vulnerados en su posibilidad de acceso a los derechos socia-
les, económicos, de integración social y de cuidado.

Esas iniciativas están siendo crecientemente apoyadas por or-
ganizaciones con el objetivo de ganar en asociatividad, capacidad 
de relacionamiento, acceso a recursos y tecnología, etc. 

En ella se plantea la organización del trabajo desde el cuidado 
adoptando posturas en las que a sus integrantes se les otorga la posibi-
lidad de acceder a derechos que históricamente, les han sido negados. 

En las empresas sociales se constituye así, en un mecanismo de 
cuidado colectivo para las personas que se encuentren en situación 
de vulnerabilidad social y que también tiene un efecto positivo en la 
comunidad misma. Por eso consideramos importante valorar y promo-
ver estas iniciativas que, si bien muchas aún no tienen figuras jurídicas 
apropiadas, siguen trabajando para la inclusión social y económica.
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También es importante destacar que las empresas sociales 
y/o cooperativas sociales suelen construir espacios de participación 
“ampliada”. Voluntarios/as, técnicos/as, profesionales de la salud y 
otras figuras que de forma organizada aportan a desarrollo socio 
económico. Esa, se podría decir, representa una riqueza, y una par-
ticularidad de estas iniciativas y un diferencial con respecto a otras 
experiencias del campo de la economía social y solidaria. 

Cabe destacar que más allá de la figura jurídica o justamente 
pese a eso, hay una multiplicidad de experiencias que se desarro-
llan en todo el país. 

La mayoría funciona de hecho como una cooperativa, convi-
viendo en otros espacios, tales como hospitales, asociaciones civi-
les, fundaciones, etc. 

Eso representa una de las mayores dificultades a la hora de 
poder “regularizar” la actividad socio productiva. Acceder a canales 
de comercialización estables y articular con programas estatales. 

Por eso es fundamental el proceso de unidad que están ha-
ciendo muchas de estas organizaciones con el objetivo de construir 
el actor social, capaz de aglutinar experiencias e incidir en políticas 
públicas nacionales, provinciales y locales. 

Cooperativas Sociales en Argentina: una clasificación

Como toda clasificación que se intenta sobre un escenario en 
pleno desarrollo, la que a continuación se brindará pecará de miles 
de defectos, pero servirá de excusa para mostrar cómo en los últi-
mos años se han conformado en Argentina decenas de experiencias 
de cooperativas constituidas bajo la figura de “cooperativa de tra-
bajo” que cumplen con muchos de los rasgos que tanto la CICOPA 
como la OIT, la Red de Cooperativas Sociales y la academia definen 
a la hora de caracterizar a las cooperativas sociales.

Y ello pese a no existir una normativa específica en el país 
para las cooperativas sociales (tampoco para las empresas sociales), 
aunque cabe reconocer que por Resolución N° 1/2019 del INAES la 
autoridad de aplicación en materia cooperativa ha tomado nota de 
su existencia dando una primera caracterización (la que a priori no 
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incluye todos los casos, pero ya instala el concepto de cooperativa 
social como una realidad en el marco legal cooperativo nacional).

La falta de un régimen legal específico para el sector resul-
ta ser una complejidad para procurar políticas públicas específicas, 
pero ciertamente ello no es óbice para intentar una clasificación so-
bre la base de las experiencias existentes. Es decir, la falta de una 
legislación específica no ha impedido el desarrollo de innovadoras 
experiencias autogestionarias.

Cabe señalar que no se debe esperar en la siguiente clasifica-
ción encontrar experiencias que respondan a “formas puras”, esto es, 
que respondan ciento por ciento a las particularidades de cada una.

a) Cooperativas de Cuidados 
En este grupo podríamos hacer una división entre aquellas 

cooperativas que se dedican al cuidado centrado en personas adul-
tas mayores de las que lo hacen con primera infancia y con personas 
con discapacidad. Y a su vez también deberíamos agregar a aquellas 
dedicadas a la atención de padecimientos psíquicos que no necesa-
riamente conllevan una discapacidad.

En Argentina se ha dado un importante desarrollo de coope-
rativas de trabajo conformadas por personas especializadas en el 
cuidado de adultos mayores. 

Algunas de las experiencias más relevantes en el sector son 
las de Cuidadores Domiciliarios Mar del Plata, SOLTRECHA (Resis-
tencia, Chaco), Cuidacoop (ciudad de Formosa), Acompañándolos 
(Tres Arroyos), Trento Santafesina Nuovo Orizzonte (Reconquista, 
Santa Fe), Trato Digno (Gualeguaychú, Entre Ríos), Cuidho (Salta), 
entre otras. 

Cabe señalar que en muchos casos estas cooperativas no sólo 
son un genuino espacio de inclusión laboral para muchas personas 
(principalmente mujeres) que autogestionan su propia empresa 
sino que también brindan un servicio de calidad cada vez más esen-
cial para la sociedad y los adultos mayores de sus comunidades. 

Son verdaderas cooperativas de profesionales del arte de cui-
dar que incluyen profesionales de la psicología, la enfermería, el tra-
bajo social, el acompañamiento terapéutico, entre otras disciplinas. 
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La mayoría se centra en el cuidado de personas a domicilio, 
pero otras (como en el caso de la Cooperativa de Trabajo Manos 
Unidas Esquel Ltda., de la ciudad de Esquel, Chubut) gestionan cen-
tros residenciales de adultos mayores.

Algunas de estas cooperativas se encuentran asociadas a la 
Federación de Cooperativas de Federación de Cooperativas de Tra-
bajo de la República Argentina (FECOOTRA), pero todas las mencio-
nadas junto con otras integran una red de casi 20 cooperativas de 
cuidado de adultos mayores, en articulación con profesionales de 
universidades públicas (UNTREF, UNQ, UNLA y Univ. de Chubut) y la 
Dirección Nacional de Políticas para Adultos Mayores (DINAPAM).

En el ámbito de cooperativas dedicadas a dar respuestas a 
problemáticas vinculadas con el sufrimiento subjetivo (adicciones, 
salud mental y discapacidad mental) se destaca la Cooperativa de 
Trabajo Communitas de Rosario, Santa Fe, la cual se encuentra con-
formada por un grupo interdisciplinario de profesionales de la Psi-
cología, la Ciencia Política, la Comunicación, la Economía, la Edu-
cación y Educación Física, la Medicina General y la Psiquiatría, la 
Musicoterapia, la Terapia Ocupacional y el Trabajo Social. 

Cooperativa Communitas fue el origen de otras 4 cooperativas 
de trabajo de inclusión socio-laboral y de una cooperativa de consu-
mo con las que se conformó el Grupo Cooperativo Communitas, ori-
gen de la primera federación de cooperativas en el país integrada en 
su mayoría por entidades con estas particularidades: la Federación 
de Cooperativas para la Inclusión Social y Laboral Limitada. 

Podemos enumerar, sólo a título de ejemplo, otras destacadas 
cooperativas que aglutinan a profesionales dedicadas a la atención 
de sufrimientos subjetivos de la personas y discapacidades físicas, 
como ser, por ejemplo, Ático Cooperativa de Trabajo en Salud Men-
tal Ltda (integrada por profesionales de la psicología) o la muy inte-
resante experiencia de la Cooperativa de Trabajo de Equinoterapia 
“Equidad” de Santa Fe.

b) Cooperativas de Integración socio/laboral
Una de las cooperativas sociales históricas en materia de 

integración como asociadas/os de personas usuarias del sistema de 
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salud mental es la Cooperativa de Trabajo La Huella Ltda., con sede 
en el Hospital Borda de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, dedi-
cada a la carpintería y la realización de mobiliario. 

La cooperativa es asociada de la federación FEDECABA y gene-
radora en el año 2017 de la Red de Cooperativas Sociales.

Siguiendo la línea trazada por Basaglia y el proceso de des-
manicomialización originado en Trieste en el siglo pasado, la Ley 
Nacional de Salud Mental argentina ha previsto la reconversión de 
los hospitales psiquiátrico, incluyendo entre los diversos dispositi-
vos en forma expresa a las cooperativas. 

De allí que experiencias como la de La Huella (actualmente en 
tensión por su continuidad en el Htal. Borda) sean claves para sostener 
un modelo distinto de política pública en materia de salud mental.

Como se indicó previamente, el Grupo Cooperativo Commu-
nitas se encuentra conformado por cuatro cooperativas con estas 
características: Cronopios, El Mejunje, Naranja y Verde y El Nudo.

Cabe destacar otras experiencias en el interior del país, como 
la Cooperativa Soy Vos, integrante del Grupo Cooperativo Mutual 
Devoto (Córdoba), entidad organizada por un grupo de padres y 
madres de jóvenes de discapacidad en la cuál se realizan varios ta-
lleres (panificación, huerta, murga, etc.) pensados en la inclusión 
social y laboral; o la Cooperativa Inclutel, originaria de la ciudad de 
Oliva (Córdoba) creada por personas no videntes cuyo objetivo es 
brindar soluciones en telecomunicaciones e informática.

Otro grupo importante de experiencias son las que procuran dar 
trabajo a personas que están (o han estado) en contexto de encierro. 

Ciertamente la situación del sistema penitenciario argentino, 
el estado de las cárceles y las pocas posibilidades de trabajo que tie-
nen las personas que cumplen con las condenas judiciales (o aque-
llas que tuvieron meses y hasta años en prisión sin haber tenido 
al final del proceso condena efectiva) hicieron que desde las pro-
pias personas junto con sus familias generaran emprendimientos 
de base asociativa por el cual se puedan reinsertar en la sociedad.

Una de las cooperativas más reconocidas en el rubro es 
Kbrones, fabricante de indumentaria y ropa de trabajo, la cual 
tuvo su origen del vínculo con una de las principales federaciones 
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de cooperativas de trabajo del país, FECOOTRA, conforme se descri-
be en su página web: 

“A partir del trabajo realizado por integrantes de la Asociación 
de Operadores en Psicología Social de La Plata, con grupo de inter-
nos en la Unidad 12 de Gorina, FECOOTRA es convocado a pedido 
de los internos para la constitución de una Cooperativa. 

Así se empieza a dar los primeros pasos en el proyecto. Insti-
tucionalmente se acompañó a los internos brindando capacitación 
en cooperativismo, culminando en la constitución de la Cooperativa 
de Trabajo Kbrones Limitada. 

Esta experiencia fue la primera Cooperativa constituida den-
tro de una unidad penal en la República Argentina-U12 de Gorina y 
la segunda en Latinoamérica”. 

Como socia de FECOOTRA, Kbrones participó de la creación 
del Área de Cooperativismo en Contexto de Encierro y Liberados 
(ACCEL), pensada para dar “respuestas concretas a las necesidades 
de igualdad de oportunidades, de dignidad humana y laboral que 
tienen los internos y liberados de las Unidades penales de la Repú-
blica Argentina”.

Tomando como base la experiencia Kbrones, conforme lo se-
ñalado en el sitio web de FECOOTRA desde la ACCEL “se elaboró un 
proyecto de intervención profesional que utiliza al modelo cooperativo 
como una alternativa de reinserción económico-social de las personas 
privadas de su libertad y liberados (PPLyL). Con ello se busca disminuir 
los índices de reincidencia al delito y contribuir de esta manera a mejo-
rar la situación de inseguridad en la que vivimos todos los argentinos”.

Hoy se encuentran en el país decenas de cooperativas con estas 
características, como Los Topos (Tres de Febrero, Buenos Aires), Mu-
jeres y Hombres Libres, Atalia y Esquina Libertad (CABA), entre otras.

También cabe destacar la existencia de cooperativas de inser-
ción laboral creadas por grupos de personas que integran colectivos 
generalmente discriminados en nuestra sociedad, o que se encuentran 
relegados del mercado de trabajo, como La Paquito, del barrio de 
La Boca, Ciudad de Buenos Aires, dedicada al estampado textil y de 
objetos e integrada por personas trans, o Misioneritas Limitada, in-
tegrada por mujeres víctimas de violencia de género que se dedican 
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a brindar servicios de parquizado, desmalezamiento, poda, pintura 
y mantenimiento de terrenos en diferentes puntos de Posadas. 

c) Cooperativas de Acompañamiento Integral
Estas cooperativas se caracterizan por hacer un acompaña-

miento integral de personas usuarias de sustancias psicoactivas 
(como el paco, la pasta base de cocaína), y que a la vez se encuen-
tran en contextos de encierro, atravesando enfermedades como la 
tuberculosis y afecciones a su salud mental producto de los consu-
mos problemáticos.

Estas cooperativas surgieron por impulso de la Federación Fa-
milia Grande Hogar de Cristo que agrupa a los Centros Barriales que 
tienen como finalidad dar respuesta integral a situaciones de vulne-
rabilidad social y/o consumos problemáticos de sustancias psicoac-
tivas, poniendo en primer lugar a la persona y sus cualidades.

La primera de las cooperativas en obtener su matrícula fue la 
Cooperativas de Trabajo Acompañantes de Usuarios del Paco Ltda 
(AUPA) , a la cual no le resultó fácil obtener su matrícula nacional, 
no sólo por llevar en forma tan categórica la problemática que aten-
día en su denominación social sino por la particular descripción de 
su objeto social. 

AUPA (ubicada en Capital Federal) tiene cuatro proyectos cen-
trales: Casa Masantonio (el hospitalito), Casa Libertad (espacio para 
personas que acaban de salir de contextos de encierro), Proyecto 
Animí (personas trans) y Proyecto Malvinas (el mismo es explicado 
de la siguiente manera en la web de la cooperativa: “en comunión 
con la Granja Madre Teresa, acompañamos a familias del Hogar que 
necesitan y desean armar su proyecto de vida fuera de la Ciudad 
(conseguir un terreno, construir la vivienda, trabajar, tener un es-
pacio de acompañamiento, integrase a los espacios educativos, de 
salud y recreación, etc.”).

A AUPA le siguió la Cooperativa de Trabajo de Acompañan-
tes de Usuarios de Sustancias Psicoactivas Limitada de la ciudad de 
Gualeguaychú, Entre Ríos, y otras en distintos lugares del país, lle-
gando a ser actualmente más de una decena las cooperativas de 
este tipo de servicio, todas en articulación con los Centros Barriales 
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y con áreas del Estado Nacional con injerencia en políticas de de-
sarrollo social y lucha contra el consumo de sustancias psicoactivas 
(Ministerio de Salud y Desarrollo Social, SEDRONAR, etc).

La Red de Cooperativas Sociales en Argentina

En este marco, desde el 2017, a partir del “I Encuentro latino-
americano de cooperación social y Economía solidaria” y el “II En-
cuentro nacional de empresas sociales de salud mental” que se desa-
rrolló en la Universidad Nacional de Quilmes, se empezó a construir 
la Red de Cooperativas Sociales, que al día de hoy nuclea más de 50 
organizaciones que trabajan en el campo de la inclusión socio laboral. 

La Red integra cooperativas de trabajo pero también asocia-
ciones civiles, emprendimientos socioproductivos no formalizados 
o con formas jurídicas no cooperativas, universidades nacionales y 
federaciones de cooperativas. Esa heterogeneidad refleja un campo 
de prácticas muy diverso y también una riqueza en cuanto a expe-
riencias, conocimientos y articulaciones. 

Desde sus inicios la Red se propone trabajar en la promoción 
de la conformación de nuevas cooperativas sociales y en el fortale-
cimiento de las que ya existen. 

En este sentido, desde el 2017 se pudo realizar una sistema-
tización y relevamiento a nivel nacional de las experiencias, deta-
llando qué tipo de población participa y qué objetivos se proponen. 

Eso sirvió para construir un mapa de las organizaciones, de 
sus necesidades en términos económicos pero también en cuanto a 
las necesidades de reconocimiento jurídico. 

La experiencia de organización y trabajo de la Red represen-
ta un dispositivo potente para visibilizar experiencias de inclusión 
socio laboral que permiten el acceso a derechos para colectivos de 
personas en situación de vulnerabilidad socioeconómica. 

Al mismo tiempo, desde sus comienzos, la Red se propuso la 
construcción del actor social, entendiendo por eso el proceso de 
fortalecimiento de la institucionalidad de estas experiencias que 
hasta hace unos años estaban muy dispersas y fragmentadas, sin 
un programa en común, a veces sin conocerse y sin la posibilidad de 
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pensar y diagramar un plan de propuestas para promover el sector 
e incidir en las políticas públicas.

La Red, que sigue sumando nuevos integrantes, se organiza en 
una mesa de coordinación y en diferentes comisiones de trabajo para 
agilizar las propuestas y ordenar los aportes de cada integrante. 

Ese proceso de organización se caracteriza por ser democrático 
y autogestivo, respetuoso de las diferencias y capaz de comprender-
las e integrarlas. 

Finalmente, nos parece importante destacar que hay varias 
universidades que integran la Red, aportando conocimientos y sa-
beres, pero también acompañando el proceso de promoción de las 
cooperativas sociales. Es por eso que actualmente las universidades 
estamos junto a la Red, integrando por ejemplo las comisiones técni-
cas que propuso en INAES con el propósito de acompañar, fortalecer 
y reflexionar sobre un nuevo marco legislativo más acorde a estas 
experiencias. 

Conclusión

Terminamos de escribir este artículo aun en tiempos de pande-
mia y aislamiento en buena parte de nuestro país, con la convicción 
de que este periodo debe ser aprovechado también para reflexionar 
y construir propuestas para lo que vendrá.

 El contexto social y económico que estamos atravesando re-
quiere de ideas que puedan ser innovadoras, socialmente sostenibles 
e inclusivas. 

Creemos que la economía social y solidaria puede representar 
la salida. Una salida sostenible a la crisis económica y social a la cual 
nos enfrentamos. 

Por su naturaleza, creemos que las empresas y/o cooperativas 
sociales representan espacios de integración socio laboral que pue-
den aportar a mejorar las condiciones de vida (digna) de personas en 
situación de alta vulnerabilidad pero también procurar un beneficio 
para la comunidad entera.

Para eso, se necesitan políticas públicas y una articulación con 
los distintos niveles de las administraciones públicas. 
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El presente artículo, lejos de ser exhaustivo respecto al campo 
de los emprendimientos, empresas y cooperativas sociales, preten-
de visibilizar estas experiencias y contribuir a que se les reconozca 
el aporte incansable para la ampliación de derechos. 
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Acerca de las cooperativas de trabajo en el área de 
la Tecnología, la Innovación y el Conocimiento

Pablo A. Vannini

El presente texto busca dar un panorama general acerca del na-
cimiento y la actualidad de las “Cooperativas tecnológicas” en el país. 

Consideramos que es central analizar y reflexionar acerca de 
este fenómeno en tanto se trata de experiencias en las que su tra-
bajo se realiza en áreas centrales para la generación de valor de 
nuestra sociedad, dado que su trabajo está relacionado a las áreas 
de las tecnologías digitales y el conocimiento.

Estas experiencias suelen conocerse como “Cooperativas Tec-
nológicas” aunque vale mencionar que quizás no sea exacto deno-
minarlas de esta manera (tecnología existe desde la edad de piedra 
y casi cualquier cooperativa podría llevar el mote de tecnológica). 

Nos referimos a experiencias que nacen relacionadas a las 
tecnologías digitales o a sectores relacionados al conocimiento, es 
decir, mayoritariamente cooperativas, dedicadas al desarrollo de 
Software y las áreas relacionadas con este fenómeno.

Para comprender estas experiencias es importante describir 
el estado actual del Capitalismo, al que muchos actores denominan 
Capitalismo Cognitivo. La década de 1970 supuso importantes cam-
bios en el sistema mundo. 

En la búsqueda de salir de una nueva crisis del sistema de 
acumulación, se avanzó en la privatización del conocimiento es 
sus diferentes formas. Se puede observar cómo los grandes gru-
pos económicos de la actualidad centran su acción sobre la apro-
piación de datos y conocimientos. Todo esto fue posible gracias al 
avance tecnológico que supuso Internet como red de comunicacio-
nes global. 

Durante este período se ampliaron los tiempos de los dere-
chos de autor (por ejemplo, de creaciones culturales como textos, 
imágenes, canciones, etc.), de la misma forma que surgieron nue-
vos bienes privatizables y por lo tanto la posibilidad de extraer valor 
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de forma no colectiva: Nos referimos a los bienes relacionados con 
la bioingeniería (modificación genética de animales, plantas y semi-
llas) y el software, es decir, los textos humanos que hacen funcionar 
a las computadoras. 

Si a esto sumamos la explotación de datos, tenemos una am-
plia gama de nuevos bienes que permiten nuevas prácticas econó-
micas. Podemos ver que estos bienes informacionales no refieren a 
un espacio periférico de la economía y a la construcción de poder 
de nuestras sociedades sino más bien todo lo contrario. 

Entender el funcionamiento de estos bienes y la apropiación 
de los mismos permite comprender la rápida construcción de los 
grandes monopolios de nuestra sociedad actual: Microsoft, Apple, 
Bayer-Monsanto, o de las 5 empresas de mayor valor según su coti-
zación en bolsa, las GAFAM.

La cooperación como práctica de desarrollo de tecnología y 
conocimiento está siempre presente, aunque no necesariamente 
con la figura legal de la cooperativa. 

Los grandes descubrimientos científicos tecnológicos están 
enmarcados en un ámbito de creación científica donde, aunque no 
se dice, suele primar: La inversión estatal y el ánimo científico de 
compartir información y colaborar para avanzar en los desarrollos. 

Internet es un ejemplo más, en tanto su nacimiento estuvo 
signado por la participación de los primeros hackers, que vieron en 
esta tecnología una forma de comunicación capaz de transformar el 
mundo, mucho más allá de su objetivo militar inicial. 

A finales de la década de 1970 podemos observar el naci-
miento de las primeras empresas relacionadas a las tecnologías 
digitales, y en este marco se encuadra el proceso privatizador del 
conocimiento que da origen al nacimiento del “Software Libre” y 
otros movimientos que bregan por el conocimiento abierto para el 
avance del mismo.  

Sin ánimo de detenernos en el análisis del momento histórico, 
creemos importante enmarcar el nacimiento de las “cooperativas 
tecnológicas” para darle el real valor que las mismas pueden tener, 
en tanto es importante pensar el rol del cooperativismo en el nuevo 
momento económico social mundial. 
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Estas experiencias de Cooperativas Tecnológicas aparecen 
como una respuesta importante para mantener al cooperativismo 
como alternativa de organización sociolaboral aun en nuevas acti-
vidades económicas, de alto valor agregado y de alta complejidad. 

Sabemos que el cooperativismo nace como respuesta a una 
necesidad. En el caso de las cooperativas de trabajo, sería la nece-
sidad de trabajo. 

Una particularidad de este fenómeno de cooperativas tecno-
lógicas es que las mismas nacen en el marco de un mercado laboral 
específico (el informático) que se destaca por buenos salarios (com-
parados con otros sectores) y por un alto nivel de ocupación (afir-
mación válida para la Argentina pero también para otros países). 

A partir de esto la pregunta es: ¿por qué surgen las cooperati-
vas ante un mercado laboral en expansión y con mejores condicio-
nes que en otras áreas? 

Para responder esta pregunta vale detallar un poco más el 
proceso de producción de Software y las particularidades de merca-
do laboral informático. 

Las empresas informáticas suelen presentar una estructura 
distinta a la clásica empresa forista piramidal, representando más 
una estructura reticular en la que existe cierta búsqueda de cuidado 
hacia el/la trabajador/a informático/a que puede ejemplificarse con 
la “canasta de frutas” presente en las oficinas de Google y que se 
hizo mundialmente famosa como práctica de cuidado laboral. 

Este tipo de prácticas facilita la identificación de algunos em-
pleados con la empresa aunque al mismo tiempo pone en evidencia 
una relación desigual e impersonal y una necesidad de mostrarse 
como un buen empleador mientras se realizan prácticas comercia-
les leoninas o de violación de derechos elementales.

Más allá de estos casos, es necesario complejizar la mirada 
acerca del fenómeno. 

Por ejemplo, destacar que en el mercado laboral informático 
de la Argentina, al igual que en otros rubros, las Pymes representan 
la mayor cantidad de generación de empleo. 

Por otro lado, también existentes muchos trabajadores en la 
modalidad denominada Free Lance, es decir trabajadores aislados 
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que solo cumplen tareas específicas (no suelen formar parte del di-
seño de la solución y la toma de decisiones) que les son indicadas, 
por lo que difícilmente se sientan parte de un todo. 

El trabajo aislado además no suele contener beneficios socia-
les mínimos (vacaciones, aguinaldos, etc.) que dificultan la proyec-
ción a largo plazo del mismo. 

Podríamos agregar también que en algunos casos las empre-
sas que centran su actividad en el desarrollo de software tienen ci-
clos cortos de vida, sobre todo cuando las mismas nacen en busca 
de un producto con base en capitales de inversión.

Es importante tener en cuenta además, entre otras variables, 
los altos grados de exigencia al trabajador/a y la gran diferencia en-
tre lo aportado por el trabajador para la generación de valor y la 
retribución que recibe. 

Es por estas razones (entre otras) que el mercado laboral in-
formático tiene también una alta tasa de rotación y en algunos ca-
sos disconformidad de los/as trabajadores/as. 

Para completar este análisis es muy interesante tener en 
cuenta la categoría de “contratado”, es decir personas con una alta 
calificación, que realizan tareas de alto valor agregado pero que sin 
embargo su retribución no es tan alta como podría serlo. Se señala 
un doble proceso de apropiación, no solo del trabajo sino del cono-
cimiento del trabajador que es el que continúa generando valor aun 
por fuera del círculo productivo.

A esto debemos sumarle un punto central, la construcción de 
una solución de software, difícilmente se logre de manera indivi-
dual, por lo que el trabajo en equipo, de forma colaborativa es fun-
damental para desarrollar las tareas. 

Este trabajo colaborativo-cooperativo es muy difícil de llevar 
adelante en estructuras piramidales rígidas en las que las diferen-
cias estructurales dificultan el trabajo conjunto.

Se percibe por tanto una necesidad del trabajo grupal colabo-
rativo por lo que el cooperativismo de trabajo se presenta como una 
gran opción para la organización de otro tipo de empresa tecnológica. 

Entendemos que no se trata solo del cooperativismo de traba-
jo como forma jurídica sino también y principalmente por la historia 
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del cooperativismo como movimiento social y político con mucha 
historia, lo que atrae a jóvenes profesionales a la conformación de 
empresas cooperativas, aún ante las dificultades que la conforma-
ción de una cooperativa supone en la Argentina (en tiempos de ar-
mado de la empresa como así también en acceso a la seguridad 
social que la misma permite a los/as trabajadores/as). 

Durante los primeros años del siglo XXI podemos obser-
var dentro del ámbito del desarrollo de Software la conformación 
de distintos proyectos de tipo cooperativo en distintas partes del 
mundo. Dentro de este movimiento la Argentina se destaca por la 
cantidad de Cooperativas relacionadas a la tecnología digital. En-
tendemos que este fenómeno se debe a la confluencia de una rica 
historia (y presente) de cooperativismo en el país y una creciente 
industria informática que al calor de la Ley de Promoción de la In-
dustria del Software (2004) se desarrolla de forma acelerada duran-
te esos años.  

Si bien pueden existir otros casos de trabajo cooperativo in-
formal, o proyectos productivos de software con prácticas coopera-
tivas pero no registrados legalmente como tal, podemos decir que 
Tecso es la primera Cooperativa de desarrollo de Software registra-
da en el país (año 2003). 

Durante esos años, signados por una importante crisis econó-
mica, aparecen proyectos y búsquedas de construcción de proyec-
tos cooperativos, pero recién en el año 2007 puede observarse el 
inicio de una regularidad en el nacimiento de proyectos cooperati-
vos relacionados al desarrollo de Software. 

El momento económico de la Argentina en esos años con un 
rápido crecimiento económico, una búsqueda de desarrollo local, 
apoyo a proyectos científicos tecnológicos, con revalorización de 
este tipo de trabajo, parece ayudar y acompañar el hecho del rápido 
crecimiento de proyectos de este tipo. 

Con el nacimiento de gcoop-Cooperativa de Software Libre en 
el año 2006, el cooperativismo parece unirse en el país con el fenó-
meno de Software Libre. 

Esta unión facilita la diseminación de la idea a través de los 
distintos Grupos de Usuarios de Software Libre, Comunidades de 
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desarrollo y Universidades Públicas con grupo de uso y difusión del 
Software Libre muy activos en esos momentos. 

Durante estos años se puede rescatar la participación de es-
tos primeros proyectos cooperativos en distintas charlas en ámbitos 
universitarios, la aparición de eventos específicos de Cooperativis-
mo y Software, lo que da visibilidad al cooperativismo como alter-
nativa organizativa en un ámbito antes impensado. 

El espíritu comunitario de trabajo conjunto de los grupos de 
hackers y activistas del Software Libre tiene claras “afinidades elec-
tivas” con el cooperativismo de trabajo. 

La confluencia de Software Libre y más aún, de las nuevas dis-
cusiones acerca del Conocimiento abierto, encuentran en el coope-
rativismo una opción para construir proyectos productivos tecnológi-
cos que permitan unir el trabajo y la militancia de activistas digitales. 

Para quienes trabajan o investigan el desarrollo de tecnolo-
gías digitales, fue más rápido y sencillo observar que los nuevos gi-
gantes tecnológicos se escondían detrás del “Don’t be evil” de Goo-
gle, pero en realidad estaban construyendo empresas de alto valor 
agregado, con poca retribución proporcional a sus trabajadores/as y 
basaban su modelo de negocios en prácticas por lo menos cuestio-
nables en lo que respecta a la privacidad y derechos de los usuarios. 

Trabajar en este tipo de empresas y abogar por el conoci-
miento abierto y las tecnologías libres entraba en contradicción y 
la necesidad de construir proyectos alternativos aparece con mayor 
necesidad.

Ya en el año 2011, y tras el nacimiento de diversos proyectos de 
Cooperativas Tecnológicas nace FACTTIC, la Federación Argentina de 
Cooperativas de Trabajo de Tecnología, Innovación y Conocimiento. 

El nacimiento de una entidad de segundo grado muestra una 
consolidación del fenómeno y muestra que no se trata de casos par-
ticulares aislados. 

Este nacimiento concuerda con el nacimiento de otras fede-
raciones “temáticas” en el país, es decir, federaciones que buscan 
ser una representación en el plano productivo y organizativo, más 
allá de las representaciones políticas que podrían suponer las fede-
raciones existentes. 
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Durante estos años surge también la Federación de Coopera-
tivas Gráficas, la Federación de Cooperativas Textiles, entre otras.

Aún antes del nacimiento de la ederación, analizando los ca-
sos, podemos ver que la práctica colaborativa vista y analizada en el 
desarrollo de Software, facilita la intercooperación y la búsqueda de 
crecimiento conjunto entre distintos proyectos. 

Es decir, entendemos que la práctica cooperativa se potencia 
con la llegada al mundo cooperativo del espíritu hacker y maker, 
facilitando proceso de intercooperación y llevando verdaderas prác-
ticas de trabajo entre pares al interior de los proyectos.  

En conversación con distintas experiencias surge el tema de 
que el cooperativismo de trabajo es la base fundamental y nece-
saria, en tanto una persona un voto es la base fundamental para 
asegurar la democracia de los proyectos y lo que distingue a estas 
experiencias de casos no cooperativos que buscan enmascarar rela-
ciones asimétricas bajo lemas como “empresas horizontales”. 

Vemos por tanto que el cooperativismo aparece como base 
necesaria ineludible pero que debe ser complementada con regla-
mentos internos, manifiestos, acuerdos u otras herramientas que 
aseguren una verdadera democracia interna en la organización del 
trabajo y la gestión de la empresa. 

No es menor observar que muchas de estas cooperativas tec-
nológicas publican sus formas de organización y sus búsquedas para 
asegurar la eficacia del modelo cooperativo.

Según los datos actuales en FACTTIC participan casi 30 coope-
rativas de trabajo que juntan a alrededor de 400 profesionales del 
mundo de las tecnologías digitales. 

Las mismas se dedican centralmente al desarrollo de software 
aunque también existen cooperativas que realizan trabajo de comu-
nicación digital, GIS, consultoría en gestión y tecnología, entre otras 
actividades relacionadas al conocimiento. 

Muchas de las cooperativas trabajan relacionadas en la expor-
tación de servicios de software, principalmente a Estados Unidos, 
aunque en conjunto realizan exportaciones también a distintos paí-
ses de América Latina, Europa y Asia. 

El objetivo principal de la Federación, según sus registros, es 
fortalecer a sus cooperativas asociadas, al mismo tiempo que se 
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difunde la cooperación como una forma de entender el trabajo, la 
creación de tecnología y el conocimiento.

Gracias a su ser digital y las prácticas de intercooperación, la 
federación tiene distintos canales de comunicación que generan re-
laciones entre muchos de los miembros de las cooperativas y no 
solo entre los “representantes” de los proyectos ante la Federación. 

Se constatan amplios espacios y proyectos de construcción y 
ayuda conjunta entre proyectos cooperativos.

En ese marco es destacable que la Federación cuenta con una 
unidad productiva colaborativa llamada FIT (Flujo Intercooperativo 
de Trabajo). 

A través del mismo se busca que el trabajo entre distintas coo-
perativas facilite el ganar escala ante proyectos específicos, como 
así también asegurar cubrir distintas áreas tecnológicas, ganando 
estabilidad y calidad. 

El espacio permite compartir trabajos entre cooperativas con 
distintos roles y habilidades, sin necesidad, por ejemplo, que una 
cooperativa tenga que sumar socios ante trabajos que pueden ser 
eventuales y no constantes.

Actualmente las cooperativas de la Federación participan 
también de una red internacional de cooperativas tecnológicas en 
la que de manera informal se realizan intercambios entre proyectos 
de distintas partes del mundo y que en su conjunto cumplen todo la 
cadena de valor del mundo digital, desde la producción de Software 
hasta el manejo de Data Center.

Entendemos que la aparición de estos proyectos representa 
un aire nuevo para el cooperativismo por la importancia que supo-
ne contar con proyectos en áreas centrales de la generación de va-
lor, pero sobre todo por la revalorización de prácticas cooperativas 
intra e inter proyectos. 

Al acercar a la Federación o a los proyectos en particular se 
encuentran búsquedas de generar espacios de colaboración y parti-
cipación, de ampliar las instancias en las que se ejercita “una perso-
na, un voto” más allá de la asamblea anual. 

Entendemos a muchos de estos proyectos como verdade-
ros laboratorios de fortalecimiento de las prácticas cooperativas, 
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apoyadas además en gestores de tareas, sistemas de intercambio 
de información y sistemas de votación por consenso, entre otros, 
que pueden ayudar a mejorar la democracia y eficacia de proyectos 
cooperativos de otras ramas. 

Por último consideramos importante que el movimiento 
avance en la construcción de una mirada tecnológica desde el Coo-
perativismo y la Economía Social. 

Es decir, que más allá de los proyectos específicos, se consiga 
avanzar en una visión alternativa de la tecnología para la construc-
ción de una sociedad más justa. 

Los principios cooperativos y la idea base de transformación 
social que los guías no pueden construirse con la tecnología existen-
te y con los grandes actores tecnológicos. 

Es importante que estas cooperativas logren ampliar sus tra-
bajos para el mundo de la Economía Social para de esta manera 
ampliar la sinergia entre los mundos del conocimiento abierto y el 
cooperativismo.  
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Medios cooperativos en la Argentina

Manolo Robles186

En el actual mapa del cooperativismo, en el ámbito de la ges-
tión de Medios de Comunicación de interés general en la Argentina, 
la entidad decana es “Copegraf”, de La Rioja. 

Se trata de una cooperativa de trabajo, consumo y vivienda 
promovida en el año 1971 en el diario El Independiente de La Rioja”, 
cuando los por entonces dueños del matutino que habían fundado 
en 1959 propusieron esa alternativa a los empleados para afrontar 
una situación coyuntural crítica y también para promover un modelo 
de organización democrático al que adherían ideológicamente. 

Después, a comienzos de los 80 y con el fin de la dictadura, 
hubo iniciativas de cooperativas y otras expresiones basadas en 
similares valores solidarios y democráticos, que se formaron para 
crear medios de comunicación o incluyeron tales desarrollos entre 
un abanico más amplio de actividades. 

Trabajadores y trabajadoras de prensa gráficos que apostaron 
a publicaciones propias y sus pares de otros rubros de la comunica-
ción que junto con organizaciones sociales y comunitarias crearon 
radios y canales de televisión fueron los protagonistas de esa etapa. 

Allí se gestaron los primeros movimientos de promoción de 
una nueva legislación sobre radiodifusión, que pusiera fin a un de-
creto de la dictadura que era el marco regulatorio vigente. Ese de-
creto establecía que solamente sociedades comerciales. 

Las cooperativas y organizaciones de la sociedad que preten-
dieran gestionar radios y canales.

Ya en los años 90, tras la aparición del sistema de televisión 
por cable, la arbitraria exclusión se hizo más visible y el reclamo 
de ampliar el espectro de acceso a radio y televisión se comenzó a 

	186.	 Manolo Robles. Integrante de Cooperativa La Masa. El Eslabón. Redacción 
Rosario. Miembro de FADICCRA (Federación Asociativa de Diarios y Comu-
nicadores Cooperativo de la República Argentina).
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expresar también desde las cooperativas de provisión de energía 
eléctrica, líneas telefónicas y otros servicios, a los que querían 
sumar el de televisión por circuito cerrado primero y el de te-
lefonía celular, que comenzó a ofrecerse a la población un poco 
después.

Casi al mismo tiempo, apenas comenzado el nuevo siglo, des-
de la prensa gráfica comenzaron a surgir empresas recuperadas a 
través de la conformación de cooperativas de trabajo, que se suma-
ron a la pionera Copegraf. 

Así, en enero de 2008 se constituyó en La Rioja la “Asocia-
ción de Diarios Cooperativos de la República Argentina” (Adicra) 
conformada por la anfitriona Copegraf con El Independiente y las 
“Cooperativas de Trabajo La Prensa”, con el Diario de la Región de 
Resistencia, Chaco; “Comunicar”, con el Diario del Centro del País de 
Villa María, Córdoba; y “Comercio y Justicia Editores”, con el diario 
Comercio y Justicia de la capital cordobesa. 

Muy pronto, a esas cuatro fundadoras se sumaron nuevas 
cooperativas que aparecieron incentivadas por distintos aspectos 
de la realidad del momento. 

La consolidación de grandes grupos que monopolizaron el 
mercado de los medios de comunicación provocó un achique de 
la oferta laboral del sector, miles de trabajadores y profesionales 
fueron despedidos; y tanto ellos como los jóvenes que querían in-
sertarse en el circuito laboral no encontraban cómo hacerlo. 

En paralelo, el avance tecnológico disparado por la aparición 
de Internet, favoreció el desarrollo de portales y diarios digitales, 
cuya puesta en marcha suponía menos costos operativos que los 
de los diarios y periódicos impresos, radios y canales de televisión. 

Así, surgieron nuevas cooperativas conformadas por quienes 
no encontraban espacio en las empresas privadas y hallaron en las 
nuevas plataformas digitales la herramienta para iniciar el camino 
de la autogestión. 

Así, aquella asociación de cuatro integrantes pasó a ser Fe-
deración y ya no solo de diarios sino que agregó también a su no-
minación la palabra “comunicadores” para contener cooperativas 
dedicadas a otros formatos periodísticos. 
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A comienzos de 2020, la “Federación Asociativa de Diarios y 
Comunicadores Cooperativos de la República Argentina” (Fadiccra) 
agrupa a más de 30 cooperativas de trabajo de prensa y comunica-
ción de la Argentina.

En 2009, los distintos actores del cooperativismo y la econo-
mía social hasta aquí mencionados convergieron en el respaldo al 
proyecto de Ley de Servicios de Comunicación Audiovisual, final-
mente aprobado a fines de ese año. 

La norma contenía y expresaba los llamados “21 Puntos por 
una Radiodifusión Democrática”, que habían sido elaborados por la 
Coalición por una Comunicación Democrática que se había confor-
mado unos años antes con un amplísimo abanico de organizaciones 
sindicales, políticas, sociales y comunitarias entre las que el coope-
rativismo se inscribió para asumir un rol protagónico.

La famosa “Ley de Medios” permitió, entre otras disposicio-
nes, que la posibilidad de acceder a licencias de radios y canales de 
televisión se ampliara más allá de las sociedades comerciales. 

Esta apertura llevó a que el mapa de medios producidos des-
de el ámbito cooperativo y de la Economía Social se extendiera no-
toriamente. 

Por ende, surgieron nuevas entidades de organización e inte-
gración, como la “Cooperativa de Provisión y Comercialización de 
Servicios Comunitarios de Radiodifusión” COLSECOR Ltda., integra-
da por cooperativas de provisión de servicios de todo el país que 
aprovecharon la nueva regulación sobre medios para finalmente 
poder sumar los servicios de comunicación que antes les estaban 
vedados.

La Ley de Medios impulsó además el crecimiento y la conso-
lidación de otras organizaciones previas, como el “Foro Argentino 
de Radios Comunitarias” (FARCO), fortalecidas tanto por el cese de 
la “clandestinidad” de su actividad como por el respaldo de pro-
gramas estatales de provisión de equipamientos y financiación al 
sector “no comercial” de las comunicaciones. 

Lo mismo se dio con canales de televisión y productoras de 
contenidos audiovisuales, desde los que se habían erigido entida-
des como  la Asociación de Televisoras Comunitarias (Ateco) o la 
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más reciente “Coordinadora Nacional de Televisoras Alternativas 
(CONTA)”, donde conviven señales y producciones de cooperativas, 
organizaciones sociales y pequeñas y medianas empresas de alcan-
ces locales y regionales. 

En cuanto a los medios gráficos, junto con la necesidad de de-
mocratizar la regulación en el plano audiovisual se instaló en la agen-
da pública la discusión sobre la monopolización de la producción, 
comercialización y distribución del papel para diarios; y se logró una 
norma nacional que declaró de interés público a esas actividades. 

La única empresa de la Argentina que produce el papel en bo-
binas que utilizan la gran mayoría de los diarios y las publicaciones 
gráficas es Papel Prensa, empresa que comenzó a ser controlada 
por los propietarios de los matutinos Clarín y La Nación en la época 
de la dictadura y en medio de graves denuncias de obtención ilegal 
y con privaciones de la libertad y torturas mediantes. 

Desde entonces, se sucedieron también las denuncias de ma-
nejos monopólicos y en favor de los diarios de sus principales ac-
cionistas por parte de la firma, surgidas del resto de los editores de 
publicaciones gráficas entre los que por supuesto se cuentan los de 
cooperativas.

En el marco de una nueva oleada de ese histórico reclamo, 
acicateado por lo que en paralelo sucedía en torno a la comunica-
ción audiovisual, fue que con el protagonismo fundacional de los 
diarios autogestionados surgieron las cooperativas de provisión de 
servicios Dypra (Diarios y Periódicos de la República Argentina) y 
sus “réplicas” Dypsa, en la provincia de Santa Fe y Dypcor, en la pro-
vincia de Córdoba, que nuclearon a los medios cooperativos con de-
cenas de periódicos regionales, con el objetivo principal de obtener 
escala y volumen suficientes para acceder en mejores condiciones 
al papel.

El ímpetu democratizador se vio frenado a partir del año 2015, 
cuando asumió un nuevo gobierno nacional que desplegó una polí-
tica distinta respecto de la prensa y la comunicación.

La nueva gestión reformó por decreto aspectos de la Ley de 
Medios audiovisuales que ponían límite a los monopolios y también 
la norma sobre la utilidad pública del papel para diarios. 
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Esta vuelta a políticas públicas en favor de una comunicación 
mercantilizada y concentrada, perjudicó los desarrollos como los 
cooperativos y comunitarios, apuntados a generar puestos de tra-
bajo y aportar pluralidad mediática para un mejor cumplimiento 
de los derechos a la información y la libertad de expresión de la 
ciudadanía. 

Con todo, las consecuencias de la nueva orientación de las ac-
ciones estatales, más la entrada en crisis de un modelo de empresas 
ultradependientes del apoyo oficial que habían emergido en el la 
última etapa del gobierno nacional anterior, devinieron en la apari-
ción de nuevos casos de recuperación de medios, particularmente 
gráficos, que engrosaron el espacio cooperativo nacional. 

Diarios como Tiempo Argentino, de Buenos Aires; El Ciudada-
no, de Rosario y La Mañana, de Córdoba; y periódicos como El Co-
rreo de Firmat, en la provincia de Santa Fe, fueron recuperados por 
sus trabajadoras y trabajadores y se sumaron al mapa de medios en 
manos de cooperativas de trabajo, algunos sumándose a espacios 
de asociación ya existentes, otros creando nuevos como la llamada 
“Red Nacional de Diarios Recuperados”.

El desarrollo del espacio comunicacional del cooperativismo y 
la Economía Social se nutre además de las herramientas de prensa y 
difusión de entidades de base y federaciones y confederaciones de 
cooperativas y mutuales de distinto tipo. 

Y es fuertemente interpelado por la irrupción de las nuevas 
tecnologías de la comunicación, que provocan reorientaciones y 
adecuaciones permanentes para sostenerse en la actividad. 

Ahora, tras el decaimiento general al calor de las políticas a 
favor de los monopolios registradas hasta fines de 2019, se suma 
un nuevo desafío: el de sobrevivir y cumplir su función de aportar 
al derecho humano a la comunicación de la población en tiempos 
de pandemia.
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Las cooperativas campesinas

Javier Rodríguez187 * 

Introducción

El contenido de este texto surge de la combinación de los es-
tudios realizados en el ámbito del desarrollo rural y de la propia ex-
periencia, que tuvo lugar mayormente en la cooperativa Cauqueva. 

Pero no quiero dejar de nombrar lo aprendido en Santiago del 
Estero y en el intercambio con múltiples organizaciones tanto de 
Jujuy, como de otras provincias y de otros países de Latinoamérica. 

Tal vez, el aporte más importante que puedo ofrecer está vincu-
lado a una perspectiva, pocas veces plasmada en trabajos de este tipo. 
Me refiero a poder explicar un camino desde la propia organización. 

Normalmente, a los procesos se los mira desde afuera, como 
en el caso de investigaciones académicas o desde el Estado. Rara 
vez, desde las organizaciones. 

Estoy convencido que en este tipo de relatos se pueden en-
contrar claves que permitan obtener resultados más certeros en las 
acciones que se llevan adelante en los territorios.

Procesos históricos del cooperativismo campesino

En la región pampeana las cooperativas surgen como una 
conjunción de políticas de distribución de tierras y fomento de la 
producción agropecuaria, entre migrantes europeos, que traían las 
ideas del cooperativismo desde sus lugares de origen. 

	 187.	 Javier Rodriguez. Ingeniero Agrónomo. UBA. Residente en Tilcara Jujuy. 
Maestria en Desarrollo de Zonas Aridas. UNN. Tesis pendiente. Presiden-
te y actualmente Director de Proyecto Unión Europea de la Cooperativa 
Agropecuaria Unión Quebrada y Valles Ltda. (CAUQUEVA) Jujuy.

	 * 	 Con aportes y correcciones de: 
	 Ing. Agr. Ana Herrera e Ing. Agr. Marcelo Besana. Ambos del equipo técni-

co de Cauqueva Ltda.
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A diferencia de ello, los campesinos del norte del país esta-
ban vinculados a la hacienda colonial188, no poseían tierras y tenían 
relaciones de dependencia forzada y control político por parte de 
hacendados y líderes locales. 

Por ello, el cooperativismo tuvo poca cabida en estas regio-
nes, hasta bastante avanzado el siglo XX (décadas de los 60 y 70), 
momento en que las cooperativas y otras formas de organizaciones 
campesinas fueron impulsadas fundamentalmente por la Iglesia Ca-
tólica o por ONG vinculadas a ella. 

Excepciones a esto se dieron, fundamentalmente, en colo-
nias. Misiones y la región chaqueña (Chaco y parte de Santiago del 
Estero), donde también se formaron cooperativas similares a las de 
la región pampeana, como algunas vinculadas a los cultivos yerba 
mate y algodón. 

Un ejemplo de esto podemos encontrar en la Ligas Agrarias, 
que derivaron, entre otras experiencias, en la formación del Movi-
miento Agrario Misionero y una de sus cooperativas, la “Río Paraná”. 

Sin embargo, estos procesos fueron interrumpidos por los suce-
sivos golpes de Estado y sus correspondientes persecuciones políticas 
a toda forma de organización social. Por ello son pocas las cooperati-
vas agropecuarias de estas regiones, preexistentes al golpe de 1976. 

	188.	 El sistema de hacienda deviene de la colonia y consistía (o consiste aún) en 
la utilización de tierras para el consumo, por parte de familias campesinas, 
a cambio de trabajo gratuito o semigratuito. 

		  Esto ha tomado muchas formas diferentes, según las características de 
cada región o incluso se ha incorporado como metodologías en lo que las 
ciencias sociales denominan procesos de des-campesinización y re-cam-
pesinización. 

		  Es decir, la alternancia de estrategias de supervivencia, en función de la 
presencia y ausencia de empresas. 

		  Para citar ejemplos de esto podemos nombrar los procesos vividos por 
los campesinos santiagueños en torno a la llegada del ferrocarril, la ex-
plotación maderera y el alejamiento de la misma, seguido de la llegada 
de nuevas explotaciones agropecuarias. Otro ejemplo es el de los Valles 
Calchaquíes, donde comunidades de pueblos originarios viven en el in-
terior de fincas privadas, de raigambre colonial y que tiene que trabajar 
gratuitamente para poder sembrar o criar algunos animales.
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Con la nueva etapa democrática, iniciada el 10 de diciembre 
de 1983, comienzan políticas de ajuste y achicamiento del Estado, 
las que se agudizarán en la década de los 90. 

Estas políticas provocan desempleo y empobrecimiento, con 
especial impacto en el norte del país. 

Esta situación llevó al Gobierno Nacional a implementar pro-
gramas de atención a pequeños y medianos productores y como los 
recursos destinados eran escasos, se impulsa una estrategia de orga-
nización que permitiera tornar más eficientes los recursos vertidos. 

La política oficial propiciaba la creación de grupos informales, 
muy dependientes de los mencionados recursos. Sin embargo, este 
nuevo posicionamiento de las políticas públicas abrió la puerta a 
la constitución de nuevas organizaciones campesinas, que podían 
acceder a fondos públicos y ganar autonomía, no sin resistencia de 
sectores de poder locales y provinciales. 

En este tiempo, desde los gobiernos provinciales, se promovían 
cooperativas para acceder a proyectos nacionales y las cooperativas 
duraban lo que duraba el proceso de evaluación de cada propuesta o 
en el mejor de los casos, el plazo de ejecución del proyecto.

La crisis del 2001/02 vuelve a provocar cambios en la orien-
tación de la política social, con la promoción de organizaciones y la 
búsqueda de mayor autonomía, especialmente a partir de la comer-
cialización de los productos campesinos. 

Este será un período de constitución de nuevas cooperativas, 
esta vez muy vinculadas al apoyo directo del Estado Nacional.

Por ello, irrumpirán experiencias de cooperativismo campesi-
no en todo el territorio nacional, inclusive en la región pampeana. 

Entre ellas podemos nombrar a “Coopafes” (Mendoza) y “Co-
frular” (La Rioja).

Las organizaciones en el mundo campesino indígena

La crisis del sistema de haciendas por la introducción del capi-
talismo en las sociedades coloniales del norte del país ha originado 
problemáticas y conflictos de muy difícil resolución. Entre ellos po-
demos nombrar, la puja por la tierra, focos de pobreza en vastos 
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territorios rurales, cambios en los estilos de liderazgos, vacíos de 
poder y un Estado ausente para atender esta situación general. 

La producción comercial de productos agropecuarios se tornó 
la mejor opción de generación de ingresos para las familias campe-
sinas, pero al no haber acción reguladora por parte del Estado, rápi-
damente el mercado comenzó a regir los destinos de estas familias.

Frente a todas estas problemáticas, y considerando el recono-
cimiento de la preexistencia de los pueblos originarios en la Consti-
tución Nacional de 1994 y por ende un proceso creciente de re-etni-
zación en todo el territorio nacional, las comunidades campesinas e 
indígenas comenzaron organizarse, con diferentes formas y lógicas, 
de acuerdo a los conflictos de mayor peso en cada territorio. 

Así surgieron comunidades de pueblos originarios, asociacio-
nes, movimientos campesinos y cooperativas. En general, podría-
mos decir que las organizaciones campesinas e indígenas se origi-
nan con el objetivo de ganar escala frente al Estado y frente al mer-
cado y que las mismas rara vez logran la escala necesaria. Es decir 
que las organizaciones buscan, por una parte establecer mejores 
condiciones de negociación en ambos frentes y para ello, se busca 
ganar escala, a partir de la incorporación, lo más masiva posible, de 
integrantes. 

Este no es un tema de menor importancia, ya que la comple-
jidad y niveles de conflictividad en los que se desarrollan este tipo 
de organizaciones, hacen que los avances y consolidación sean muy 
difíciles y por lo tanto sus procesos iniciales deben medirse en déca-
das. Por ello, la presencia de las cooperativas campesinas en el seno 
del movimiento cooperativo nacional es muy escasa. 

El mutuo desconocimiento de los dos procesos organizativos, 
ha llevado a la no-integración de las cooperativas campesinas en 
dicho movimiento. En muchos casos, para el cooperativismo pam-
peano, las cooperativas campesinas son organizaciones desprolijas 
y con poco apego a las formalidades propias del sector. Desconocen 
los procesos históricos que las originaron y por lo tanto, reinan los 
prejuicios.

Las nuevas tendencias del pensamiento internacional, respecto 
de la importancia de la agricultura familiar y de los conocimientos 
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tradicionales, van dando visibilidad a estas experiencias, lo que co-
mienza a impulsar el proceso de integración. Por otro lado, la falta 
de escala mencionada en párrafos anteriores, obliga a las coopera-
tivas campesinas a buscar otro tipo de alianzas y en algunos casos, 
dentro del movimiento cooperativo nacional.

Avances y dificultades en el desarrollo del cooperativismo campesino

Como ya se dijo las cooperativas campesinas han nacido como 
organizaciones económicas atravesadas por innumerables dificulta-
des, conflictos y diversos requerimientos de su entorno, por lo que 
su accionar distribuye esfuerzos entre la gestión del financiamiento 
ante los Estados, nacional y provinciales y la producción de bienes y 
servicios para el mercado. 

Esta lógica de funcionamiento, las ubica como referentes 
territoriales, con la ventaja de contar con estructuras administra-
tivas más o menos desarrolladas, capacidades de sustentabilidad 
auto gestionada (aunque sea parcial), capacidad de relaciona-
miento institucional y de articulación, cuando menos precaria con 
el mercado. 

Como la mayoría de estas cooperativas se encuentran ubica-
das en zonas rurales marginales, pertenecen a jurisdicciones muni-
cipales con pocos recursos. 

Esta situación las posiciona como amenaza, dentro de las 
construcciones políticas locales, por lo que en general, cuando las 
cooperativas campesinas crecen, aparecen nuevos conflictos. 

Otro tema que ha complicado la sustentabilidad de las coope-
rativas campesinas, es la creciente complejidad de la legalidad para 
operar en los mercados. 

En los años 90 se introduce la normativa que impone la obli-
gatoriedad de la facturación como comprobante de las operaciones 
comerciales. Sin embargo, para abrir un comercio, solo hacía falta 
una habilitación municipal. 

Hoy en día se requiere, informe de bomberos, en algunos ca-
sos impuesto policial, registradora fiscal, facturación electrónica (in-
ternet), sistema de cobro con tarjeta de débito. 
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Para poder transportar productos con un vehículo propio, an-
tes con una licencia de conducir municipal, categoría profesional, 
patente, seguro contra terceros y remito era suficiente. 

Ahora la licencia debe ser nacional, con un examen psicofí-
sico, en muchos casos a cargo del sindicato de camioneros, pago 
del RUTA en las cámaras provinciales de transporte, habilitación de 
SENASA, guías de transporte, según el tipo de producto, RENSPA de 
productores, RENSPA de acopio, verificación técnica del vehículo, 
kit de seguridad, etc. 

Lo que se quiere reflejar es que a la par del proceso de or-
ganización de las cooperativas campesinas, para sacarlas de su 
aislamiento y mejorar su inserción en los mercados, las exigencias 
legales crecientes, tornan más compleja la tarea, dificultando fuer-
temente la obtención de resultados positivos. 

Todo esto no incluye las exigencias para mantener la matrícu-
la en el INAES, las exigencias bromatológicas y de SENASA en la pro-
ducción agroalimentaria y las exigencias crecientes de AFIP y Rentas 
provinciales. 

Si a esto le sumamos los vaivenes y fuertes crisis económicas 
de las últimas décadas, queda claro que la supervivencia de este 
tipo de organizaciones es una verdadera quimera. 

Sin embargo, hoy en día hay numerosas cooperativas de esta 
naturaleza, no sólo han sobrevivido, sino que además logran ocupar 
mayores espacios. 

Todas estas exigencias, no sólo implican dificultades en el ac-
cionar, sino que también son un incremento de los costos de funcio-
namiento y por lo tanto, demandan una permanente adaptación de 
la escala de actividad económica. 

Es decir, cada aumento en los costos, deberá ser cubierto con 
mayores ventas, para lo cual se deberá ajustar la escala en toda la 
estructura. Esta es una práctica no reconocida en este tipo de orga-
nizaciones. 

Es una habilidad adquirida que explica, en parte, esa supervi-
vencia nombrada en el párrafo anterior. 

En general una empresa se planifica con capital disponible y 
con unidades de escala que equilibran, lo más posible el uso de efi-
ciente de recursos. 
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Las cooperativas campesinas, avanzan con escalas que pre-
sentan desequilibrios y cuellos de botella, en permanente cambio. 
Es decir, llegar a una unidad de escala, no es condición de inicio, 
sino de fin de una etapa. 

Esto, que a priori es una dificultad y una desventaja a la hora 
de competir en los mercados, les brinda una capacidad de adapta-
ción y sobrevivencia notables. 

Por lo tanto, podemos afirmar que las cooperativas campesi-
nas son especialistas en atravesar crisis, adaptarse a nuevas situa-
ciones y efectuar profundas transformaciones y reconversiones.

Como la lógica del financiamiento, instalada en las últimas dé-
cadas, es la del proyecto189. En general se busca atacar los cuellos 
de botella, sin entender que todo el sistema está desequilibrado. 
Por ello muchos proyectos fracasan o no obtienen los resultados 
esperados. 

Quienes participan de estos procesos, en general no cuentan 
con la capacidad técnica de expresarlo, y mucho menos en un texto, 
sin embargo, las estrategias desplegadas, conllevan gran parte de 
dicho conocimiento. 

La relación con la comunidad en general, la amplitud de te-
mas abordados, cultura, religiosidad, educación, salud, todos ellos 
desde una perspectiva popular, son ejemplos de la mirada de los 
integrantes de este tipo de organizaciones. 

Por supuesto, este abordaje, también eleva los costos, pero 
genera mayor capital social y por lo tanto ofrece mayor sustentabi-
lidad en el tiempo. 

	189.	 Con la implementación de programas de fomento y desarrollo, tanto en 
el Estado como en la cooperación internacional, la metodología de eva-
luación ex ante comenzó a requerir la elaboración de proyectos, para el 
financiamiento de iniciativas. 

		  Cada ente financiador, genera convocatorias por temáticas y exige a quie-
nes se presentan a concentrarse en dicha temática. 

		  De esta forma, el resultado es el abordaje parcial de la problemática y 
el crecimiento desequilibrado en las escalas parciales de cada punto del 
sistema. Esto se hace visible al constatar las múltiples ventanillas de finan-
ciamiento existentes en los gobiernos de todos los niveles.
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La agenda de la agricultura familiar

A mediados de los 90, se comienza a identificar al sector de 
la agricultura familiar, especialmente a partir de la creación de es-
pacios en el Mercosur para integrar regionalmente a dicho sector. 

Simultáneamente se van consolidando programas de atención 
a productores de mediana y baja escala productiva, como Cambio 
Rural, Programa Social Agropecuario (PSA) y Unidad de Minifundio, 
en el seno de la Secretaría de Agricultura Ganadería y Pesca de la 
Nación (SAGPyA) y del INTA respectivamente. 

La característica sobresaliente, en materia de organización de 
estos programas, fue la creación de grupos. 

En el caso de Cambio Rural, imitando los grupos CREA y en el 
Programa Social Agropecuario y Unidad de Minifundio, grupos alre-
dedor de financiamiento (créditos o susidios) con asistencia técnica. 

Sobre todo, en torno al PSA, que luego derivaría en la creación 
de la Secretaría de Agricultura Familiar (SAF), se crearon grupos y 
luego redes provinciales y nacionales de grupos, culminando en la 
creación del Foro de la Agricultura Familiar. 

La representación de dichos grupos llegó a tener un lugar en 
la mesa de discusión de políticas para el sector. 

Sin embargo, la falta de estructuras propias, tanto administrati-
vas como productivas, los sometió a una dependencia muy marcada. 

Por otro lado, las organizaciones (especialmente las coope-
rativas), que sí habían iniciado el camino de la administración de 
bienes colectivos y la inserción directa en los mercados fueron ob-
jeto de miradas críticas por parte de funcionarios, profesionales y 
referentes campesinos de este armado nacional. 

Tal es así que, recién hace poco menos de cinco años, la Re-
unión Especializada de Agricultura Familiar del Mercosur (REAF) 
comenzó a trabajar la integración de los dos sectores, convocando 
a la Reunión Especializada de Cooperativas y Mutuales del Merco-
sur (RECM), fundamentalmente a partir de iniciativas de FAO e IICA, 
que comenzaban a plantear la necesidad de cooperativizar al sector 
de la agricultura familiar. 

Queda claro, que las necesidades de quienes participaron 
más en el proceso del Foro de la Agricultura Familiar, pasaban más 
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por cuestiones gremiales y no tanto por la comercialización de la 
producción. 

Pero su extrema dependencia de los gobiernos, los sometió a 
los vaivenes de la política nacional. Esta dependencia se daba inclu-
so para movilizarse. Por lo tanto, cuando cambió el Gobierno Nacio-
nal, quedaron desarticulados.

A partir de la crisis del 2001/02 se da un crecimiento expo-
nencial de los movimientos sociales, los cuales, con el acceso al fi-
nanciamiento estatal, comienzan a desarrollar “la pata rural”. 

Así aparecen nuevos actores de la ruralidad, especialmente 
surgidos en los cordones hortícolas y en algunas áreas rurales. 

Estos nuevos sectores también desarrollan prioritariamente 
la relación con los gobiernos en busca de financiamiento, pero man-
tienen una fuerte capacidad de movilización. 

Esto les permitió negociar con las nuevas autoridades alguna 
cuota de políticas sectoriales. 

Por su parte, las cooperativas campesinas están integradas, 
en general, por productores cuyo ingreso principal es la producción 
y comercialización de productos agropecuarios. 

Esto hace que sus miembros difícilmente prioricen la herramien-
ta de la movilización popular, para obtener logros de tipo gremial, so-
bre el trabajo cotidiano, del que dependen para su supervivencia. 

Solamente lo hacen en condiciones de extrema necesidad o 
cuando las amenazas son verdaderamente importantes. 

Esta característica las excluyó de las mesas de negociaciones 
políticas. Sin embargo, han seguido desarrollando sus actividades 
y aumentando sus capacidades, aún en gobiernos poco amigables 
con el sector.

En los últimos años, se instaló definitivamente la comerciali-
zación conjunta como necesidad y como política para la agricultura 
familiar. 

Aquí también aparecen las diferencias entre actores y por lo 
tanto la modalidad en la venta de la producción. 

El Estado también fue generando políticas en dicha dirección, 
priorizando ferias populares, donde comercializar, de manera más 
libre, los productos. 
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El modelo exitoso de las Ferias Francas de Misiones y de otros 
lugares del Litoral, fue el generador de las nuevas políticas. Sin em-
bargo, este modelo sólo lograba comercializar una pequeña parte 
de la producción, que seguía mayormente en manos de interme-
diarios. 

Por otro lado, muchas actividades, dadas las pequeñas dimen-
siones de los predios productivos, requieren de precios promedios 
más alto de lo normal, lo que fue impulsando la creación de estruc-
turas destinadas al valor agregado. 

Con la consigna “valor agregado en origen” las cooperativas 
campesinas fueron las que estaban en capacidad de iniciar dicho 
proceso, y así lo hicieron. 

Para ello, se impusieron dos modelos diferentes: El valor agre-
gado en finca y el valor agregado en estructuras de propiedad con-
junta. 

Hasta la actualidad, los dos sistemas siguen vigentes dando 
respuestas a las características propias de cada región y tipo de or-
ganización. 

Claramente, en este rubro (alimentos elaborados, derivados 
de la producción primaria), el sector cooperativo viene llevando 
la delantera respecto de los sectores no cooperativizados, que en-
cuentran un techo, en la falta de formalización y en la inexistencia 
de estructuras administrativas. 

Si bien esta descripción histórica no debiera tomarse en for-
ma taxativa, se torna importante a la hora de entender los procesos 
y ver la heterogeneidad del sector, que a priori parece homogéneo, 
pero no lo es. Las diferentes lógicas intervinientes, tienen su origen 
en la diversidad de estrategias de las familias campesinas y los con-
flictos que cruzan a cada región.

Otro proceso, es el de la integración en el seno del movimien-
to cooperativo. 

Promediando la década que estamos terminando y, como 
consecuencia del conflicto del campo por las retenciones a las ex-
portaciones de granos, se dio un realineamiento de algunas federa-
ciones de cooperativas agroalimentarias, que tomaron distancia de 
CONINAGRO (Confederación Intercooperativa Agropecuaria) para 



307

recalar en COOPERAR (Confederación Cooperativa de la República 
Argentina), creando en esta última, la Comisión de Economías Re-
gionales. 

En este espacio también se sumaron federaciones más ligadas 
a la agricultura familiar, como “Fopal”, “Fecopam”, “Fecofe”, “Fecoa-
pi”, entre otras no vinculadas a CONINAGRO. 

Si bien, esta experiencia no duró demasiado tiempo, llegó a 
tener unas 12 Federaciones participando activamente y en el año 
2015 se realizó un encuentro en Ezeiza, al cual asistieron represen-
tantes de más de 1000 cooperativas vinculadas a 15 federaciones. 

Sin dudas, este evento logró mostrar la importancia y poten-
cial del movimiento cooperativo agroalimentario. Luego de este 
evento, las pujas por la representación política del sector, desarti-
cularon este intento de integración. 

Sin embargo, la Comisión de Economías Regionales, fue el es-
pacio donde se gestó la iniciativa “Alimentos Cooperativos”. 

Esta experiencia la presentaremos en otro apartado más ade-
lante, pero claramente fue el fruto de este espacio. 

Con el cambio de gobierno en 2015, muchas de las federacio-
nes de la Comisión retornaron a CONINAGRO, y la misma no logró 
cobrar la fuerza necesaria para volver a operar.

Modelos productivos en pugna

El proceso de “sojización” de la producción agropecuaria ha 
sido un catalizador de otros, como el de la concentración de la tierra 
y la desaparición de cientos de miles de agricultores familiares, en 
gran parte del territorio nacional, pero especialmente en la región 
pampeana. 

La entonces, nueva tecnología de transgénicos, ligados a la 
resistencia a  los pesticidas de alta toxicidad, dieron cabida a un 
negocio por partida doble: 

El inmobiliario ligado a los arrendamientos y el productivo li-
gado a la producción a escala de commodities. 

Esta generación de rentas extraordinarias, llevó rápidamente 
a la expansión de la frontera agrícola, desplazando a los sistemas 
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ganaderos o mixtos y avanzando sobre bosques naturales y concen-
trando la producción en cada vez menos manos. 

Otro factor que comenzó a influir en el sistema productivo 
fue la aparición de los pool de siembra, como negocio financiero. Es 
decir, se invitaba a invertir, para obtener una renta financiera. 

Esto generó un conglomerado de intereses en la producción, 
que desplazaba la producción de alimentos para el abastecimiento 
del mercado interno y lo reemplazaba con negocios de exportación, 
inmobiliarios y financieros. 

Si bien, este poderoso sector, en el que también operan impor-
tantes cooperativas y federaciones, mantiene todavía su impronta 
de ser “el campo” y motor de la economía nacional, va perdiendo 
importancia en el campo de lo simbólico. 

Y en este campo, la agricultura familiar, logró cobrar algo de 
visibilidad y comenzó a posicionarse como el sector que produce los 
alimentos para la población.

Aquí surge otro proceso de cambio. 
La notoriedad que comienza a tener el uso de agrotóxicos y 

sus implicancias en la salud de la población y las fuertes tendencias 
a buscar alimentos sanos, han abierto la posibilidad a la agricultura 
familiar de avanzar en este nuevo nicho de mercado. 

Por ello, se extendió rápidamente la propuesta de la “agroeco-
logía” como la forma más rápida de llegar a la producción de ali-
mentos sanos.

Los dos modelos comenzaron a disputar el reconocimiento 
como “productores de la alimentación de la población nacional” y 
las diferencias de poder económico de ambos sectores, presentan 
esta disputa como una lucha entre David y Goliat. Sin embargo, los 
productores de commodities parecen no haber tomado nota de los 
profundos cambios que se dan en la sociedad en cuanto a la con-
ciencia de la relación entre alimentación y salud. 

En este contexto, las cooperativas campesinas que avanzaron 
en el agregado de valor y en la producción de alimentos elaborados, 
al incorporar prácticas agroecológicas en su producción primaria, 
pasan a posicionarse en un lugar único, novedoso y cargado de po-
tencial.
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La pandemia del Covid19

Hacia fines del año 2019 comenzó una pandemia, con fuerte 
impacto en la salud y la economía a nivel global. 

Los especialistas del mundo están planteando una serie de 
efectos de la misma, entre los que se encuentran profundas crisis 
económicas y hambruna en vastos sectores del planeta. 

América Latina será un lugar de fuertes impactos negativos. 
Como una porción importante de la producción de alimentos, 

sobre todo los orientados al abastecimiento popular, está en manos de 
la agricultura familiar, será menester apoyar a este sector como forma 
de palear la pobreza rural y mantener la provisión de alimentos.

En Argentina, la política sanitaria predominante fue el aisla-
miento social obligatorio, que si bien va dando resultados parciales 
comparativamente mejores desde el punto de vista de la salud, na-
die podrá escapar de las secuelas de la pandemia. 

Si las políticas públicas destinadas a los sectores rurales po-
bres tenían dificultades de llegada con resultados efectivos, el aisla-
miento profundiza dicha situación. 

Hoy, más que nunca, son imprescindibles las organizaciones 
autogestionadas de los territorios, que puedan establecer puentes 
con los gobiernos y con los mercados, a fin de amortiguar los efec-
tos de la crisis y sentar las bases para un crecimiento, al momento 
de superar la misma. 

Las capacidades de gestión y de movilización de recursos 
hacen, de este tipo de organizaciones, un socio fundamental para 
brindar efectividad y sustentabilidad a las acciones del Estado y de 
la cooperación internacional.

La pandemia también está dejando como saldo una toma de 
conciencia, aunque sea parcial, respecto de la alimentación y de la 
necesidad de cuidar el medioambiente. 

Esta nueva conciencia seguramente profundizará el proceso 
de cambio en los patrones de consumo, dirigiéndose más hacia el 
rumbo tomado por las cooperativas campesinas agroalimentarias. 

Es decir, los tiempos económicos serán difíciles, pero las ten-
dencias marcan que las decisiones tomadas por el sector en las últi-
mas décadas, era acertado.
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La red de Alimentos Cooperativos

Como ya se dijo, en las últimas décadas varias cooperativas 
de la agricultura familiar y de la economía social y solidaria han lo-
grado avanzar en la integración vertical dentro de algunas cadenas 
de valor, especialmente de alimentos, y en la integración horizontal, 
de manera tal de ganar una escala que los haga competitivos en los 
mercados. 

También se dijo, como la pandemia del covid-19 estaba afec-
tando la situación de las áreas marginales y como impactará en los 
patrones de consumo alimentario. 

En este marco, presentaremos una experiencia que surge del 
proceso histórico detallado y que sin dudas generará la presencia 
de nuevos actores en el ámbito de la producción y comercialización 
de alimentos.

Entre estas experiencias se encuentra Alimentos Cooperati-
vos, conformado por federaciones tales como “Fopal”, “Fecoapi”, 
“Fercoa”, “Fecoagro” y otras cooperativas y federaciones, varias de 
las cuales están integradas en Cooperar y diversas organizaciones 
de la agricultura familiar. 

Desde Alimentos Cooperativos, bajo el lema “Otra forma de 
producir, Otra forma de consumir”, se busca la cooperativización de 
la cadena para poner a disposición, alimentos saludables a precios 
normales, es decir, precios vinculados a los costos de producción y 
no surgidos de la especulación ni de la carrera inflacionaria. 

Como objetivo de mediano y largo plazo se aspira a integrar 
a todos los actores en una lógica cooperativa, desde la familia pro-
ductora primaria, hasta el consumidor final. 

En este recorrido, se ha construido un esquema de comer-
cialización propio junto a más de 150 cooperativas y agricultores 
familiares de todo el país. Además, se han complementado estas 
acciones con el desarrollo de herramientas financieras y de gestión 
integral que han fortalecido los circuitos productivo-comerciales. 

En la etapa actual, las cooperativas productoras se identifi-
can también como consumidoras, y se impulsa que las cooperati-
vas que tengan un espacio físico propio se constituyan en punto 
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de comercialización de las demás cooperativas, agricultores familia-
res locales y PyMEs. 

De esta manera, con cierta facilidad se multiplican los puntos 
de venta con buena dispersión geográfica, aprovechando y movili-
zando recursos ya existentes, ampliando la diversidad de oferta en 
cada lugar y disminuyendo los costos fijos de comercialización.

En definitiva, las cooperativas de la agricultura familiar han 
acumulado aprendizajes para el desarrollo de alimentos con agre-
gado de valor, han generado infraestructura productiva y comercial 
y se han unido para ganar diversidad y escala.

La red de alimentos cooperativos se encuentra en una fase de 
expansión de su capacidad comercial y operativa pero también en-
frentando nuevas problemáticas, algunas de las cuales constituyen 
verdaderos cuellos de botella. 

Sin embargo, la perspectiva a futuro, ubica a esta propuesta 
como un actor central para el abordaje de programas y proyectos 
de promoción de la agricultura familiar, abastecimiento popular y 
soberanía alimentaria.

La escala nacional, que cobró la red y las dimensiones del te-
rritorio nacional, ofrecen desafíos simultáneos, en varios aspectos. 

En primer lugar, seguir promoviendo el agregado de valor y la 
transformación de la producción primaria en alimentos, será indu-
dablemente una herramienta de equilibrios sociales y mejora del 
ingreso familiar. 

La ampliación de la red de comercios minoristas, incorporan-
do nuevas provincias y aprovechando el auge en las grandes ciuda-
des, será una estrategia central. 

Para el abastecimiento de los mismos y el transporte de pro-
ductos de las cooperativas participantes, se torna necesario abor-
dar un sistema de logística de ida y vuelta, con capacidad de acopio, 
en diferentes puntos del país.

La propuesta de cooperativizar las cadenas de valor, es un ob-
jetivo de largo plazo de esta red. 

Sin embargo, podría constituir un objetivo político-estratégico 
del movimiento cooperativo en general. 

Ver toda la cadena como una gran cooperativa y distribuir exce-
dentes en cada punto, de acuerdo a lo aportado, sería una manera de 
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establecer las bases de un nuevo modelo económico, que garantice 
una mayor equidad en el sistema. 

Para ello hay que poder establecer cómo distribuir, en una ca-
dena, excedentes para actores de distintas naturalezas. 

Por ejemplo, como retribuir por la producción, por el trabajo 
o por el consumo. He aquí la principal dificultad para la integración 
de cooperativas de distintas naturalezas. 

Aunque tal vez el inicio de la respuesta a este problema lo 
encontremos nuevamente en las cooperativas campesinas, quienes 
van desarrollando modelos de este tipo. 

La cooperativización de la cadena y la movilización de recur-
sos existentes, para un esquema de comercialización solidario, tam-
bién será una herramienta para poder insertarse en el mercado con 
otra lógica, con reglas de juego propias, y con posibilidades de llegar 
a la población con alimentos de calidad y otras mercaderías a pre-
cios razonables. 

Indudablemente, esta propuesta también se perfila como una 
contraposición al proceso de concentración de la tierra. 

Si el porcentaje de la población nacional vinculada al coope-
rativismo, ronda el 20/25%, entonces allí hay un mercado propio 
potencial, que no lo tiene ningún actor de la economía. 

Avanzar en la construcción de una identidad y la construcción 
de una nueva economía sobre bases ciertas, hoy no sólo es una 
oportunidad, sino también el deber del movimiento.

Por el contrario, hay que ser conscientes que si bien las coope-
rativas, hacia su interior, mantienen relaciones recíprocas y solida-
rias, no sucede lo mismo en el relacionamiento entre cooperativas, 
que no se encuentran integradas, donde es frecuente encontrar re-
laciones de competencia entre sí. Lo cual genera contradicciones 
hacia el interior del movimiento.

Una nueva Ley de cooperativas que incluya esta problemática

Hasta aquí hemos visto procesos, problemas y potencialida-
des del mundo de las cooperativas campesinas. 

Hemos visto que han desarrollado prácticas, en la marginali-
dad del sistema y de los territorios, que han surgido de situaciones 
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de pobreza (incluso extrema) y que han delimitado un camino para 
transitar la mejora en las condiciones de vida. 

Por otro lado, también hemos visto las dificultades en cuanto 
a la legalidad que deben abordar y sus fortalezas y debilidades fren-
te a crisis económicas y vaivenes políticos. 

Por ello, sería bueno obtener aprendizajes de las mismas ex-
periencias e intentar identificar qué cambios podrían realizarse para 
facilitar la existencia y desarrollo de este tipo de experiencias.

En las cooperativas existe la posibilidad de incorporar distin-
tas actividades en el objeto social, salvo el trabajo. 

Es decir, una cooperativa agropecuaria podría habilitar, hacia 
su interior, una sección de créditos o de consumo. Sin embargo, 
todo trabajo que se realice en su estructura, debe tomarse como 
contratación de personal. 

Si tomamos como ejemplo una cooperativa de campesinos 
pobres que inicia un proceso de agregado de valor y comercializa-
ción, esta debe desarrollar estructuras productivas y administrati-
vas que le permitan realizar la tarea. 

Pero si para ello, debe inscribir a sus empleados y retribuir su 
trabajo, en base a convenios colectivos, comienza a distorsionarse la 
realidad, ya que los mismos percibirían ingresos substancialmente 
mayores que los propios dueños de la cooperativa (sus asociados) y 
las actividades, que nacen de escalas pequeñas y desequilibradas, 
difícilmente puedan obtener resultados con márgenes económicos 
positivos. 

Por lo tanto, estos sectores no podrían encontrar en el coo-
perativismo, una salida cierta, repensar el cooperativismo desde la 
perspectiva de la integralidad podría ser una forma de superar estas 
situaciones.
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Cooperativas originadas en planes sociales. 
Los movimientos sociales y las Cooperativas de trabajo.

Ángeles Bermúdez190

Presentación

Este capítulo reflexiona sobre la opción del cooperativismo de 
trabajo dentro de la política social, sobre las peculiaridades de este 
nuevo tipo que denominaremos “cooperativismo bajo programa”, 
como parte de una novedosa línea que comienza en 2003 desde el 
Ministerio de Planificación Federal pero que se consolida en 2009, 
con el surgimiento del Programa Ingreso Social con Trabajo (PRIST-AT) 
y Ellas Hacen en 2013, en el Ministerio de Desarrollo Social (MDS), 
que ha re-significado al cooperativismo como arreglo social e institu-
cional, por las nuevas articulaciones entre la esfera estatal de provi-
sión de bienestar y el mundo del cooperativismo, que adquiere una 
especificidad propia e inicia un nuevo ciclo de politización.

Como se sabe, en Argentina las políticas destinadas al sector 
cooperativo en los últimos años se caracterizaron por su fragmen-
tación institucional y por constituirse como intervenciones muy li-
mitadas para un desarrollo renovado del sector, agravadas por la 
dificultad de lograr avances sustantivos en la discusión de modifi-
caciones a la ley de cooperativas que acompañe las transformacio-
nes del movimiento cooperativo o que regulen determinado tipo de 
cooperativas, como las de trabajo191. 

El resurgimiento del cooperativismo de trabajo en este siglo se 
observa fundamentalmente para dar marco legal a la recuperación 

	190.	 Politóloga y doctoranda en Ciencias Sociales, Facultad de Ciencias Socia-
les, UBA. Becaria UBACYT. Miembro del Grupo de Trabajo Interdiscipli-
nario “Derechos Sociales y Políticas Públicas”. Investigadora adscripta al 
Instituto Ambrosio Gioja de la Facultad de Derecho de la Universidad de 
Buenos Aires.

	191.	 Hintze et al (2011), Mogrovejo et al (2012), Vuotto (2011), Schujman 
(2015).



316

de empresas por parte de sus trabajadores/as por un lado y como 
consecuencia de la creación de cooperativas desde el gobierno 
en el marco de programas sociales. En efecto, desde 2003 hasta 
2015, la actividad gubernamental se centró en la creación de casi 
20 mil cooperativas en el marco de 11 programas sociales (INAES, 
2016)1922desde diferentes ministerios y niveles de gobierno destina-
dos a población pobre y/o con débil inserción en el mercado laboral 
dedicadas a la construcción de viviendas y realización de obras de 
infraestructura básica y comunitaria193.

Particularmente, el PRIST-AT consolidó uno de los sectores 
del cooperativismo de trabajo en Argentina al que Vuotto (2011: 
20) denomina “inducido por el Estado” para quienes la necesidad/
situación de vida es el móvil prioritario para la conformación de 
la cooperativa, frente al conjunto del cooperativismo “integrado” 
o tradicional conformado a partir de una visión compartida y sus-
tentada en valores y principios como marco para la definición de 
necesidades y emprender una actividad; y el sector “reivindicativo” 
asociado a las experiencias de recuperación de empresas por parte 
de trabajadores194. 

Sumado a ello, un conjunto de recomendaciones de organis-
mos internacionales195 colocaron parte de las discusiones del am-
plio campo de la Economía Social y Solidaria (ESS) en torno a las 

	192.	 Relevamiento proporcionado por alto funcionario de INAES en entrevista 
realizada en agosto de 2016.

	193.	 Nos referimos, entre otros, a los programas Emergencia Habitacional, 
Agua Mas trabajo del Ministerio de Planificación Federal, Obras y Servi-
cios Públicos y otros programas municipales y provinciales y del Ministerio 
de Desarrollo Social como Centros Integradores Comunitarios y Programa 
de Inversión Social. El 41% del total de esas cooperativas se crearon en el 
marco del PRIST-AT (incluyendo la línea EH), en tanto que el 7,5 % (1486) 
funcionaron en el marco del Plan Manos a la Obra, y fueron cooperativas 
provenientes de distintas secretarías del MDS (INAES, 2016).

	194.	 Kasparian (2017b) y Hudson (2017) problematizan y amplían la tipología 
de Vuotto.

	195.	 ONU (2001), OIT (2002), a través de diferentes informes, lineamientos y 
dictámenes reconocieron la importancia de la promoción de asociaciones 
y empresas de economía social y solidaria, en particular cooperativas de 
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cooperativas. Además, los intentos de promover la ESS del gobierno 
bajo la órbita del MDS, se perfilaron en mayor medida como accio-
nes con dentro de esquemas de políticas sociales asistenciales para 
garantizar su presencia en los territorios. 

Es importante comprender que la línea de política social que 
incorpora la figura cooperativa junto con la Asignación Universal por 
Hijo (AUH) han sido las principales intervenciones de una política 
diferencial principalmente destinada “al mundo popular informal” 
como herramientas de provisión de “bienestar plebeyo” (Vomma-
ro, 2019). Particularmente, el PRIST-AT, como máximo referente de 
aquella línea se nos presentaba como un exponente de innovación 
en materia de políticas sociales en los últimos años, fundamental-
mente por la incorporación de la figura cooperativa, pero también-
por los montos de las transferencias individuales y los esquemas de 
protección social, que significaron un avance notable respecto de 
cualquier otro programa social196. 

De manera que se constituyó en un ejemplo de envergadu-
ra que, haciendo uso de las cooperativas creadas bajo programas 
sociales, combinó principios y lógicas propias de formatos de 
intervención previas, como las transferencias de ingresos, una 
fuerte apelación al discurso del capital humano, una concepción 
limitada de ESS y las exigencias de contraprestaciones en coo-
perativas, que a su vez habilitaba a prácticas próximas al trabajo 
asalariado, principalmente por el control del presentismo y la 
productividad y los lineamientos decididos desde el propio MDS 
junto a los entes ejecutores, que se alejaban de dinámicas pro-
pias de la autogestión. 

Llegados a este punto y sin desconocer importantes discusio-
nes doctrinarias, y entendiendo que el cooperativismo además de 

trabajo asociado CICOPA (2003-2004) y cooperativas sociales (CICOPA 
2009-2011) por su contribución en la creación de empleos productivos, 
el mejoramiento de los niveles de vida, la reducción de la pobreza, y la 
transformación de la “economía informal”.

	196.	 En sus inicios, el monto representaba casi el 85% del salario mínimo vital 
y móvil (SMVM), tendiendo a emparentar así a sus receptores con el resto 
de los trabajadores.
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una codificación jurídica, es un movimiento social y político insepa-
rable de la historia del movimiento obrero y de su tradición mutua-
lista y cooperativa que desde sus orígenes estuvo entrecruzado por 
las grandes ideologías del siglo XIX (Vuotto, 2009; Defourny, 2009), 
entendemos que la fórmula jurídica “cooperativa” es una institucio-
nalidad cristalizada en un momento histórico determinado, suscep-
tible a ser revisada tanto a través de su propia practica y las trans-
formaciones del movimiento cooperativo, como por el lugar que las 
políticas, los gobiernos y los Estados le otorgan en los modelos de 
desarrollo. 

Esto puede verse en las reformulaciones o los diversos énfasis 
a los diferentes principios cooperativos del movimiento cooperativo 
internacional a lo largo de su historia. 

Este trabajo, además, coloca en el centro los debates de la ESS 
y de las particularidades de sus unidades, atravesadas por una plu-
ralidad de principios organizativos del campo económico (intercam-
bio, redistribución, reciprocidad o interés individual y “buen vivir”), 
que combinan una pluralidad de recursos: del mercado, del Estado, 
las familias y del trabajo voluntario para la reproducción ampliada 
de la vida; y que presentan una diversidad de formas organizativas 
con mayor o menor reconocimiento normativo (cooperativa, em-
presa familiar, emprendimientos comunitarios, etc.) que conllevan 
además la necesidad de la problematización del rol del Estado y los 
gobiernos en la provisión de recursos económicos y de capacidades 
asociativas hacia esas organizaciones. 

De manera que, como un fenómeno insuficientemente com-
prendido por parte importante de la sociedad, de la academia y 
de la doctrina cooperativa (Schujman, 2015), se pretende analizar 
las particularidades del cooperativismo bajo programa y sobre la 
opción del cooperativismo como alternativa dentro de la política 
social, sobre las peculiaridades y la especificidad de este nuevo tipo 
de cooperativismo de trabajo sui generis, categoría muy discutida 
para la doctrina cooperativa, porque su reconocimiento implicaría 
admitir una expansión considerable de actividades socioeconómi-
cas de carácter público (Drimer y Drimer, 2017). 
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Inscribimos nuestro análisis sobre las cooperativas bajo pro-
gramas en una investigación mayor197, y se propone un diálogo entre 
recorridos teóricos que en general se presentan de manera aislada: 
los estudios sobre la política social y provisión de bienestar198, por 
un lado, y el campo de estudios de la ESS y el cooperativismo por el 
otro. Pero particularmente recuperamos el debate teórico-político 
dentro de este campo sobre el cooperativismo como herramien-
ta para abordar problemas de empleo, informalidad y pobreza que 
se despliega sobre todo en ámbitos de organismos internaciona-
les, universitarios y el mismo movimiento cooperativo. Al ser estas 
cooperativas creadas desde el gobierno, revisitamos los históricos 
intercambios del cooperativismo con otras esferas de bienestar (Es-
tado, mercado, familia y la esfera relacional o de la sociedad civil), 
como puntos de mira privilegiados para comprender la naturaleza 
del cooperativismo bajo programas sociales. 

Analizamos las diferentes trayectorias posibles de las nuevas 
experiencias, que observamos en la agenda conceptual sobre la 
institucionalización de la ESS y los recorridos del movimiento co-
operativo, a partir de prácticas históricas y contemporáneas a nivel 
internacional. Observamos el desempeño de actores estatales po-
lifónicos, con intereses contradictorios, y actores no estatales del 
movimiento cooperativista y de movimientos sociales que presen-
tan diversas aspiraciones sobre la figura cooperativa. 

El análisis de las esferas de producción y provisión de bien-
estar, nos permite ubicar las experiencias en su interpenetración 
con actores sociales de la sub esfera comunitaria (Adelantado et 
al 1998) o economía popular (Coraggio, 2014; Sarria Icaza y Tiriba, 

	197.	 Este capítulo recoge algunas discusiones de mi tesis doctoral en Ciencias 
Sociales (UBA).

	 198.	 Además de las transferencias individuales el MDS asumía el pago del mo-
notributo social “costo cero” para cada titular, encuadrando la actividad im-
positiva, previsional y el acceso a la obra social al tiempo que proveía los 
elementos de seguridad para el trabajo (cascos, guantes, calzado, ropa de 
trabajo) y financia un seguro por accidentes personales a favor de cada titu-
lar, mientras que los entes ejecutores financiaban seguros contra terceros.
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2003; Barrantes, 1992)199. Se intenta esbozar una propuesta analítica 
para observar las experiencias de las cooperativas creadas bajo pro-
gramas, más allá de los programas ubicándolas en un recorrido que 
advierte una etapa de resignificación de esa figura por las nuevas 
configuraciones entre la esfera estatal de provisión de bienestar y el 
mundo del cooperativismo, que adquiere una especificidad propia. 

Por otro lado, la introducción de la herramienta cooperativa 
en el campo de las políticas sociales a su vez va a desencadenar una 
serie de clivajes y posicionamientos dispares de actores estatales y 
no estatales, particularmente entre diversos sectores del coopera-
tivismo, y de movimientos que se autodenominan de la economía 
popular. 

Esta investigación se basó en el análisis de normativas, docu-
mentos públicos, informes de evaluación e impacto sobre los pro-
gramas, y una serie de pedidos de información pública200, junto a 
entrevistas a especialistas en cooperativismo de trabajo, referentes 
del movimiento cooperativo, a las burocracias y funcionariado del 
MDS y del Instituto Nacional de Asociativismo y Economía Social 
(INAES) entre marzo de 2014 y abril de 2018201. 

	199.	 Esping-Andersen (1993, 2000), Adelantado et al (1998), Martínez Franzoni 
(2005), entre otros.

	200.	 El trabajo en el marco de las cooperativas se inscribe dentro de las acti-
vidades económicas de la economía popular como la expresión del modo 
de vida y de hacer economía de las clases populares orientadas a garanti-
zar la satisfacción de sus necesidades básicas, materiales y no materiales, 
con la utilización de su propia fuerza de trabajo y de los recursos disponi-
bles y se refiere a una dimensión de economía que transciende la mera 
obtención de ganancias materiales y que está estrechamente vinculada a 
la reproducción ampliada de la vida (Sarria Icaza y Tiriba, 2003). En este 
sentido, es importante advertir un conjunto de programas de ESS que han 
acompañado el desarrollo de actividades económicas con diversas lógicas 
como las que se realizan en las esferas de la pobreza y la reproducción bajo 
modalidades de ayuda mutua, asociativa, autogestora o solidaria, vincu-
ladas o no a la promoción comunal, sindical, cooperativista o partidista 
como alternativa al desempleo abierto o coyuntural, aunque fácilmente 
se confunden con el sub y desempleo encubierto (Barrantes, 1992). 

	201.	 Decreto 1172/03 y Ley 27.275.
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1. El cooperativismo bajo programas como vector de resignifica-
ción y politización del cooperativismo

El cooperativismo bajo programa nos invita a realizar una lec-
tura renovada de la propia historia del cooperativismo y sus vincu-
laciones con la política social. 

Es preciso no perder de vista que el cooperativismo como fi-
gura jurídica se ha ajustado a diferentes realidades sociales y pro-
yectos de desarrollo a lo largo de contextos históricos variables en 
todo el mundo, y ello ha sido reflejado en legislaciones nacionales 
que dan cuenta de los procesos de cambio. 

Asimismo, el cooperativismo como movimiento, como asocia-
ción y empresa, ha debatido a lo largo de su historia los criterios de la 
identidad cooperativa, que el cooperativismo bajo programa pone en 
tensión e inicia un proceso de debates sobre su resignificación. 

Como se sabe, la historia del movimiento cooperativo signifi-
có la separación del movimiento sindical y la perdida de la dimen-
sión política como proyecto de transformación global. Uno de los 
problemas del cooperativismo latinoamericano actual es su escasa 
politización; ha perdido fuerza como movimiento social, y las nue-
vas expresiones han sido vaciada de contenido de transformación 
por dispositivos ideológicos que sirven a los intereses del sector ca-
pitalista de la economía (Guerra, 2010).

Además, el peligro de instrumentalización de las cooperati-
vas por los Estados ha sido un hecho recurrente durante el siglo 
XX (controladas, instrumentalizadas y/o subsumidas tanto a los Es-
tados de Bienestar como a los Estados socialistas en el siglo XX) y 
tema de preocupación tanto para el movimiento cooperativo como 
la literatura especializada (Coraggio, 2002; Lima, 2009; Cracogna, 
2015; Castelao, 2016). 

De hecho, el lanzamiento del PRIST-AT alertó a gran parte del 
movimiento cooperativista y académicos en torno de la preocupa-
ción por la vulneración de los principios cooperativos, fundamental-
mente el de autonomía respecto al Estado. 

Sobre este punto, es importante decir que este trabajo 
pretende analizar las transformaciones contemporáneas de las 
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cooperativas, sin caer en miradas de supuesta “desvirtuación”, des-
naturalización o declinación de la figura cooperativa. 

Si bien las argumentaciones y preocupaciones de esos abor-
dajes son atendibles, entendemos que, para poder captar la com-
plejidad del fenómeno, resulta productivo alejarnos de miradas 
normativas para concebir a las cooperativas como estructuras his-
tóricas y cambiantes. 

Entonces, comprendemos el fenómeno del cooperativismo 
bajo programa, como un proceso de resignificación, cambio o adap-
tación de las cooperativas ante nuevas estructuras de riesgo, que se 
articulan con la política social. 

De esta manera opera un cambio en la concepción tradicional 
de cooperativas y en su ubicación en la provisión de bienestar. Mien-
tras que la idea de re significación envuelve lógicas contradictorias 
y tensiones, la idea de distorsión y desnaturalización no permite 
observar los procesos de cambio propios de cualquier estructura 
social como es la cooperativa, ni los procesos políticos desplegados 
al interior del cooperativismo como movimiento. 

Fundamentalmente porque la revitalización de la figura coo-
perativa ha sucedido a partir del lugar de centralidad que adoptó 
dentro del conjunto de la política social argentina. Detrás del hecho 
de ser cooperativas surgidas por razones políticas de los poderes 
públicos, se abren discusiones sobre las formas de actividades eco-
nómicas para grandes conjuntos sociales con problemas de empleo 
o en contexto de pobreza. 

Entonces, desde el punto de vista analítico, podemos inter-
pretar a estas cooperativas como parte de los “componentes in-
ciertos” de la economía social202. (Desroches, 1983) en el marco de 
proyectos hibridados por su interface con el sector público, como 
instancias a medio camino, en esa interface o en conexión con 
otras esferas proveedoras de bienestar. Los programas así, confor-
man organizaciones sin fines de lucro, con una finalidad social que 
combinan lógicas, principios y recursos. Como se sabe, las políticas 

	202.	 Sus componentes ciertos serían las cooperativas propiamente dichas, las 
mutuales y las asociaciones.
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sociales son diseñadas desde la esfera estatal, pero su formación 
y contenidos son condicionados por la estructura y dinámicas del 
resto de las esferas, lejos de relaciones armónicas y sinérgicas las 
políticas sociales están permeadas por tensiones y conflictos por-
que las prácticas de asignaciones están basadas en relaciones de 
poder que son permanentemente resistidos e interpelados (Arcidia-
cono, 2011). Lo que se quiere resaltar es el carácter eminentemente 
político de la definición de cooperativa en su práctica en constante 
tensión y trasvasamiento con otras esferas de bienestar, con mayo-
res o menores niveles de cristalización institucional. En todo caso 
estas variantes de los resultados de las experiencias cooperativas 
se explican a partir de los posicionamientos y el accionar de actores 
estatales y no estatales. 

Es por eso que además debemos comprender que la política 
social que incorpora la figura cooperativa contribuye a la confor-
mación de un ciclo de politización hacia el interior del movimiento 
cooperativo y lo reconfigura con nuevos actores colectivos. Mirado 
desde los programas, la desigualdad de capacidades asociativas de 
los grupos y personas incorporadas, tuvieron consecuencias apre-
ciables sobre la (re) configuración de distintos actores colectivos, y 
marcaron la diferencia entre las organizaciones que lograron redefi-
nir los programas, conseguir cupos, manejar sus propias cooperati-
vas y organizarse en instancias mayores. 

En definitiva, como toda política social, el cooperativismo 
bajo programas contribuyó a colectivizar, armar o re-dibujar actores 
sociales y políticos que conformaron soportes informales de provi-
sión de bienestar y presentaban proyectos, aspiraciones e institu-
cionalidades que no conjuraron necesariamente en la construcción 
de un amplio sector de ESS, ni se identificaron plenamente con la 
figura cooperativa, sino que presentaron diversas visiones que se 
han cristalizado en distintos grupos sociales estratificados hacia fi-
nes de 2015. 

De manera muy esquemática, algunos grupos se encuadra-
ron dentro del movimiento cooperativo donde disputaron reco-
nocimiento y representación desde la Confederación Nacional de 
Cooperativas de Trabajo mientras que otros agrupamientos se 
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organizaron por fuera de ese sector autodenominados como traba-
jadores de la economía popular en la Central de Trabajadores de la 
Economía Popular. 

En este sentido Coraggio (2005b) ha advertido que la ausencia 
de tematización sobre las formas de politización del movimiento de 
ESS corre el riesgo de derivar en su integración funcional al sistema 
de reproducción de la sociedad capitalista. De modo que, para sos-
tener las nuevas experiencias cooperativas creadas, se vuelve cen-
tral la conformación de un poder social renovado, de una alianza 
progresiva, integrada por múltiples actores colectivos que aun con 
diferencias y conflictos de intereses, conformen acuerdos básicos 
compartidos (Coraggio, 2007). 

Y esa contraparte es fundamental, si se tiene en cuenta que en 
el siglo XXI lo que la ESS en general y el cooperativismo podría apor-
tar en materia de bienestar es un esquema de innovación de una 
práctica social que se vuelve a inventar a sí misma y se resignifica 
con los mismos riesgos de instrumentalización por parte del Estado 
o agrupaciones de la sociedad civil o el mercado. Justamente porque 
a lo largo de la historia no ha dejado de ofrecer formas novedosas de 
provisión de bienestar y satisfacción de necesidades y es en esa clave 
desde donde observamos el cooperativismo bajo programas, con el 
objetivo de identificar su potencial de innovación y su capacidad de 
conformar un área intermedia /especifica de organizaciones y em-
presas sociales, con características propias, aunque atravesada por 
lógicas de las diferentes esferas de provisión de bienestar.

2. El cooperativismo y la provisión de bienestar. Algunas discusio-
nes actuales sobre la diversidad de formas de institucionalización.

Partimos de considerar al fenómeno del cooperativismo bajo 
programas como una oportunidad para discutir los diversos relacio-
namientos del cooperativismo y el Estado y la política social. El auge 
del cooperativismo en la provisión de bienestar en el siglo XXI, nos 
obliga a trascender las visiones normativas. 

Los nuevos procesos recuperan la dimensión política del mo-
vimiento cooperativo, reposicionan y resignifican a través de su 
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práctica sus propios principios definitorios203 y encuentran expre-
sión en novedosas estructuras como por ejemplo en el cooperativis-
mo social europeo o el uruguayo, con reconocimientos normativos. 

En este punto, no podemos dejar de desconocer que impor-
tantes referentes del campo de ESS latinoamericanos (Coraggio, 
Hintze, Guerra) han sido críticos a la reducción de las experiencias 
de ESS a formas jurídicas cooperativas, mutuales y asociaciones. 

En América Latina el resurgimiento de la ESS a fines del siglo pa-
sado y principios del actual, se vincula a diversas expresiones solida-
rias y asociativas de los sectores populares, que no necesariamente 
optaban por la figura jurídica de la cooperativa por su inadecuación a 
sus realidades socioeconómicas, los altos costos para sectores popu-
lares y la deslegitimación social del cooperativismo (Guerra, 2010)204. 

Además, la evolución adaptativa de las cooperativas dentro 
del sistema de mercado capitalista ha generado comportamientos 
muy distantes del ideario cooperativista mientras que las empresas 
del capital han aprovechado los resquicios de la legislación de este 
sector para evadir impuestos y responsabilidades sociales por sus 
trabajadores (Hintze, 2010). 

De modo que estas consideraciones nos llevan a una discu-
sión más general del campo de la ESS; sobre el reconocimiento 

	203.	 El cooperativismo se encuentra en permanente revisión a través de su 
práctica. Lo que se quiere resaltar es que, si bien la identidad cooperativa 
se mantiene inalterada, los principios se reformulan y se revisan, se je-
rarquizan algunas dimensiones de la identidad y se neutralizan otras. Cfr. 
Drimer y Drimer, 2017. 

		  La ACI reconoció en 2011 la necesidad de un proceso para modificar los 
principios para conformar una “visión renovada” entendiendo que los 
principios cooperativos no son una doctrina que respetar ni un molde que 
restrinja la innovación de las cooperativas en su búsqueda por satisfacer 
las necesidades (ACI, 2015).

	204.	 Diversos autores reconocen la mayor visibilidad de la ESS en los últimos 
años en América Latina responde más a las necesidades que a las convic-
ciones solidarias (Coraggio, 2013; Castelao Caruana, 2016; Guerra, 2010; 
Hintze, 2010; Vuotto, 2011) y han resaltado la importancia de la educación 
cooperativa y la articulación de estas experiencias con el movimiento so-
cial cooperativo y la academia (Guerra, 2010).
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social, político, económico, jurídico; la potencialidad de nuevas for-
mas de trabajo, articulaciones colectivas y figuras que reconozcan 
las particularidades de las organizaciones –emprendimientos comu-
nitarios, empresas sociales, de inserción, servicios sociosanitarios, 
redes de ayuda mutua, asociativismo rural y comunal, empresas 
recuperadas, emprendimientos asociativos mercantiles y no mer-
cantiles con apoyo público y/o de organizaciones de la sociedad civil 
(Pastore 2008, Hintze, 2010)– y entre ellas las experiencias de coo-
perativas creadas en el marco de programas sociales205. 

Llegados a este punto, desde un plano analítico y más allá de 
los resultados y los problemas de los programas206, estos generaron 
una gran cantidad de cooperativas y mostraron al cooperativismo 
como una opción para grandes conjuntos sociales. 

	205.	 Con diferentes perspectivas y alcances, otros países de la región han avan-
zado en el reconocimiento de la economía plural (Ecuador, Bolivia) y en 
la creación de figuras para acompañar iniciativas que aborden problemas 
de empleo y pobreza y que además acompañen políticas públicas de pro-
moción a la ESS, como la figura de cooperativas sociales en Uruguay, de 
empresas de producción social directa o indirecta en Venezuela y las uni-
dades económicas populares en Ecuador (para una análisis más profundo 
cfr. Hintze, 2010, Guerra, 2010 y 2014; Coraggio, 2013; Castelao Caruana y 
Srnec, 2014, Bragulat, 2016). 

	206.	 Si bien por cuestiones de espacio no podemos dar cuenta acabadamente 
de los límites de los programas para la promoción cooperativas, tomando 
al PRIST-AT como principal referente empírico, debemos decir al menos 
que la figura cooperativa constituyó una herramienta jurídica y política 
para abordar desafíos sociales, políticos y electorales, en un escenario que 
requería de una implementación acelerada a mediados de 2009. 

		  La evidencia empírica recogida sostiene que ni el MDS ni el INAES conta-
ban con las estructuras orgánico-funcionales, para realizar un acompaña-
miento de experiencias cooperativas creadas por los programas.

 		  Además, el funcionariado del MDS presentó resistencias a la co-produc-
ción de políticas y a la mayor injerencia del movimiento cooperativo para 
acompañar a las nuevas organizaciones. De manera que los programas 
han presentado problemas estructurales y coyunturales y con el cambio 
de gestión nacional en diciembre de 2015 se perdió la oportunidad de 
consolidar y mejorar aspecto del diseño e implementación previo. 

		  Sin lugar a dudas, la masificación de cooperativas fue uno de los obstáculos 
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De allí la relevancia de resaltar las diferentes trayectorias po-
sibles de los cooperativismos y observar los procesos sociales y po-
líticos que se despliegan en torno a la figura cooperativa a partir 
del entramado de actores estatales y no estatales implicados en los 
programas que han convertido al cooperativismo en un campo poco 
previsible y demandaron la apertura a procesos de institucionaliza-
ción más amplias, teniendo en cuenta la pluralidad de trayectorias 
posibles de estas organizaciones, siempre en tensión con la mer-
cantilización o instrumentalización de cooperativas por los poderes 
públicos u otros actores sociales.

Entonces, desde el punto de vista conceptual, los programas al 
crear cooperativas, moldean y resignifican al cooperativismo, como 
práctica política y como movimiento social, al crear un tipo sui ge-
neris (Drimer y Drimer, 2017) “únicas en su tipo” contribuyendo a 
agrupar o reagrupar actores colectivos. Los recursos y herramientas 
que aportan los programas a las organizaciones comunitarias o de 
la economía popular en su trayecto de mayor institucionalización 
hacia la esfera asociativa de provisión producen una nueva forma 
de “hacer cooperativas” impactan en la identidad cooperativa como 
doctrina, como movimiento y forma de organización social.

Los programas organizan cooperativas para que de manera 
colectiva los grupos realicen actividades útiles para satisfacer nece-
sidades que sin asumir una forma mercantil abarcan actividades tan 
necesarias como la producción de infraestructura local, obras de 
saneamiento o construcción de viviendas o espacios comunitarios. 

De modo que las cooperativas realizan actividades que tra-
dicionalmente podrían haber sido cubiertos por la administración 
pública. 

centrales para la consolidación de las cooperativas a pesar del gran des-
pliegue de relaciones y estructuras territoriales del MDS.

 		  Además, la figura cooperativa tal como está legislada en la actualidad 
constriñe. tanto en su concepción filosófica como en su dispositivo jurí-
dico-administrativo. Conlleva una serie de principios, responsabilidades y 
exigencias que deberían ser asumidas de forma voluntaria y son de difícil 
cumplimiento. Para un análisis más profundo Cfr. Arcidiacono y Bermúdez 
(2018a y b), Bermúdez (2019).
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En este esquema, los programas como herramienta de políti-
ca social alteran los flujos de recursos de bienestar entre las esferas 
inyectando, en grupos sociales en contexto de pobreza estructural, 
transferencias de ingresos, esquemas de protección (monotributo 
social costo cero, seguros y acceso a otras prestaciones como la 
Asignación Universal por Hijo), oportunidades de asociarse y par-
ticipar en jornadas de trabajo y actividades de capacitación, de fi-
nalizar el ciclo escolar obligatorio, y de obtener formalización legal 
y lograr una mayor institucionalización de las extensiones de las 
unidades familiares de la economía popular (Coraggio, 2014) u or-
ganizaciones de la subesfera comunitaria hacia la esfera asociativa 
(Adelantado, et al, 1998), debido al grado de institucionalización y 
formalización que otorga la figura jurídica de la cooperativa. 

Esa nueva institucionalidad, la cooperativa como conjunto de 
reglas, colisiona, se superpone y se entremezcla con las institucio-
nalidades previas más o menos formalizadas de los grupos y perso-
nas que se incorporaran al programa207.  

Esta interface, o espacio intermedio delineado de manera 
significativa y particular por la política social, presentaba posibili-
dades de derivar en experiencias y organizaciones económicas de 
lo más diversas. 

En efecto, la idea de las organizaciones de la esfera relacio-
nal como espacio de intermediación en interface con otras esferas 
o como componentes inciertos de la ESS –que combinan recursos, 
principios y lógicas y tienen intercambios con actores de otras es-
feras– resulta muy productiva para comprender el cooperativismo 
bajo programa y observar el fenómeno, por fuera de enfoques es-
táticos y normativos sobre el cooperativismo. Además, contribuye a 

	207.	 Las actividades propiamente pautadas por los programas se estructuran 
sobre “el mundo popular informal y la “sociedad civil barrial” con cierto 
arraigo en la resolución de problemas y la distribución de bienes de origen 
público y la organización de los receptores de los programas sociales en 
torno a actividades de contraprestación y al “trabajo político y social ba-
rrial”, que combina tareas de proselitismo y movilización política que for-
talecen las organizaciones populares y aumentan los recursos que llegan a 
las fracciones informales del mundo popular (Vommaro, 2017, 2019).
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mostrar las diversas trayectorias posibles del cooperativismo parti-
cularmente en sus vínculos el Estado y en la provisión de bienestar.

A pesar que las experiencias cooperativas estudiadas presen-
taron una excesiva dependencia de los recursos estatales, con limi-
tadas capacidades para desarrollar su dimensión productiva como 
empresa social y trascender su pertenencia a los programas, lo que 
se quiere resaltar es que los diversos solapamientos e interfaces 
entre esferas, así como la combinación de lógicas, no son novedo-
sas sino que pueden observarse (aunque no de forma idéntica a 
los casos estudiados) al recorrer experiencias históricas, donde las 
cooperativas se han complementado o directamente subsumido a 
las políticas estatales. 

De allí el carácter mixto que pueden asumir algunos tipos de 
cooperativas. La literatura especializada hace referencia tanto a 
las dinámicas de diversos actores o “múltiples partes interesadas” 
(proveedores, usuarios, trabajadores, agentes estatales); como a la 
mixtura social, en cuanto al origen social y trayectoria de vida de sus 
integrantes; en sus recursos y fuentes de financiamiento (Estado, 
mercado, sociedad civil, familias); así como en sus principios y lógi-
cas de funcionamiento (reciprocidad, redistribución, intercambio). 
Estos esquemas mixtos, tienen capacidad de construir autonomía 
a partir de múltiples dependencias y a partir de la confianza mutua 
entre actores diversos mediante el desarrollo de esferas de recipro-
cidad o “esferas públicas de proximidad”, que envían problemas de 
la esfera domestico familiar o de la esfera comunitaria (como el cui-
dado de niños/as, enfermos y adultos mayores) a la esfera pública 
(Evers y Laville, 2004). 

De allí la relevancia de traer a discusión las relaciones de las 
cooperativas con el Estado, particularmente con la política social y 
las diferentes trayectorias posibles del cooperativismo que se ad-
vierten a partir de esos intercambios.

Concretamente, las trayectorias posibles refieren a que estas 
experiencias se podían desarrollar como cooperativas tradicionales 
insertas en ámbitos económicos productivos típicos o bien, como 
cooperativas comunitarias de la economía popular y/o asociadas a 
brindar servicios sociales. 
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En Arcidiacono y Bermúdez (2018) mostramos la apertura del 
cooperativismo hacia nuevas institucionalizaciones con actividades 
más asimiladas al campo de la política social en la prestación de 
servicios sociales, en particular, el cuidado. 

Nos referimos a experiencias europeas a partir de la crisis de 
los Estados de bienestar y el surgimiento hacia los años 80 y 90 del 
siglo XX de cooperativas de usuarios o trabajo asociado del bienes-
tar social (Lorendhal, 1999) o de iniciativa social, cuyo objetivo era 
la prestación de servicios sociosanitarios, atención de personas, y a 
la integración laboral de grupos desaventajados. 

CICOPA (2004) define a las cooperativas sociales como organi-
zaciones con una misión de interés general, y si bien se trata de en-
tidades no estatales basadas en la libre asociación de las personas, 
reciben en algunos casos financiamiento del presupuesto público. 

Tienen una estructura de gobernanza con múltiples grupos 
de interés que involucra tanto a trabajadores, usuarios, voluntarios 
pero también autoridades locales (Laville, 2008), no distribuyen ex-
cedentes o lo realizan de manera limitada dado los diversos tipos de 
socios que las integran208. 

Sus legislaciones permitieron la apertura legal de las coope-
rativas tradicionalmente basadas en una categoría homogénea, a 
la representación de diferentes actores en los órganos de decisión 
(Evers y Laville, 2004); al tiempo que pueden asumir la forma de 
cooperativa de trabajo o bien asumir un estatus legal independien-
te (CICOPA, 2017)209.   

	208.	 Si bien las cooperativas sociales son autónomas y no son creadas por los 
gobiernos en el marco de un programa, su labor y su rol social las acerca 
a una política integral de cuidados o de prestación de servicios sociales 
provistas estatalmente, al tiempo que reciben financiamiento o habilitan a 
la participación de actores estatales en su estructura de gobernanza. 

	209.	 Algunos organismos internacionales (OIT, 2016, ACI-OIT, 2015, CICOPA, 
2014, 2017) sistematizaron experiencias, para promover en torno a ellas, 
adecuadas políticas públicas. Mientras que en Argentina, desde la Secre-
taría de Niñez, Adolescencia y Familia (SENAF) se ha implementado el Pro-
grama Nacional de Cuidadores Domiciliarias a partir del cual se conforma-
ron una diversidad de cooperativas de trabajo de cuidadores domiciliarios 
(Bragulat y Sosa, 2016) que previamente delinearon los Estándares Mun-
diales de las Cooperativas Sociales (CICOPA, 2004).
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Para el caso latinoamericano, algunos especialistas en coo-
perativismo como Bragulat (2016) señalan que las cooperativas so-
ciales presentan un gran potencial con desarrollo de importantes 
experiencias en Colombia y Uruguay, donde ya cuentan con reco-
nocimiento legal210. En todos los casos internacionales o regionales, 
recibieron un fuerte impulso de políticas públicas, por ejemplo de 
aquellas tendientes a la desmanicomializacion y/o construcción de 
sistemas de cuidado211.

Llegados a este punto del trabajo de campo, no se advierte 
claras pretensiones por parte de actores estatales o no estatales de 
conformar cooperativas comunitarias o proveedoras de bienestar. 

Sin embargo, debemos decir que el cooperativismo bajo progra-
ma en general ha sido fuente de recursos no sólo a aquellos grupos 
que se organizaron dentro del movimiento cooperativo, sino también 
para movimientos sociales como Tupac Amaru en Jujuy212 o las orga-
nizaciones que integraron la Central de Trabajadores de la Economía 
Popular213, que conformaron soportes de provisión de bienestar espe-
cífico para sectores de la economía popular que no necesariamente se 
identifica ni se organiza con esquemas propios del ideario cooperativo. 

En definitiva, los desarrollos teóricos que estudiaron las 
empresas comunitarias de proximidad o las cooperativas socia-
les europeas (Evers y Laville, 2004; Laville, 2008; Lorendhal, 1999; 
Bragulat, 2016) permiten acercarnos a discusiones similares en Lati-
noamérica sobre un conjunto de organizaciones de ESS en algunos 
casos promovidas y hasta creadas en el marco de políticas espe-
cíficas para abordar problemas de empleo y pobreza, como es el 

	210.	 A partir de 2016 en adelante, estas discusiones académicas y algunos ca-
sos empíricos empiezan a aflorar y reciben acompañamiento de la Confe-
deración Nacional de Cooperativas de Trabajo.

	211.	 En Argentina, desde la Secretaría de Niñez, Adolescencia y Familia (SENAF) 
se ha implementado el Programa Nacional de Cuidadores Domiciliarias a 
partir del cual se conformaron una diversidad de cooperativas de trabajo 
de cuidadores domiciliarios (Bragulat y Sosa, 2016).

	212.	 Battezzati (2017) ofrece un análisis detallado de esas experiencias.
	213.	 Para un análisis en profundidad Cfr. Maldovan Bonelli et al (2017), Nata-

lucci (2017), Muñoz, (2018).
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caso bajo estudio, cuya trayectoria es susceptible de derivar como 
organizaciones cooperativas “tradicionales” insertas en ámbitos 
productivos propios de la esfera mercantil o bien su trayectoria con 
podría derivar en múltiples opciones posibles, en algunos casos ha-
cia la conformación de cooperativas de “bienestar social” abocadas 
a proveer servicios comunitarios, socioeducativos, etc. 

3. Una propuesta analítica: del cooperativismo sui generis hacia 
las cooperativas comunitarias de la economía popular 

A partir del recorrido realizado y retomando otras contribu-
ciones214, nos referimos al cooperativismo bajo programa como 
“experiencias cooperativas en transición”, como instancias pre-
cooperativas215 en los que las características de los programas, las 
visiones y aspiraciones de los actores estatales y no estatales en 
torno a la figura cooperativa, las actividades realizadas por estas y el 
acompañamiento de esas experiencia por parte del movimiento co-
operativo, deviene central para garantizar la educación y formación 
cooperativa y construir niveles progresivos de autonomía216. 

	214.	 Vuotto, 2011, Schujman, 2015, Coraggio, 2013, Hopp, 2015, Fernández Ál-
varez, 2015, Kasparian, 2017, 2019, Castelao Caruana, 2016. 

		  Para Schujman, (2015) este fenómeno demanda de la academia “una in-
vestigación aplicada rigurosa” para comprender la complejidad por fuera 
del análisis simplista que englobe a todas las experiencias y de cuenta de 
experiencias de ESS fuera de los moldes de la teoría.

	215.	 Schujman (2015) explica que en el derecho y la doctrina comparada exis-
ten tipos que pueden permitir (bajo ciertas condiciones), generar “pre 
cooperativas” o “cooperativas simplificadas” que faciliten su tránsito. Sin 
embargo, siguiendo a Haagen (2000), Schujman explica que las políticas 
públicas raramente transfieren a las organizaciones de la sociedad la res-
ponsabilidad y el poder para autogestionarse, la mayoría no han evolucio-
nado hacia la autonomía esperada sino que su dependencia con respecto 
al Estado ha aumentado sin cesar, desacreditando de esa forma el papel 
de promotor del poder público.

	216.	 Es importante advertir la tensión entre la perspectiva los hacedores de 
las políticas bajo estudio, que más que apostar por nuevas configuracio-
nes laborales –a pesar de incorporar la figura cooperativa en el diseño de 
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Lejos de visiones románticas, normativas o de supuesto vir-
tuosismo y al igual que otras tipo de cooperativas u organizaciones 
de la ESS, en las experiencias cooperativas bajo programas se mez-
clan y conviven lógicas, prácticas y principios organizativos como la 
solidaridad, la reciprocidad, la ayuda mutua, así como también el 
interés individual, las relaciones de dominación, diversidad de prác-
ticas como clientelismo, autoritarismo, discrecionalidad, junto con 
la redistribución del Estado hacia estas cooperativas en el marco de 
programas (Schujman, 2015).

De manera que, estas cooperativas son organizaciones surgi-
das por necesidades más que por aspiraciones que presentan en-
trecruzamiento de lógicas, prácticas y principios económicos que se 
constituyen como “campos de tensión” (Evers y Laville, 2004). 

Insistimos en sostener que desde nuestra perspectiva, si bien 
consideramos atendibles las preocupaciones por el peligro de las 
“intromisiones” de la esfera estatal a la autonomía cooperativa, pre-
tendemos comprender el proceso que se despliega a través de los 
programas que configura una categoría cooperativa específica que 
eventualmente podría desarrollar potencial en la provisión de bien-
estar o servicios sociales, como lo fueron los sectores de inserción 
social o del desarrollo económico comunitario en otras experiencias 
nacionales, como organizaciones o empresas que acentúan más su 
dimensión social antes que la búsqueda de resultados económicos 
desde el punto de vista mercantil estricto. 

los programas–, pretendieron emular la condición del trabajo asalariado 
y subsanar aquello que el salario no logra en materia de redistribución 
de derechos y protecciones. Pero esas concepciones pierden de vista las 
posibilidades de considerar el trabajo en sentido amplio como trabajo no 
fordista, para visibilizar y fortalecer aquellas actividades que escapan a ese 
trabajo “como deber ser”, considerado estropeado, maltrecho y requie-
ren la reconceptualización diferentes dimensiones (De la Garza Toledo, 
2000). Y en este sentido, las actividades de contraprestación en el marco 
de cooperativas producen valor económico y social, generan identidades 
e ingresos y ciertos arreglos de protección social en un esquema de desdi-
bujamiento de los puntos de referencia entre empleo, formación, volunta-
riado, desempleo y de la frontera del “trabajo” en su definición supuesta-
mente clásica de empleo asalariado (Vatin, 2004). 
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En estas experiencias cooperativas asume gran peso tanto la 
esfera estatal o la economía no mercantil (principio de redistribu-
ción del Estado) que moldea esos grupos sociales, los reconfigura 
otorgándoles una mayor institucionalidad propia de la subesfera 
asociativa (Adelantado, et al, 1998). 

Pero debemos asumir que la categoría de las experiencias de 
cooperativas bajo programas –subsumida a objetivos de política 
más amplios– corría el riesgo de distorsionarse por lo que requería 
una adecuada solución política de las contradicciones de las dife-
rentes lógicas, del reconocimiento político del valor social y econó-
mico que creaban esas organizaciones y su definición como un tipo 
legal específico (Schujman, 2015). 

Los alcances más sustantivos de la dimensión cooperativa, de-
pendía del logro de puntos de equilibrio de las relaciones de inter-
cambios entre la política, las visiones y objetivos de gobierno, sus 
aspiraciones, por un lado, y la construcción de poder político de los 
diferentes grupos que conforman tanto al movimiento cooperativo 
como a los movimientos sociales implicados en la implementación 
de los programas. 

En este punto, debemos decir que los procesos de institucio-
nalización de experiencias de ESS y las políticas de reconocimiento 
y promoción de ese sector217 –que incluyen la incorporación de las 
cooperativas sociales, empresas sociales y esquemas de co-cons-
trucción y co-producción de políticas públicas218 entre las esferas 
de provisión de bienestar– forman parte de una agenda regional. 
El predominio de la redistribución estatal conformaba un riesgo de 
instrumentalización de la ESS, que no logró ser contrapesado por 
las aspiraciones y posicionamientos políticos por parte de actores 

	217.	 Para profundizar en esos debates se sugiere la lectura de Hintze (2010), 
Coraggio (2013), Guerra (2010), Castelao Caruana y Srnec (2014), Hopp 
(2017).

	218.	 La co-producción refiere a nuevas formas de participación de organismos 
no estatales en la producción de servicios colectivos desde un plano or-
ganizacional en tanto que la co-construcción remite a su participación en 
la elaboración de las mismas desde un plano institucional (Vaillaincourt, 
2011).
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no estatales, y el gobierno tampoco concedió espacios para la co-
construcción de políticas219.

Es por eso que la ausencia de resultados sustantivos de las 
experiencias del cooperativismo bajo programas no sólo se explica 
por la impronta de los programas y las particularidades de las coo-
perativas, sino por el desacople entre el universo de decisores en 
materia de programas sociales y el heterogéneo y fragmentado sec-
tor de la ESS en general y en particular del cooperativismo de traba-
jo en Argentina (Vuotto, 2011) que tuvo limitadas posibilidades para 
acompañar estas nuevas experiencias y dificultades para contribuir 
(dada la masividad de las cooperativas bajo programa) en la ense-
ñanza de valores, prácticas y la administración de cooperativas y 
guiar las trayectorias de aprendizaje de autonomía y autogestión; al 
tiempo que parte del sector del cooperativismo pionero se mostró 
reticente a estas experiencias por considerarlas una mera imposi-
ción o formalidad para contraprestar y cumplir con las exigencias 
del programa. 

De todos modos, algunos sectores del cooperativismo urbano 
mantuvieron actitudes comprensivas, y realizaron esfuerzos para 
concebirlo como “otra cosa diferente”, como instancias interme-
dias o “pre-cooperativas” creadas desde el Estado que dan inicio 
de trayectos hacia el cooperativismo propiamente dicho220. Pero 
fundamentalmente, la dimensión cooperativa quedó eclipsada y 
subsumida a objetivos de política más amplios, ante la necesidad 
de acumulación política a nivel territorial de funcionarios públicos, 
o dirigentes políticos y organizaciones sociales territoriales (en la 
mayoría de los casos integrantes de la propia coalición gobernante 

	219.	 El interés de la co-construcción democrática y solidaria, se armoniza con 
la búsqueda del interés general, ligado a la idea que las políticas públicas 
serían más democráticas si el Estado aceptara construirlas en partenaria-
do (denominación que deriva de partenaire o pareja en una actuación) 
con otras esferas proveedoras de bienestar incluyendo a la ESS, superando 
ésta el status de simple instrumento del Estado y conservando autonomía 
(Vaillaincourt, 2011).

	220.	 Estos sectores elaboraron preproyectos legislativos en donde plasmaron 
esas ideas. 
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hasta 2015) que intervienen desde los entes ejecutores de las que 
dependen221. 

De modo que lo novedoso de los programas que incluyeron 
cooperativas se fue diluyendo por las viejas formas de acumulación 
política, ante la inercia institucional de viejos formatos o esquemas 
conceptuales para el abordaje de la cuestión social. 

Finalmente, en cuanto a los alcances de la institucionaliza-
ción del cooperativismo bajo programas, no se logró avanzar en la 
discusión hacia la redefinición política de una figura más acorde al 
perfil de destinatarios y sus necesidades, es decir, hacia novedo-
sas estructuras jurídicas creadas en el marco de programas, que 
contemplen las especificidades de las experiencias surgidas en di-
cho marco. 

Esto, como vimos, forma parte de un debate más amplio a 
nivel regional sobre los procesos de institucionalización de expe-
riencias de ESS y las políticas de reconocimiento y promoción de ese 
sector222, que incluyen la incorporación de novedosas figuras como 
cooperativas sociales u otros esquemas de co-gestión entre las or-
ganizaciones con el sector público o co-construcción de políticas. 

Las dificultades de redefiniciones y reconocimiento no sólo 
se explican por la falta de propuestas desde el gobierno, sino que 
también se vincula con la heterogeneidad y fragmentación de las 
representaciones del sector de la ESS en general y en particular del 
cooperativismo de trabajo en Argentina (Vuotto, 2011). Schujman 
(2015) recoge la preocupación sobre la regulación de estos subtipos 
de cooperativas de trabajo y entiende que, aunque no están previs-
tas específicamente para estos casos, la mejor figura legal para las 

	221.	 Particularmente en el caso del PRIST-AT, la pulseada por el control del pro-
grama entre los municipios y los movimientos sociales, presentaba varia-
ciones según las relaciones del gobierno nacional con los gobiernos sub-
nacionales, principalmente los intendentes del conurbano bonaerense. 
A mayor distancia entre estos, se abría la posibilidad a que federaciones 
y confederaciones de cooperativas o universidades se erijan como entes 
ejecutores en esas localidades.

	222.	 Para profundizar en esos debates se sugiere la lectura de Hintze (2010), 
Coraggio (2013), Guerra (2010), y Castelao Caruana y Srnec (2014).
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“cooperativas bajo programas” sería la de “cooperativas simplifica-
das” o la de “emprendimientos sociales comunitarios”. 

Ambos casos significaría que adoptando la figura cooperativa 
se constituyan como organizaciones poco complejas y transitorias, 
como medio para evolucionar hacia verdaderas cooperativas con el 
apoyo de un grupo de socios patrocinadores y programas sociales, 
en dimensiones educativas, sociales, económicas, administrativas y 
financieras que contribuyan en la educación y capacitación de los 
miembros, garantizando la ocupación laboral inmediata, la capitali-
zación y la obtención de resultados económicos rápido (García Mü-
ller, 2009 en Schujman, 2015). 

Esta idea es la que se vio reflejada en el preproyecto de Ley Fe-
deral de Economía Social y Solidaria promovido desde la presidencia 
del INAES para su discusión al interior del movimiento cooperativo, 
en el último tramo de la presidencia de Cristina Fernández, a fin de 
subsanar el vacío legal en materia de cooperativismo de trabajo a 
nivel general223, y en particular ante la necesidad de reconocimiento 
jurídico de este nuevo subtipo de cooperativas de trabajo “bajo pro-
gramas” que tienen la particularidad de combinar diferentes recur-
sos, lógicas y prácticas para la provisión de bienestar. 

Así, el preproyecto planteó algunos lineamientos en torno a 
su institucionalización como “cooperativas protegidas” promovidas 
por programas, universidades y organizaciones públicas y privadas, 
al tiempo que reconocía la posibilidad de co-gestión con el Estado y 
la figura de “personas jurídicas de carácter público”. 

En suma, no pudo avanzarse en la discusión que en definiti-
va se dirigiera hacia la redefinición política o readaptación de esa 
figura hacia esquemas más acorde al perfil de las integrantes y sus 
necesidades, es decir, hacia las figuras planteadas por Schujman, 
o cooperativas sociales o más genéricamente “empresas sociales“ 
(Defourny, 2009) o con particularidades específicas, que valoricen 
su dimensión social por prestar un servicio a la comunidad y/o a 

	223.	 Para ampliar sobre este punto Cfr. Vuotto (2011), Cracogna (2013 y 2015), 
Fernández Vilchez, Feser, Mutuberría Lazarini y Ureta (2011), Hintze y 
Deux Marzi (2014), Hopp (2017) y Ruggeri y Mutuberría Lazarini (2018).
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un grupo social específico, en el marco de novedosas y particulares 
estructuras jurídicas creadas bajo programas. 

Estos andamiajes debieran contemplar las especificidades de 
las experiencias surgidas en dicho contexto, yendo a su vez más allá 
de categorías de asociados homogéneas, dando cauce a la mixtu-
ra social (conformadas por personas en contexto de pobreza sino 
también integrándose con otros grupos sociales) y problematizando 
además el rol del Estado en estos esquemas.

Reflexiones finales

El cooperativismo es una de las formas de organizar el trabajo 
dentro del amplio campo de ESS o la Economía Popular y Solidaria224 
y no es una opción que se pueda imponer ni masificar, menos aún, 
si se toman en cuenta las versiones normativas, rígidas y desactua-
lizadas que aparecen en el repertorio de posibilidades actuales en 
nuestro país. Hemos centrado nuestro análisis allí, debido a que ha 
sido una opción predominante en el campo de las políticas sociales 
en el período 2003-2015. Observamos cómo esta línea de política 
social que utiliza la figura cooperativa para abordar problemas de 
empleo, informalidad y pobreza, contribuye a resignificar al coope-
rativismo como arreglo social y como movimiento.

De hecho, la promoción del cooperativismo por parte del 
gobierno podía también asumir otros caminos, tanto alternativos 
como simultáneos al fenómeno del cooperativismo bajo programas, 
desde aplicar una política que beneficie las entidades existentes, 
usar figuras como las “régies coopératives”225 o conformar socie-
dades mixtas, por su base social e integración de tipo de asociados 
–participación y dirección del movimiento cooperativo pionero en 

	224.	 Denominación propia de otros casos nacionales como Ecuador que co-
mienza a aparecer en las definiciones teóricas (Hintze, 2019) y en los dis-
cursos de sectores del movimiento cooperativo como CNCT.

	225.	 Son administraciones públicas con rasgos cooperativos, creadas por deci-
sión de los poderes públicos municipales para la realización de obras pú-
blicas (Drimer y Drimer, 2017).
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el acompañamiento de las experiencias bajo programa además de 
estrategias de co-construcción más a largo plazo–. 

Sin embargo, la decisión unilateral del consumidor, trabajador, 
voluntarios, agentes estatales, con mayores niveles de gobierno de 
otorgar el estatus de cooperativas a las experiencias bajo programa 
generó resquemores por parte del sector cooperativo tradicional 
y esto obturó las posibilidades de construir acuerdos compartidos 
respecto al desarrollo de esas entidades. 

En este sentido, no debe perderse de vista que más que un 
tipo de política que promueve el fortalecimiento de nuevos agru-
pamientos dentro del campo de la ESS a través de diferentes he-
rramientas de promoción –como créditos, exenciones impositivas, 
educación cooperativa en todos los niveles del sector educativo, 
etc.–, se priorizó un esquema de intervención desde la esfera gu-
bernamental pretendiendo moldear las organizaciones sociales, 
tensionando la figura y las prácticas propias de la lógica de las coo-
perativas de trabajo. 

En este marco, la idea de pre-cooperativas inscriptas en un 
proceso de transición a largo plazo (para aquellos casos de expe-
riencias cuyos integrantes tengan la convicción de generar una coo-
perativa) se ajustaba en mejor medida a los procesos estudiados. 

En este trabajo por otro lado, mostramos al cooperativismo 
bajo programa por fuera de enfoques estáticos y normativos desde 
perspectivas que demandan la apertura a procesos de instituciona-
lización más amplias teniendo en cuenta la pluralidad de evolucio-
nes posibles de estas organizaciones, particularmente a partir de los 
diversos vínculos con el Estado en la provisión de bienestar.

Partimos del supuesto que, las articulaciones de las cooperati-
vas y la política social presentaba posibilidades de derivar en expe-
riencias y organizaciones económicas de lo más diversas.

 El proceso que se despliega a través de los programas tenían 
potencialidad para derivar en una categoría cooperativa específica.
Inician trayectorias que podían derivar como organizaciones coope-
rativas “tradicionales” insertas en ámbitos productivos propios de 
la esfera mercantil, o bien hacia la conformación de cooperativas 
de “bienestar social” abocadas a proveer servicios comunitarios, 
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socioeducativos, etc. como en otras experiencias nacionales, con-
formadas como organizaciones o empresas que acentúan más su 
dimensión social antes que la búsqueda de resultados económicos 
desde el punto de vista mercantil estricto. Estas evoluciones pueden 
observarse (aunque no de forma idéntica a los casos estudiados) 
al recorrer experiencias históricas, donde las cooperativas se han 
complementado o directamente subsumido a las políticas estatales.

Pero los programas que crearon las cooperativas analizadas 
no recuperaron los debates del campo de estudios de la ESS o sobre 
el “cooperativismo social”. 

Ninguno de estos aspectos plasmaron en los documentos ins-
titucionales de los programas o fueron planteados por los actores 
entrevistados en el trabajo de campo. 

La propuesta analítica de este trabajo intenta trazar puentes y 
diálogos entre dos mundos que aparecen desconectados. 

Las miradas normativas y rígidas de la figura cooperativa en los 
diseños de estos programas, contrasta con las múltiples opciones que 
se abren atentas a la agenda de discusión regional e internacional. 

Además, esa rigidez es consecuencia del desactualizado mar-
co normativo cooperativo argentino, que no da cuenta de las trans-
formaciones sociales y del propio movimiento cooperativo y de los 
diversos intercambios de este con los gobiernos y el Estado.

La institucionalidad no logra un punto de equilibrio virtuoso 
que se aleje de la pura instrumentalización de las cooperativas por 
parte de actores estatales y no estatales para iniciar caminos que 
valoricen sus aportes en los planos económicos y en la producción 
y provisión de bienestar. 

Ese proceso también precisa de la construcción de poder so-
cial226 y de un sector fuerte y articulado de la ESS y del cooperativis-
mo de trabajo que, junto con otros movimientos sociales, con aspi-
raciones y metas comunes, pueda constituirse en un actor político 
capaz de traccionar en conjunto en ese sentido. 

Pero el lugar secundario de la dimensión cooperativa por deba-
jo de objetivos políticos más amplios, explican sus alcances limitados. 

	226.	 Tal como lo plantea Coraggio (2005).
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En efecto, las perspectivas de generar cooperativas se enfrentaron a 
visiones de corto plazo, además de las ambigüedades de las trayec-
torias de las intervenciones a partir de expectativas diferentes de 
actores estatales y no estatales y la ausencia de proyectos sustanti-
vos para la democratización de la economía. 

En apretada síntesis, aún con muchas y muy buenas excepcio-
nes que rastrean los trabajos a nivel micro social, a nivel general, el 
componente cooperativo de los programas fue debilitándose con el 
correr del tiempo ya sea por los obstáculos legales-contables, como 
por la dificultad de organizar las actividades en los territorios, por 
los problemas de articulación entre las burocracias estatales y los 
entes ejecutores para generar actividades y ponerlas en funciona-
miento, o hasta por los problemas de ausentismo de los/as coope-
rativistas, sobre todo las mujeres, recurrentemente vinculado con 
las responsabilidades de cuidado de miembros de la familia pero 
también en general porque las personas difícilmente podían sus-
traerse de circuitos de mercados informales para proveerse de in-
gresos que complementen los percibidos por los programas y ello 
explicaba algunos niveles de ausentismo en las actividades.

Poco se sabe a nivel agregado sobre la cantidad y característi-
cas de experiencias cooperativas que pudieron desarrollarse soste-
nidamente, ni el INAES, el MDS u otras agencias estatales realizaron 
relevamientos cualitativos que recopile información. 

Lo que sí mostró el MDS fueron las percepciones de las per-
sonas incorporadas al PRIST-AT que indicaban que en 2013 sólo el 
12,7% realizaba actividades con su cooperativa fuera del horario la-
boral y el 23,7% tenía proyectos con un grupo cooperativo (MDS, 
2014). Esta información fue reactualizada en 2015 sobre datos de 
2014 que indicaba que el 13,5% se encontraba realizando un pro-
yecto socio-productivo con su cooperativa por fuera del horario la-
boral (MDS, 2015).

Un funcionario del INAES227 explicaba que en el contexto del 
cambio de gestión de gobierno nacional en diciembre de 2015 se 
realizaron algunas estimaciones sobre el PRIST-AT: 

	227.	 Entrevista realizada el 6-12-2017.
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Sobre las cooperativas que efectivamente persistieron (…) porque 
Argentina Trabaja eran entre 8 mil y 9 mil. Ese es el número que se 
estima y de esas 9 mil (…) esta es la lógica que entienden los chicos 
del ministerio, que hay mil cooperativas que en la práctica estarían 
funcionando como cooperativa. 
El resto no está como cooperativa, o por disminución de cantidad 
de socios que no llegan al mínimo número que necesita una coope-
rativa. Seis en algunas o diez en otras.

Como se sabe, las medidas tomadas por la gestión que se ini-
cia en diciembre de 2015 se orientaron hacia la desactivación de la 
dimensión cooperativa228. Todos los problemas explicados desgasta-
ron la herramienta cooperativa y en ese intersticio político es donde 
se amparó la nueva administración de Cambiemos para iniciar las 
transformaciones. 

Pero estas a su vez inician una serie de recursividades entre la 
política y los movimientos sociales territoriales y cooperativas crea-
das, que resistieron este proceso desde diferentes perspectivas229. 

En este punto, es importante comprender que la línea de polí-
tica estudiada (al igual que otros programas sociales), sirvió también 
como fuente de recursos para alimentar esquemas productivos y 
organizativos de los movimientos sociales territoriales, aunque esos 
sectores no necesariamente se identificaron ni se organizaron con 
esquemas propios del ideario cooperativo (Bermúdez, 2019). 

Dejamos anotado que en el nuevo escenario, y de manera 
esquemática, algunos de esos grupos, se organizaron detrás de la 
demanda de la promoción de la figura cooperativa con posiciones 
más próximas al reconocimiento de nuevas formas de trabajo au-
togestivo-asociativo, nucleados mayormente en la Confederación 
Nacional de Cooperativas de Trabajo (CNCT); mientas que otros 

	228.	 Sobre esto cfr. Arcidiacono y Bermúdez (2018a y c). 
	229.	 Es esa resistencia en parte, lo que explica que a pesar de la decisión del 

gobierno de promover la desactivación y descolectivización, paradójica-
mente, en el primer período, se crearon 247 cooperativas (Arcidiacono y 
Bermúdez, 2018b).
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grupos organizaron sus demandas detrás de la categoría amplia de 
“economía popular”, nucleados principalmente en la Central de Tra-
bajadores de la Economía Popular (CTEP)230.

En definitiva, y más allá de los limitados resultados de la dimen-
sión cooperativa en los programas estudiados, todavía queda pen-
diente un reconocimiento estructural de las economías populares de 
las comunidades y de la institucionalización de “otras economías”. 

Estos programas nos invitan a reactualizar debates de larga 
data en la historia de América Latina. 

Cobra relevancia la idea de economía plural para construir 
otros horizontes de sentido sobre la diversidad de economías de las 
comunidades, que articule a los diversos actores en la conforma-
ción de un nuevo poder social con capacidad de sostener agendas 
de cuestiones compartidas. 

Estos procesos demandan una legislación acorde a las trans-
formaciones de las cooperativas de trabajo en general y a las coope-
rativas sociales en particular. 

Esto es parte de la agenda de la CNCT en tanto que el INAES a 
principios de 2019 comenzó a delinear incipiente normativa sobre 
cooperativismo social. 

Recientemente, en un encuentro organizado por los 10 años de 
la CNCT, diversos actores del campo de la economía popular y del nue-
vo cooperativismo de trabajo reflexionaron sobre sus desencuentros 
en el período estudiado, el representante de CNCT realizó una autocrí-
tica por no haber avanzado en la sanción de leyes específicas que 

“Son desafíos para la próxima etapa”231. Dijo. Por su parte, el 
representante de la CTEP232 expresó “Quiero corregir mis errores. 

	230.	 Fue este grupo el que participó activamente junto con Barrios de Pie y la 
Corriente Clasista y Combativa en la sanción de la Ley de Emergencia Social 
a finales del primer año de la gestión Cambiemos. Esa ley tuvo por objeto 
promover y defender los derechos de estos trabajadores, creó el Consejo 
de la Economía Popular y el Salario Social Complementario (CEPSSC) y el 
Registro Nacional de la Economía Popular en la órbita del MDS.

	231.	 Martín Bordalejo, secretario de la Federación 1° de mayo en la Charla en 
conmemoración por los 10 años de la CNCT, el 21 de mayo de 2019.

	232.	 Emilio Pérsico, secretario general del Movimiento Evita en la Charla en 
conmemoración por los 10 años de la CNCT, el 21 de mayo de 2019.
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Necesitamos mantener la presión social, la vanguardia, las ideas y 
los programas salen de ahí. Tenemos que ser vanguardia con leyes 
de cooperativas de trabajo y leyes de Economía Popular”.
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La Necesidad de Reforma a la Ley 20.337

La Ley 20.337 ha cumplido una función extraordinaria. Aseguró el 
carácter principista de nuestro Derecho Cooperativo e influyó positiva-
mente sobre su praxis. El movimiento y la doctrina sr han contentado en 
no tocarla.

Sin embargo, creemos que: habiendo transcurrido más de 40 años, 
la redefinición del concepto de las Cooperativas, por parte de la Alianza 
Cooperativa Internacional, en 1966233; habiéndose dictado, con carácter 
de derecho público internacional la Recomendación 193/2002234, de la 
OIT, teniendo en cuenta la Ley Marco de las Cooperativas de América235; 
habiéndose dictado en toda América Latina (en países que comparten 
realidad con el nuestro) y en muchos casos en su consecuencia, leyes236 
que contienen instituciones muy valiosas, que deberíamos discutir,;y 
fundamentalmente una praxis, que viene produciendo reciproci-
dad, solidaridad, don y redistribución impulsada por nuestros pue-
blos y que nos obligan a bucear en nuevas realidades.

	233.	 ACI Americas. 
		  https://www.aciamericas.coop/Principios-y-Valores-Cooperativos-4456
		  Declaración sobre identidad y principios Cooperativos. ICA. Manchester 

1995. Ed. ICA Ginebra Suiza.
	234.	 Recomendación 193. OIT.
		  https://www.ilo.org/dyn/normlex/es/f?p=NORMLEXPUB:12100:0::NO:

:P12100_ILO_CODE:R193
	235.	 Ley Marco de las Cooperativas de América.   
		  https://www.aciamericas.coop/IMG/pdf/LeyMarcoAL.pdf 
	236.	 Ley Peruana de Cooperativas. Dec - Leg. Nro.85./80 que reforma la ley 

15.260.64 y responde al art. 188 de la Constitución Política.
		  Ley de Asociaciones Cooperativas de Costa Rica  4179  (29.4.11).
		  Ley de Asociaciones  Cooperativas de Panamá. Nº 38/980 (22. 10.80).
		  Ley  de Constitución y Funcionamiento de las Cooperativas del Uruguay 

18.407.(14.11.1).
		  Ley 353/2013 General de Cooperativas de Bolivia. Reglamentada por Dec. 

1995.14.
		  Ley 5764 de Cooperativas de Brasil.
		  Ley General de Sociedades  Cooperativas de los Estados Unidos de Méjico.  

Texto vigente, última Reforma. 19.11.18.
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Importantes cambios que se produjeron en la realidad so-
cioeconómica, en el planeta y que influyeron profundamente en 
Latinoamérica, y también en nuestra Argentina.  Se han generado 
nuevos subtipos cooperativos que responden a esas prácticas. 

Si evocamos el origen de las cooperativas en sus inicios, cons-
tatamos que se han producido transformaciones muy profundas en 
el mundo del trabajo, y en la vida de las capas medias que tienen 
ahora nuevos intereses y necesidades, y fundamentalmente en el 
conjunto de la sociedad que alberga a multitudes de trabajadores 
informales (el hecho de contar con monotributo y monotributo 
social y otros derechos no modifican esta condición), o formaliza-
dos que ven peligrar su trabajo que conforman en América Latina y 
nuestro país la mayoría de los trabajadores en actividad y en paro. 
Todo esto se ha agudizado en los últimos meses como consecuencia 
de una megacrisis y una pandemia de magnitud.

Las cooperativas están en condiciones de proponer tipos ju-
rídicos diferenciados para dar cabida tanto a los profesionales y 
técnicos, a trabajadores autónomos asociados, a los que realizan 
la actividad de cuidado, y a todos los que tienen dificultades para 
competir en un mercado feroz con organizaciones mercantiles que 
en mayor escala realizan la misma actividad, o lo hacen en la por-
ción del territorio donde ésta es más lucrativa.

Tampoco los trabajadores excluidos del mercado de trabajo, 
encuentran un tipo jurídico con las especificidades y los apoyos, 
que les permitan reunirse para autogestionar la reproducción de 
su vida, la de su familia y la de la comunidad en la que se insertan.

E incluso una parte de aquellos a los que el neoliberalismo 
sostiene con políticas sociales, si encuentran modelos asociativos 
de muy reducida complicación y costo, van a poder, con los soportes 
necesarios, mejorar sus condiciones de vida y transformar en pro-
ducción social su actividad.  

		  Ley General de Cooperativas de Chile. Última Versión 2016.
		  Ley Colombiana de Cooperativas. Texto adecuado por la Ley 454 de agosto 

4 de 1998 de Economía Solidaria de Colombia.
		  En la Ley Orgánica de Economía  Popular y Solidaria de Ecuador, un capitu-

lo contiene una moderna Ley de Cooperativas. 
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La sociedad en su conjunto está interesada en que la ayuda 
social se trastoque en producción, y el derecho cooperativo tiene la 
posibilidad de hacer un aporte sustancial para que ello sea posible.

Si no respondemos desde el derecho cooperativo, preservan-
do su identidad, y no tenemos en cuenta la realidad del siglo XXI, 
corremos el riesgo de quedarnos con una maravillosa historia, sin 
poder construir ese gran Movimiento Económico Social que es el 
cooperativismo, de insertarlo en la Economía Social, Solidaria, Po-
pular y Comunitaria, y de dar respuesta legal, y hacer un aporte 
para entender y dejar de lado la informalidad, en la búsqueda, que 
de la reproducción de la vida asociada que está haciendo nuestra 
gente y sus comunidades, en todos los sectores sociales. 

Esto no es posible mientras no proporcionemos un tipo jurídi-
co y subtipos, sólidos y simples para responder a las necesidades e 
intereses de la gente y si no nos desprendemos de prejuicios.

Durante décadas el temor a los cambios que a los proyectos 
hace el poder judicial, o los celos entre hermanos en la coopera-
ción, han postergado múltiples propropuestas. Es hora de dar im-
portantes pasos hacia el futuro.

Si queremos resultados diferentes no podemos pensar siem-
pre con los mismos parámetros.

La legislación cooperativa no brinda marco legal simple y ac-
cesible para la asociación libre de personas –que buscan satisfacer 
sus necesidades y las de su comunidad, a través de una empresa 
que ellos mismos dirijan– eliminando la intermediación, la explota-
ción y la deformación que produce por un lado la asimilación de las 
cooperativas a las sociedades lucrativas y su burocratización, y por 
el otro un universo de prácticas solidarias que no encuentran tipos 
y subtipos  jurídicos, y los apoyos  redistributivos formalizados para 
normalizar y regularizar su actividad.

Es necesario mantener una ley de Cooperativas que sea apli-
cable a todas esas entidades, pero simultáneamente es necesario 
regular “suptipos” que se hagan cargo de las especificidades, que 
nuestra realidad y nuestro tiempo plantean.
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Algunas instituciones que a nuestro juicio es ineludible incluir en 
una reforma a la Ley de Cooperativas

Cooperativas Simplificadas
Las referencias al derecho comparado no tienen por objeto 

sugerir copias, porque nuestra realidad es diferente, sino exhibir 
búsquedas que no compartimos por aferrarnos conservadoramente 
a lo que ya es insuficiente.

Señalamos en el Derecho Cooperativo Latinoamericano (2015)237 

que estas figuras deberían servir de base en América Latina, no sólo 
para sustituir la formas lucrativas de agrupamiento de técnicos y 
profesionales, y trabajadores que autogestionan empresas en las 
que el trabajo es muchísimo más relevante que el capital, pero que 
por su dimensión y su origen no consienten un tipo jurídico que 
implica formalidades excesivas, costos constitutivos y de funciona-
miento incompatibles e innecesarios  con su realidad, sino además 
para comprender que desde este punto de partida pueden configu-
rarse otros sub tipos cooperativos que no sean incompatibles con  
su identidad, principios y valores. Las Cooperativas de Trabajadores 
del Arte de la legislación uruguaya es un buen ejemplo al respecto.

La ley de cooperativas andaluza (Ley 14/2011) asume uno 
de los conceptos centrales de las denominadas “cooperativas sim-
plificadas”, porque admite que se constituyan por al menos “tres 
personas”, y lógicamente su gobernanza y recaudos formales se 
adecuan a su especificidad, lo que ya había permitido un impor-
tante desarrollo del trabajo asociado de noveles profesionales, 
técnicos, artesanos o trabajadores agrupados para determinadas 
tareas

Otras, ya se basan más en la conectividad: las cooperativas 
agropecuarias en las aglomeraciones urbanas, las de profesionales 
liberales, los grupos de reflexión, las instituciones de investigación, 

	237.	 Schujman, M. y Chaves Gaudio, R. (Coord.) (2015). Derecho Cooperativo 
Latinoamericano. Ed. Juruarua. Rio de Janeiro. Brasil.
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los sistemas para compartir programas de código abierto, etcétera 
(Henry, 2013) (García Muller, 2019).

Los profesionales y técnicos a la manera de la ley andaluza, 
los trabajadores asociados, los desempleados, los trabajadores au-
tónomos que quieren organizar una empresa para eliminar al inter-
mediario que los explota y  para comprar en conjunto, quienes se 
constituyeron a partir de planes sociales dependientes del estado 
y hacen la transición a la autonomía, quienes constituyen coope-
rativas sociales y de cuidado, etc., tienen que tener un mecanismo 
simple y económico para constituir su cooperativa y para hacerla 
funcionar, en beneficio de una sociedad mucho más solidaria. 

Simplificación y federalización del trámite constitutivo y del control

Por supuesto que ello debe estar acompañado de un trámite 
constitutivo, en el que la burocracia de la autoridad de aplicación no 
prolongue su constitución  formal.

Constituir y hacer funcionar cooperativas tiene que ser por lo 
menos tan sencillo y con tiempos tan cortos como son los de consti-
tuir y funcionar Sociedades Anónimas. No puede cargarse a las coo-
perativas de requisitos formales, y demoras burocráticas, que no 
se les exigen a estas últimas. Nuestra sociedad tiene un prioritario 
interés en que lo hagan.

Cooperativas de Múltiples Interesados de Interés Social

El  subtipo de la Cooperativa de Múltiples interesados, es im-
prescindible tomando todas las garantías que impidan la desnatu-
ralización introducir este tipo  genérico en el cual la cooperativa se 
endereza a cumplir objetos de interés social, y para ello plantea la 
convivencia de distintos tipos de asociados. 

El estado nacional, provincial y municipal, de hecho interviene 
en muchas cooperativas (ejemplo: las cooperativas inducidas por el 
Estado que regula la remuneración de los trabajadores, y fija las 
condiciones de trabajo, en muchos casos en estas cooperativas par-
ticipan movimientos sociales, y en ambos casos es necesario que el 
subtipo permita traducir  la realidad de la mayoría de las cooperati-
vas en la Argentina). 
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Las Cooperativas de Cuidado, son también una realidad que 
requiere de este subtipo en muchísimos de los casos. Las Coopera-
tivas de Consumo responsable o de Comercio Justo, con participa-
ción de Productores y Consumidores, etc.

En el Derecho Comparado hay importantísimos avances en la 
legislación canadiense (Cooperativas de Solidaridad), de EEUU y de 
Europa (La punta de lanza la hizo Italia con la regulación de las Coo-
perativas Sociales).

La autogestión, las cooperativas de trabajo, y los subtipos que la praxis 
ha puesto en funcionamiento deben ser impulsados y regulados

Creemos conveniente que la autogestión y los subtipos co-
operativos que en la ciudad y el campo engendra, tengan una nor-
ma especial. 

Su naturaleza es cooperativa pero simultáneamente se dis-
tinguen por su naturaleza específica emergente de que son Coo-
perativas Autogestionarias en sentido propio, y de su condición de 
organizaciones de conducción coordinada; y por las dificultades que 
las acompañan en el mercado y la importancia que tienen desde el 
punto de vista preformador de un mundo mejor, requieren de un 
fomento especial.

Cooperativas de trabajo Asociado y múltiples manifestaciones es-
pecíficas

Como capítulos de esta norma de autogestión, las cooperativas 
de trabajo y sus subtipos que son una realidad de la praxis nacional y 
latinoamericana necesitan en esa ley, una regulación que las particu-
larice (el trabajo autogestionario es diferente al trabajo dependiente 
o autónomo) al igual que las Cooperativas que Recuperan Empresas, 
las Cooperativas Recolectoras y Procesadoras de Residuos, las Coope-
rativas de Trabajo, Cooperativas Sociales y de Cuidado, Tecnológicas, 
de Medios, Educativas, Campesinas y Agroecológicas, y las más va-
riadas formas que a diario la praxis construye en interés de sus aso-
ciados y de la comunidad, deben ser especificadas y especialmente 
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reguladas. Porque el trabajo en ellas tiene particularidades que ne-
cesitan regulación diferente. 

Las Cooperativas Prestadoras de Servicios Públicos requieren 
la regulación de un subtipo, que marque en todas sus ramas, su fun-
ción, su naturaleza y las libere del tratamiento igual para desiguales, 
que hace el Estado con su regulación y sus tarifas.

Las Cooperativas de Vivienda han tenido en muchos lugares 
de Latinoamérica (Uruguay es ejemplar en ese sentido) un desa-
rrollo con diversidad de formas que permiten propiedad colectiva, 
propiedad individual, aportes en trabajo, aportes en dinero, y una 
administración posterior que nuestra legislación no prevé. 

Sería sumamente útil que pudiéramos contar con estas previ-
siones para ampliar su campo de acción y su asimilación a formas 
distintas de la reciprocidad, don, y de solidaridad. 

Este libro contiene valiosos aportes que dan cuenta de la ne-
cesidad de una ley de autogestión que contenga una ley de coope-
rativas de trabajo, y que desarrolle las particularidades de todos los 
subtipos. A la que deben serle aplicables los institutos de las coo-
perativas simplificadas y de múltiples interesados de interés social.

Redacciones que ayudarían a preservar a las cooperativas, conte-
nidas en el Derecho Comparado Latinoamericano

En muchísimos artículos la Ley Marco tiene una redacción 
muy precisa que sería conveniente adoptar con criterio general. 

Sin perjuicio de ello analizaremos algunos textos  a partir de 
un análisis de derecho comparado, que son posteriores a la Ley 
Marco, que creemos que tiene que ser muy tenida en cuenta, y que 
nos parecen convenientes e interesantes, porque responden a nue-
vas realidades, y a cuestiones que se han revelado con la experien-
cia, imprescindibles.

Declaración de “Utilidad Pública e Interés Social”, y de la “Función 
Social de la Cooperativa”

La defensa de la especificidad cooperativa distinguiéndolas con 
texto claros de las sociedades desde el punto de vista conceptual es 
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realmente importante. La Ley Peruana de Cooperativas de Perú y las 
Leyes de Asociaciones Cooperativas de Costa Rica y Panamá contie-
nen textos muy valiosos al respecto.

La definición del acto cooperativo podría ser mejorada, Tanto 
la Ley Marco de las Cooperativas de América como la Ley Urugua-
ya hacen aportes en este punto. En oportunidades, la ambición de 
abarcar mucho afloja el lazo y debilita al instituto. El actual texto no 
obstante la amplitud de protección que ofrece, y que ha encandi-
lado a muchos cooperativistas, pierde eficacia justamente porque 
contradice sus propios fundamentos.

Atento al debate doctrinario en otras latitudes creo que sería 
muy útil afirmar expresamente el principio de mutualidad prevale-
ciente, implícita en la ley 20.337 en las Cooperativas.

La ley Marco proporciona un adecuado tratamiento a la ap-
titud de las cooperativas para llevar adelante todas las actividades 
económicas y a adoptar modalidades específicas al efecto. 

La promoción de las Cooperativas, por su naturaleza y aten-
diendo a su aporte al desarrollo productivo, humano y territorial 
como criterio general, tiene un tratamiento muy favorable en la Le-
gislación de Costa Rica, que sería muy bueno tener en cuenta.

El concepto, y los principios y valores de las cooperativas de-
berían ser transcriptos en forma expresa a partir de la declaración 
de identidad cooperativa de ACI (Congreso 1966). Y recoger aque-
llos que aportan fundamentalmente a la protección del medio am-
biente y al trato igualitario en la  cuestión de género.

Nos parece bueno mantener algunas precisiones que hacía 
la ley 20.337, y aclarar expresamente que son entidades sin fines 
de lucro, e incluir en las mismas el principio económico social de 
solidaridad, de igualdad, de equidad, de primacía del interés social 
sobre el individual, conforme lo hace la legislación boliviana poste-
rior al Congreso de ACI y respondiendo a las corrientes avanzadas 
de Latinoamérica para las Cooperativas.

La ley mejicana introduce muy positivamente los avances en 
la idea de integración, refiriendo a la integración con finalidad es-
pecíficamente operativa. Este punto se podría complementar con 
el recurso a un conjunto de instituciones que prevé el código civil 
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unificado, descartando otras. Especificando qué normas son aplica-
bles para facilitar la integración.

Las Políticas públicas, el fomento estatal, las compras y con-
trataciones estatales, la protección y la promoción cooperativas, 
se desarrollan en la Ley Boliviana de Cooperativas, y es un punto 
para nada menor, que prevé asimismo el fomento profundizado a 
subtipos cooperativos específicos, y el acceso de las cooperativas 
a servicios especiales de investigación, desarrollo e innovación tec-
nológica.

La ley de Cooperativas de Méjico tiene una interesante norma 
para apoyar la capacitación y la educación Cooperativa.

Las Cooperativas Agropecuarias históricas fundacionales que 
deben ser reguladas para diferenciar aquellas que tienen como acti-
vidad central el acopio, la provisión de insumos, y en algunos caso la 
transformación como agregado de valor, de aquellas Cooperativas 
Campesinas, Agroecológicas, Huerteras, o de pequeños producto-
res agropecuarios agrupados.

En definitiva, la ley de Cooperativas reclama en esta hora im-
periosamente su reforma para sostener su propio espíritu adecua-
do a los tiempos y registrar los avances del derecho cooperativo que 
lo profundizan en esta hora.   

El INAES debe revisar sistemática y cuidadosamente sus re-
soluciones, normas y burocracia, para simplificarlas y adecuarlas 
a los tiempos. La clara distinción en las funciones normativas, de 
supervisión y promoción, constituiría un adelanto muy importan-
te. El control constitutivo y la supervisión deben federalizarse, para 
facilitar ambas funciones. En el territorio, se facilita para las coope-
rativas y para el órgano de control. En algunos casos,  algunos casos 
se podrían recurrir a la supervisión delegada en Confederaciones 
y Federaciones que otorguen confianza al organismo que a su vez 
tendría que controlarlas, facilitando así su tarea. 

La actual situación de que con pocos inspectores se intenta 
supervisar a miles de cooperativas es inaudita y condena al organis-
mo a un fracaso que no va a resolver la informatización del mismo. 

La creación en el marco del sector u órgano de supervi-
sión, de una Supervisión de Entidades Financieras No Bancarias, 
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con parámetros cooperativos, es un imperativo para el desarrollo 
de todo el movimiento y su aporte a la producción. En el ámbito 
del Banco Central de la República Argentina, sometido a normativa 
global, no va haber nunca financiamiento popular.
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